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En una Europa arrasada por dos guerras mundiales y en riesgo de permanente colisión, las 
potencias occidentales impulsaron un proyecto de confluencia europea con el que tratar de 
conjurar las viejas y nuevas amenazas latentes en el continente. Un proyecto que se iría 
plasmando en distintas iniciativas y estructuras institucionales hasta llegar a la actual 
configuración de la Unión Europea, pero detrás del cual encontraríamos un mismo 
principio rector: aquel según el cual la interdependencia económica constituiría la base 
material y la garantía para una paz duradera2. Así, la construcción de un mercado común 
interno, la creación de un espacio de libre intercambio de mercancías y servicios, han sido 
a menudo percibidas como la punta de lanza del proyecto de reunificación europea, el factor 
de arrastre a partir de cuya inercia cabría esperar la confluencia de otros ámbitos sociales, 
políticos y culturales; el motor, en definitiva, de un hipotético bienestar europeo. Esta 
imbricación, cuando no supeditación, del establecimiento de un orden social y político (en 
paz) al desarrollo del libre comercio estaría pues inscrita en los orígenes del proyecto de 
unificación europea, así como en no pocas de las polémicas que éste habría registrado, a 
menudo como consecuencia del creciente desequilibrio entre el desarrollo de dichas 
"libertades económicas" y la defensa de los derechos sociales de sus ciudadanos.  
 
La configuración de dicho espacio transnacional de intercambios económicos mediados 
por el mercado supondría no sólo permitir y potenciar la libre circulación de servicios, 
productos y capitales, sino también la de otro elemento cuya movilidad resulta 
fundamental, pero, a menudo, mucho más compleja y problemática: la fuerza de trabajo. 
La Unión Europea (UE-28) constituye en la actualidad un espacio político integrado por 
alrededor de 510 millones de personas, el 65% aproximadamente de los cuales en edad de 
trabajar (Eurostat, datos a 1 de enero de 2016). Con una población activa (15-74 años) en 
2015 de más de 243 millones de individuos (Eurostat, Labour Force Survey) y un 
reconocimiento formal de la libre circulación de personas dentro de su territorio, la actual 																																																								
1 Este trabajo presenta los resultados sociológicos obtenidos en el proyecto de investigación “Problemas 
actuales y perspectivas de futuro del desplazamiento de trabajadores transnacional: el caso de los trabajadores 
del transporte” [DER2013-43423-R], dirigido por Olga Fotinopulos Basurko (Universidad del País Vasco) y 
financiado por el Plan Estatal de Investigación Científica y Técnica y de Innovación 2013-2016 del Ministerio 
de Economía y Competitividad de España. 
2 Se trata, en realidad, de un postulado poco original que recuerda extraordinariamente a aquel viejo principio 
del "doux commerce" movilizado por el liberalismo clásico (por ejemplo, Tocqueville) (cf. Hirschman, 2014; 
Larrère, 2014). Un principio, más normativo que empíricamente palpable, según el cual el efecto natural del 
comercio (el libre intercambio) sería favorecer la paz. Otra fórmula con la que expresar el viejo adagio de 
"intereses privados, virtudes públicas". 
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Unión Europea conforma un mercado de trabajo extraordinario de gran atractivo para las 
empresas que operan dentro o desde el espacio europeo. Sin embargo, muchas de las 
potencialidades presentes en esa movilización transnacional de la fuerza de trabajo 
parecieran no haberse aún explorado en todas sus posibilidades, no en vano el impulso de 
la movilidad intra-europea de la fuerza de trabajo es recurrentemente señalada como una 
medida clave en las estrategias europeas de crecimiento económico (Eurofound, 2014).  
 
Y es que, pese a los temores con los que los diferentes Estados miembro han afrontado los 
sucesivos procesos de ampliación europea (que habrían derivado en derogaciones 
temporales del derecho de libre circulación)3, son varios los estudios que han puesto en 
evidencia que la movilidad de la fuerza de trabajo dentro de la UE continúa siendo reducida 
en términos relativos y/o comparados (por ejemplo, con el contexto norteamericano) 
(Eurofound, 2014; Fries-Tersch, Tugran y Bradley, 2016). En 2015 se estimaba que los 
ciudadanos de la UE-28 que trabajaban o buscaban un empleo en otro Estado miembro 
representaban únicamente el 3,6% del conjunto de la población activa (Fries-Tersch, 
Tugran y Bradley, 2016), un porcentaje que ha ido, no obstante, creciendo a lo largo de la 
última década (2,6% en 2008; 3% en 2012) (Eurofound, 2014). Ese 3,6%, en un mercado 
de trabajo como el europeo, supone, no obstante, una cifra de unos 8,5 millones de 
personas, por lo que nos equivocaríamos si pensáramos que estamos ante un fenómeno 




3 Las únicas ampliaciones de la UE que no conllevaron restricciones temporales a la libertad de circulación 
de los ciudadanos de los países recién incorporados fueron la de 1973 (Dinamarca, Irlanda y Reino Unido) y 
la de 1995 (Austria, Finlandia y Suecia) (Eurofound, 2014: 5). Las ampliaciones por el (más empobrecido) 
sur y este europeo desembocaron en restricciones temporales bastante generalizadas.  
4 Por ejemplo, el 75% de esos trabajadores móviles europeos se encuentran localizados en 6 países (Alemania, 
Reino Unido, España, Italia, Francia y Suiza, por orden decreciente de importancia) y en países como 
Luxemburgo, Suiza, Chipre, Irlanda y Bélgica dichos trabajadores representan más del 10% de su población 
(Fries-Tersch, Tugran y Bradley, 2016: 12). Asimismo, aunque los flujos migratorios intra-europeos del sur 
hacia el centro-norte del continente (especialmente Alemania y Reino Unido) se han incrementado desde el 
estallido de la crisis de 2008, el grueso de los desplazamientos en el continente se orienta principalmente en 
sentido "este –> oeste" (Fries-Tersch, Tugran y Bradley, 2016: 34; Eurofound, 2014: 20 y ss.).  
5 Los trabajadores móviles procedentes de países de la UE-15 se concentran en sectores como: la información 
y la comunicación; las actividades financieras y los seguros; y las actividades profesionales en el sector 
educativo y cultural. Los trabajadores procedentes de las ampliaciones posteriores (básicamente los 
ciudadanos de la denominada "Europa del Este") se concentran especialmente en la industria manufacturera, 
la construcción, el transporte, la hostelería y el trabajo doméstico, esbozando así itinerarios de movilidad 
laboral bastante diferenciados entre unas y otras partes de Europa (Fries-Tersch, Tugran y Bradley, 2016: 
73).  
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El fenómeno del desplazamiento de trabajadores propiamente dicho (posting of workers), 
estimado en unos 2 millones de desplazamientos en 2015 (Pacolet y De Wispelaere, 2016; 
Fries-Tersch, Tugran y Bradley, 2016: 24), se encontraría formal y estadísticamente 
diferenciado de estos otros movimientos migratorios de la fuerza de trabajo europea a los 
que nos estamos refiriendo. Se trata de un tipo de movilidad de la fuerza de trabajo 
íntimamente vinculada al principio de libre prestación de servicios transnacional, un 
derecho reconocido por la Unión Europea (Artículo 56 del Tratado de Funcionamiento de 
la UE) y considerado como piedra angular del mercado único europeo. 
 
Aunque la definición –en ocasiones, indefinición– del desplazamiento de trabajadores no 
está exenta de polémicas (véase, por ejemplo, Fotinopulos Basurko, 2017a), podemos tratar 
de apuntar una delimitación de nuestro objeto de estudio definiendo a los “trabajadores 
desplazados” (posted workers) como aquellos trabajadores que, residiendo y estando 
empleados en un Estado miembro de la UE, son enviados por su empleador a otro Estado 
miembro de manera temporal para efectuar un trabajo en el marco de una prestación 
transnacional de servicios (Comisión Europea, 2015). Se trata pues de un tipo particular de 
desplazamiento caracterizado, entre otras cosas, por su carácter "temporal" y por el 
mantenimiento por parte del trabajador de un vínculo laboral en su país de origen que dará 
lugar a una serie de excepciones a la hora de fijar el marco regulador de las relaciones 
laborales aplicable. Un tipo específico de movilidad de la fuerza de trabajo que configurará 
una categoría propia en el seno de la normativa europea, diferenciada, por ejemplo, de lo 
que suele entenderse como trabajadores inmigrados.  
 
La normativa que regula el desplazamiento de trabajadores en la Unión Europea, reconoce 
tres posibles situaciones que podrían englobarse bajo el epígrafe de “desplazamiento de 
trabajadores”: 
 
1. Empleadores que, por su cuenta y bajo su dirección, desplazan a trabajadores a otro 
Estado miembro con motivo de la ejecución de un contrato de prestación de 
servicios establecido entre el empleador y un tercero localizado en ese otro Estado 
miembro (Comisión Europea, 2013: 3 y 2015)6.  																																																								
6 Este tipo de desplazamientos sería el más habitual. El desplazamiento de trabajadores también puede afectar 
a trabajadores autónomos que se desplazan en el marco de una prestación internacional de servicios. En 2015 
se registró un total de 144.329 permisos de desplazamiento a trabajadores autónomos (156.695 si 
consideramos a quienes eran simultáneamente trabajadores asalariados en un país y autónomos en otro), 
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2. Empleadores que desplazan a trabajadores a sedes o misiones pertenecientes al 
grupo, pero situadas en otros Estados miembro (Comisión Europea, 2013: 3 y 
2015). 
3. Empleadores que son agencias temporales de empleo y ponen un trabajador a 
disposición de un usuario de esa empresa de trabajo temporal radicado u operando 
en otro Estado miembro (Comisión Europea, 2013: 3 y 2015)7. 
 
La clave de este tipo de desplazamientos radica en que los trabajadores desplazados cotizan 
y son cubiertos por la Seguridad Social de sus respectivos países de origen y no por los 
sistemas de protección de los países en donde realizan su actividad (artículo 12 del 
reglamento CE nº 883/2004) (Comisión Europea, 2013: 2)8. Tal y como veremos, la 
normativa sobre desplazamiento de trabajadores en Europa obliga a que los trabajadores 
desplazados estén equiparados a los trabajadores locales en lo que se refiere a una serie de 
estándares de protección del trabajo: salario mínimo, tiempos de descanso y de trabajo, 
vacaciones retribuidas, igualdad de derechos y no discriminación, seguridad y salud, etc. 
(Comisión Europea, 2013: 2 y 2015). No obstante, en un contexto como el europeo de 
creciente complejización de los sistemas de remuneración (partes variables del salario 
individual, salario social, etc.) y de desarrollo desigual de los sistemas de protección social, 
el recurso a trabajadores desplazados supone, la mayoría de las veces, una importante 
reducción de los costes laborales para las empresas, más aún si tenemos en cuenta las 
irregularidades y abusos que, pese a los controles previstos por la normativa europea, 
acompañan con frecuencia al uso del desplazamiento de trabajadores (Muller, 2014; 
Wagner y Lillie, 2014; Muller y Triomphe, 2013; Cremers, 2014 y 2011; Dølvik y Eldring, 
2006). 																																																								
representando el 8% de las solicitudes de desplazamiento a un único país y el 12% en el caso de los 
desplazamientos a dos o más países (Pacolet y De Wispelaere, 2016: 14). El desplazamiento de trabajadores 
autónomos es frecuente en sectores como la construcción y el transporte (Pacolet y De Wispelaere, 2016; 
Cremers, 2011) y ha sido señalado como fuente de abusos: falsos autónomos, falso desplazamiento, etc. 
(Jorens, 2008; Cremers, 2011). Ténganse en cuenta que, al no ser un trabajador por cuenta ajena, el trabajador 
autónomo no queda sujeto a las disposiciones protectoras de la Directiva de Desplazamiento de Trabajadores 
(96/71/CE) (Ribes Moreno, 2017: 118), lo que ha derivado en una práctica fraudulenta por parte de las 
empresas por medio de la cual desplazan a trabajadores asalariados como si fuesen trabajadores autónomos 
(falsos autónomos). 
7 A partir de los datos de autorizaciones A1 habitualmente empleados para el estudio del desplazamiento de 
trabajadores (cf. infra), se puede estimar el peso de la actividad de las Empresas de Trabajo Temporal en el 
desplazamiento de trabajadores en torno al 2% del total de los desplazamientos efectuados (con un único país 
de destino) en 2015 (Pacolet y De Wispelaere, 2016:25). 
8 La satisfacción de las cotizaciones sociales en el país de origen por parte del trabajador desplazado es 
confirmada mediante la presentación de un formulario A1 (antes E101). Como enseguida veremos, a pesar 
de sus limitaciones, las estadísticas de formularios A1 constituyen, desde un punto de vista cuantitativo, la 
principal fuente de información sobre el fenómeno del desplazamiento de trabajadores en Europa.  
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El fenómeno del desplazamiento de trabajadores en Europa constituye, por lo tanto, una 
realidad dotada de características y problemáticas propias que justifican la puesta en 
marcha de análisis específicos como el que aquí estamos llevando a cabo. Sin embargo, 
pese a esta diferenciación formal del desplazamiento de trabajadores respecto a otras 
modalidades de movilización de la fuerza de trabajo, creemos también que unas y otras 
constituyen realidades íntimamente interconectadas, de manera que el fenómeno del 
desplazamiento de trabajadores debería ser pensado y analizado como parte de un contexto 
más amplio de movilización y uso transnacionales de las capacidades y competencias 
productivas de la población europea. En este sentido, el desarrollo del desplazamiento de 
trabajadores procedentes de determinados países europeos no habría sido ajeno a las 
restricciones a la libre circulación impuestas a las personas procedentes de esos mismos 
países. Cremers (2011), por ejemplo, ha subrayado el hecho de que la eliminación de las 
restricciones a la libertad de movimiento para los países de la "Europa del Este" 9 
incorporados al proyecto europeo desde 2004, conllevó en muchos casos una sustitución 
de los falsos desplazamientos por el reclutamiento (transfronterizo) directo y de carácter 
individual a través de Empresas de Trabajo Temporal o como autónomos, fórmulas todas 
ellas que permiten el uso de una mano de obra extranjera de menor coste pero sin el 
reconocimiento de derechos que suelen tener las migraciones de trabajo.  
 
El cierre (relativo) de fronteras exteriores que viene caracterizando la historia reciente del 
proyecto europeo; el desplazamiento progresivo de la "frontera" más allá de los límites 
formales de la UE como forma de gestión a distancia –externalizada, deslocalizada– de los 
flujos migratorios, han ido haciendo cada vez más atractivo para las empresas europeas 
(especialmente para aquellas que operan en países con mayores costes laborales) el acceso 
a los saldos de mano de obra presentes en el continente europeo: primero en el sur de 
Europa y luego en el antiguo "bloque socialista". Este deseo, chocaba, sin embargo, con 
las restricciones temporales a la libre circulación impuestas por la práctica totalidad de los 
países integrantes de la UE. Unas restricciones que dificultaban el acceso a dicha fuerza de 																																																								
9 La clasificación de los países europeos en distintas agrupaciones está siempre sujeta a polémica, variaciones 
históricas y distintos criterios de clasificación (políticos, geográficos, culturales, etc.). En el caso de Europa, 
no hay consenso (ni teórico, ni práctico) respecto a los países que conforman la "Europa del Este", la "Europa 
Central", la "Europa del Norte", etc. Por nuestra parte, a lo largo de este trabajo, aunque podamos en ocasiones 
referirnos a otros términos (UE-15, UE-13...), utilizamos fundamentalmente los términos de: "Europa del 
Este" (englobando en ella a todos países del antiguo "bloque socialista" incorporados a la UE desde 2004 en 
adelante); "Europa del Sur" (para referirnos, básicamente, a: Portugal, España, Italia, Malta, Grecia y Chipre) 
y "Centro y Norte de Europa" (para englobar al resto de países). 
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trabajo por parte de las empresas europeas, las cuales encontraron en la Directiva de 
Desplazamiento de Trabajadores una vía para esquivar tales limitaciones. Eliminadas esas 
restricciones, el desplazamiento de trabajadores ha podido ver modificados ciertos usos, 
pero no habría cesado de funcionar como un mecanismo orientado a canalizar el 
reclutamiento internacional de mano de obra (intracomunitaria), en un momento en el que 
las políticas migratorias –especialmente en el Centro y Norte de Europa– se han vuelto 
mucho más restrictivas respecto a la inmigración extracomunitaria. En definitiva, el 
desplazamiento de trabajadores se habría convertido en uno de los canales por medio de 
los cuales se produce la transferencia de mano de obra barata transfronteriza en el mercado 
europeo interior (Cremers, 2011: 56). Una modalidad de movilización y uso de la fuerza 
de trabajo a escala transnacional detrás de la cual podemos intuir importantes desafíos y 
transformaciones de la relación de empleo tradicional y de las instituciones, actores y 
mecanismos responsables de su gestión y reproducción.  
 
Para abordar este fenómeno del desplazamiento de trabajadores dentro de la UE hemos 
optado por centrarnos en un sector de actividad económica poco investigado pero que se 
sitúa en el centro de algunas de las más recientes controversias y polémicas a propósito de 
la regulación del desplazamiento de trabajadores en Europa: el sector del transporte y, más 
concretamente, el transporte internacional de mercancías por carretera. Tal y como 
veremos en los capítulos siguientes, el sector del transporte no es el sector más relevante, 
estadísticamente hablando, en lo que se refiere a presencia del desplazamiento de 
trabajadores. Se encuentra, sin duda, por detrás de lo que ocurre en sectores como la 
construcción, donde se concentra buena parte (el 36% de las autorizaciones de 
desplazamiento A1 emitidas en 2015) de los trabajadores desplazados en Europa. No 
obstante, la relevancia del sector del transporte dentro del fenómeno del desplazamiento de 
trabajadores es alta desde un punto de vista estadístico, concentrando el 11% de las 
autorizaciones A1 con un único país de destino emitidas en 2015 (el 34% en el caso de las 
autorizaciones A1 a dos o más países de destino). Su relevancia habría ido, además, en 
aumento a lo largo de los últimos años, lo mismo que algunas prácticas concomitantes al 
fenómeno del desplazamiento de trabajadores como la presencia de empresas buzón, el 
falso desplazamiento, el denominado dumping social, etc.  
 
Tal y como veremos en este estudio, las características específicas del transporte 
internacional por carretera en España y  Europa (elevado peso de la subcontratación y fuerte 
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atomización empresarial; centralidad del factor trabajo en las estrategias competitivas de 
las empresas; fuerte presencia en el sector internacional de empresas ubicadas en países de 
bajos costes laborales; deslocalización frecuente de empresas hacia países de menores 
costes operativos; carácter internacional y móvil del servicio prestado, con cambio 
frecuente de país durante breves periodos de tiempo; etc.) lo convierten en un sector 
especialmente propenso a recurrir al desplazamiento de trabajadores para su 
funcionamiento regular y, al mismo tiempo, lo vuelve especialmente vulnerable a los 
abusos y malas prácticas que en ocasiones acompañan a dicho fenómeno. En este sentido, 
no es casualidad que el sector del transporte se encuentre en el centro de la discusión actual 
sobre posibles modificaciones a incorporar en las directivas que regulan el desplazamiento 
de trabajadores en Europa, postulándose por parte de algunos actores sociales e 
institucionales la necesidad de adaptar dicha normativa para poder abarcar más 
ampliamente la actividad de transporte internacional, hoy por hoy escasamente sujeta 
(salvo en lo que se refiere a las actividades denominadas de cabotaje) al marco normativo 
que regula el desplazamiento de trabajadores en Europa10. Una agenda de reformas en torno 
a la cual, tal y como tendremos ocasión de apreciar a lo largo de este estudio, chocarán 
posiciones e intereses enfrentados que apuntan no sólo a la existencia de valoraciones 
netamente diferenciadas respecto a la posibilidad y conveniencia de situar la actividad de 
transporte internacional por carretera dentro de la órbita del desplazamiento de 
trabajadores, sino que ponen también en evidencia las tensiones derivadas de los procesos 
de transformación que están registrando los países europeos. 
 
La relevancia del sector del transporte por carretera para nuestro estudio deriva pues, por 
un lado, de que se trata de un sector significativo en términos estadísticos que ha sido 
escasamente investigado en lo que se refiere al impacto del desplazamiento de trabajadores. 
Por otro lado, más allá de su propia significación estadística, el sector del transporte 
internacional, por las características intrínsecas del servicio que realiza, nos obliga a definir 
y clarificar toda una serie de dimensiones (¿qué es un trabajador desplazado? ¿cuál es la 
duración mínima y máxima del desplazamiento de trabajadores?) que la normativa 
existente buscó formular en términos explícitamente ambiguos:  ¿debería ser considerado 																																																								
10 La Unión Europea (Reglamento nº 3118/93 del Consejo, de 25 de octubre de 1993) define el cabotaje 
terrestre como “la prestación de servicios de transporte en el interior de un Estado miembro por parte de una 
empresa de transporte establecida en otro Estado miembro". En la práctica, se trata de servicios realizados 
por transportistas no residentes que, con motivo de un desplazamiento internacional, se encuentran en un país 
de acogida y que, en vez de volver con el vehículo vacío, efectúan un transporte ulterior dentro de dicho país 
antes de alcanzar la frontera” (Soave, 2015). Lo abordaremos con más detalle en el capítulo 3. 
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como "desplazamiento de trabajadores" todo servicio de transporte de carácter 
internacional en tanto en cuanto implica desplazar trabajadores a lo largo de distintas 
fronteras europeas? ¿La duración del desplazamiento debería ser un criterio para 
discriminar qué es y qué no es desplazamiento de trabajadores? Y en ese caso ¿cuál debería 
ser la duración mínima o máxima que se debería contemplar? ¿Qué normativa y autoridad 
(nacional) debería servir de referencia para regular una actividad que se desarrolla por 
definición a escala transnacional y atraviesa en ocasiones distintas y variadas fronteras en 
lapsos muy breves de tiempo? ¿Es viable y/o deseable la aplicación de la normativa de 
desplazamiento de trabajadores a la actividad de transporte internacional? ¿Cómo combatir 
los abusos y efectos perniciosos que se vinculan en ocasiones al desplazamiento de 
trabajadores en el sector? Finalmente, tal y como mencionábamos, el análisis del 
desplazamiento de trabajadores en el sector del transporte internacional por carretera nos 
permitirá evidenciar toda una serie de tensiones y transformaciones presentes en las 
sociedades europeas que apuntan a la posible configuración de un nuevo tablero de juego 
en torno al cual se extiende la incertidumbre.  
 
Para tratar de alcanzar estos objetivos, hemos organizado la presentación de los resultados 
de nuestra investigación en diferentes etapas y apartados. Por un lado, habría una primera 
labor de contextualización general de nuestro objeto de estudio: desde una breve genealogía 
del surgimiento y regulación del fenómeno del desplazamiento de trabajadores en Europa 
(Capítulo 1); pasando por una tentativa de delimitar la extensión, principales características 
y desafíos del desplazamiento de trabajadores a partir de la explotación de las escasas 
estadísticas disponibles (Capítulo 2); o, para terminar, una presentación de los rasgos y 
tendencias de cambio más significativos presentes en el sector del transporte de mercancías 
por carretera en Europa (Capítulo 3). Esta labor de contextualización general de las 
características del desplazamiento de trabajadores y del sector del transporte de mercancías 
por carretera permite sentar las bases para una correcta comprensión de la segunda parte 
de la investigación, aquella en la que se presentan los resultados del trabajo de campo 
cualitativo efectuado (Capítulo 4). 
 
Tal y como planteábamos previamente, nuestra investigación ha sido concebida como una 
primera aproximación a un fenómeno escasamente conocido e investigado en Europa y 
España como es el desplazamiento de trabajadores en el sector del transporte. Para ello, 
hemos creído necesario no sólo recurrir a esa labor de contextualización a la que acabamos 
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de hacer mención (capítulos 1, 2 y 3), sino también movilizar el conocimiento y valoración 
de algunos de los principales y más relevantes actores sociales e institucionales, tanto a 
escala nacional como europea (capítulo 4). El objetivo ha sido recabar el diagnóstico de 
estos informantes clave –sindicatos y organizaciones patronales españoles y europeos, así 
como de los representantes de la Comisión Europea y de los servicios de Inspección de 
Trabajo 11 – sobre el desplazamiento de trabajadores en el sector del transporte, sus 
características, desafíos y posibles mecanismos de regulación y protección de los derechos 
laborales de los trabajadores implicados. El resultado, aunque exploratorio y obviamente 
ampliable, creemos que ofrece una sugerente primera ordenación y presentación de los 
discursos y posiciones mantenidas por unos y otros actores institucionales en torno al 
fenómeno del desplazamiento de trabajadores. Una primera presentación que, mediante el 
análisis sociológico de los discursos recogidos, permite además evidenciar toda una serie 
de tensiones en torno a la constitución y transformación del proyecto europeo, así como en 
torno a los cambios que están registrando las relaciones laborales y su regulación en 
Europa. Son esas tensiones, analizadas a partir del fenómeno del desplazamiento de 
trabajadores en el sector del transporte pero que desbordan dicho marco de análisis, las que 
hemos tratado de sintetizar y formular, tanto en las conclusiones del propio capítulo 4, 
como en las Conclusiones finales del libro. Cuestiones, a nuestro juicio, de máxima 
importancia que no podrán ser resueltas en un estudio de carácter exploratorio como el que 
aquí hemos realizado, pero que al menos confiamos en poder contribuir modestamente a 







11 Para información más detallada sobre los perfiles de las personas entrevistadas, así como sobre los guiones 
de entrevista empleados, véanse los Anexos 2 y 3 de este libro. 
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CAPÍTULO 1. GENEALOGÍA Y VICISITUDES DE LA 
REGULACIÓN DEL DESPLAZAMIENTO DE TRABAJADORES EN 
LA UNIÓN EUROPEA 
 
La creación de un mercado interior con libre circulación de bienes, capitales y fuerza de 
trabajo constituye un pilar fundamental (y fundacional) del proyecto europeo plasmado en 
el Tratado de Roma de 1957. Desde entonces se habrían ido dando distintos pasos en pos 
de tal objetivo: la eliminación de tarifas y restricciones cuantitativas al comercio interior, 
la unión aduanera en 1968, el Acta Única Europea de 1986 y la fijación del año 1992 como 
fecha tope para la puesta en marcha de dicho mercado interior o, más recientemente, la 
aprobación de la Directiva de Desplazamiento de Trabajadores (Posted Workers 
Directive-PWD) en 1996 y la Directiva de Servicios en 2006 (Bernaciak, 2014). El impulso 
del mercado interior europeo, con la progresiva eliminación de trabas al intercambio de 
bienes, servicios y capitales tuvo también su reflejo en el impulso de la libertad de 
circulación de la propia fuerza de trabajo: eliminación de los permisos de trabajo y 
residencia para los trabajadores migrantes procedentes de un Estado miembro; 
reconocimiento del principio de igualdad de trato y prohibición de toda discriminación de 
dichos trabajadores por motivos de nacionalidad en materia de acceso al empleo, salarios 
o condiciones de trabajo; eliminación del doble pago de cotizaciones sociales (en el país 
de origen y en el de destino) por parte del empleador de trabajadores desplazados, etc. 
(Lalanne, 2011: 235). 
 
La libertad de circulación de la fuerza de trabajo y el desplazamiento transnacional de 
trabajadores dentro de la Unión Europea supusieron así la puesta en contacto y activación 
simultánea de actores, marcos normativos y entramados institucionales muy heterogéneos 
correspondientes a las distintas tradiciones nacionales y "modelos" de relaciones laborales 
existentes en el territorio europeo que era necesario coordinar. Los derechos y prestaciones 
vinculados a los diferentes sistemas nacionales de Seguridad Social que debían acompañar 
a los trabajadores desplazados a otro Estado miembro, fue uno de los primeros ámbitos 
donde quedó patente esta necesidad de coordinación, conociendo en 1958 las primeras 
tentativas en este sentido, unos principios de coordinación que serían adaptados 
posteriormente en 1971 (Reglamento 1408/71) y, más recientemente, modificados en 2004 
(Reglamento 883/2004) y 2009 (Reglamento 987/2009) (Llobera-Vila, 2017: 41; 
Maslauskaite, 2014: 11; Cremers, 2016a: 151; 2011: 5;). La coordinación entre diferentes 
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sistemas de Seguridad Social planteaba la necesidad de que una única legislación fuese 
aplicada al mismo tiempo, postulando para ello como principio rector el lex loci laboris o 
principio de país de acogida, según el cual la legislación a aplicar debería ser la del Estado 
miembro donde el trabajador lleva a cabo su actividad (Cremers, 2011: 5). No obstante, la 
regulación de 1971 que mencionábamos señalaba una excepción a este principio general: 
el caso del desplazamiento temporal de trabajadores, cuya excepcionalidad vendría 
justificada por la brevedad del desplazamiento (12 meses, ampliado a 24 más 
recientemente). En este caso, los trabajadores desplazados permanecerían vinculados al 
sistema y entramado del país de origen durante el tiempo que durase su desplazamiento a 
otro Estado-miembro (Cremers, 2016a: 151-152). Es decir, que los trabajadores y sus 
empleadores pagarían las cotizaciones sociales en el país de origen (donde, en teoría, se 
desarrolla habitualmente la relación laboral que les conecta entre sí), quedando vinculados 
los trabajadores desplazados al sistema de protección del país de origen en materia de 
desempleo, jubilación y accidente de trabajo (la única excepción a esta exclusión respecto 
el sistema de protección social del país de llegada lo constituiría el acceso al sistema de 
salud) (Maslauskaite, 2014: 10).  
 
En un contexto de mercado interior unificado y de libre prestación de servicios, el 
desplazamiento temporal y transnacional de trabajadores –procedentes especialmente de 
países con menores estándares laborales– fue adquiriendo protagonismo como estrategia 
empresarial de reducción de los costes laborales, una práctica recurrente calificada de 
regime shopping (Cremers, 2016a: 152; Wagner y Lillie, 2014: 408). El desplazamiento 
transnacional de trabajadores, contemplado inicialmente como una situación excepcional 
en la movilización y uso de la fuerza de trabajo, se convertía así en norma habitual del 
mercado de trabajo europeo. Desde finales de la década de 1980 se hizo evidente que 
muchas empresas utilizaban la subcontratación transnacional de empresas y trabajadores 
(procedentes en muchos casos de los países del sur de Europa recientemente incorporados) 
como forma de escapar de la legislación laboral (más garantista) y de los costes laborales 
(más elevados) de sus países de origen (Cremers, 2016a: 152; Bernaciak, 2014: 21)12. Una 
																																																								
12 Todo ello se traduciría, en la década de 1990, en resoluciones por parte del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea, como las recogidas en los casos "Rush Portuguesa" (1989) y "Arblade" (1996), mediante las cuales 
se reconocía a los Estados de la Unión Europea la potestad para definir el marco regulatorio aplicable al 
conjunto de los trabajadores presentes en su territorio (fuesen o no desplazados) (Bernaciak, 2014: 21; 
Lalanne, 2011: 235; Cremers, 2011: 10). Tal y como enseguida veremos, la jurisprudencia europea se ha 
movido posteriormente en un sentido contrario, restringiendo notablemente la capacidad de actuación de los 
Estados y otros actores respecto al desplazamiento transnacional de trabajadores. 
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situación que desbordaba la capacidad de control de los sistemas de Seguridad Social 
nacionales y que pondría en evidencia la existencia de un importante vacío legal que la 
aprobación de la Directiva de Desplazamiento de Trabajadores de 1996 (Directiva 
96/71/EC, a implementar en 1999) trataría de cubrir (Cremers, 2016a:153).  
 
El nacimiento de la Directiva de Desplazamiento de Trabajadores no fue, sin embargo, 
sencillo. Sus antecedentes inmediatos hay que situarlos en los debates sobre contratación 
pública en el mercado único europeo: a finales de la década de 1980 los sindicatos europeos 
del sector de la construcción solicitaron la incorporación en los procedimientos de 
contratación pública de una cláusula social que garantizase el cumplimiento de las 
condiciones de trabajo y los convenios colectivos de los países en donde se llevasen a cabo 
dichos trabajos. La obligatoriedad de dicha cláusula, apoyada por el Parlamento Europeo, 
fue rechazada por el Consejo de Ministros que hizo de ella algo voluntario. No obstante, 
poco después, en 1991, la Comisión Europea propondría la creación de una Directiva de 
Desplazamiento de Trabajadores como parte del programa de acción de la Carta 
Comunitaria de Derechos Sociales Fundamentales de los Trabajadores. A partir de 
entonces fue necesario esperar 5 años para lograr alcanzar un acuerdo sobre el contenido 
de dicha Directiva (Cremers, Dolvik y Bosch, 2007: 526)13. 
 
Tal y como han señalado algunos comentaristas destacados que participaron de cerca en la 
negociación de la Directiva de Desplazamiento de Trabajadores de 1996, dicha Directiva 
era contemplada como parte del impulso social de la Unión Europea, como una tentativa 
de conjugar la libertad de desplazamiento y de prestación de servicios, con la protección 
de los derechos sociales básicos de los trabajadores (Cremers, 2011: 3; Cremers, Dolvik y 
Bosch, 2007: 526-527). Su objetivo era pues poder establecer un marco regulador de las 
condiciones de trabajo que garantizase: a los trabajadores desplazados un mínimo 
(ampliable) de protección; y a las empresas una competencia leal con respecto a sus 
																																																								
13 La discusión sobre la aprobación de la Directiva de desplazamiento derivó en un claro enfrentamiento entre 
los países con altos costes y estándares laborales (que terminarían contando con el apoyo del Parlamento 
Europeo y la Comisión Europea) y los países con menores costes laborales (anglosajones y del sur de Europa, 
especialmente Portugal, Irlanda y Reino Unido), que temían perder competitividad con esta regulación 
(Bernaciak, 2014: 22; Cremers, Dolvik y Bosch, 2007: 526). Los principales puntos de discusión y 
desencuentro giraron en torno a: la duración del desplazamiento; la definición de lo que es un trabajador 
desplazado; las condiciones de trabajo que –como mínimo– serían de aplicación obligatoria para los 
trabajadores desplazados; así como el papel desempeñado por la negociación colectiva (Cremers, Dolvik y 
Bosch, 2007: 526-527). La indefinición y ambigüedad presente en muchos puntos fundamentales de la 
Directiva de desplazamiento (Fotinopulos Basurko, 2017a) son, en este sentido, un claro reflejo de las propias 
dificultades de partida registradas.  
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competidores que no se viera distorsionada por el desajuste existente entre la dinámica 
(transnacional) del mercado interior y el marco socio-institucional (nacional) de las 
relaciones laborales. Para ello se consideró fundamental hacer valer en la Directiva el 
reconocimiento del "principio del país de acogida" antes referido, delimitando un conjunto 
de condiciones mínimas de trabajo a respetar obligatoriamente pero ampliables: duración 
máxima de la jornada laboral y tiempos mínimos de descanso; salario mínimo (incluidas 
horas extraordinarias); condiciones de puesta a disposición de trabajadores (por ejemplo, 
vía empresas de trabajo temporal); seguridad, salud e higiene en el trabajo; o igualdad de 
trato entre hombres y mujeres (Wagner y Lillie, 2014: 407; Maslauskaite, 2014: 9; 
Cremers, Dolvik y Bosch, 2007: 525). La idea de fondo era que este conjunto de principios 
obligatorios debía constituir un "núcleo duro" concebido como una lista de mínimos que 
los diferentes Estados podrían ampliar en su búsqueda del "interés general", mediante 
legislación laboral y/o negociación colectiva, siempre y cuando dichas medidas no fuesen 
encaminadas a la protección del mercado nacional o supusieran una discriminación contra 
trabajadores o empresas por motivos de nacionalidad (Cremers, 2016a: 153; Maslauskaite, 
2014: 9; Cremers, 2011: 3; Cremers, Dolvik y Bosch, 2007: 526). El sentido y las 
intenciones inscritos en la formulación inicial de la Directiva se han visto, sin embargo, 
profundamente desdibujados desde finales de la década de 1990 como consecuencia del 
giro político registrado en el proyecto europeo (con un claro énfasis en los principios de 
"competitividad" y "libertad de mercado" frente a otras consideraciones) (Cremers, 2016b: 
151) y de la consiguiente reinterpretación "restrictiva" de la Directiva de desplazamiento 
impulsada desde entonces por la Comisión y el Tribunal de Justicia de la Unión Europea.  
 
Entre 2007 y 2008, por ejemplo, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea dictó una serie 
de sentencias ("Viking", "Laval", "Rüffert", "Comisión vs. Luxemburgo") que levantaron 
una fuerte polémica y han tenido un importante impacto en la Directiva de desplazamiento 
y su eficacia14. Los casos "Viking" (2007) y "Laval" (2007) supusieron una importante 
limitación de la acción sindical contra el dumping social15 al considerar el tribunal que las 
acciones sindicales emprendidas (una amenaza de huelga y el bloqueo de una obra, 
respectivamente, motivadas por la presencia de trabajadores desplazados en territorio sueco 																																																								
14 Un análisis más pormenorizado del impacto y trascendencia de estas resoluciones puede verse, por ejemplo, 
en: (Ebert y Walter, 2013; Malmberg, 2010; Bücker y Warneck, 2010). 
15 Entendemos por dumping social todas aquellas prácticas que realizan las empresas en su propio beneficio 
consistentes en debilitar o esquivar las regulaciones sociales de aplicación en el territorio en el que llevan a 
cabo su actividad con el objetivo de lograr una ventaja competitiva con respecto al resto de competidores 
(Bernaciak, 2014: 5). 
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y finlandés) constituían un obstáculo a la libre circulación en el mercado interior (Lalanne, 
2011: 242). El impacto de dichas sentencias fue, sin embargo, más allá de los derechos de 
acción colectiva. El caso "Laval" supuso, por ejemplo, que el principio de "condiciones 
más favorables para el trabajador" previsto en la Directiva de desplazamiento se aplicase 
únicamente en relación al país de origen; o que no se contemplara a la negociación colectiva 
como un mecanismo legítimo de definición de las condiciones y normas de aplicación en 
el lugar de trabajo, entendiendo que este tipo de acuerdos podrían restringir la libre 
actividad de los prestadores de servicios extranjeros por la "incertidumbre y falta de 
transparencia" generados (Cremers, 2011: 9). En el caso "Rüffert" (2008), el Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea condenó la aplicación de convenios colectivos que no fueran 
de aplicación general a empresas proveedoras de servicios extranjeras; mientras que, 
finalmente, en el caso "Comisión vs. Luxemburgo" (2008) el tribunal cuestionaría la 
exigencia de designar un mandatario especial encargado de conservar el conjunto de 
documentos administrativos relativos al desplazamiento de trabajadores (Lalanne, 2011: 
242-243). La sentencia del caso "Comisión vs. Luxemburgo" señalaba así que los Estados 
miembro de la UE no están capacitados para imponer unilateralmente a las empresas 
extranjeras reglas complementarias a las ya recogidas en la Directiva (Maslauskaite, 2014: 
10), quedando incapacitados, de facto, para decidir sobre las disposiciones de orden público 
necesarias para hacer prevalecer el interés general sobre el territorio que administran 
(Cremers, 2011: 11)16.  
 
La Comisión Europea, por su parte, ha pasado de contemplar la Directiva de 
Desplazamiento de Trabajadores como parte del impulso social del proyecto europeo, a 
abordarla única y exclusivamente desde la perspectiva de la libre prestación de servicios, 
considerando que la protección de los trabajadores desplazados se encontraría subordinada 
a la misma (Cremers, Dolvik y Bosch, 2007: 537). Así, la Comisión Europea se habría 
mostrado contraria a las medidas de notificación y control implementadas por algunos 
Estados miembro respecto al desplazamiento de trabajadores: necesidad de registrar o 
notificar previamente las actividades de desplazamiento; obligación de que el trabajador 
desplazado tenga consigo la documentación social del desplazamiento; requerimiento de 
disponer de un representante legal en el país de acogida, etc. En todos los casos, la 																																																								
16 Una situación ante la cual parece razonable preguntarse, como hace Cremers (2011:11), si los Estados y 
sus respectivos gobiernos no están capacitados para determinar los principios de interés general de sus 
respectivos países ¿cuál debería ser el órgano capacitado para hacerlo? ¿Acaso instituciones no refrendadas 
democráticamente como la Comisión Europea o el Tribunal de Justicia de la Unión Europea? 
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Comisión Europea ha justificado su oposición activa a este tipo de actuaciones (que se ha 
traducido en la presentación de diez recursos de infracción contra diversos países entre 
2005 y 2011) (Lalanne, 2011: 241) porque, a su juicio, constituían obstáculos 
desproporcionados a la libre prestación de servicios (Cremers, Dolvik y Bosch, 2007: 537), 
un argumento, también ampliamente movilizado, como veremos, por las patronales del 
transporte españolas y europeas. 
 
Así, con su actuación, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea y la Comisión Europea 
habrían hecho saltar por los aires, de facto, el "principio de país de acogida", al tiempo que 
imposibilitaría (bajo amenaza de denuncia por vulnerar el principio de libre prestación de 
servicios) toda intervención estatal o sindical que fuera más allá de la reducida lista de 
condiciones mínimas prevista en la Directiva y convertida ahora en una lista de máximos 
(Cremers, 2016: 153; Wagner y Lillie, 2014: 407-408; Cremers, Dolvik y Bosch, 2007: 
537). En términos prácticos, además de una subordinación de la protección de los 
trabajadores al principio de libre prestación de servicios (al libre mercado), estos cambios 
supusieron una importante limitación de la eficacia de la Directiva, así como la 
imposibilidad de imponer a las empresas extranjeras y a los trabajadores desplazados un 
nivel de protección superior al nivel mínimo definido en la Directiva de desplazamiento, 
contradiciendo así los objetivos del legislador explícitamente recogidos (artículo 3) en la 
Directiva (Cremers, 2011: 4). Una situación paradójica en la cual las empresas "nacionales" 
se ven obligadas a cumplir con unos requisitos y normas (en materia de salarios, por 
ejemplo) que las empresas proveedoras de servicios extranjeras no están obligadas a seguir 
(Cremers, 2016: 153; 2011: 10-11) 
 
Las actuaciones de la Comisión Europea y el Tribunal de Justicia de la Unión Europea no 
habrían sido las únicas que habrían incidido profundamente en la eficacia de la Directiva 
para la regulación del desplazamiento de trabajadores. Al papel desempeñado por estos dos 
destacados actores habría que añadir el impacto de otros factores como la propia 
ampliación de la Unión Europea de 2004 y la consiguiente incorporación de un elevado 
número de países con bajos estándares laborales y un modelo social escasamente 
desarrollado (Cremers, 2016b: 151; Bernaciak, 2014: 22; Lalanne, 2011: 236). Como 
hemos mencionado, la Directiva de Desplazamiento de Trabajadores, en lo que se refiere 
a las condiciones de trabajo de los trabajadores desplazados, se limitó a establecer una lista 
de mínimos de obligado cumplimiento con la idea de que fuera luego cada Estado miembro 
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–mediante la legislación y la negociación colectiva– quien ampliase dicha lista de mínimos. 
Esta solución de compromiso, ideada para sacar adelante la Directiva sin renunciar a una 
cierta capacidad de garantizar la protección de los trabajadores desplazados, tenía su razón 
de ser en un contexto en el que el grueso de los países integrados por entonces en la 
Comunidad Económica Europea contaba con un sistema de negociación colectiva de 
aplicación general relativamente sólido y extendido. Como ha sido subrayado (Cremers, 
2011: 6-8), en aquel momento resultaba difícil de prever la posterior incorporación de trece 
nuevos Estados donde la negociación colectiva está escasamente desarrollada como 
mecanismo de fijación de las condiciones de trabajo y cuyos gobiernos han sido firmes 
defensores de la primacía de las libertades económicas por encima de cualquier otra 
consideración (Bernaciak, 2014: 22). El nuevo escenario europeo surgido tras la 
ampliación hacia el Este de 2004 (más aún cuando, como hemos visto, una parte 
fundamental de los flujos de trabajadores desplazados procede de estos países) ha 
contribuido también a debilitar la eficacia de la Directiva como instrumento de regulación 
y protección del desplazamiento de trabajadores en Europa. 
 
Todo ello, junto a otras insuficiencias habitualmente señaladas –pobre transposición de la 
Directiva en muchos países; escaso nivel de coordinación entre Estados miembro; usos 
fraudulentos de la Directiva (empresas buzón, falso desplazamiento); indefinición de 
elementos clave (como la propia figura del trabajador, y el consiguiente abuso de los falsos 
autónomos, o la duración del desplazamiento); dificultad para llevar a cabo las labores de 
control con los instrumentos disponibles; etc. (Cremers, 2011; 2016a; Cremers, Dolvik y 
Bosch, 2007)– ha impulsado recientemente (2014) la aprobación de una Directiva 
complementaria (Directiva sobre la garantía de cumplimiento 2014/67/UE) que ha tratado 
de dar respuesta a algunos de los problemas que han ido surgiendo en torno a la Directiva 
de desplazamiento de 199617. Entre las novedades de la nueva Directiva cabría mencionar: 
el establecimiento de una lista (abierta) de criterios e indicadores que ayuden a definir el 
desplazamiento temporal en el marco de una prestación de servicios18; la mejora de la 
																																																								
17 Para un análisis jurídico de la reciente transposición de dicha Directiva 2014/67/UE al marco normativo 
español, véase (Fotinopulos Basurko, 2017b). 
18 La polémica en torno a establecer una lista abierta o cerrada de indicadores con los que definir qué es un 
desplazamiento temporal en el marco de una prestación de servicios tiene que ver con el hecho de que, en 
términos generales, los países importadores de mano de obra temporal preferían disponer de una mayor 
flexibilidad (lista abierta) a la hora de determinar qué es un falso desplazamiento, pues eso les permitiría una 
mayor eficacia en la lucha contra el fraude y, en particular, las denominadas empresas buzón. Los países 
exportadores de mano de obra, por su parte, eran más bien partidarios de evitar toda discrecionalidad por 
parte de las autoridades de los países en los que sus empresas desarrollan la actividad, apostando por una 
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información disponible en internet sobre la legislación y convenios colectivos aplicables a 
los trabajadores desplazados en cada Estado miembro; una mayor coordinación entre las 
administraciones de los diferentes países (obligatoriedad del país de origen a facilitar toda 
la información útil al país de acogida en un plazo razonable), así como entre las diferentes 
inspecciones de trabajo; la mejora de las labores de control por medio de una lista (abierta) 
de medidas que sean juzgadas como no discriminatorias, justificadas por el interés público 
y proporcionadas; la aceptación de la responsabilidad solidaria en la cadena de 
subcontratación (únicamente en el sector de la construcción, en el  caso de los clientes 
directos y respecto al impago del salario mínimo, aunque los diferentes Estados pueden 
desarrollar una normativa más estricta o que afecte a más sectores); la designación de una 
persona de contacto por parte del empleador con la que los actores sociales podrían tratar 
de negociar en caso de necesidad; o la ejecución transfronteriza de sanciones y multas 
administrativas (Páramo Montero, 2015)19.  
 
Finalmente, cabe mencionar que, dentro del Programa de Trabajo de la Comisión Europea 
para 2015 (Anexo I) se ha decidido impulsar el denominado Paquete de Movilidad de los 
Trabajadores (Labour Mobility Package), una iniciativa que trataría de impulsar una 
mayor coordinación de los diferentes sistemas de Seguridad Social europeos, la mejora del 
European Employment Service (EURES) y la revisión de algunos puntos de la Directiva 
de Desplazamiento de Trabajadores (Comisión Europea, 2014: 3). La propuesta de 
revisión de la Directiva, presentada por la Comisión Europea (2016a) el 8 de marzo de 
2016, contemplaba novedades importantes en materia de: remuneración de los trabajadores 
desplazados (ampliando la equiparación de salarios con los trabajadores locales más allá 
del salario mínimo hasta ahora vigente; aplicación de los convenios colectivos de eficacia 
general en vigor); funcionamiento de las agencias de trabajo temporal (obligando a aplicar 
a sus trabajadores desplazados las mismas normas vigentes para ellas a nivel nacional) y 
de desplazamiento a largo plazo (situando en 24 meses el plazo máximo de duración del 
desplazamiento antes de que el trabajador sea plenamente asimilado a las condiciones de 
trabajo nacionales).  
																																																								
definición explícita y cerrada de lo que constituye un desplazamiento temporal ilícito (Páramo Montero: 
2015: 59).    
19  En las discusiones preliminares de la Directiva se discutió la inclusión "expresa" del transporte por 
carretera dentro del ámbito de aplicación de la Directiva como mecanismo de lucha contra el fraude y abusos 
que se registran en el sector. La propuesta no fue aprobada y no se incorporó finalmente al texto, por lo que, 
en principio, únicamente las actividades de cabotaje quedan recogidas en la norma (Páramo Montero, 2015: 
57-58).  
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Esta propuesta fue aprobada, en primera lectura y con modificaciones importantes, por 
parte del Parlamento Europeo el pasado 29 de mayo de 2018, tras haber pasado previamente 
por la Comisión de Empleo del Parlamento Europeo, el Consejo de Empleo, Política Social, 
Sanidad y Consumidores y los representantes permanentes de la Unión Europea. La versión 
definitiva de la Directiva aprobada se ha publicado en el Diario Oficial de la Unión Europea 
del 9 de julio de 201820. Los principales cambios contemplados en la reforma de la 
Directiva aprobada hacen referencia a: la aplicación, desde el primer día de 
desplazamiento, de las mismas normas de remuneración aplicables a los trabajadores 
locales; la creación de la figura de "desplazamiento de larga duración" para aquellos 
desplazamientos de más de 12 meses (ampliables 6 meses más), momento a partir del cual 
el trabajador desplazado pasaría a regirse en casi todos los aspectos por la legislación del 
país de acogida; la ampliación del número de convenios colectivos (de eficacia general) 
aplicables a todos los trabajadores desplazados (y no sólo a los trabajadores de la 
construcción, como ocurría hasta ahora); la obligación de que las Empresas de Trabajo 
Temporal garanticen a los trabajadores que desplacen a otro país las mismas condiciones 
que se aplican a los trabajadores interinos contratados directamente en el país de acogida y 
mayor énfasis en la lucha contra el fraude y los abusos respecto a los trabajadores 
desplazados (Rojo, 2018). El texto aprobado señala, además, de forma explícita que las 
disposiciones recogidas en la Directiva serán de aplicación al sector del transporte 
internacional por carretera una vez entre en vigor una serie de reformas legislativas 
previstas en dicho sector (concretamente, la modificación de la Directiva 2006/22/CE en 
lo relativo a los requisitos de control del cumplimiento, así como el establecimiento de 
normas específicas para los conductores desplazados en relación a las Directivas 96/71/Ce 
y 2014/67/UE) (Parlamento Europeo, 2018). Será pues necesario estar atentos a los 
desarrollos legislativos sectoriales previstos dentro del sector del transporte o al propio 
proceso de transposición (previsto en dos años desde la fecha de su aprobación) de esta 
nueva normativa europea a los Estados miembro. 
 
De este rápido recorrido por las vicisitudes de la regulación europea del desplazamiento de 
trabajadores podemos corroborar que nos encontramos frente a un ámbito en disputa, un 
terreno de batalla en el que chocan entre sí diferentes Estados miembro y diferentes 																																																								
20 Directiva (UE) 2018/957 del Parlamento Europeo y del Consejo de 28 de junio de 2018 que modifica la 
Directiva 96/71/CE sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de una prestación de 
servicios. Véase: http://www.boe.es/doue/2018/173/L00016-00024.pdf 
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instituciones de la UE; empresas de distintos países competidoras todas ellas en un mercado 
único; asalariados de distintos países igualmente "competidores" en un contexto de escasez 
de empleo; asalariados, finalmente, que ante el enfrentamiento abierto entre distintos 
sectores y segmentos del capital europeo encontrarán inesperados aliados (del lado de 
ciertas patronales europeas) en la defensa de sus derechos e intereses. Un ámbito en plena 
efervescencia que revela una importancia para el futuro de las relaciones laborales en 
Europa que no siempre se corresponde con las dimensiones y extensiones empíricas del 
fenómeno, tal y como tendremos ocasión de comprobar en el siguiente capítulo. El impacto 
del desplazamiento de trabajadores y de su regulación en Europa desborda, sin duda, la 
dimensión puramente cuantitativa del fenómeno (por más que podamos sospechar que éste 
ha sido y es sistemáticamente infravalorado en los registros estadísticos disponibles). 
Veámoslo con un poco más de detalle. 
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CAPÍTULO 2.  PRINCIPALES CARACTERÍSTICAS Y 
DIMENSIONES DEL FENÓMENO DEL DESPLAZAMIENTO DE 
TRABAJADORES EN EUROPA 
 
El fenómeno de los trabajadores desplazados cuenta con pocas fuentes estadísticas para su 
medición. La mayoría de las veces, las estadísticas disponibles en Europa dan cuenta de la 
movilidad poblacional y/o laboral, pero no permiten distinguir la relacionada 
específicamente con los “trabajadores desplazados” que, como hemos visto, representan 
un tipo particular de movilidad laboral21. Los investigadores en este ámbito (Pacolet y De 
Wispelaere, 2016; Voss et al., 2016; Caro et al., 2015; Cremers, 2011; Cibeles, 2011; Van 
Hoek y Houwerzijl, 2011; Muller, 2010) parecen coincidir en que, a pesar de sus 
limitaciones, por el momento, la mejor –y prácticamente única– fuente de información 
estadística sobre trabajadores desplazados en Europa son los datos derivados de los 
formularios A1 (antes E101) emitidos por los distintos Estados miembro de la UE. En 
teoría, según la normativa existente en la materia, cuando un trabajador es desplazado a 
otro país, por un periodo de hasta 24 meses (antes 12 meses renovables por otros 12), el 
Estado miembro de origen debe emitir un formulario A1 que dé cuenta de la legislación 
que se aplica a dicho trabajador en materia de Seguridad Social (Comisión Europea, 2013: 
6), garantizando que se encuentre cubierto por un (único) sistema de protección22.  
 
En el marco de las discusiones derivadas de la aplicación y reformas de la Directiva de 
Desplazamiento de Trabajadores en Europa, la Comisión Europea ha ido solicitando 
distintos informes sobre el fenómeno, publicando al mismo tiempo algunos datos básicos 
extraídos de las autorizaciones A1 (Pacolet y De Wispelaere, 2016). Aunque la propia 
																																																								
21 Un resumen de las principales fuentes estadísticas sobre movilidad laboral en Europa, sus fortalezas y 
debilidades de cara a investigar el fenómeno de los trabajadores desplazados puede verse en (Idea Consult, 
2011). 
22 Según la normativa de coordinación de los sistemas de Seguridad Social en la UE –Regulation (EC) No 
883/2004– los desplazamientos de trabajadores quedarían englobados, fundamentalmente, bajo dos 
modalidades: aquellos que se realizan con un único país de destino (artículo 12, el 73% de los 
desplazamientos) y aquellos que se realizan en dos o más Estados miembro (artículo 13, el 25% de los 
desplazamientos). A esas modalidades se sumarían otras (personal de aviación, funcionarios, etc.) mucho 
menos significativas estadísticamente (2,1% del total de los desplazamientos) (Pacolet y De Wispelaere, 
2016: 15). Los desplazamientos bajo la modalidad del artículo 12 son los más habituales y aquellos sobre los 
que existe una información más detallada; no obstante, los desplazamientos efectuados bajo la modalidad 
contemplada en el artículo 13 han crecido de forma mucho más significativa (19% frente al 3% de los 
desplazamientos del artículo 12) en el último periodo analizado (2014-2015) (Pacolet y De Wispelaere, 2016: 
9). Tal y como veremos, es en este tipo de autorizaciones de desplazamiento (artículo 13) donde sobresaldrá 
especialmente el sector del transporte. 
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Comisión Europea (2013: 5) y el grueso de los actores sociales entrevistados (cf. anexo 2) 
insisten desde hace tiempo en la necesidad de mejorar la información disponible sobre el 
fenómeno como paso necesario para el control del fraude y la protección de derechos de 
los trabajadores implicados, lo cierto es que, a día de hoy, la información procedente de los 
A1 sigue teniendo importantes deficiencias que limitan su utilidad: no todos los Estados 
facilitan la información requerida; la información que se ofrece es escasa y a menudo 
incompleta; existen importantes variaciones por países en lo que se refiere a los 
procedimientos de atribución de los A1; la información contenida en los formularios ha ido 
cambiando con el tiempo, dificultando la comparabilidad de los datos; la duración máxima 
posible de las autorizaciones de desplazamiento se ha visto igualmente alterada (12 meses 
–prorrogables otros 12 con una nueva autorización– hasta 2010, 24 meses desde 2010); en 
muchos países el registro de desplazamientos no es obligatorio y, cuando lo es, la 
aplicación de las disposiciones sobre registro y notificación de desplazamientos suele ser 
muy débil o inexistente; la cooperación entre países sigue siendo muy precaria (incluso 
entre las instituciones de un mismo país), etc. (Cremers, 2011; Idea Consult, 2011; Muller, 
2013; Pacolet y De Wispelaere, 2015 y 2016).23  
 
Existen a este respecto, no obstante, algunas excepciones reseñables a escala nacional. 
Bélgica, por ejemplo, el tercer país más afectado en términos absolutos en lo que se refiere 
a la recepción de trabajadores desplazados, ha implantado desde 2007 la obligatoriedad de 
rellenar una aplicación telemática específica –denominada LIMOSA– que ha permitido 
mejorar la información disponible sobre el fenómeno. Así, por ejemplo, en 2014 el sistema 
LIMOSA registró 499.840 autorizaciones de trabajadores desplazados (aplicadas a un total 
de 205.279 trabajadores), cuando para ese mismo año el número de A1 registrados en 
Bélgica según las fuentes europeas fue únicamente de 159.753 (Comisión Europea, 2016b: 
57), desfase que vendría a confirmar la sospecha de que las estadísticas europeas estén 
infravalorando el fenómeno del desplazamiento de trabajadores. Otros países habrían 
implementado igualmente registros propios sobre desplazamiento de trabajadores: Francia 
																																																								
23 En lo que se refiere a la calidad de los datos sobre trabajadores desplazados en España se han señalado 
como deficiencias: la dispersión y fragmentación de las estadísticas derivada de la descentralización y falta 
de coordinación de las administraciones encargadas de recogerlas; la mala calidad de los datos derivada de 
las limitaciones de personal; su digitalización incompleta; el alto porcentaje de empresas extranjeras que 
envían trabajadores desplazados a España pero no envían la notificación (obligatoria) del desplazamiento, 
etc. La conclusión a la que han llegado algunos investigadores (Idea Consult, 2011: 64) es que, al igual que 
ocurre en otros muchos países, los datos sobre trabajadores desplazados en España podrían estar 
infravalorados, cuestión que ha sido igualmente confirmada por todos los expertos consultados en esta 
investigación.  
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("Déclaration préalable de détachement"), Luxemburgo (“Communication de détachement 
de salariés”), Holanda (“Notificatieplicht”) o Dinamarca (“Register for Foreing Service 
Providers-RUT”) (Comisión Europea, 2016b; Pacolet y De Wispelaere, 2015 y 2016; 
Cremers, 2011; Eurofound, 2010) y la mayor parte de ellas han constatado también 
desviaciones significativas de sus registros respecto a los datos facilitados por medio de los 
formularios A124. Sin embargo, esas iniciativas de mejora de los sistemas de registro a 
nivel nacional siguen siendo minoritarias a escala europea y no interconectadas entre sí. 
No existe, en este sentido, una colaboración suficiente entre los distintos Estados miembro, 
los cuales siguen viendo con recelo la disparidad de datos facilitados por unos u otros 
países. Todo ello nos obliga pues a ser prudentes a la hora de utilizar los formularios A1 
como fuente de información, unos formularios que, pese a todos estos problemas, siguen 
siendo la principal referencia para aproximarnos al fenómeno del desplazamiento de 
trabajadores en la UE. 
 
Gráfico 1: Evolución del número de solicitudes de desplazamiento (a un único país y 
total) en el seno de la UE-EFTA (2005-2015). Datos unidades 
 
Fuente: Elaboración propia a partir de datos sobre E-101 y A1 recogidos en: (Ismeri Europa, 2012)= 
autorizaciones con un único país como destino 2005-2009; (Pacolet y De Wispelaere, 2014, 2015 y 2016)= 
autorizaciones con un único país como destino 2010-2015; (Pacolet y De Wispelaere, 2016; Comisión 
Europea, 2016b)= total de autorizaciones 2008-2015. 
 
A partir de la información estadística disponible podemos señalar que el desplazamiento 
de trabajadores en el seno de la Unión Europea es un fenómeno en expansión que, a pesar 																																																								
24 Otros sistemas de registro puestos en marcha a nivel nacional también habrían detectado desviaciones –
aunque menos significativas que las del caso belga– respecto a la contabilidad de autorizaciones A1. Por 
ejemplo, el sistema de registro danés (RUT) contabilizó en 2014 un total de 59.351 autorizaciones de 
desplazamiento, frente a las 10.869 de los registros de la UE (autorizaciones A1). Asimismo, el sistema 
nacional francés ("Déclaration préalable de détachement") contabilizaba para ese mismo año un total de 
228.650 solicitudes de desplazamiento, frente a las 190.848 contabilizadas por las fuentes europeas 




Fuente: 2005-2009 (Ismeri Europa, 2012); 2010-2015 (Pacolet y De 






A partir de la información disponible podemos señalar que el desplazamiento 
de trabajadores en el seno de la Unión Europea es un fenómeno en expansión 
que, a pesar del pequeño parón registrado en los primeros años de la crisis 
económica, no ha hecho ino incrementar , pasando d  las 858.000 
autorizaciones de desplazamiento (con un único país de destino) emitidas en 
2005 a las 1.495.000 de 2015 (Gráfico 1). Si consideramos los datos sobre el 
total de autorizaciones de desplazamiento emitidas en todas las modalidades 
(dos o más países, convenios específicos, etc.) estas cifras son incluso mayores, 
alcanzándose la cifra de 2,05 millones de autorizacion s en 2015 (un incremento 
del 34% con respecto a 2012, donde el número de A1 fue de 1,53 millones) 
(Pacolet y De Wispelaere, 2014, 2015 y 20 6)11.  																																																								
11 Los datos más recientes sobre desplazamiento de trabajadores en la UE apuntan a un notable 
crecimiento de las autorizaciones de desplazamiento para realizar actividades en dos o más 
países de la UE (19% frente al 3% de los permisos para desplazamientos con un único país de 
 
	 9 
la necesidad de mejorar la información disponible sobre el fenómeno como 
paso necesario para el control del fraude y la protección de derechos de los 
trabajadores implicados, lo cierto es que, a día de hoy, la información 
procedente de los A1 sigue teniendo importantes deficiencias que limitan su 
utilidad: no todos los Estados facilitan la información requerida (o se hace con 
retraso o de forma incompleta); existen importante variaciones por países en lo 
que se refiere a los procedimientos de atribución de los A1; la información 
contenida en los formularios ha ido cambiando con el tiempo, dificultando la 
comparabilidad de los datos entre distintos años; la duración máxima posible de 
las autorizaciones de desplazamiento se ha visto igualmente alterada (12 meses 
-prorrogables otros 12 con una nueva autorización- hasta 2010, 24 meses desde 






9 En lo que se refiere a la calidad de los datos sobre trabajadores desplazados en España se han 
señalado como deficiencias: la dispersión y fragmentación de las estadísticas derivada de la 
descentralización y falta de coordinación de las administraciones encargadas de recogerla; la 
mala calidad de los datos derivada de las limitaciones de personal; su digitalización incompleta; 
el alto porcentaje de empresas extranjeras que envían trabajadores desplazados a España pero 
no envían la notificación (obligatoria) del desplazamiento, etc. La conclusión a la que han 
llegado algunos investigadores (Idea Consult, 2011: 64) es que los datos sobre trabajadores 
desplazados en España podrían estar infravalorados, cuestión que ha sido igualmente 
confirmada por todos los expertos consultados en esta investigación [incorporar datos Cibeles, 
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del pequeño parón registrado en los primeros años de la crisis económica, no ha hecho 
sino incrementarse, pasando de las 858.000 autorizaciones de desplazamiento (con un 
único país de destino) emitidas en 2005 a las 1.495.000 de 2015 (Gráfico 1). Si 
consideramos los datos sobre el total de autorizaciones de desplazamiento emitidas en 
todas las modalidades (dos o más países, convenios específicos, etc.) estas cifras son 
incluso mayores, alcanzándose la cifra de 2,05 millones de autorizaciones en 2015 
(Pacolet y De Wispelaere, 2014, 2015 y 2016). En el caso español (Gráfico 2) se puede 
apreciar un incremento del número de desplazamientos a nuestro país hasta el estallido 
de la crisis económica (con un punto álgido en 2007: 86.426 autorizaciones de 
desplazamiento de trabajadores recibidas con España como único país de destino) y un 
claro retroceso desde entonces pese a la ligera recuperación registrada en el último año 
(2015 registró el 62% de las autorizaciones recibidas en 2007, porcentaje que en 2014 
había sido de apenas el 52%). En lo que se refiere al desplazamiento de trabajadores a 
Europa por parte de empresas ubicadas en España, la tendencia ha sido justo la inversa: 
de apenas 27.000 solicitudes (a un único país europeo de destino) en 2007 a casi 87.000 
en 2015 (125.711 si consideramos las autorizaciones de desplazamiento de trabajadores 
en todas sus modalidades). España ha pasado así de ser un país eminentemente receptor 
de trabajadores desplazados, a convertirse en el quinto país más importante de la UE-
EFTA por volumen total de autorizaciones de desplazamiento emitidas desde España. 
 
Gráfico 2: Evolución del número de solicitudes de desplazamiento (a un único país) 
en España (2005-2015). Datos unidades 
 
Fuente: Elaboración propia a partir de datos sobre E-101 y A1 recogidos en: 2005-2009 (Ismeri Europa, 
2012); 2010-2015 (Pacolet y De Wispelaere, 2014, 2015 y 2016). 
 
Es importante enfatizar, no obstante, que el número de formularios emitidos por los 






Es importante señalar, no obstante, que el número de formularios emitidos por 
los distintos Estados miembro de la UE no representa a los trabajadores 
realmente implicados en el fenómeno del desplazamiento, ya que es habitual 
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en el fenómeno del desplazamiento, ya que es habitual que muchos de los trabajadores 
desplazados lo sean varias veces al año y, en ese sentido, su actividad anual implique la 
emisión de varios A1. Del mismo modo, las autorizaciones de desplazamiento pueden ser 
emitidas por un periodo de más de un año, quedando esos trabajadores aún en 
desplazamiento fuera de las estadísticas del año siguiente a la emisión de su solicitud. La 
Comisión Europea ha tratado de dar respuesta a este problema incorporando en sus 
estadísticas, desde 2012, información sobre “personas únicas” implicadas en el 
desplazamiento, sin embargo, en 2015 únicamente 16 Estados (entre los que no se 
encuentra España) han aportado este tipo de información (y los contrastes entre unos y 
otros son muy notorios) por lo que conviene utilizar los datos con prudencia y a modo 
meramente orientativo (Pacolet y De Wispelaere, 2016: 27 y 36). A partir de estos datos 
sabemos, por ejemplo, que el número de personas únicas implicadas representó en 2015 
aproximadamente el 54% (un único país de destino) y el 84% (dos o más países de destino) 
del total de A1 emitidos. Esto implica que cada trabajador desplazado lo fue de media 1,9 
veces al año (un ligero incremento con respecto a años precedentes: 1,7 en 2014, 1,6 en 
2012). La duración media declarada en cada desplazamiento fue de 98 días en 2015 (119 
en 2012; 100 en 2013; 103 en 2014), aunque también aquí la información procede de un 
número limitado de países (13) y se trata, además, del tiempo de desplazamiento declarado 
formalmente en cada autorización A1, que no siempre se corresponde con el periodo real 
de desplazamiento del trabajador (Pacolet y De Wispelaere, 2014, 2015 y 2016)25.  
 
En términos generales podemos pues constatar que, pese al volumen de desplazamientos 
registrados (2,05 millones de autorizaciones A1 en 2015), el desplazamiento de 
trabajadores constituye, desde un punto de vista meramente cuantitativo, un fenómeno 
minoritario a nivel europeo (Pacolet y De Wispelaere, 2016: 41). En 2015, el conjunto de 
autorizaciones A1 registradas apenas representaron el 0,9% de la población ocupada en la 
UE-EFTA (el 0,6% si consideramos no ya el número de autorizaciones registradas, sino el 
de “trabajadores únicos” implicados) (Pacolet y De Wispelaere, 2016: 41)26. Pese a que las 
																																																								
25 En el caso de las autorizaciones de desplazamiento a dos o más países la duración media declarada de cada 
desplazamiento se incrementa notablemente respecto a los desplazados a un único país, registrando la cifra 
de 285 días por solicitud A1 de desplazamiento. En este caso, la información está disponible para un número 
de países aún más reducido (9), por lo que la cautela a la hora de utilizar los datos debería ser aún mayor 
(Pacolet y De Wispelaere, 2016: 37). 
26 Entre los países que recibieron en 2015 un mayor número absoluto de solicitudes de desplazamiento, el 
peso de éstas en el conjunto de la población ocupada se mantuvo bastante modesto: el 1,1% en Alemania, el 
0,7% en Francia, el 3,5% en Bélgica y el 2,7% en Austria. En España representaron apenas el 0,3% de la 
población ocupada, mientras que los trabajadores españoles desplazados (en cualquiera de las modalidades 
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cifras globales no sean muy significativas, lo cierto es que la desigual concentración del 
fenómeno está haciendo que algunos Estados miembro de la UE y, dentro de ellos, algunas 
ramas de actividad económica, se vean notablemente afectadas por el desplazamiento de 
trabajadores (saliente o entrante), otorgando a dicho fenómeno una significación y un 
impacto cuantitativo superior al que cabría deducir por las cifras globales (unas cifras que, 
además, como hemos mencionado corren el riesgo de estar significativamente 
infravaloradas).  
 
Gráfico 3: Nº total de solicitudes de 
desplazamiento (todas las 
modalidades) emitidas por países 
(2014-2015). Datos: unidades 
Gráfico 4: Nº total de solicitudes de 
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En relación a la presencia del desplazamiento de trabajadores en los distintos Estados 
miembro de la UE-EFTA, los datos señalan que, en términos absolutos, Polonia (463.174), 
Alemania (240.862) y Francia (139.040) destacaron en 2015 como países emisores de A1 
(en cualquiera de sus modalidades) (Gráfico 3); y Alemania (418.908), Francia (177.674) 
y Bélgica (156.556) como países receptores de las mismas (modalidad único país de 																																																								
de desplazamiento) a otros países europeos representaron el 0,7% de dicha población (Pacolet y De 
Wispelaere, 2016: 16 y 31).  
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En términos generales podemos pues constatar (Pacolet y De Wispelaere, 2015: 
30) que el fenómeno del desplazamiento de trabajadores es minoritario en 
Europa, representando en 2014 de media únicamente el 0,7% del conjunto de 
la población ocupada (el 0,4% si consideramos no ya el número de 
autorizaciones registradas, sino el de “personas únicas” implicadas) (Pacolet y 
De Wispelaere, 2015: 30)10. No obstante, algunos Estados miembro de la UE 
(Alemania, Polonia, Bélgica, Francia…) y, dentro de ellos, algunas ramas de 
actividad económica (construcción, sector servicios), están viéndose 
notablemente afectadas por el fenómeno de los trabajadores desplazados 
(salientes o entrantes), dando a este fenómeno en estos casos una significación 																																																								
10  Entre los países que recibieron en 2014 un mayor número absoluto de trabajadores 
desplazados, estos representaron el 1,1% del total de la población ocupada en Alemania, el 
0,7% en Francia y el 3,6% en Bélgica. En términos generales, salvo en el caso de Luxemburgo 
(donde los trabajadores desplazados en 2014 supusieron el 9% de su población ocupada), 
incluso en los países donde se registra un mayor peso relativo de los trabajadores desplazados 
en el mercado de trabajo (2,5% en Austria, 2% en Suiza…), los porcentajes siguen siendo muy 
bajos. En España, el peso de estos trabajadores desplazados recepcionados representó el 0,3% 
de la población ocupada en España, mientras que los trabajadores españoles desplazados a 
otros países europeos bajo esta modalidad concreta de movilidad representarían el 0,4% de 
dicha población (Pacolet y De Wispelaere, 2015: 31).  
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destino) (Gráfico 4). España, con 125.711 solicitudes de desplazamiento emitidas (todas 
las modalidades) y 54.037 recibidas (único país de destino), se situaba como el quinto país 
con mayor volumen de emisiones y el noveno en lo que a recepciones se refiere. El grueso 
de estos desplazamientos (el 73%) tuvieron como destino un único país, muy a menudo (en 
torno al 50% de los casos) países vecinos, con Alemania como principal protagonista (tanto 
como emisor como receptor). En el caso de España, en 2015 el 42% de los desplazamientos 
de trabajadores con residencia en España se realizaron a países vecinos, principalmente 
Francia (el 31,8% de nuestros desplazamientos con único destino, el 9,9% en el caso de 
Portugal). Más allá de estos países limítrofes, otros destinos prioritarios de los trabajadores 
desplazados desde España fueron: Alemania (13,7%), Reino Unido (11,4%) e Italia (8,3%) 
(Pacolet y De Wispelaere, 2016: 20 y 45). En el caso de los trabajadores desplazados a 
España, el 42% procedían igualmente de países vecinos (23% Francia y 19% Portugal), 
siendo también significativo, fuera del ámbito geográfico más próximo, el caso de 
Alemania (con el 22% de los desplazamientos a nuestro país) y, en menor medida, Rumania 
(13%) e Italia (7%) (Pacolet y De Wispelaere, 2016: 44). 
 
Gráfico 5: Balance neto entre autorizaciones de desplazamiento (a un único país) 
enviadas y recibidas por países, 2015. Datos: unidades 
 
Fuente: Elaboración propia a partir de autorizaciones A1 recogidas en (Pacolet y De Wispelaere, 2016). 
Países con datos positivos = emiten más desplazamientos (autorizaciones) de los que reciben. (*) Datos para 
Noruega no disponibles. 
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Portugal, Rumania, España, etc.) hacía los países de Europa Occidental (Alemania, 
Bélgica, Suiza, Holanda, Austria, Francia, Suecia, Reino Unido, etc.). O, dicho otro modo, 
de países con costes laborales más bajos hacia países con mayores costes laborales: por 
ejemplo, los desplazamientos desde países de bajos salarios hacia países de altos salarios 
representaron en 2014 el 34,4% de los desplazamientos (el 50,1% si añadimos los 
desplazamientos procedentes de países con salarios intermedios) (Gráfico 7). 
 
Gráfico 6: Autorizaciones A1 (a un único país) según países de emisión y destino, 2015. 
  
Fuente: (Pacolet y De Wispelaere, 2016: 19) 
 
Gráfico 7: Desplazamientos de trabajadores entre Estados miembro de la UE según 
el nivel salarial del país, % sobre total de desplazamientos, año 2014. 
 
Fuente: (Comisión Europea, 2016b: 34). Nota: Salarios altos (por encima de la media europea, año 2012): 
DK, LU, SE, FI, BE, NL, DE, FR, AT, IT, IE; Salarios intermedios (en torno a la media europea, año 2012): 
CY, ES, EL, MT, SI, PT; Salarios bajos (menos de la mitad del salario medio europeo, año 2012): HR, CZ, 
EE, PL, SK, HU, LV, LT, RO, BG. Datos de desplazamiento por país de destino no disponibles en el caso 
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Finalmente, aunque la calidad y representatividad de los datos disp nibles s a 
limitada, la distribución del desplazamiento de trabajadores por sectores de 
actividad puede darnos en este sentido algunas pistas15. A partir de los datos 
disponibles podemos advertir, por ejemplo, el protagonismo del sector de la 
construcción que en 2014 concentró el 43% de los A1 emitidos (llegando a 																																																								
15 La información de 2013 desagregada por actividad económica sólo ha sido facilitada por 18 
Estados miembro –entre los cuáles no se encuentra España– representando el 54% del número 
total de A1 registradas (Pacolet y De Wispelaere, 2014: 24). Estos datos deben pues ser 
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Fuente: (Comisión Europea, 2016b: 34). Nota: Salarios altos (por encima de 
la media europea, año 2012): DK, LU, SE, FI, BE, NL, DE, FR, AT, IT, IE; 
Salarios intermedios (en torno a la media europea, año 2012): CY, ES, EL, 
MT, SI, PT; Salarios bajos (menos de la mitad del salario medio europeo, año 
2012): HR, CZ, EE, PL, SK, HU, LV, LT, RO, BG. Datos de desplazamiento por 
país de destino no disponibles en el caso de CY, DK y UK. 
 
Esto no significa, en efecto, que el fenómeno del desplazamiento de 
trabajadores en Europa sea unidireccional (en un sentido periferia à centro), ya 
que éste también implica un importante número de desplazamientos 
procedentes de las economías más desarrolladas (Gráfico 6), especialmente 
entre ellas (centro à centro) (Gráfico 7). Por ejemplo, en el año 2015, el 56% de 
los desplazamientos de trabajadores (con un único país de destino) tenían como 
país de origen un Estado de la UE-15 (en España el porcentaje estaba en torno 
al 80%) (Pacolet y De Wispelaere, 2016:19) y los desplazamientos entre países 
con altos salarios representaron en 2014 el 35,8% de todos los desplazamientos 
con un único país de destino (Gráfico 7). La cuestión que habría quizá que 
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This is because in high value chains skills shortages or factors such as specialisation or 
quality of the service play an important role in the cross-border provision of services. 
Wage cost differentials may be estimated to be the driving factor of flows from low- to 
high-wage countries, which represented one third of the total stock in 2014, and part of 
the comparative advantage for a further 15% of workers being posted from medium- to 
high-wage countries (figure 5). However, the remaining 50% of postings flow between 
countries with similar wage levels, where it can be assumed that the search for adequate 
skills rather than cost reductions constitute the main trigger for businesses to look for 
cross-border service providers. In this case, the wage rules set by the Directive are not 
reported by the stakeholders to create any particular problem. 
 
Figure 5. Flow of postings between EU Member States divided by wage group (high, 
medium, low), % on total posting, year 2014 
 
Notes: EMPL calculations. High-wage (above EU average wage, year 2012): DK, LU, SE, FI, BE, NL, 
DE, FR, AT, IT, IE; Medium-wage (around EU average, 2012): CY, ES, EL, MT, SI, PT; Low-wage (less 
than ha f of the EU average wage): HR, CZ, EE, PL, SK, HU, LV, LT, RO, BG; no data on the destination 
of postings from CY, DK, and the UK. 
 
Posting of workers tends o be pro-cyclical, satisfying demand for services in more 
dynamic economies and contracting in the event of a downturn, which is reflected in the 
correlation between the number of postings and overall economic growth (figure 15, 
Annex II). However, the possibility for posting companies to wage costs through the 
current rules promotes the deepening of specialisation of low-wage countries in the 
provision of labour-intensive services in low value chains, most notably construction 
services, to high-wage countries. Figure 6 shows that 70% of postings from low-wage 
member States occur in industry and construction sectors, as compared to about 50% and 
40% of postings from medium- and high-wage countries, respectively.  Posting rules thus 
favour a strong role of wage-based competition in these services markets. Minimum-
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Esto no significa que el desplazamiento de trabajadores en Europa sea unidireccional (en 
un sentido periferia à centro), ya que los datos disponibles muestran la presencia también 
de un importante número de desplazamientos procedentes de las economías más 
desarrolladas (Gráfico 6), con destino, mayormente, a otras economías desarrolladas 
(centro à centro) (Gráfico 7). Por ejemplo, en el año 2015, el 56% de los desplazamientos 
de trabajadores (con un único país de destino) tenían como país de origen un Estado de la 
UE-15 (en España el porcentaje estaba en torno al 80%) (Pacolet y De Wispelaere, 
2016:19). Del mismo modo, los desplazamientos entre países con altos salarios 
representaron en 2014 el 35,8% de todos los desplazamientos con un único país de destino 
(Gráfico 7). Así pues, la cuestión que habría quizá que aclarar es si nos encontramos, de 
facto, ante modalidades diferentes de desplazamiento de trabajadores (en lo que se refiere 
a las condiciones en que se efectúa dicho desplazamiento y a sus consecuencias) aunque la 
normativa de aplicación sea en todos los casos la misma. 
 
En este sentido, aunque la calidad y representatividad de los datos disponibles sea limitada, 
la distribución del desplazamiento de trabajadores por sectores de actividad puede darnos 
indirectamente algunas pistas. A partir de los datos disponibles (Tabla 1) podemos advertir, 
por ejemplo, el protagonismo generalizado del sector de la construcción, que en 2015 
concentró el 41,5 % de los A1 emitidos con un único país de destino, llegando a superar el 
50% en países como: Portugal, Eslovenia, Polonia, Estonia o Austria (Pacolet y De 
Wispelaere, 2016: 25). Desde la perspectiva de los países de destino cabe destacar que, en 
países como Suecia, Finlandia, Noruega, Austria, Bélgica o Luxemburgo, las 
autorizaciones para actividades en el sector de la construcción superaron el 50% del total 
de autorizaciones de desplazamiento recibidas (con un único país de destino) (Pacolet y De 
Wispelaere, 2016: 26). El impacto del desplazamiento transnacional de trabajadores en el 
sector de la construcción estaría lejos de configurar un fenómeno residual, representando 
en países como Luxemburgo el 73% de los trabajadores del sector. Aunque con cifras 
menos llamativas, otros países de Europa Occidental también registraban un importante 
impacto del desplazamiento de trabajadores en la construcción, representando el 25% de 
los trabajadores del sector en el caso de Bélgica; el 17% en Austria; el 10% en Suiza; el 
7% en Alemania, Holanda y Suecia; el 6% en Noruega y Finlandia y el 4% en Francia (en 
España representaban el 1,4%) (Pacolet y De Wispelaere, 2016: 31) 27 . Junto a la 																																																								
27 Con estas cifras no resulta sorprendente que el sector de la construcción sea el que más se ha investigado 
en relación al desplazamiento de trabajadores (Cremers, 2016a y 2006; Caro et al., 2015; Danaj y Sippola, 
2015; Wagner, 2014; Wagner y Lillie, 2014; Lillie, 2012; Cremers, Dølvik y Bosch, 2007; Jorens, 2008; 
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construcción, en el desplazamiento de trabajadores destacarían las actividades industriales 
(24,6% de autorizaciones A1 con un único país de destino) y algunas actividades del sector 
servicios como la educación, las actividades sanitarias y de servicios sociales y las 
actividades artísticas (que representaban conjuntamente el 14,2%), así como las actividades 
financieras, inmobiliarias, científicas y profesionales y de apoyo administrativo (que 
representaban todas ellas el 10,4%). 
 
Gráfico 8. Autorizaciones A1 emitidas (artículo 12 y artículo 13) por actividad 
económica, 2015. Unidad: % 
 
Fuente: (Pacolet y De Wispelaere, 2016: 42) 
 
Las actividades de transporte y almacenaje, objeto específico de esta investigación, 
representaban el 2,4% del total de autorizaciones A1 con un único país de destino, cifra 
que se elevaba, no obstante, hasta el 10,6% al tomar también en consideración las 
autorizaciones A1 concedidas bajo la modalidad de desplazamientos a dos o más países. 
En dicha modalidad de desplazamiento, las actividades de transporte y almacenaje 
representan por sí solas un tercio (34,2%) del total de autorizaciones emitidas (Tabla 1; 
Gráfico 8). En conjunto, el desplazamiento de trabajadores dentro del sector del transporte 
y el almacenaje procede de los países de la denominada "Europa del Este" (el 83% de las 
autorizaciones A1 emitidas en este sector), con Polonia como gran protagonista 
(concentrando por sí sola el 67% de las autorizaciones). Resultados poco sorprendentes si 
tenemos en cuenta, como veremos más tarde, el peso de dichos países en el sector del 
transporte internacional. 
 																																																								




empresas de Europa Occidental (u otras interpuestas, de estatuto en ocasiones 
dudoso, que actuarían por ellas) las que fomenten precisamente estos canales 
de movilidad de la fuerza de trabajo y de la actividad empresarial denunciada a 
menudo bajo el término de "dumping social" y de "regime competition". A ello 
dedicaremos, entre otras cosas, el siguiente apartado. 
 
>>> señalar que de la diferenciación de sectores se derivan tb prácticas de 











Rela ionar con el libro del equipo de juristas (capítulo Mireia Llobera = historia 
del desplazamiento de trabajadores) 
 
Esta forma de movilidad de trabajadores está regulada, fundamentalmente, por 
la Directiva de Desplazamiento de Trabajadores (Directiva 96/71/EC) aprobada 
en 1996 (en vigor desde 1999) y cuya aplicación ha sido recientemente 
desarrollada por la Enforcement Directive de 2014 (Directiva 2014/67/UE) que 
los diferentes Estados miembro tenían obligación de transponer a su normativa 
nacional antes del 18 de junio de 201616. 																																																								
16 El 8 de marzo de 2016 la Comisión Europea (2016a) ha propuesto, no obstante, una 
modificación de la actual Directiva de Desplazamiento de Trabajadores que incorpora 
novedades importantes en materia de remuneración de los trabajadores desplazados 
(ampliando la equiparación de salarios con los trabajadores locales más allá del salario mínimo 
hasta ahora vigente; aplicación de los convenios colectivos en vigor); funcionamiento de las 
agencias de trabajo temporal (obligando a aplicar a sus trabajadores desplazados las mismas 
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emitidas (con un 
único país de 
destino) (*) 
11669 627406 394672 310809 21507 4726 23049 2986 98365 18767 134627 1965 949885 
1,2% 66,1% 41,5% 32,7% 2,3% 0,5% 2,4% 0,3% 10,4% 2,0% 14,2% 0,2% 100% 
Autorizaciones A1 
emitidas (con dos 
o más países de 
destino) (**) 
4685 108054 63698 214156 12977 1363 111892 - 15471 5877 53693 155 326895 
1,4% 33,1% 19,5% 65,5% 4,0% 0,4% 34,2% - 4,7% 1,8% 16,4% 0,1% 100% 
TOTAL  
16354 735460 458370 524965 34484 6089 134941 - 113836 24644 188320 2120 1276780 
1,3% 57,6% 35,9% 41,1% 2,7% 0,5% 10,6% - 8,9% 1,9% 14,7% 0,2% 100% 
 
Fuente: Elaboración propia a partir de datos de autorizaciones A1 recogidos en (Pacolet y De Wispelaere, 2016)  
(*) Información procedente de 21 países (equivalente al 64% del total de A1 –artículo 12– emitidas) 
(**) Información procedente de 13 países (equivalente al 64% del total de A1 –artículo 13– emitidas) 
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Esta distribución general por sectores de actividad a la que estamos haciendo referencia 
esconde, no obstante, un reparto muy diferenciado entre unos países y otros de la Unión 
Europea (Gráficos 9 y 10). Desde el punto de vista de la emisión de trabajadores 
desplazados, se puede observar que los países con bajos salarios destacan especialmente 
en el desplazamiento transnacional de trabajadores ligados a la construcción y la industria 
manufacturera, actividades que están presentes en todos los países europeos pero cuya 
importancia va descendiendo conforme se incrementan los salarios medios del país 
(Gráfico 9). La situación es justo la inversa si analizamos el fenómeno desde el punto de 
vista de los países de llegada (Gráfico 10), en donde se incrementa el volumen de 
trabajadores desplazados para trabajar en la construcción y la industria manufacturera 
conforme aumenta el salario medio. A esta (relativa) especialización de los países de bajos 
salarios en el desplazamiento de trabajadores del sector de la construcción y la industria se 
podría contraponer una especialización (relativa) similar en los países de mayores salarios 
en torno a la "producción" de trabajadores desplazados para el sector terciario, así como 
para la movilidad transnacional de trabajadores por intermediación de agencias de empleo 
temporal (Gráfico 9). En este caso, los destinatarios no serían, necesariamente los países 
de bajos salarios sino, tal y como decíamos más arriba, muy a menudo otros países de 
salarios elevados. 
 
Gráfico 9. Trabajadores desplazados (países emisores) en 2014 según sector de 
actividad y nivel salarial del país. Unidad: % 
 
Fuente: (Comisión Europea, 2016b: 35). Nota: Salarios altos (por encima de la media europea, año 2012): 
DK, LU, SE, FI, BE, NL, DE, FR, AT, IT, IE; Salarios intermedios (en torno a la media europea, año 2012): 
CY, ES, EL, MT, SI, PT; Salarios bajos (menos de la mitad del salario medio europeo, año 2012): HR, CZ, 
EE, PL, SK, HU, LV, LT, RO, BG. Datos de desplazamiento por país de destino no disponibles en el caso 





st ndard rules on wages add up to differentials in labour and income taxation between 
Member States and generate significant gaps in total labour costs for employers44. 
 




Source: EMPL calculations on Pacolet and De Wispelaere (2015); High-wage (above EU average wage, 
year 2012): DK, LU, SE, FI, BE, NL, DE, FR, AT, IT, IE; Medium-wage (around EU av rage, 2012): CY, 
ES, EL, MT, SI, PT; Low-wage (less than half of the EU average wage): HR, CZ, EE, PL, SK, HU, LV, 
LT, RO, BG; no data on the destination of postings from CY, DK, and the UK. 
 
Concentrated impact on receiving country  
On the receiving end, current rules favour flows of posted workers into a set of high-
wage economies, with  DE, FR, BE, AT, NL receiving 81% of workers posted from low-
wage countries, and a few economic sectors, most notably the construction sector (figure 
15). In this sector, posted workers represent up to 20% of domestic employment in BE, 
and over 10% in AT and LU (figure 6, Annex II) 
 
The labour market impact of the in-flow of workers to which lower pay rules apply in 
high-wage Member States is not univocal, although data limitation constrains in-depth 
analysis. There is some evidence that posted workers complement domestic employment 
in the whole economy by filling job vacancies for skills or positions which are not 
                                                 
44  While nominal social security contribution rates or corporate or income tax rates may not differ widely 
(see figures 16-19 in Annex II), the labour cost gap is more relevant the lower the reference wage.    
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Gráfico 10. Trabajadores desplazados (países receptores) en 2014 según sector de 
actividad y nivel salarial del país. Unidad: % 
 
Fuente: (Comisión Europea, 2016b: 67).  
 
A la luz de datos como estos, algunos estudios (Ismeri Europa, 2012) han señalado que el 
fenómeno del desplazamiento de trabajadores en Europa estaría dibujando dos modalidades 
de desplazamiento diferenciadas: i) un desplazamiento de trabajadores con escasa o media 
cualificación para sectores intensivos en trabajo (como la construcción o el transporte) que 
iría desde países con fuerza de trabajo barata hacia países con fuerza de trabajo más cara; 
y ii) un desplazamiento de trabajadores con cualificación media-alta para empleos 
definidos como “cualificados”. Aunque ambos tipos de desplazamiento de trabajadores 
puedan estar presentes en cada uno de los Estados miembro, los datos y estadísticas 
disponibles sí parecen apuntar a que la especialización sectorial en el desplazamiento 
encuentra un cierto acompañamiento a nivel geográfico, lo cual no significa que tales flujos 
de fuerza de trabajo (por ejemplo, de países de bajos salarios a países de altos salarios en 
actividades como la construcción, la industria manufacturera o el transporte) estén 
únicamente impulsados y patrocinados por empresas y autoridades de dichos países de 
origen. Tal y como tendremos ocasión de ver a propósito del sector del transporte de 
mercancías por carretera, muy a menudo serán las empresas de Europa Occidental (u otras 
interpuestas, de estatuto en ocasiones dudoso, que actuarían por ellas) las que fomenten 
precisamente estos canales de movilidad de la fuerza de trabajo y de la actividad 
empresarial denunciada a menudo bajo el término de dumping social y de regime shopping. 
Al análisis de la relación entre desplazamiento internacional de trabajadores y dumping 






Figure 15. Posted workers received in 2014, breakdown by sector and selected 
group of countries 
 








Figure 16. Social contribution rates, paid by employees, EU 28, year 2014 
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Empresas buzón, dumping social y deterioro de los estándares laborales: luces y 
sombras del desplazamiento internacional de trabajadores en la Unión Europea  
 
Dentro del fenómeno del desplazamiento de trabajadores efectuado en el seno de la Unión 
Europea, existiría pues un tipo de desplazamiento y de trabajador desplazado que se 
ajustarían al marco normativo existente y al "espíritu" que los legisladores habrían tratado 
de imbuir a dicha nueva regulación. Un espíritu que, recordémoslo, concebía la Directiva 
de Desplazamiento de Trabajadores como parte del "impulso social" de la Unión Europea, 
como un mecanismo orientado a tratar de hacer compatible la libre prestación de servicios 
en un mercado interno unificado, con una cierta protección de los derechos de los 
trabajadores que llevaban a cabo tales actividades.  
 
Los trabajadores desplazados "legítimos" serían los empleados por una empresa real que 
opere normalmente en un país diferente al país de acogida, que tengan una relación laboral 
con dicha empresa regulada por medio de un contrato de trabajo y que, de manera temporal, 
desarrollen su actividad laboral en el territorio de otro país a petición de su empresa. Las 
actividades de dicha empresa se basarían en un contrato comercial establecido con un 
cliente o empresa usuaria en el país de llegada dentro del marco de una prestación de 
servicios (Cremers, 2011: 11). Esta delimitación del fenómeno (muy similar a la recogida 
en la propia legislación) movilizaría así una serie de elementos necesarios y aparentemente 
nítidos: existencia de un contrato de trabajo en el país de origen que vincule al trabajador 
asalariado con la empresa prestadora de servicios (o de una cierta continuidad en la misma 
actividad económica en el caso de los trabajadores autónomos); existencia de una empresa 
real y legal que ejerza su actividad regularmente en el país de origen; subordinación de la 
actividad que efectúa el trabajador desplazado durante su prestación de servicios con 
respecto a la empresa que efectúa el desplazamiento; duración temporal limitada del 
desplazamiento, etc. (Cremers, 2011: 11-12). La verificación de la presencia de todos estos 
elementos que, sobre el papel, conforman la base de un desplazamiento de trabajadores 
"legítimo", no será, sin embargo, siempre sencilla en la práctica.  
 
Los motivos de tal dificultad son, sin duda, plurales y de naturaleza diversa. No obstante, 
aunque no agoten la panoplia de factores implicados, por su importancia cabría hacer 
mención especial a varios elementos determinantes. Así, por un lado, cabría destacar, por 
ejemplo, las ambigüedades, limitaciones y omisiones explícitas (no incorporación de una 
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definición precisa de trabajador desplazado o de la duración máxima del desplazamiento 
en el derecho nacional...) con la que la mayor parte de los Estados miembro de la Unión 
Europea han transpuesto a su legislación nacional la reglamentación básica contenida en la 
Directiva de Desplazamiento de Trabajadores. Por otro lado, habría que hacer mención a 
las limitaciones que algunas instituciones europeas clave (el Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea y la Comisión Europea, fundamentalmente) han impuesto a la actividad 
con la que los países de llegada tratan de controlar y regular las condiciones en que se 
efectúan los desplazamientos de trabajadores a su territorio. El Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea, por ejemplo, ha restringido al país de origen del trabajador desplazado la 
posibilidad de controlar la existencia de un contrato de trabajo, quedando los países de 
llegada (principales interesados en verificar la legalidad de estos desplazamientos) a 
expensas de la diligencia y voluntad de cooperación de los países de origen, cooperación 
que no siempre se da o llega cuando la empresa y los trabajadores desplazados ya han 
desaparecido del territorio (Cremers, 2011: 12-14; Muller, 2013).  
 
La Comisión Europea, por su parte, bajo el pretexto de no obstaculizar la libertad 
económica de las empresas (el recurrente argumento de la lucha contra la "carga 
administrativa" que padecen las empresas), ha sancionado y perseguido activamente toda 
tentativa efectuada por parte de los Estados miembro de controlar la actividad de las 
empresas extranjeras, por ejemplo, mediante la obligatoriedad de notificar y registrar sus 
desplazamientos antes de que éstos se produzcan o la necesidad de que la empresa que 
desplaza trabajadores disponga de un representante en el lugar donde se efectúa la 
prestación de servicios (Cremers, 2011: 16 y 34). El papel activo y beligerante que ha 
demostrado la Comisión Europea a este respecto ha provocado que la mayor parte de los 
países que habían impulsado este tipo de medidas de control las hayan retirado, limitando 
así considerablemente la posibilidad de actuación de instituciones fundamentales para la 
protección de los derechos de los trabajadores desplazados como son la inspección de 
trabajo (Cremers, 2016: 157; 2011: 33) o las organizaciones sindicales y órganos de 
representación de los trabajadores en las empresas de los países de llegada (Wagner y 
Lillie: 2014: 413 y ss.)28. 																																																								
28 En la investigación que efectúan Wagner y Lillie (2014) sobre el uso de trabajadores desplazados en la 
construcción en Alemania de la sede del Banco Central Europeo, por ejemplo, pusieron en evidencia la 
exclusión de los trabajadores desplazados de los principales mecanismos reguladores y de protección 
existentes en el sistema de relaciones laborales alemán. En el caso alemán analizado, las principales vías de 
representación de los trabajadores (sindicatos y comités de empresa) verían así muy limitado su acceso y 
actuación con respecto a los trabajadores desplazados: en ocasiones por medio de la obstaculización pura y 
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Del mismo modo, la Comisión Europea habría evitado establecer un listado claro y 
exhaustivo de criterios a partir de los cuáles poder afirmar si una empresa tiene o no una 
"actividad sustancial" en el país de origen (Cremers, 2011: 16), dificultando con ello la 
verificación de si la empresa que desplaza los trabajadores es una empresa ficticia 
constituida con el único propósito de poder desplazar trabajadores "baratos" a países con 
mayores costes laborales. No obstante, en lo que se refiere al (des)control de la actividad 
de las empresas en la Unión Europea es justo señalar que los problemas no provienen 
únicamente de la actuación u omisión de la Comisión Europea, sino que son consecuencia 
también de la propia legislación europea. La diversidad de los marcos normativos 
nacionales que regulan y tasan la actividad empresarial en los distintos países de Europa, 
junto a las facilidades que la normativa europea otorga a las empresas para instalarse en 
cualquier país europeo con independencia del lugar donde desarrollan habitualmente su 
actividad (desvinculación de la sede administrativa de la empresa –que determinará la 
legislación de aplicación– con respecto al país donde dicha empresa desarrolla su actividad) 
habría así impulsado el denominado regime shopping o regime competition. Un fenómeno 
por medio del cual las empresas se desplazan, se localizan y deslocalizan, en función (entre 
otros factores) del marco regulador de la actividad económica existente en cada país, 
incorporando dicho marco normativo como un factor de producción más a tener en cuenta 
a la hora de definir su estrategia de desarrollo empresarial (Cremers, 2016: 155).  
 
El impacto que tiene la actividad económica de estos grandes grupos empresariales en el 
empleo y en el crecimiento económico de los territorios en donde se radican, convierten a 
estas empresas multinacionales en actores de gran relevancia en el terreno político y 
económico, actores con capacidad de influir con sus políticas de inversión y sus planes de 
desarrollo empresarial en las políticas industriales, fiscales, laborales y sociales de los 
territorios en los que se instalan o insinúan desear instalarse (Bernaciak, 2014: 21-22). El 
regime shopping o regime competition conformaría así un mecanismo de competencia 
inter-estatal en el seno de la propia Unión Europea (complementario al existente a escala 
planetaria) que actuará como un potente estímulo para la eliminación o mitigación de 
																																																								
dura, con las más variadas excusas, del contacto sindical con los trabajadores desplazados; otras veces por 
las limitaciones normativas que imposibilitan la extensión de la actuación de los comités de empresa a los 
trabajadores de empresas subcontratadas; otras, finalmente, por las propias características y particularidades 
de los trabajadores desplazados (desconocimiento del idioma y de la legislación laboral existente; temor a 
ser sancionados, etc.). 
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cualquier obstáculo a la libre actuación de las empresas como, por ejemplo, la normativa 
laboral y medioambiental, los sistemas de relaciones laborales y de protección social más 
garantistas, la pretensión de gravar los beneficios de la actividad económica de las 
empresas, etc. Una competencia inter-estatal (habrá que decir que también intraestatal 
habida cuenta de la variedad y heterogeneidad de los estatutos de empleo presentes), 
desprovista hoy de toda mediación eficaz por medio de instituciones y marcos reguladores 
nacionales cuya capacidad de incidencia en este tipo de fenómenos transnacionales se 
encuentra considerablemente debilitada (Wagner y Lillie, 2014: 408). Así pues, junto al 
abandono del principio lex loci laboris y la atribución de la responsabilidad de control al 
país de origen por la que parece haberse inclinado la jurisprudencia europea, la libre 
prestación de servicios y la particular forma en que las autoridades europeas interpretan la 
libertad de instalación de las empresas (que posibilita desvincular la sede administrativa, 
el marco regulador, del espacio en el que dicha empresa lleva a cabo el grueso de su 
actividad), suponen un freno fundamental a la hora de determinar si una empresa desarrolla 
o no una actividad económica sustantiva en el país de origen y, en definitiva, para la lucha 
contra las prácticas abusivas y el fraude que llevan a cabo muchas empresas a propósito 
del desplazamiento transnacional de trabajadores (Cremers, 2016: 156). 
 
¿En qué consistirían pues estas prácticas abusivas? ¿Conllevaría el desplazamiento 
transnacional de trabajadores necesaria y automáticamente una situación de desprotección 
y abuso respecto a los trabajadores desplazados? Para Cremers (2011: 29), uno de los 
principales expertos europeos en desplazamiento de trabajadores, no todos los tipos de 
desplazamientos contemplados en la Directiva de Desplazamiento de Trabajadores son 
igual de problemáticos. El primer y segundo tipo de desplazamiento de trabajadores 
recogidos en la legislación (desplazamiento a otro país de un trabajador por parte de una 
empresa en el marco de una prestación transnacional de servicios a otra empresa y 
desplazamiento de un trabajador entre filiales de una misma empresa transnacional) serían, 
a priori, los menos problemáticos y los que supondrían un menor riesgo de vulneración de 
derechos. No obstante, este tipo de desplazamientos (especialmente el primero de ellos, el 
más habitual) se vuelve problemático cuando en la actividad de desplazamiento lo único 
que es subcontratado, la única prestación de servicios que se produce entre la empresa 
subcontratada y la empresa usuaria, es la transferencia de mano de obra (barata) (Cremers, 
2016: 157; 2011: 29), generando así una multiplicación de los niveles de reclutamiento y 
de los intermediarios que intervienen en el proceso (Cremers, 2011: 57), lo cual facilitará 
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la difuminación de la figura del "empleador" y con ello su responsabilidad en la tutela de 
los derechos del trabajador que presta servicios. 
 
Este escenario, frecuente en sectores intensivos en mano de obra (como la construcción o 
el transporte), coincide en gran medida con las características del escenario generado por 
el tercer tipo de desplazamientos contemplados por la legislación: el reclutamiento 
transfronterizo efectuado por medio de empresas de trabajo temporal 29 . Habría, no 
obstante, algunas diferencias significativas a reseñar. En el caso de las empresas de trabajo 
temporal el desplazamiento de trabajadores se efectúa, a priori, dentro del marco normativo 
existente, se trataría pues de un desplazamiento "legal", aunque podamos juzgar que no 
siempre "positivo", "justo" o "sostenible" si tenemos en cuenta los efectos perversos que 
este tipo de prácticas suelen conllevar en los sistemas de relaciones laborales y de 
protección social de los países de destino. En el caso de los desplazamientos de trabajadores 
que se efectúan por medio de empresas que supuestamente ofertan servicios pero que, de 
facto, el único servicio que subcontratan a las empresas usuarias es la facilitación de mano 
de obra barata, la situación es diferente ya que este tipo de prácticas, además de 
censurables, se sitúan a menudo al margen de la ley. Es el caso de las famosas empresas 
buzón o letter-box companies, empresas intermediarias en la contratación de trabajadores 
que no tienen una actividad económica real en el sector ni en el país de instalación y cuyo 
único "servicio" es la provisión de fuerza de trabajo (más barata) desde países europeos 
con bajos costes laborales hacia países con estándares sociales y laborales más elevados. 
 
Este tipo de empresas buzón, frecuentes en sectores como la construcción y el transporte, 
se sitúan al margen de la ley en la medida en que el derecho a la libre prestación 
transnacional de servicios reconocida en la normativa europea requiere que las empresas 
que prestan tales servicios (con el potencial desplazamiento de trabajadores derivado de 
ello) desarrollen una actividad económica real y continuada en el país en el que están 
ubicadas. Esto, sin embargo, no ocurre en el caso de estas "empresas" cuya sede se limita, 
																																																								
29 Este último tipo de desplazamiento de trabajadores ha sido señalado como el más problemático, al menos 
en sectores tan relevantes como la construcción, desde el punto de vista de la vulnerabilidad de los 
trabajadores (Cremers, 2011: 29-30). Sin negar que esto pueda ser así, en el caso del sector del transporte 
internacional por carretera en España, los abusos y problemas detectados en nuestra investigación en relación 
al desplazamiento de trabajadores no tendría tanto que ver con la actividad de las empresas de trabajo 
temporal en el sector, como con el desplazamiento internacional de mano de obra barata por medio de 
empresas ficticias o empresas buzón (muchas constituidas o auspiciadas por grandes empresas del sector). 
Estos aspectos concretos de nuestro estudio los desarrollamos en el capítulo 4 de este libro, movilizando la 
información proporcionada por los informantes clave entrevistados en nuestra investigación. 
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a menudo, a un mero apartado de correos (de ahí su calificativo de empresas buzón), y su 
actividad a la búsqueda y aprovisionamiento de trabajadores baratos para empresas (reales) 
procedentes de países europeos con mayores estándares laborales que recurren a sus 
servicios como forma de reducir los costes laborales de su actividad (aspecto fundamental 
en sectores intensivos en fuerza de trabajo como son la construcción y el transporte) y 
mejorar así su competitividad en una economía (globalizada) de libre mercado. 
 
Las denominadas empresas buzón actuarían, de facto, como empresas de trabajo temporal, 
especializadas exclusivamente en la búsqueda, gestión y aprovisionamiento de fuerza de 
trabajo para empresas cliente, pero sin los límites (mayores o menores según los países) 
que establece el marco normativo, nacional y europeo, a las Empresas de Trabajo 
Temporal, regulando su actividad y otorgando algunas garantías (no entramos aquí a 
valorar si suficientes) a sus trabajadores. Aunque es cierto que no se trata de un fenómeno 
exclusivo de ellas (sino que afecta también a otras modalidades "legales" de 
desplazamiento de trabajadores), estas empresas buzón favorecen y potencian, además, 
otro tipo de prácticas fraudulentas respecto a los trabajadores desplazados: impago de las 
horas extraordinarias realizadas; exigencia al trabajador de un pago por acceder al empleo 
ofertado en el desplazamiento (de hasta 500 €, por ejemplo, como se detectó en el caso de 
trabajadores búlgaros desplazados a Alemania); deducciones en el salario de los costes de 
desplazamiento y alojamiento (con precios abusivos); impago de cotizaciones sociales a la 
Seguridad Social de los países de origen (pese a que tales cotizaciones sí son descontadas 
de los salarios); ausencia de cobertura social y de afiliación a la Seguridad Social en el país 
de origen con falsificación de documentos; no reconocimiento de los niveles de 
cualificación de los trabajadores a la hora de fijar los salarios en el país de llegada; 
reclutamiento de trabajadores que se encuentran ya residiendo en el país de acogida; 
conversión de trabajadores asalariados en falsos autónomos (con menores protecciones que 
los trabajadores desplazados asalariados); inscripción de los trabajadores desplazados 
como autónomos en el país de origen justo antes del desplazamiento (cuando se supone 
que los autónomos –no cubiertos por la Directiva de desplazamiento– deben desarrollar su 
actividad de forma regular con anterioridad al desplazamiento), etc. (Muller, 2013; 
Cremers, 2011: 45 y ss.)30.  																																																								
30 Estas y otras prácticas abusivas similares han sido igualmente detectadas en el sector de la logística en el 
caso de trabajadores españoles desplazados a Holanda, trabajadores a quienes se aplican también una serie 
de medidas encaminadas a que el empleador "recupere" –vía deducciones de alquiler, desplazamiento, etc. a 
precios abusivos– parte del salario adelantado (una especie de salario social invertido), al tiempo que se limita 
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Las trabas a la actividad sindical en los países de llegada vis a vis de los trabajadores 
desplazados (Wagner y Lillie, 2014); el propio temor de dichos trabajadores a denunciar 
este tipo de prácticas fraudulentas (por desconocimiento de sus derechos o de los medios 
de hacerlos valer, por miedo a represalias, por su deseo a poder seguir accediendo a unos 
empleos que, pese a todo, están mejor remunerados que los de sus países de origen o que 
resultan preferibles al desempleo); las limitaciones que tienen los países de llegada para 
actuar unilateralmente en la lucha contra este tipo de fraudes y la dificultad para lograr 
movilizar a tiempo la cooperación de los países de origen a la hora de facilitar información 
o sancionar a este tipo de empresas; la ausencia, hasta hace poco, de un marco normativo 
que posibilitase la aplicación de sanciones y la persecución efectiva a escala transnacional 
de estas prácticas delictivas, etc. hace muy difícil detectar, no digamos ya perseguir y 
combatir eficazmente, este tipo de prácticas y abusos. Unas estrategias de reclutamiento y 
movilización de la fuerza de trabajo cuyos principales y más directos perjudicados son los 
propios trabajadores desplazados, pero cuyo impacto negativo va mucho más allá de ellos: 
alentando lo que se conoce como dumping social en el seno de la Unión Europea, este tipo 
de prácticas (toleradas, cuanto menos, por muchas de sus instituciones bajo la excusa de la 
defensa de la libre prestación de servicios y la libertad de empresa) suponen un ataque 
directo a los cada vez más debilitados mecanismos e instituciones de protección del trabajo 
europeos. 
 
El uso del desplazamiento de trabajadores habría pasado así de ser una práctica normal y 
legítima dentro de colaboraciones de larga duración entre empresas contratistas, a un 
fenómeno vinculado a las prácticas de falsas empresas buzón especializadas 
exclusivamente en el reclutamiento de fuerza de trabajo. De este modo, el desplazamiento 
de trabajadores se habría convertido en uno de los mecanismos de reclutamiento 
transnacional de fuerza de trabajo barata (Cremers, 2016: 157) que estaría actuando en 
paralelo a otros procesos de reclutamiento y movilización internacional de fuerza de trabajo 
como son las propias migraciones de trabajo que no han cesado en la Unión Europea a 
pesar del endurecimiento de sus políticas migratorias. Y es que el desplazamiento de 
trabajadores (posting of workers) que aquí estamos analizando conlleva, tal y como han 																																																								
y obstaculiza la libertad de movimiento de estos trabajadores desplazados (en el mercado de trabajo y en el 
propio entramado urbano en el que residen) maximizando así su disponibilidad para el empleo y las 
posibilidades de uso flexible y a la carta de esta fuerza de trabajo por parte de las empresas usuarias (López 
Calle, 2017). 
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evidenciado diferentes estudios (Cremers, 2011: 29; Berntsen y Lillie, 2015; Parlamento 
Europeo, 2016: 37; cf. también la tabla 2), importantes reducciones en los costes del factor 
trabajo: las estimaciones que se manejan hablan de reducciones de entre un 20% y 30% (en 
algunos casos, llegando incluso hasta el 50%) respecto a los costes de utilizar un trabajador 
convencional (y eso sin considerar las prácticas fraudulentas que hemos mencionado y que 
con frecuencia acompañan al desplazamiento de trabajadores: impago de horas 
extraordinarias, no reconocimiento de los niveles de cualificación a la hora de fijar los 
salarios, impago de cotizaciones sociales, cobro a precios abusivos de servicios de 
alojamiento y transporte, etc.). 
 
Tabla 2. Costes laborales mensuales de trabajadores desplazados y locales  
Mantenimiento del statu quo = pago del salario mínimo establecido en el convenio colectivo del sector + 




locales (1) Polonia (2) Rumania (2) Portugal (2) Holanda (2) 
Alemania 2.942 € 2.380 € 2.536 € 2.480 € 2.268 € 100% 80,1% 86,2% 84,3% 77,1% 
Bélgica 3.215 € 1.718 € 1.830 € 1.790 € 1.637 € 100% 53,4% 56,9% 55,7% 50,9% 
Francia 2.146 € 1.587 € 1.692 € 1.654 € 1.513 € 100% 73,9% 78,8% 77,1% 70,5% 
(1) Salario medio del sector en el país de llegada para un trabajador poco cualificado. Datos procedentes de 
la Eurostat Earnings Survey, 2010. (2) Salario mínimo establecido en el convenio colectivo del sector del 
país de llegada. Fuente: Comisión Europea (2016b: 76-81) 
 
Las diferencias en los costes laborales de un tipo de trabajador y otro (efectuando tareas 
similares en un mismo espacio de trabajo) quedan patentes en las estimaciones realizadas 
por la Comisión Europea. En uno de estos documentos (Comisión Europea, 2016b), por 
ejemplo, se lleva a cabo un simulacro para el sector de la construcción sobre el impacto 
que tendría en los costes laborales de los trabajadores desplazados la implementación de 
distintos escenarios en discusión (mantenimiento del statu quo existente; igualación de la 
remuneración percibida por los trabajadores desplazados y el resto de trabajadores, pero 
manteniendo el pago a la Seguridad Social en los países de origen; etc.). En esas 
estimaciones, efectuadas para los principales países receptores de trabajadores desplazados 
(Alemania, Bélgica y Francia) y tomando como referencia el caso de trabajadores 
desplazados de países con salarios altos (Holanda), medios (Portugal) y bajos (Rumania y 
Polonia), se observan resultados que confirman el fuerte impacto que tiene del 
desplazamiento de trabajadores en la reducción de los costes de la fuerza de trabajo (de 
casi el 50% en Bélgica; del 20-30% en Francia; del 15-20% en Alemania) y corroboran, en 
definitiva, el uso del desplazamiento de trabajadores como una estrategia por parte de las 
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empresas para dotarse de fuerza de trabajo más barata sin salir del marco normativo de la 
Unión Europea (con las ventajas que eso conlleva)31.  
 
Gráfico 11. Peso de las cotizaciones sociales en el total del sistema impositivo de los 
distintos países de la Unión Europea, 2017. 
 
Fuente: DG Taxation and Customs Union a partir de datos de Eurostat. Citado en (DG Taxation and Customs 
Union, 2017: 21) 
 
Gráfico 12. Composición de la tasa impositiva implícita sobre el trabajo de los 
distintos países de la Unión Europea, 2015. 
 
Fuente: DG Taxation and Customs Union a partir de datos de Eurostat. Citado en (DG Taxation and Customs 
Union, 2017: 28) 
 
La existencia de estos diferenciales se debe, básicamente, al hecho de que los trabajadores 
desplazados no suelen cobrar los salarios medios del país de llegada existentes dentro del 
sector en el que se emplean, sino los salarios mínimos en vigor en dichos sectores. A esto 
habría que añadir la heterogeneidad de la fiscalidad del trabajo y de las cotizaciones 																																																								
31 Los detalles técnicos de cómo se han efectuado estas estimaciones y bajo qué presupuestos pueden verse 
en (Comisión Europea, 2016b: 76 y ss.) 
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sociales existente en el seno de la UE, heterogeneidad que las ampliaciones hacia el Este 
de 2004 no habrían hecho sino acrecentar (cf. Gráficos 11 y 12). 
 
Gráfico 13. Costes laborales por hora en el conjunto de la economía según los 
diferentes países de la UE. 2016. Unidad: Euros 
 
Fuente: Eurostat (lc_lci_lev) 
 
A diferencia de otras dimensiones del proyecto europeo de integración económica, la 
Unión Europea renunció desde el primer momento a intervenir directamente en la 
regulación y ordenamiento de las relaciones laborales (incluido todo lo referente a la 
fijación de los costes laborales, salarios mínimos, cotizaciones sociales, etc.), delegando 
dicha tarea en los distintos Estados miembro, sus marcos regulatorios nacionales y el 
desarrollo de la negociación colectiva que pudieran llevar a cabo los agentes sociales. El 
resultado de todo ello ha sido el de una escasa convergencia en estándares de vida y poder 
adquisitivo (Lalanne, 2011), en materia laboral y en términos de costes laborales (Gráfico 
13). Unos datos que sirven para poner en entredicho la hipótesis del "arrastre" como 
mecanismo de cohesión y confluencia europea, al tiempo que ponen en evidencia cómo se 
han ido sentando las bases para la puesta en marcha de una competencia cada vez más 
acusada entre los diferentes Estados miembro de la UE en torno a las políticas impositivas 
(por ejemplo, en los impuestos a las empresas), las cotizaciones sociales o los regímenes 
sociales existentes. Una competencia interestatal (que se añade a la que existe 
simultáneamente a nivel infra y supraestatal) que corre el riesgo de derivar en una espiral 
descendente que debilite los estándares de vida y de protección social del trabajo aún 
existentes (aunque menguados) en Europa. 
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En cualquier caso, el análisis del fenómeno del dumping social vinculado al 
desplazamiento de trabajadores requeriría un abordaje y un marco explicativo más 
complejos. A menudo, por ejemplo, se ha tendido a reducir el fenómeno del dumping social 
a un problema de movilización transnacional de fuerza de trabajo (que ejercería una presión 
a la baja en los salarios y las condiciones de trabajo en los países de llegada), cuando el 
propio desplazamiento transnacional del capital (vía, por ejemplo, deslocalizaciones 
productivas) contribuye y forma parte de este mismo proceso de "evitación" por parte de 
las empresas de los marcos normativos (relativamente) proteccionistas respecto al trabajo 
existentes en determinados países (Bernaciak, 2014: 24-25). A esto habría que añadir que 
ambos fenómenos (reclutamiento de fuerza de trabajo procedente de lugares con menores 
estándares socio-laborales y desplazamiento del capital hacia esos mismos territorios) no 
transcurren necesaria y exclusivamente en un contexto transnacional o global, sino que se 
desarrollan igualmente en el seno de los propios Estados-nación, donde se confrontan 
desarrollos regionales muy desiguales desde un punto de vista socioeconómico y, a 
menudo, marcos reguladores no siempre unificados entre unas regiones y otras32. 
 
También parece problemática la tendencia a identificar los bajos salarios, los bajos precios 
o los menores estándares laborales existentes en determinados países como simples 
estrategias de dichos países o de sus empresas para obtener ventajas competitivas en una 
economía globalizada. Desde esta perspectiva, cualquier exportación (de productos y/o de 
fuerza de trabajo) procedentes de países con menores niveles de desarrollo podría ser 
potencialmente considerada como dumping social (Bernaciak, 2014: 7), lo que no tiene 
mucho sentido. Dificultades similares se derivan de la pretensión de establecer formal y 
empíricamente el que debería ser el nivel de protección "normal" para un determinado nivel 
de desarrollo económico, estándar de protección a partir del cual se pudiera establecer si 
un determinado territorio está obstaculizando o frenando artificialmente sus estándares de 
protección como parte de una estrategia competitiva para sus empresas. Muchas veces, 
detrás de las apelaciones a estándares de protección "normalizados" nos encontramos con 
																																																								
32  El caso español es, sin duda, paradigmático en este sentido, con unos diferenciales de desarrollo 
socioeconómico muy marcados entre unas y otras Comunidades Autónomas. El predominio en España de los 
convenios colectivos de carácter provincial en la regulación de los distintos sectores de actividad favorece el 
dumping social dentro del propio Estado, con el traslado de la actividad (o el desplazamiento de trabajadores) 
de provincias limítrofes con convenios colectivos menos ventajosos para los trabajadores. En el caso del 
transporte de mercancías por carretera aquí investigado es lo que ocurre con las empresas barcelonesas que 
trasladan su actividad o movilizan conductores desde provincias limítrofes como Tarragona o Zaragoza; lo 
que ocurre con las empresas vascas que se desplazan a Burgos; las empresas madrileñas que derivan su 
actividad a Guadalajara o Toledo, etc. Retomaremos brevemente esta cuestión en el capítulo 4.  
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las propias estrategias de las empresas de un territorio determinado que buscan "cerrar" el 
mercado a posibles competidores externos (lo que no impide que dichas estrategias 
empresariales puedan redundar en una mayor protección de los asalariados de dicho 
territorio). De lo que aquí se trata no es de negar la presencia en Europa del dumping social 
o de sus perniciosas consecuencias, un dumping social tolerado e incluso fomentado en 
ocasiones por las propias instituciones europeas, sino de problematizar su análisis y los 
elementos y actores en él implicados.  
 
En el caso del dumping social vinculado al desplazamiento de trabajadores que aquí 
estamos abordando, creemos que es muy importante enfatizar que no trata, simplemente, 
de un problema vinculado a la falta de escrúpulos y de tradición democrática en el ámbito 
laboral de ciertos países y empresas integrados recientemente en el proyecto europeo (la 
Europa más pobre del sur y, sobre todo, del este del continente). Países y empresas cuya 
actuación y estrategias económicas chocarían, aparentemente, con los países, empresas y 
modelos de relaciones laborales más protectores y garantistas de las democracias 
occidentales. El fenómeno del dumping social ligado al desplazamiento transnacional de 
trabajadores no consiste, únicamente, en un supuesto conflicto de intereses entre países de 
altos y bajos estándares laborales que comparten un mismo espacio económico y compiten 
en un mismo mercado.  
 
Sin duda, esos conflictos existen en el seno de la Unión Europea y se hacen visibles, por 
ejemplo, a la hora de fijar o modificar la regulación de este tipo de usos de la fuerza de 
trabajo: así ocurrió con la aprobación de la Directiva de Desplazamiento de Trabajadores 
de 1996, tal y como hemos mencionado más arriba, y así ha ocurrido igualmente durante 
la aprobación de la Directiva sobre la garantía de cumplimiento de 2014 o en los más 
recientes proyectos de reforma de la Directiva de 1996. En todos estos procesos de 
negociación y cruce de intereses diversos, se ha hecho evidente la existencia de posiciones 
diferenciadas entre los países de la Europa del Este y de la Europa Occidental (con 
excepción, casi siempre, de Reino Unido). Diferencias que, en parte, no hacen sino reflejar 
la propia competencia existente entre distintos capitales nacionales en el seno del proyecto 
europeo. No obstante, acotando el fenómeno del dumping social en Europa a un 
enfrentamiento entre países de bajos costes laborales y países de altos costes laborales, 
estaríamos ofreciendo una explicación muy parcial, incluso superficial, del problema. En 
primer lugar, porque, tal y como hemos mencionado previamente, la actuación de las 
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instituciones europeas (especialmente de la Comisión Europea y del Tribunal Superior de 
Justicia de la Unión Europea) han sido determinantes en el desarrollo de ciertas prácticas 
y estrategias empresariales (unas legales, otras directamente ilegales) que podrían ser 
calificadas de dumping social. Los procesos de liberalización económica y de creación de 
un mercado interior unificado, las ampliaciones del proyecto europeo hacia el sur y el este 
del continente, la primacía atribuida al derecho de las empresas a la libre prestación de 
servicios por encima de otras consideraciones y derechos también reconocidos en los 
tratados fundacionales, la imposición de una interpretación de la Directiva de 
desplazamiento como una simple directiva de regulación de prestación de servicios y no 
como parte de la legislación social de protección de los trabajadores, las limitaciones 
impuestas al principio mencionado del lex loci laboris y la persecución activa de las 
iniciativas proteccionistas de los Estados, etc., todos ellos han sido y son factores 
determinantes en la configuración del actual escenario en el que se desarrolla y vuelve 
posible (e incluso "racionalmente" inevitable) las prácticas competitivas de las empresas 
que suelen denunciarse con el término de dumping social. Unas prácticas en las que las 
instituciones europeas (y los Estados miembro que las integran y sostienen políticamente) 
son también, por acción u omisión, actores fundamentales.  
 
Por otro lado, tal y como veremos en relación al desplazamiento de trabajadores en el sector 
del transporte de mercancías por carretera, las prácticas de dumping social no tienen su 
origen únicamente en las empresas de los países europeos con bajos costes, sino que las 
propias empresas procedentes de países con altos costes laborales tratan de aprovecharse 
de estas ventajas y oportunidades creadas por el desplazamiento de trabajadores (en sus 
distintas variantes), quedando, sin embargo, casi siempre fuera del debate (Bernaciak, 
2014: 7). Las empresas de estos países occidentales con modelos laborales más garantistas 
y mayores costes laborales estarían así recurriendo al desplazamiento de trabajadores (y, 
en ocasiones, a los servicios de estas empresas buzón) como vía para esquivar 
(parcialmente y sin necesidad de "salir de casa") la normativa social y laboral vigente en 
sus propios países, aprovechando así las oportunidades creadas y garantizadas por el 
entramado normativo e institucional europeo. Es más, en sectores como el del transporte 
por carretera, vemos cómo, en ocasiones, son empresas de los países occidentales las que 
impulsan, sostienen o crean estas empresas buzón en países de la Europa del Este para 
recurrir a sus servicios y mejorar su competitividad en un sector altamente intensivo en 
fuerza de trabajo. Unas estrategias competitivas percibidas por otras empresas nacionales 
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e internacionales del sector como prácticas de competencia desleal que nos muestran las 
tensiones derivadas de la competencia empresarial dentro de un mismo sector de actividad 
(incluso a escala nacional).  
 
Los fenómenos del desplazamiento de trabajadores en la Unión Europea y del dumping 
social muestran la fiereza y las tensiones derivadas de la concurrencia entre distintos 
capitales. Concurrencia que se expresa a distintos niveles de forma simultánea articulando 
intereses y estrategias de capitales particulares (que buscan hacerse su hueco a nivel 
nacional y/o internacional); con intereses y estrategias de capitales de un determinado 
sector de actividad frente a otros sectores interrelacionados (por ejemplo, entre los 
cargadores y los transportistas en el caso que aquí nos ocupa); con intereses y estrategias 
movilizados a escala nacional de capitales de un sector de actividad frente a sus 
competidores en ese mismo sector procedentes de otros Estados miembro. En el caso del 
transporte de mercancías por carretera, esto explicaría probablemente, las propias tensiones 
y diferencias existentes en el seno de las organizaciones empresariales del sector a las que 
haremos referencia más adelante (con posicionamientos diferentes entre las patronales del 
sector de unos países y otros; entre las patronales del sector dentro de un mismo país en 
función de que representen a empresas que se dedican mayormente al transporte 
internacional o al transporte nacional; etc.) que contrasta con una, aparente, mayor 
confluencia de intereses y discursos en el caso de las organizaciones representativas de los 
intereses de los trabajadores (aunque también aquí surgirán posiciones diferenciadas, por 
ejemplo, entre organizaciones de trabajadores asalariados y de trabajadores autónomos). 
Todo ello conformará pues un entramado complejo en el que la "lógica nacional" 
movilizada en el análisis deberá ser profundamente replanteada, aunque no completamente 
negada, recordándonos así la relevancia que ha jugado y juega aún el Estado nación y sus 
instituciones en la regulación y ordenamiento del capitalismo. Al análisis de este choque 
de discursos, estrategias y lógicas sociales diferenciados dedicaremos la segunda parte de 
este libro, donde abordaremos el análisis de los discursos y autodiagnósticos movilizados 
por los principales actores (nacionales y europeos) del transporte internacional de 
mercancías por carretera, una vez que hayamos presentado, de forma sucinta, las 
principales características y señas de identidad del sector. 
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CAPÍTULO 3. APROXIMACIÓN GENERAL A LAS 
CARACTERÍSTICAS DEL SECTOR DEL TRANSPORTE EN 
ESPAÑA Y EN LA UNIÓN EUROPEA 
 
Con un Valor Añadido Bruto de 651 billones de euros en 2015, el sector del transporte (en 
sus diferentes modalidades –carretera, ferrocarril, marítimo...– y sin considerar los 
servicios de transporte realizados internamente por los productores o distribuidores al 
margen de las empresas del sector) representó el 5% del conjunto del VAB de la Unión 
Europea (4,5% si excluimos las actividades postales) (Comisión Europea, 2017a: 19)33.  
 
En términos de empleo, en 2015 el sector (servicios postales incluidos) ocupaba a 11,2 
millones de personas, aproximadamente el 5,2% del total de la fuerza de trabajo ocupada 
en la UE (Ibíd.). Dicho empleo no se distribuía, sin embargo, de forma homogénea entre 
las distintas modalidades de transporte, siendo el transporte terrestre (carretera, ferrocarril 
y tubería) el que más proporción de empleo concentraba (en torno al 52% de todo el empleo 
del sector) (Ibíd.). El transporte de mercancías por carretera que aquí estamos investigando 
concentraba en 2014 casi 2,9 millones de empleos, equivalentes al 27,6% del total del 
empleo del sector del transporte, convirtiéndole en la principal fuente de empleo en el 
sector del transporte (seguido de cerca por las labores de almacenaje y apoyo, 25,7%, y por 
el transporte de personas por carretera, 19,6%) (Ibíd.: 24). España, con 302.600 empleados 
en el transporte de mercancías por carretera (el 36,8% de los empleos en el sector del 
transporte) se convertía en el quinto país de la UE-28 con mayor volumen de trabajadores 
empleados en esta modalidad de transporte, siguiendo muy de cerca a las principales 
potencias europeas en términos de empleo: Alemania, Francia, Italia y Polonia (Ibíd.)34. 
 
																																																								
33 En España, la aportación del sector del transporte en 2012 al Valor Añadido Bruto fue del 4,4% (el 2,3% 
en el caso del transporte terrestre). El transporte terrestre representaba por sí sólo más de la mitad (el 52%) 
del VAB generado en el sector del transporte (Ministerio de Fomento, 2015: 15 y 22).  
34 La importancia de España dentro del transporte de mercancías por carretera se incrementa al tener en cuenta 
otros indicadores relevantes en el sector como el del número de camiones registrados (donde España figura, 
con datos de 2011, como el segundo país con más camiones registrados, detrás únicamente de Polonia) o el 
de remolques registrados (donde España es en 2011 el tercer país más importante, siguiendo, muy de cerca, 
a Alemania y Polonia) (AECOM, 2014a: 11-12).  
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Gráfico 14. Transporte de mercancías en la Unión Europea por tipo de 
transporte, 1995-2015. Unidad: billones de toneladas-kilómetros (tkm) 
Fuente: (Comisión Europea, 2017a: 35) 
 
La importancia del transporte terrestre en la Unión Europea (y, más concretamente, del 
transporte por carretera) queda también patente analizando las cifras globales de 
mercancías movilizadas en el seno de la UE (no se contabilizan pues los intercambios con 
otras partes del planeta): de los 3.516 billones de toneladas/kilómetro (tkm)35 que se estima 
fueron transportadas en 2015, casi la mitad (el 49%) se hizo por medio del transporte por 
carretera, configurándose así como el principal medio de transporte de mercancías dentro 
de la Unión Europea (el transporte por mar, con el 31,6%, fue el segundo medio de 
transporte de mercancías más habitual; muy por encima del ferrocarril, que representó 
apenas el 12% de tales desplazamientos) (Ibíd.: 19) (Gráfico 14)36.  																																																								
35  Tonelada-kilómetro (tkm) es una unidad de medida utilizada frecuentemente en el transporte de 
mercancías. Dicha unidad de medida representa el transporte de una tonelada de mercancías durante una 
distancia de un kilómetro. Se calcula multiplicando la masa transportada (medida en toneladas) por la 
distancia recorrida (expresada en kilómetros). 
36 En España, el transporte de mercancías por carretera constituye también el principal modo de distribución 
de mercancías a nivel nacional: el 94% de los desplazamientos de bienes (medidos en tkm) efectuados en 
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Gráfico 15. Peso de las actividades de transporte internalizadas (own account 
operations) y externalizadas (hire or reward operations) en el seno de la Unión 
Europea, 2016. Unidad: % de tkm 
 
Fuente: elaboración propia a partir de datos de Eurostat (road-gotqtott, 2016) 
 
En términos generales podemos señalar que, aunque muy dependiente de las fluctuaciones 
de la actividad económica general y habiendo registrado importantes caídas con motivo de 
la crisis que estalló en 2008 (Gráfico 14), el sector del transporte y la logística (y en el caso 
de Europa, más concretamente, el transporte de mercancías por carretera) constituye un 
sector clave para el funcionamiento de una economía cada vez más globalizada y dispersa 
en sus estructuras productivas y de consumo. Una actividad, la de la logística y el 
transporte, que se ha ido progresivamente especializando y externalizando fuera de las 
empresas productoras, tal y como reflejan las cifras sobre operaciones de transporte 																																																								
2015 se hizo por medio del transporte por carretera. No ocurre lo mismo en el caso del transporte internacional 
(con destino no sólo a la UE), donde el grueso del transporte (80%) se efectúa por vía marítima y el transporte 
internacional de mercancías por carretera representa únicamente el 20% del total (aunque ese porcentaje se 
incrementaría si considerásemos únicamente el transporte internacional con destino a países de la UE) 
(Ministerio de Fomento, 2017a: 120-121) 
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internas y externalizadas en el conjunto de la Unión Europea, donde el 86% del total de 
mercancías movilizadas (medidas en tkm) en la UE-28 en 2016 (en España la 
externalización alcanzó el 96%) se hizo por medio de transporte externalizado a empresas 
especializadas del sector (hire or reward operations) (Gráfico 15). 
 
Gráfico 16. Transporte de mercancías por carretera (nacional e internacional) por 
países de la UE-28, 2016. Unidad: Millones de tkm 
Fuente: elaboración propia a partir de datos de Eurostat (road-gotqtott, 2016) 
 
Dentro del transporte de mercancías por carretera destacan por su peso dentro del sector 
países como Alemania, Polonia, España, Reino Unido, Francia o Italia, que representan por 
sí solos el 68% del total del transporte de mercancías por carretera en la UE-28 (Gráficos 
16, 17 y 18). Se trata, no obstante, de países con modelos de transporte claramente 
diferenciados, así, por ejemplo, mientras que países como Reino Unido, Francia, Italia o 
Alemania están mayoritariamente centrados en el mercado nacional de sus respectivos 
países (con un peso del transporte nacional sobre el total del transporte del 96%, 92%, 89% 
y 86% respectivamente), otros países como España y, sobre todo, Polonia, tienen una fuerte 
presencia en el transporte internacional (con cifras del 33% y 63% respectivamente). En 
términos generales, cabría señalar la existencia de una especialización en el transporte 
internacional de mercancías por carretera en la denominada Europa del Este (que controla 
el 61% del transporte internacional desarrollado en el seno de la UE-28) y, en menor 
medida, en el sur de Europa (18% del total del transporte internacional), es decir, en 
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aquellos países de la UE-28 que registran, en términos generales, menores costes y 
estándares laborales (y menores costes, también, de combustible)37.  
 
Gráfico 17. Evolución del total del transporte de mercancías por carretera en los 
principales países presentes en el sector, 1999-2016. Unidad: Millones tkm 
 
Fuente: Ministerio de Fomento (2017c: 18) a partir de datos de Eurostat. 
 
Gráfico 18. Evolución del transporte internacional de mercancías por carretera en los 
principales países presentes en el sector, 1999-2016. Unidad: Millones tkm 
 
Fuente: Ministerio de Fomento (2017c: 29) a partir de datos de Eurostat. 
 
El motivo, tal y como veremos, tendrá que ver con el hecho de que la competitividad de 
las empresas en el sector del transporte de mercancías por carretera depende de forma muy 																																																								
37 Hay, no obstante, excepciones significativas a este respecto, con algunos países de Europa Occidental con 
una fuerte presencia histórica en el transporte internacional de mercancías por carretera. Son los casos de 
Luxemburgo (87%), Holanda (50%), Bélgica (39%) y Austria (37%) (Eurostat, road-gotqtott, 2016). 
Esta es una versión previa del libro publicado en la Editorial Bomarzo (Albacete), 2018 
(ISBN: 978-84-17310-37-0) https://www.editorialbomarzo.es 
	 54 
significativa de la capacidad que éstas tengan para contener o reducir los costes laborales 
que intervienen en la operación de transporte. El hecho de que el transporte internacional 
de mercancías se encuentre mucho más liberalizado y abierto a la competencia (AECOM, 
2014a: 14 y 79) que el transporte nacional (donde todavía operan con cierto peso los marcos 
reguladores e instituciones nacionales), hace que las empresas de transporte radicadas en 
(o usuarias de) países con menores estándares y costes laborales dispongan de una clara 
ventaja competitiva en esta rama del transporte respecto a las empresas que operan desde 
países con mayores costes laborales. Este último tipo de empresas tendrían más incentivos 
para orientar su actividad hacia el transporte en el mercado interior, más protegido (en 
términos comparativos) frente a la actividad de los competidores extranjeros. Los mercados 
de transporte nacionales (hegemónicos en la mayoría de los países económicamente más 
desarrollados de Europa) se han mantenido, hasta cierto punto, más controlados y regulados 
por los actores, instituciones y marcos normativos nacionales (pese al impacto que pueda 
tener la propia normativa comunitaria de aplicación en el sector). Este hecho nos ayudaría 
a entender la posición beligerante que han mantenido algunos de estos países (de altos 
costes laborales) frente al fenómeno del desplazamiento transnacional de trabajadores en 
el sector, así como frente a determinadas actividades de transporte registradas en su 
territorio (cabotaje) y percibidas como un factor de desequilibrio precisamente de ese 
control (relativo) del mercado interior en clave aún nacional. 
 
Operaciones de transporte triangular (cross trade) y cabotaje 
 
La importancia creciente adquirida por los países de la Europa del Este en el transporte 
internacional de mercancías por carretera a la que nos estamos refiriendo se aprecia 
igualmente si prestamos atención al propio transporte internacional triangular o cross-
trade, donde destacan claramente los países de la Europa del Este: Polonia, Lituania, 
Rumania, Bulgaria, Eslovaquia, etc. (Gráfico 19)38. Asimismo, analizando, por ejemplo, 
los veinte principales flujos de transporte binacional de mercancías por carretera 
registrados en el seno de la UE-28 en 2016 (cf. Tabla 3), podemos apreciar cómo en la 
																																																								
38 El transporte internacional suele dividirse en transporte de carácter bilateral y operaciones triangulares o 
cross trade. El transporte bilateral sería el que se desarrolla entre el país en el que está registrado el vehículo 
y otro país (por ejemplo, un camión registrado en Polonia que hace servicios de transporte entre Polonia y 
Alemania). El transporte internacional triangular o cross trade tendría lugar cuando el servicio de transporte 
se realiza entre dos países en ninguno de los cuáles está formalmente registrado el vehículo (por ejemplo, un 
camión registrado en Polonia que hace servicios de transporte entre Alemania y España). El 85% del 
transporte internacional cross trade registrado en la UE en 2016 fue llevado a cabo por países de la Europa 
del Este (Eurostat, road-gotqtott, 2016). 
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mayoría de los casos esos intercambios entre países se realizaban por intermediación de un 
tercero de otra nacionalidad, procedente casi siempre (en 18 de los 20 flujos) de alguno los 
países de la Europa del Este.  
 
Gráfico 19. Transporte de mercancías por carretera entre terceros países, según el 
país en el que está registrado el vehículo pesado, 2016. Unidad: Millones tkm  
 
Fuente: Ministerio de Fomento (2017c: 90) a partir de datos de Eurostat. 
 
Tabla 3. Principales flujos de transporte de mercancías por carretera entre países de 
la UE-28, según origen del transportista, 2016. Unidad: Millones de toneladas 















1 DE NL 83,8 27,9 54,3 17,8 PL 
2 DE PL 51,9 4,4 94,8 0,7 LT 
3 BE NL 51,2 17,8 72,4 9,8 PL 
4 BE FR 49,9 40,0 27,4 32,6 LU 
5 DE FR 45,9 38,0 14,5 47,5 PL 
6 BE DE 39,4 16,1 35,0 48,9 PL 
7 ES FR 38,2 79,3 6,2 14,5 PT 
8 AT DE 34,7 33,5 34,8 31,7 HU 
9 CZ DE 29,4 72,2 15,9 11,9 PL 
10 ES PT 20,0 48,4 50,7 0,9 RO 
11 DE IT 19,5 25,4 22,2 52,4 PL 
12 FR IT 17,4 24,7 38,0 37,4 PL 
13 CZ PL 16,0 7,8 91,4 0,8 SK 
14 FR NL 14,6 7,4 51,8 40,8 PL 
15 DE DK 13,6 55,4 10,2 34,4 PL 
16 CZ SK 12,6 47,2 49,1 3,7 PL 
17 DE ES 11,9 5,1 54,7 40,2 PL 
18 IE UK 11,9 46,0 52,6 1,4 PL 
19 AT IT 10,8 38,5 8,8 52,7 SI 
20 DE LU 8,1 53,6 36,6 9,8 PL 
Fuente: Eurostat, Road freight transport statistics. Statistics Explained 
(http://ec.europa.eu/eurostat/statisticsexplained/). Octubre 2017. 
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Este sería el caso, por ejemplo, de los intercambios entre: Alemania y Holanda (realizados 
en un 18% por transportistas polacos); Alemania y Francia (realizados en un 47% por 
transportistas polacos); Bélgica y Alemania (realizados en un 49% por transportistas 
polacos); Austria y Alemania (realizados en un 32% por transportistas húngaros); 
Alemania e Italia (realizados en un 52% por transportistas polacos); Francia e Italia 
(realizados en un 37% por transportistas polacos); Francia y Holanda (realizados en un 
41% por transportistas polacos); Alemania y Dinamarca (realizados en un 34% por 
transportistas polacos); Alemania y España (realizados en un 40% por transportistas 
polacos) o Austria e Italia (realizados en un 53% por transportistas eslovenos) 39. 
 
Gráfico 20. Evolución interanual (%) del transporte internacional de mercancías por 
carretera (total y cross trade) en la UE-28, 2008-2016. Unidad: % a partir de tkm. 
 
Fuente: elaboración propia a partir de datos de Eurostat (road-gotqtott, 2016) 
 
Los datos sobre transporte internacional cross trade son relevantes para nuestro estudio 
porque sirven, indirectamente, como indicador de la tendencia de las empresas occidentales 
(cargadores y transportistas) a externalizar actividades de transporte y logística hacia países 
con menores costes laborales o, incluso, a deslocalizarse ellas mismas directamente a esos 
países. Sería el caso, por ejemplo, de los operadores de transporte que optan por registrar 
en esos países de menores costes laborales los vehículos/remolques de la empresa (o una 
parte de ellos), a pesar de que ésta siga desarrollando buena parte de su actividad en el país 
de origen (o entre países con mayores costes operacionales). A este respecto cabría señalar 
que los datos disponibles señalan un incremento general del transporte internacional cross 
trade bastante superior al registrado por el conjunto del transporte internacional de 																																																								
39 En el caso de España podemos ver, además, que un 14,5% de las operaciones de transporte procedentes de 
España y con destino Francia son realizadas por medio de transportistas portugueses (cf. Tabla 3). 
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mercancías por carretera (Gráfico 20): el transporte internacional cross trade, con 172 
millones de tkm movilizadas en 2016, registró un crecimiento del 59% respecto a 2008, 
muy superior al 7% registrado por el total del transporte internacional de mercancías por 
carretera en ese mismo periodo (Eurostat, road-gotqtott, 2016). El transporte cross trade 
habría así pasado de representar el 17,6% del transporte internacional de mercancías por 
carretera en 2008 a representar el 26,1% en 2016 (Eurostat, road-gotqtott, 2016).  
 
Tal y como ya hemos mencionado, en lo que se refiere al denominado cabotaje, la Unión 
Europea (Reglamento nº 3118/93 del Consejo, de 25 de octubre de 1993) define el cabotaje 
terrestre como “la prestación de servicios de transporte en el interior de un Estado miembro 
por parte de una empresa de transporte establecida en otro Estado miembro". En la práctica, 
se trata de servicios realizados por transportistas no residentes que, con motivo de un 
desplazamiento internacional, se encuentran en un país de acogida y que, en vez de volver 
con el vehículo vacío, efectúan un transporte ulterior dentro de dicho país antes de alcanzar 
la frontera” (Soave, 2015). Se trataría, por ejemplo, del caso de un transportista registrado 
en España que va a efectuar una operación de transporte internacional de carácter bilateral 
con destino Francia. Una vez llegado a su destino y depositada la carga procedente de 
España, el transportista procedería a hacer una serie de operaciones (carga y descarga) de 
transporte de carácter nacional (a las que se denomina cabotaje) con origen y destino en 
territorio francés (pero con salarios y cotizaciones sociales españoles).  
 
Las actividades de cabotaje se fueron introduciendo gradualmente en la década de 1990 
por medio de una serie de cuotas y restricciones que se han ido eliminando dentro de la 
UE-15 desde 1998. Pese a esta mayor liberalización de la actividad, el cabotaje contaría 
aún con algunas restricciones, por ejemplo, toda operación de cabotaje requiere de la 
existencia previa de una actividad de transporte internacional. Del mismo modo, los 
transportistas internacionales no pueden hacer más de 3 operaciones de cabotaje 
consecutivo dentro de los 7 días posteriores al transporte internacional efectuado (Eurostat, 
Statistics Explained). Que el cabotaje es un mecanismo de liberalización, flexibilización y 
desregulación de los mercados nacionales de transporte se puede apreciar en el hecho de 
que el grueso del cabotaje en la UE-28 se efectúa en países de Europa occidental (en 2016 
el 87% del mismo se efectuó en Alemania, Francia, Italia, Reino Unido, Bélgica y Suecia) 
(Gráfico 21) por parte de operadores de transporte procedentes de países como Polonia 
(que en 2016 efectuó por sí sola el 34% del total del cabotaje de la UE-28), Rumania, 
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Bulgaria, España y Holanda (estos 5 países realizando en 2016 el 60% de todo el cabotaje 
de la UE-28) (Gráfico 22)40.  
 
Gráfico 21. Principales países receptores de cabotaje en la UE-28, 2016. Unidad: 
Millones de tkm 
 Fuente: elaboración propia a partir de datos de Eurostat (road_go_ca_c, 2016) 
 
Gráfico 22. Cabotaje efectuado por operadores de transporte procedentes de los 
diferentes Estados miembro de la UE-28, 2016. Unidad: Millones de tkm.  
 
Fuente: elaboración propia a partir de datos de Eurostat (road-gotqtott, 2016) 
 
 																																																								
40 En el caso español, el principal país de destino del cabotaje de los vehículos españoles fue Francia (el 90% 
del cabotaje efectuado en 2016, medido en tkm). En nuestro país, los principales cabotajeadores fueron 
Portugal (50%), Rumania (24%), Polonia (7%) y Bulgaria (5%) (Ministerio de Fomento, 2017c: 104 y 112) 
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Gráfico 23. Evolución del cabotaje en la UE-28, 1999-2016. Unidad: miles de tkm 
 
Fuente: elaboración propia a partir de datos de Eurostat (road_go_ca_c, 2016) 
 
Gráfico 24. Peso del cabotaje registrado en el propio territorio respecto al mercado 
nacional de transporte de mercancías por carretera en la UE-28, 2016. Unidad: % 
basado en tkm. 
 
Fuente: Elaboración propia a partir de datos de Eurostat (road_go_ca_c, 2016) (road-gotqtott, 2016) 
 
Al igual que el transporte cross trade, la evolución del cabotaje en el conjunto de la UE-28 
ha ido claramente en aumento en las dos últimas décadas (Gráfico 23). A pesar de ello, su 
peso global dentro del mercado nacional de transporte de cada país sigue siendo reducido 
(el 10% en Bélgica, el 7% en Francia, el 6% en Alemania y Austria, el 4% en Suecia) 
(Gráfico 24), lo que no ha impedido que el fenómeno sea percibido por los actores locales 
(empresas y trabajadores del sector del transporte) como un factor distorsionador y una 
amenaza que presiona a la baja las tarifas y salarios existentes en el sector. Una vía de 
"liberalización" de los mercados nacionales de transporte (como hemos señalado, 
comparativamente menos abiertos a la competencia de capitales extranjeros que el 
transporte internacional) que se ha convertido así en objeto de polémica recurrente, 
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generando políticas disuasorias en algunos países concernidos que chocan muchas veces, 
no obstante, con los intereses de las empresas (productores y distribuidores de esos mismos 
países) usuarias de estos servicios de transporte de cabotaje (caracterizados por tarifas más 
ventajosas que las facilitadas por las empresas de transporte nacionales).  
 
Estructura empresarial del transporte de mercancías por carretera: entre la 
concentración y la atomización 
 
Con algo más de medio millón de empresas en 2014 (553.873), el sector del transporte de 
mercancías por carretera concentraba casi la mitad (47,8%) del total de empresas del sector 
del transporte, muy por encima del peso del empleo de esta rama del transporte terrestre, 
lo que viene a confirmar uno de los rasgos característicos del sector habitualmente 
señalados: la fuerte atomización empresarial (con altos niveles de subcontratación de la 
actividad) y el reducido tamaño de las plantillas (incluida la fuerte presencia del 
autoempleo)41. España, con 102.535 empresas en 2014, era el país de la Unión Europea 
con mayor número de empresas dedicadas al transporte de mercancías por carretera (casi 1 
de cada 5 empresas del sector del transporte de mercancías por carretera es española) 
(Comisión Europea, 2017a: 24). Dichas empresas representaban el 54% del total de 
empresas presentes en el sector del transporte español (con el 37% del empleo de dicho 
sector) apuntando a una atomización empresarial del sector aún mayor que en el resto de 
Europa (un rasgo éste de la atomización especialmente presente en el sur y este de Europa) 
(AECOM, 2014a: 9). 
 
Estos datos, que apuntan a una intensa atomización del tejido empresarial que participa en 
la cadena de suministro, coexisten, sin embargo, con una tendencia aparentemente de signo 
contrario: la creciente relevancia (y tamaño) que, en los últimos años, están registrando en 
el mercado del transporte y la logística europeos los denominados "integradores" de 
logística transnacionales y multimodales (DHL, Schenker, Norbert Dentressangle...) 
(AECOM, 2014a: 8). Lo que en el ámbito de la logística y el transporte se conoce como 
operadores 3PL o Third Party Logistics Providers (proveedores de logística a terceros) han 
ido aumentando en tamaño y relevancia dentro del sector (los 10 operadores 3PL más 
relevantes en 2010 controlaban por sí solos, por ejemplo, aproximadamente el 5% del 																																																								
41 Según datos de Eurostat de 2013, el 85% de las empresas europeas dedicadas al transporte de mercancías 
por carretera tenía entre 1-5 empleados y sólo el 2% de las mismas disponía de más de 20 empleados 
(AECOM, 2014a: 83). 
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mercado total) (Ibid.). Los Third Party Logistics Providers o 3PL son operadores 
especializados en ofrecer servicios de transporte y logística a terceros, es decir, empresas 
que ofrecen a los fabricantes servicios de almacenaje y transporte, actuando como 
intermediarios entre los fabricantes de mercancías y los consumidores (intermedios o 
finales) de las mismas. Los fabricantes externalizarían así sus actividades de logística (más 
complejas que la actividad de transporte propiamente dicha) en estas empresas que, por su 
tamaño, recursos y especialización, pueden lograr, a priori, una mayor eficiencia en la 
cadena de suministro.  
 
Conforme las actividades de logística externalizadas se han ido incrementando y 
complejizando han surgido otras variantes de este tipo de operadores (por ejemplo, los 
denominados Fourth Party Logistics Providers o 4PL), que amplían los servicios de 
gestión y consultoría de la cadena logística ofertados a los cargadores y fabricantes: 
ampliando la coordinación, planificación, transparencia y comunicación con el contratista 
por medio de su instalación física en las instalaciones del fabricante, manteniendo libros 
de contabilidad abiertos con el cliente, estrategias conjuntas de ahorro de costes, etc. (Ibíd.: 
84). Estos operadores 4PL actúan como grandes "integradores" de actividades de logística 
al servicio del cliente, pero carecen, por lo general, de recursos propios con los que llevar 
a cabo dichas actividades, actuando así como intermediarios que subcontratan el grueso de 
las actividades de logística y transporte comprometidas con el cliente a otras empresas 
especializadas en el transporte (freight forwarders o "agentes de carga", empresas 
transportistas de tamaño mediano o pequeño, transportistas autónomos, etc.). 
 
Esta (relativa) concentración empresarial dentro del sector del transporte y la logística –
que acompaña a la concentración que se ha ido conformando entre los propios cargadores, 
organizados de forma creciente en amplios consorcios y alianzas empresariales– ha sido 
vista en ocasiones como un fenómeno positivo para el sector en tanto en cuanto permitiría 
mejorar su productividad y optimizar el conjunto de la cadena de suministro, aprovechar 
las economías de escala, así como incrementar la calidad, complejidad, fiabilidad y 
predictibilidad de los servicios de transporte y logística ofertados (Ibíd.: 9-10). No obstante, 
en un sector como el transporte, marcado por una intensa competencia empresarial y una 
continua presión a la baja de las tarifas (casi siempre impuestas por los cargadores más que 
elegidas por los transportistas), esta tendencia detectada hacia una cierta concentración de 
actividades de logística y transporte en grandes operadores de logística paneuropeos no ha 
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impedido que la subcontratación y externalización siga desarrollándose y marcando 
ampliamente el funcionamiento del sector42. De hecho, la extensión de la subcontratación 
(que algunos estudios estiman, de media, en torno al 30% del conjunto de la actividad del 
sector) (Ibíd.: 89) hacia pequeñas y medianas empresas de transporte o hacia transportistas 
autónomos (o falsos autónomos) (Ibíd.: 9) ha sido impulsada por estos mismos grandes 
operadores de logística (3PL, 4PL...) como forma de reducir los costes operativos, de 
ampliar (o simplemente posibilitar) márgenes de beneficios en actividades de transporte y 
logística con poco valor añadido, de ampliar el alcance o la viabilidad de los servicios 
ofertados, etc.  
 
Nos encontramos pues ante un sector conformado por un complejo entramado empresarial 
reticular, fuertemente interconectado entre sí, con grandes empresas en la cúspide y un 
amplio número de pequeñas y medianas empresas (y/o de trabajadores autónomos) en la 
base. Empresas, todas ellas, sujetas a una gran presión competitiva entre sí, pero también a 
procesos de cooperación y alianzas provisionales (no exentas de conflictos y disputas) que 
movilizan y amplían los capitales disponibles, conformando de este modo actores y 
estructuras productivas más amplias y complejas de las tradicionalmente conocidas bajo la 
forma-empresa. Unos actores que se encontrarían, además, en la mayoría de los casos, en 
una situación de notable dependencia respecto a las empresas que contratan su actividad 
(los cargadores), lo que terminará por dotar de una serie de rasgos distintivos al sector del 
transporte que reforzarán determinadas estrategias competitivas por parte de las empresas 
del sector basadas mayormente en la reducción de costes (dentro de las cuáles estarán, entre 
otras, aquellas vinculadas a la deslocalización empresarial y la movilización internacional 
de trabajadores a la que nos hemos referido previamente). 
 
																																																								
42 Pese a la relevancia que tiene la contratación y subcontratación en el sector del transporte, la presencia de 
contratos formales entre cargadores y transportistas (o entre los diferentes operadores y empresas de 
transporte subcontratados) suele ser poco habitual (abundando los acuerdos informales, las relaciones basadas 
en la confianza, etc.) (AECOM, 2014a: 85 y ss.). Existiría además una resistencia creciente por parte de los 
cargadores a establecer contratos formales, reduciendo su duración cuando existen (casi nunca más allá de 
un año). Todo ello dificultaría las estrategias de crecimiento y de inversión de las empresas (así como el 
acceso a financiación en un sector considerado "de alto riesgo" inversor) necesarias para limitar la 
fragmentación y atomización empresarial, así como para mejorar la eficacia de la cadena de suministro. En 
términos de condiciones de trabajo y empleo, la ausencia de contratos formales posibilitaría prescindir de la 
obligación existente en algunos países de consultar y contar con la aprobación de los agentes sociales en 
determinados aspectos de la actividad económica de las empresas, así como evitaría también la obligación de 
aplicar la normativa en vigor para los trabajadores móviles y desplazados (AECOM, 2014a: 85). 
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Costes operativos del transporte de mercancías por carretera y estrategias 
competitivas 
 
Los costes operativos presentes en el transporte de mercancías por carretera dentro de la 
UE-28 registran, como es de esperar, importantes variaciones entre unos países y otros, con 
costes operativos por hora que, en el caso de los países del este de Europa pueden llegar a 
ser la mitad de los existentes en la Europa Occidental (con la excepción en este caso de 
España, que registra costes situados bastante por debajo de la media de los países europeos 
occidentales) (Tabla 4).  
 
Tabla 4. Costes operativos por hora de los vehículos de transporte pesados según 
diferentes países de la UE-28. 
País Costes operativos totales  (€ / horas) 
Costes del conductor (como % 
de los costes operativos totales) 
Francia 80,10 38,9 % 
Alemania 79,06 33,3 % 
Italia 76,94 33,5 % 
Austria 74,38 34,3 % 
Eslovenia 60,14 30,5 % 
España 58,87 34,7 % 
Polonia 52,05 23,0 % 
Hungría 51,44 27,5 % 
Rumania 44,60 24,9 % 
Fuente: (AECOM, 2014a: 64) 
 
Gráfico 25. Distribución de los principales costes operativos del transporte de 
mercancías por carretera según diferentes países de la UE-28. Unidad: % 
 
Fuente: (AECOM, 2014a: 63) 
 
A pesar de estas variaciones, la estructura de costes operativos es similar en casi todos los 
países en lo que se refiere a los principales componentes presentes (nos referimos al peso 
relativo que tienen en el coste total de la operación). Se trata, fundamentalmente, de 
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elementos como: carburante (impuestos incluidos), costes laborales de los conductores 
(salarios, cotizaciones sociales...), resto de impuestos (sobre la actividad económica, sobre 
los vehículos, etc.) y otros (mantenimiento, neumáticos, financiación...) (AECOM, 2014a: 
63). En términos generales (Gráfico 25), el combustible y el coste de la fuerza de trabajo 
suelen ser las dos partidas más relevantes (cada una aproximadamente representando 1/3 
del coste total, aunque con importantes variaciones entre unos países y otros, tal y como 
puede apreciarse en el gráfico facilitado) (Ibíd.: 64 y 68)43. 
 
Gráfico 26. Costes de la gasolina diésel (con y sin impuestos) por países de la UE-28, 
abril de 2013. Unidad: € / 1000 litros 
 
Fuente: (AECOM, 2014a: 70) 
 
Los precios del carburante, donde una parte importante de los mismos deriva de los 
impuestos que gravan este producto, suelen ser, no obstante, una partida más rígida (en lo 
que se refiere a los impuestos estatales) o cuyas variaciones (dependientes de las 
fluctuaciones del mercado petrolero mundial) resultan más difícilmente controlables por 
parte de las empresas (siendo éste, de hecho, un problema recurrente especialmente para 
las pequeñas empresas del sector, que no siempre logran cubrir los incrementos inesperados 
en los precios del combustible con las tarifas fijadas previamente con los cargadores a la 
hora de contratar sus servicios) (Ibíd.: 69 y 79) (Gráfico 26). De este modo, aunque los 
operadores de transporte ponen también en marcha iniciativas encaminadas a la reducción 
de los costes de combustible (aprovisionándose en países o regiones donde su precio es 																																																								
43 En el caso español (octubre, 2017), las estimaciones disponibles sobre costes para un vehículo articulado 
apuntan a una estructura de costes no muy diferente, con un 32,4% dedicado al combustible y un 38% a la 
remuneración de los conductores (salarios, cotizaciones y dietas) (Ministerio de Fomento, 2017b: 10). 
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menor; mejorando la eficacia del consumo de carburante en los vehículos; agrupándose 
para realizar compras de carburante a gran escala; etc.), la reducción de los costes laborales 
termina por situarse en el centro de las preocupaciones y estrategias empresariales de las 
empresas del sector. Un hecho que se refleja en la extensión que tienen en el sector ciertas 
prácticas encaminadas, precisamente, a la reducción de dichos costes: deslocalización, 
congelación salarial, subcontratación, desplazamiento de trabajadores, cabotaje, 
incumplimiento de la normativa comunitaria en materia de tiempos de descanso, etc. 
Prácticas que suponen una presión continuada que terminará también por reflejarse en las 
condiciones de trabajo y empleo de los trabajadores del sector (cf., por ejemplo: López 
Calle, 2016; Brodersen, 2014; Jamar, 2014; European Transport Workers' Federation, 
2013; López Calle y Fernández Gómez, 2013). 
 
Gráfico 27. Coste laboral por hora (bonificaciones incluidas) del transporte 
internacional por carretera según países de la UE-28, 2012. Unidad: Euros 
 
Fuente: (AECOM, 2014b: 83) 
 
Tal y como ha sido mencionado, los costes y estándares laborales dentro del sector del 
transporte de mercancías por carretera tienen variaciones muy importantes entre los 
distintos países de la UE-28, en particular entre los países del centro y norte de Europa y 
los países del sur y, sobre todo, este de Europa: por ejemplo, en el transporte internacional 
por carretera, los costes laborales de Suecia serían 8 veces superiores a los existentes en 
Bulgaria (cf. Gráficos 27 y 28). A estas diferencias habría que añadir el hecho de que los 
costes laborales no siempre tienen el mismo peso relativo en unos países u otros (aunque 
en todos ellos sea siempre uno de los principales costes operacionales), haciendo que los 
márgenes de beneficios que pueden obtener unas empresas y otras varíe notablemente (y 
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con ello su margen para reducir las tarifas de sus servicios y, en definitiva, de incrementar 
su competitividad en el mercado).  
 
Gráfico 28. Coste laboral por hora (bonificaciones incluidas) del transporte nacional 
por carretera según países de la UE-28, 2012. Unidad: Euros 
 
Fuente: (AECOM, 2014b: Anexos 8) 
 
Por ejemplo, con datos previos a la crisis de 2008, algunos estudios (AECOM, 2014a) 
hacían estimaciones que apuntaban a que las tarifas de los transportistas polacos se situaban 
en torno a 1,15 €/km frente a los 1,5 €/km de los transportistas alemanes. Los transportistas 
polacos, según este estudio, tendrían unos costes operativos mucho menores que los 
existentes en el caso de los alemanes (0,43 €/km frente a 1,1 €/km) como consecuencia de 
las variaciones en las cotizaciones sociales, en los salarios en vigor, en el precio del 
combustible, en los impuestos que gravan los vehículos y la actividad de transporte, etc. 
Como consecuencia de todo ello, las empresas de transporte polacas (o radicadas en 
Polonia), aún con tarifas menores que las alemanas, lograrían mayores márgenes de 
beneficios (0,72 €/km versus 0,4 €/km, o lo que es lo mismo, el 63% versus el 27%) 
(AECOM, 2014a: 77). Sin duda hay otros elementos que inciden en las tarifas y márgenes 
de beneficios que pueden tener las empresas en el sector del transporte de mercancías por 
carretera (la distancia del transporte, el carácter nacional o internacional del servicio, la 
posibilidad de contar o no con cargas de retorno, la contratación directa de los servicios 
con el cargador en lugar de formar parte de una cadena de subcontratación, etc.), sin 
embargo, datos como estos ponen en evidencia lo relevante que puede llegar a ser, de cara 
a garantizar la competitividad de las empresas del sector, el acceso a la mano de obra barata 
de los países del sur y, sobre todo, este de Europa. Un escenario en el que la deslocalización 
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de empresas y el desplazamiento internacional de trabajadores se convierten en 
mecanismos clave para el acceso a ese mercado de trabajo del cual depende una parte 
importante de las estrategias competitivas del sector. Sin duda no todas las empresas y 
operadores de transporte de los países occidentales tendrán la posibilidad o voluntad de 
recurrir a tales estrategias de reducción de costes laborales (estrategias que, como veremos, 
se reproducirán también de forma bastante similar a escala nacional), pero quienes puedan 
hacerlo estarán, sin duda, en una situación de clara ventaja con respecto al resto de 
competidores (AECOM, 2014: 80).  
 
La cuestión a preguntarse es si es sostenible (o bajo qué condiciones y a qué precio) un 
sector que tiene como base de su funcionamiento una constante presión a la baja sobre los 
costes laborales que se traduce, a menudo, en un incumplimiento de la normativa en vigor 
(incumplimiento de los tiempos o lugares obligatorios de descanso; manipulación de los 
dispositivos electrónicos –tacógrafos– de control de la actividad del vehículo, uso de falsos 
autónomos y falsas cooperativas, carga y velocidad por encima de los máximos permitidos, 
etc.) (Comisión Europea, 2017b); en un recurso extensivo de la subcontratación (con lo 
que conlleva de disolución de los principios de responsabilidad y protección respecto al 
trabajador, además de pérdida de eficiencia y productividad en la cadena de suministro); y, 
en definitiva, en el aprovechamiento de los vacíos legales y de las desigualdades en materia 
laboral y de protección social existentes en el seno de la Unión Europea. Un escenario que, 
como veremos en el siguiente capítulo, ha sido denunciado por algunos actores europeos 
como "dumping social" y reivindicado, sin embargo, por otros como legítima expresión del 
derecho a la libre prestación de servicios en una economía de libre mercado unificada. En 
el siguiente capítulo procederemos al análisis de los diagnósticos (en disputa) movilizados 
por los principales actores institucionales del transporte de mercancías por carretera sobre 
los problemas y desafíos del sector y, más concretamente, sobre el impacto en el mismo 
del desplazamiento internacional de trabajadores. 
 
  
Esta es una versión previa del libro publicado en la Editorial Bomarzo (Albacete), 2018 
(ISBN: 978-84-17310-37-0) https://www.editorialbomarzo.es 
	 68 
 
CAPÍTULO 4. DESPLAZAMIENTO DE TRABAJADORES Y 
TRANSPORTE POR CARRETERA: UNA APROXIMACIÓN 
CUALITATIVA DESDE EL DISCURSO DE LOS ACTORES. 
 
En este capítulo vamos a proceder a hacer un análisis descriptivo relativo a la 
autopercepción que los actores presentan en relación a la realidad del sector del transporte 
de mercancías por carretera y los “problemas” por los que éste atraviesa a escala nacional 
y europea. El objetivo es determinar el lugar y los contenidos o problemáticas asociados 
por cada uno de ellos en relación con el “desplazamiento de trabajadores” y, por 
consiguiente, rastrear los principales conflictos sociales que aquí se anudan. Asimismo, 
este capítulo, mediante entrevistas a informantes cualificados, trata de obtener datos e 
información sensibles en relación a nuestra problemática. Agruparemos en tres bloques el 
material comprendido en las entrevistas efectuadas (cf. Anexos 2 y 3): agentes sociales 
nacionales, inspección de trabajo y actores internacionales. 
 
Los agentes sociales del transporte por carretera en España 
 
Son tres los tópicos presentados a los entrevistados en orden a que ellos vayan situando y 
dotando de contenido en su discurso el “desplazamiento de trabajadores” transnacional: [1] 
la situación y características actuales del sector; [2] las respuestas y estrategias frente a 
dicha situación; [3] la situación del sector en el ámbito europeo.  
 
Situación y características actuales del transporte por carretera 
 
[1] La parte empresarial del sector del transporte por carretera en España –Confederación 
Española de Transporte de Mercancías (CETM) y Asociación del Transporte Internacional 
por Carretera (ASTIC)– arma un relato en donde la crisis económica viene caracterizada 
básicamente por el cierre de empresas españolas de transporte por carretera, así como, en 
muchos casos, por una reorientación de su actividad hacia el transporte internacional, 
mucho menos afectado por la crisis, incluso en relativa expansión en el caso español. En 
cualquiera de los casos, en este relato son fundamentalmente los cargadores (clientes) los 
que –aprovechando el exceso de oferta generado en el sector– estarían obligando a las 
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empresas de transporte a tirar sustancialmente hacia abajo los precios, azuzando así la 
competencia “desleal” entre ellas y rebajando sustancialmente los estándares de calidad, 
así como las condiciones de trabajo (dado un contexto en donde hasta el 80% de los costes 
del servicio remiten a la mano de obra y al combustible).  
 
“El sector lógicamente ha pasado... todavía no ha salido, por una etapa bastante complicada por 
todos estos años de la crisis, que ha hecho que hayan caído hasta veintitantas mil empresas en 
estos últimos años (…). El sector se ha encontrado con un exceso de oferta sobre la demanda del 
mercado y las empresas, pues bueno, han tenido que ajustar su actividad como han podido. (…) 
Muchas han caído por el camino, otras se han mantenido, pero indudablemente han tenido 
grandes problemas [E-1, Confederación Española de Transporte de Mercancías]. 
 
“Entonces a las empresas de transporte por carretera [internacional], a diferencia de las 
empresas de transporte interior, que han bajado muchísimo la actividad y han cerrado 
muchísimas, las de transporte por carretera [internacional] no han bajado mucho de actividad 
global. Lo que pasa es que también ha habido un exceso de oferta, es decir, empresas que antes 
hacían transporte interior y se vuelcan en internacional porque ven que es donde hay un poco 
de carga. (…) Pero si lo miras en las estadísticas (…) España es, de los países occidentales, el único 
que crece en el transporte por carretera [internacional]. El resto son todos países nuevos de la Unión 
Europea: Polonia, Hungría, Rumania... Y el único país occidental es España y, en menor medida, 
Portugal e Irlanda (…). El transporte por carretera, todo lo mal que ha ido a muchos sectores, no 
es de los que lo ha pasado peor (…) porque sigue habiendo bastantes exportaciones, ha habido 
pocas importaciones, ha habido desequilibrios, pero en general el sector exterior ha seguido 
funcionando” [E-2, Asociación del Transporte Internacional por Carretera] 
 
De esta manera, sería la necesidad de mantener la cartera de clientes y, con ella, la 
supervivencia de la empresa, la que habría empujado a recortar extraordinariamente los 
márgenes de beneficio de los empresarios del transporte, degradando las condiciones de 
trabajo de sus transportistas asalariados. Los problemas del sector serían en este sentido 
significados en términos de “relaciones mercantiles”, señalando la existencia de relaciones 
de fuerza desiguales entre capitales de distintos sectores (cargadores y transportistas) como 
consecuencia de los desequilibrios registrados entre oferta y demanda en un sector auxiliar, 
dependiente y mayormente externalizado como es el transporte. 
 
“Hay una serie de problemas que habría que afrontar. Por ejemplo, todo lo que significa las eficiencias 
en las relaciones mercantiles entre cargadores y transportistas ¿no? Muchas veces el mercado o el 
cliente solicita nuevas eficiencias a los transportistas, pero a veces estas eficiencias, para 
conseguirlas y repartir el resultado de las mismas es complicado. O sea, el que yo consiga a mi 
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cliente una mayor rentabilidad de los portes en el sentido de que puedan llevar más toneladas 
de las que llevaban antes, pues si es a costa de que el precio sea el mismo, pues lógicamente es 
un problema que tiene el sector ¿no? El no ser, digamos, suficientemente poderosos como para 
poder transmitir esa necesidad al cliente ¿no? (…) Muchas veces por la propia supervivencia de 
las empresas, se adoptan políticas de empresa que afectan al mercado. (…) Lógicamente, el cargador, 
que es el cliente, va buscando optimización de costes. Igual que ellos tienen sus problemas con sus 
proveedores ¿no? Lo que pasa es que en este sector concretamente, al haber un exceso de oferta [de 
transportistas], pues el cliente tiene más fuerza sobre el mercado” [E-1, Confederación Española de 
Transporte de Mercancías]. 
 
La solución pasaría entonces, implícitamente, por una intervención que limite el gran poder 
negociador de la demanda (los cargadores) estableciendo algún tipo de estándares mínimos 
de calidad para el servicio, reivindicando la necesidad de acuerdos y compromisos de 
colaboración entre las partes que doten de una mayor estabilidad a las “relaciones 
mercantiles” y permitan un reparto más equilibrado de los riesgos incorporados. De este 
modo, paradójicamente, la patronal del sector del transporte reivindicará para sí respecto a 
los cargadores lo que, sin embargo, dificulta con frecuencia en el seno del propio sector al 
que representa: una estabilización y continuidad en las relaciones capaces de generar algún 
principio de “responsabilidad” e “interdependencia” que compense la incertidumbre 
derivada de las prácticas de externalización y subcontratación industrial.  
 
“Se habla a menudo de todo lo que son las subastas de los precios del transporte o de los servicios, los 
famosos tenders ¿no? Que también hacen daño de alguna manera al sector, en el sentido de que, 
bueno, siempre es lícito que un cliente o un cargador vaya buscando nuevas soluciones a sus 
necesidades de transporte, pero también es cierto que lo que no puede estar es todo basado en 
el precio y en el buscar una mejora en los precios ¿no? Se supone que cuando hay una relación en 
un contrato de este tipo, en un tender, se va buscando lo que se llama la simbiosis o las sinergias 
entre el cargador y el propio transportista para buscar eficiencias conjuntas ¿no? Pero si al final 
el tender se convierte en una subasta del precio hacia abajo sobre un transportista que venía a lo mejor 
realizando el servicio, y que supuestamente cuando había llegado a un acuerdo con su cargador 
era porque había una… digamos una interacción entre ambos para llevar a cabo el contrato y 
buscando eficiencias, pues no tiene mucho sentido que al poco tiempo haya que salir al mercado a 
buscar otras oportunidades con transportistas nuevos ¿no? [E-1, Confederación Española de 
Transporte de Mercancías]. 
 
Una solución que se revela imposible dada la defensa ideológica del libre mercado 
propugnada por estas mismas organizaciones e impracticable ante la fuerte competencia 
que atraviesa al sector. Se trata pues de un relato con tintes trágicos en el cual las empresas 
Esta es una versión previa del libro publicado en la Editorial Bomarzo (Albacete), 2018 
(ISBN: 978-84-17310-37-0) https://www.editorialbomarzo.es 
	 71 
nacionales de transporte por carretera serían las víctimas de desequilibrios de cuya 
profundización ellas mismas serían parte activa. 
 
“Ha habido posturas que hablaban de marcar precios mínimos. No estamos por esa política. Esa 
política ya se suprimió hace mucho tiempo en España. Incluso cuando había tarifas obligatorias 
no se cumplían, con lo cual no tiene mucho sentido. Yo creo que la libertad de mercado tiene 
que existir, así se piensa desde esta casa y desde la parte del sector que nosotros por lo menos 
representamos (…). Volver a unas tarifas obligatorias sería dar un paso atrás y, además, ya te digo, 
para que luego no se cumpliesen, con lo cual se necesitaría más inspección, más control, más sanción 
y estarías de alguna forma deformando el mercado. Con lo cual seguimos en la posición de libre 
mercado, pero claro, de libre mercado... muchas veces lo decimos, muchas veces la culpa la tiene el 
propio sector ¿no? En el sentido de que tú te tienes que posicionar ante tu cliente, marcar tu estrategia 
e intentar conseguir el margen más adecuado para tu empresa. Si tú mismo bajas los márgenes, bien 
porque no quieres perder un cliente o bien porque a lo mejor te quedas fuera de mercado, pues 
es una posición que tienes que valorar y adoptar por tu propia decisión ¿no?” [E-1, Confederación 
Española de Transporte de Mercancías]. 
 
“[A] los alemanes les gustaría que todos pagáramos los mismos salarios que ellos. ¿Pero eso les 
gustaría también en la fabricación de coches [en lugar de que] los fabricantes alemanes se establezcan 
en Rumania, en Bulgaria o igual aquí? A mí me gustaría también que todo el mundo pagara los mismos 
[salarios] y nadie se estableciera en Indonesia o en Marruecos, pero no funciona así el mundo ahora. 
(…) La gente compite buscando los sitios en los que sale más beneficioso. (…) España se desarrolló 
muchísimo gracias a que cuando entramos en la Unión Europea éramos de los países más baratos y 
todos los extranjeros (…) que querían entrar en la Unión Europea (…) establecieron aquí sus fábricas. 
No porque éramos más trabajadores y más listos, que también, sino porque costábamos más barato. 
Lo que pasa es que cuando nosotros entramos entraban dos países y cuando entran ellos [la Europa 
del Este] han entrado diez de golpe y eso produce muchos más problemas ¿no? Pero esas son un poco 
las reglas del juego ¿no? Cuando entramos nosotros Europa nos consiguió digerir, en cambio cuando 
han entrado todos ellos no están consiguiendo digerirlos” [E-2, Asociación del Transporte 
Internacional por Carretera]. 
 
Este carácter paradójico del relato se concreta, por ejemplo, a la hora de valorar la 
multiplicidad de convenios colectivos que, a escala provincial, están regulando en España 
las condiciones de trabajo en el sector. Reconocida dicha situación como una de las 
herramientas que permiten a las empresas competir entre sí tirando hacia abajo los costes 
laborales y, con ellos, los precios por servicio –desplazando las direcciones administrativas 
de las empresas a aquellas provincias con peores convenios–, su reforma o reestructuración 
(en la dirección de un convenio único a escala nacional) es enjuiciada negativamente, en 
particular por la organización mayoritaria en el sector (CETM, cuyos afiliados operan 
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esencialmente en España y cuenta, además, con una estructura provincial) a pesar de que, 
a nivel europeo, sí se reivindique una mayor armonización entre países que limite o suavice 
los efectos de los diferenciales en los costes laborales sobre la competencia. 
 
“En España también hay un problema y es que en cada provincia hay un convenio de transportes 
distinto. No cobra lo mismo un conductor de Almería, que un conductor de Bilbao ¿eh? Cobra 
el doble un conductor de Bilbao. Y en dietas, por ejemplo, cuando están haciendo el mismo 
transporte, pues a lo mejor uno cobra el triple que el otro. Entonces, claro, en España también 
¿tendríamos que unificar los salarios? En principio nosotros somos partidarios, pero claro (…). 
Nosotros seríamos partidarios de aplicarlo para abajo, pero entendemos también que en materia 
salarial, al conductor que está en el País Vasco no le puedes decir oye: ‘Pues que a partir de mañana 
vas a ganar la mitad’. Hay muchísimas empresas, por ejemplo de Madrid, que se deslocalizan. 
Igual que unos se van a Rumania, hay muchos que se van a Guadalajara, a Cuenca… Y en 
Barcelona igual: la gente huye de Barcelona y se establece en Tarragona y en Lérida” [E-2, Asociación 
del Transporte Internacional por Carretera]. 
 
“Yo entiendo que lo que hay que buscar son situaciones de armonización a nivel tanto nacional 
como europeo cuando se está hablando de la problemática a nivel Europa y a nivel de transporte 
internacional. Con medidas generadas en distintos países, que lo que significan al final son trabas al 
tráfico y al mercado internacional, entendiendo que es difícil resolverlo. (…) La Comisión Europea 
[debe] intentar buscar unanimidad de criterios a nivel europeo para conseguir un mercado… 
Yo no quiero decir que todas las empresas y todos los mercados tengan que estar exactamente en el 
mismo nivel, pero sí que no haya unos decalajes lo suficientemente grandes como para provocar 
estos problemas ¿no? 
ENTREVISTADOR: Y ESA ARMONIZACIÓN REGULATORIA, LA CETM ¿LA DEFIENDE 
TAMBIÉN PARA ESPAÑA?  
A nivel de convenios por ejemplo ¿dices?  
ENTREVISTADOR: SÍ.  
Hombre, es muy difícil, el llegar a armonizar medidas de este tipo a nivel nacional es complejo 
también ¿no? Y tampoco existe digamos en la práctica esa gran disparidad de costes ¿no? (…) 
Pero sí es cierto que, sin decirte que tenga que haber un convenio único, pues sí sería interesante al 
menos un acercamiento en las bandas de requisitos salariales para acercar un poco más el mercado 
entre las distintas zonas. ¿Por qué? Porque al final yo puedo tener mi empresa ubicada en un sitio y 
estar trabajando en otro ¿no? O sea que es cuestión yo creo de unidad de mercado (…). No te digo 
que no sea deseable y así lo entendemos nosotros. Ahora de ahí a llevar a convenio único la 
negociación es otro tema distinto. Una cosa es acercamiento en los posicionamientos de los 
distintos convenios y otra cosa es un convenio único a nivel nacional” [E-1, Confederación 
Española de Transporte de Mercancías]. 
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En el relato de la parte sindical –las respectivas federaciones donde se engloban los 
servicios de transporte en los dos sindicatos mayoritarios de carácter nacional: Comisiones 
Obreras (CCOO) y la Unión General de Trabajadores (UGT)– es la degradación de las 
condiciones de trabajo y empleo de los transportistas el principal elemento asociado con la 
crisis económica. Aunque no niegan el impacto y la responsabilidad que puedan tener los 
cargadores en el sector, el marco general que arma su relato no es tanto la coyuntura de 
mercado sino, sobre manera, las políticas empresariales de gestión de la fuerza de trabajo, 
políticas íntimamente relacionadas con las propias estrategias competitivas de las empresas 
en el sector (centradas en gran medida, como hemos visto, en la reducción de los costes del 
factor trabajo) que se habrían visto acentuadas en ese contexto tensionado por la actual 
crisis económica, pero cuya presencia sería anterior.  
 
“Aquí hay empresas que se están yendo a instalar a Portugal (…) ponen un chiringuito y dicen 
‘hala, un buzón allí en Portugal y a pagar salarios portugueses’. (…) Yo, todo eso, entiendo que 
la única forma de arreglarlo es unificando condiciones. Ahora, tal y como está, pues tenemos 
que defender que el salario se pague donde lo hagas [el trabajo]. (…) [En] Francia ha habido una 
empresa que contrataba trabajadores, sobre todo polacos, rumanos y búlgaros, hasta el gobierno 
francés entró de oficio porque, hostias, que éste vive aquí, está aquí y está cotizando en Rumania, 
Bulgaria... Hostia, si tú estás dando aquí un servicio te jodes y cotizas aquí y pagas aquí. (…) Aquí se 
ha dado el caso en alguna empresa por Cataluña, pues que tenía los trabajadores dados de alta en el 
mismo piso en Bulgaria. Estarían en ese piso 90 ó 100 y con salarios de allí. En negro y haciendo 
trabajos principalmente en Cataluña y Francia ¿sabes? (…) También se da por un tema que es verdad, 
que ahí los empresarios tienen razón, la competencia desleal que hay. Aquí lo de los piratas lo 
seguimos teniendo, o sea no hemos avanzado nada, dejamos los barcos y tenemos los camiones, 
hay una guerra... yo sé que eso pues, para el cargador y tal, le viene bien, pero al final lo que 
hace es un deterioro del servicio de narices” [E-4, Unión General de Trabajadores].   
 
“[La patronal española dice] ‘nos vamos a merendar a Francia en dos patadas, que nos quiten toda la 
normativa laboral, la normativa de transporte, cabotaje libre y cada uno que haga lo que pueda y que 
sobreviva’. Digo: ‘Si es que tú no sobrevivirías tampoco, porque los tráficos que existen aquí te los 
van a quitar también a ti, o sea, porque siempre va a venir alguien y te lo va hacer más barato’. 
-ENTREVISTADOR: EN ESPAÑA ES PORTUGAL ¿NO?  
Sí, sí, Portugal. Pero puede venir un alemán, instalándose así y contratando también búlgaros (ríe) 
¿entiendes?”. [E-3, Comisiones Obreras] 
 
Lejos de presentar a las empresas del sector como sometidas a fuerzas que las desbordan y 
condicionan, se destaca el importante margen de maniobra con el que cuentan las 
principales empresas del sector, y cómo la situación abierta tras la crisis está siendo 
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aprovechada por ellas para radicalizar procesos de abaratamiento del empleo de la fuerza 
de trabajo preexistentes a la misma. Por ejemplo, la dispersión de la regulación de las 
condiciones de trabajo y empleo en múltiples convenios de carácter provincial que 
acabamos de referir, constituye una característica nacional del sector previa a la crisis y 
largamente utilizada antes de 2007 para eliminar a la competencia por la vía del 
abaratamiento de los costes laborales, una especie de dumping social interno a escala 
nacional.  
 
“No es lo mismo trabajar con las condiciones salariales de Almería que con las de Euskadi. Yo 
en su día hice un informe sobre el tema de las diferencias salariales y había diferencias salariales 
dentro de la misma categoría hasta del 40%. Y luego se da otra circunstancia para el trabajador 
internacional que de España va fuera. (…) Por poner un ejemplo: la dieta por almuerzo. Tú por estar 
en Alicante tienes una dieta por almuerzo de 10 euros y yo por salir de Barcelona tengo una 
dieta de 20. Tú y yo coincidimos siendo conductores en Francia y el huevo frito nos cuesta a los 
dos lo mismo. (…) Históricamente muchas subidas salariales en la negociación colectiva se han 
camuflado a través de dietas, por el tema de que no cotizan ¿sabes? Y luego aquí hay un tema que 
está muy instaurado todavía en España que es el tema del kilometraje, el pago por kilometraje, 
que como sabes está prohibido44. En España hay convenios, te puedo decir, así por encima, Jaén, 
Cantabria y algunos más, que tienen el pago por kilómetros y está registrado y publicado, o sea, 
con dos narices, yo me quedo acojonado. (…) En España el problema principal es la disparidad de 
salarios, la deslocalización que tenemos. Cuando nos quejamos en España o en Europa se dice ‘es 
que las empresas se deslocalizan a Rumania, Polonia y tal’. Aquí pasa lo mismo. Y hay poco 
interés en llegar al tema de un convenio a nivel nacional que recoja salarios (…). Cuando vamos a la 
negociación colectiva a través de la ETF, que es la Confederación Europea de Sindicatos, (…) te 
viene Francia, un convenio. Te viene Alemania, un convenio. Vengo yo, cincuenta y dos (ríe). 
Me dicen ‘¿de empresa?’. Digo ‘no, con los de empresa llego a cuatrocientos’” [E-4, Unión 
General de Trabajadores]. 
 
De aquí que una de las primeras soluciones compartidas en el relato sindical resulte, 
precisamente, la negociación de un convenio estatal que establezca unos mínimos 
compartidos comunes para todas las empresas en el empleo de la fuerza de trabajo, mínimos 
que limiten la discrecionalidad de las mismas en lo relativo a dichas políticas de gestión de 
los trabajadores. 
 																																																								
44 El pago por kilometraje (que constituye una especie de sistema de remuneración a destajo) está prohibido 
en el sector por poner potencialmente en riesgo la seguridad vial y del trabajador. Al incentivar que el 
trabajador haga el mayor número posible de kilómetros en el menor tiempo posible, este sistema de 
remuneración puede contribuir a que los conductores no respeten la legislación existente en materia de 
tiempos de descanso, velocidad máxima, etc.  
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“Aquí tenemos cincuenta y dos convenios de mercancías, o sea uno por provincia, y cincuenta y 
dos de viajeros. Incluso en algunos sitios hay dos de viajeros, uno de regular y otro de 
discrecional (…). En algunos sitios mercancías y luego logística (…) Nosotros siempre estábamos 
pensando en fórmulas de agrupación de convenios ¿no? Siempre se ha dicho: ‘por comunidades 
autónomas’. Bueno, porque quizá se adapta más a la estructura sindical y patronal ¿no? También 
podría ser, cogemos los cinco más bajos y los ponemos al nivel del sexto, lo hacemos tres veces y 
acabamos con el dumping social interno, de que una empresa de Valencia se monte una empresa 
buzón en Cuenca y diga ‘pago sueldos de Cuenca’ (…) El más bajo con relación al más alto, o sea, es 
que hay una diferencia del doble. O sea, si pones a Barcelona base 100, el de Huelva o Soria está al 
50%” [E-3, Comisiones Obreras]. 
 
Propuestas y estrategias para hacer frente a la situación del sector 
 
[2] Ambos relatos, el de la patronal y el de los sindicatos, en cada uno de sus marcos 
interpretativos de la situación (el significado por la coyuntura de mercado y el significado 
por las políticas de gestión empresarial de la fuerza de trabajo), convergen, no obstante, a 
la hora de señalar las respuestas más generalizadas ante la crisis y, en general, ante la fuerte 
competencia existente en el sector: las externalizaciones de transportistas (por la vía de su 
reconversión en autónomos y falsos autónomos y los consiguientes procesos de 
subcontratación sucesiva de los servicios de transporte) y las deslocalizaciones de empresas 
(dentro y fuera de España).  
 
Un fenómeno recurrente reconocido tanto por las organizaciones empresariales del sector: 
 
“[Las ventajas derivadas del régimen fiscal por módulos] hace que haya empresas que están 
estructuradas con trabajadores en plantilla y otras en las que se crea un mercado paralelo, en el cual 
hay intermediarios y un montón de autónomos que trabajan para los intermediarios. Muchas 
empresas, en lugar de tener trabajadores en plantilla, dicen ‘pues ahora me constituyo en 
intermediario para mis clientes y mis trabajadores que cada uno de ellos se busque el camión, 
yo se lo vendo, o se lo doy en renting o lo que sea’ (…). Eso perjudica a los trabajadores porque 
lo que creas son falsos autónomos. Y a las empresas. Las grandes tienen que mantener salarios, 
tienen que mantener una rigidez. En cambio, de la otra forma, parte del salario lo cobran con el IVA 
en lugar de pagárselo tú. No tienes que pagar cotizaciones a la Seguridad Social y tienes mucha 
más flexibilidad porque cuando de pronto te bajan los clientes no les contratas [a los 
trabajadores convertidos en autónomos] y ya está. Y tus camiones se los has vendido, o sea has 
conseguido que sean ellos los que te deben dinero a ti” [E-2, Asociación del Transporte 
Internacional por Carretera]. 
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“Ha habido momentos en los que las flotas o los grandes flotistas han tenido que deshacerse de 
parte de la flota: primero porque tenían vehículos ociosos y segundo porque en algún momento 
también el propio mercado te lleva a estas prácticas ¿no? (…) Ha habido momentos en que las 
empresas lo que han dicho es: ‘me deshago de parte de la flota e intento externalizar parte de mi 
actividad acudiendo a terceros transportistas’. Pero esto, como todo, es una cadena que al final 
siempre hay alguien que tiene que hacer el transporte ¿no? (…) Al final tenemos que entender 
que hay que soportar la estructura de un vehículo en la primera fase, en la segunda o en la 
tercera ¿no? Pero alguien tiene que afrontar el mantenimiento del vehículo y del conductor” [E-
1, Confederación Española de Transporte de Mercancías]. 
 
Como en el seno de las principales organizaciones sindicales: 
 
“Hay empresas grandes y algunas multinacionales también que cuando tenían trabajadores 
asalariados, al camionero de turno lo echaba a la calle y como indemnización le daban el camión. 
Ahora sigues trabajando para mí, pero ahora te haces autónomo y te pago por kilómetros. Es 
un destajo que es ilegal” [E-4, Unión General de Trabajadores]. 
 
“Somos el segundo o el tercer país en número de camiones de toda la Unión Europea. Es Alemania y 
luego no sé si somos los polacos o los españoles. Y claro, hay mucho camión que está fuera, haciendo 
cabotaje. Y luego, unido con la deslocalización y con las empresas buzón, que son simplemente 
un apartado de correos (…). Yo me doy de alta aquí (…) y lo único que tienes es un teléfono o 
un sitio... (…) La sede se supone que tienes que tener... Nosotros pedimos que tengas una campa 
¿no? Para aparcar camiones. Si eres una empresa de transporte no vale tener... Y aquí, por ejemplo, 
en la Ley de Transporte pues se exige única y exclusivamente un sitio por si viene un inspector y te 
pide los discos, para poder acceder a un ordenador. Y bueno, la gente se da de alta en la casa de la 
playa” [E-3, Comisiones Obreras]. 
 
“Y luego porque se desestructuran las empresas, con la reforma laboral ya ni te cuento, pero ya 
venía una tendencia a decir: ‘bueno, yo por qué tengo que hacerlo todo’ ¿no? O sea que la cosa 
administrativa la lleve no sé quién, una gestoría. (…) La campa la alquilo, los edificios qué coño en 
propiedad... Y luego tenemos muchas situaciones pues de vaciar la empresa ¿no? O sea, te llevas toda 
una sociedad patrimonial, no pago a nadie y hasta luego. (…) Incluso a veces para deslocalizarse 
luego, o sea, hacer como que desaparece la empresa y reaparecer por otro lado” [E-3, Comisiones 
Obreras]. 
 
Discursivamente se reconoce pues este proceso de “vaciamiento” y reformulación de la 
empresa de transporte convencional vía la conversión de antiguos asalariados en falsos 
autónomos (o autónomos dependientes que, no obstante, se registran formalmente como 
simples autónomos), así como sus reagrupaciones en la forma de falsas cooperativas. En 
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lo que a externalizaciones se refiere, las organizaciones empresariales de transportistas 
consideran que este tipo de estrategias empresariales que dibujan (como tendencia) una 
“empresa sin trabajadores” se encuentra parcialmente bloqueada tras la modificación de la 
Ley de Ordenación de los Transportes Terrestres (LOTT) y la reformulación (más 
restrictiva) de la denominada fiscalidad por módulos: las falsas cooperativas y autónomos 
formarían parte en gran medida de un problema del “pasado” al corregirse parcialmente los 
incentivos que habrían propiciado su extensión hasta la fecha45.  
 
“Podemos tener también problemas, bueno, se han ido mejorando, esto ya ha pasado hace algún 
año, con el tema de las falsas cooperativas ¿no? que minaban un poco el mercado en cuanto que 
era una especie de puerta trasera para entrar al mercado y poder competir con transportistas 
que realmente cumplían toda la normativa del sector ¿no? A raíz de la modificación de la LOTT, 
bueno, de alguna forma ha ido mejorando (…) Otro tema que estaba encima de la mesa (…) era el 
régimen de fiscalidad por módulos. (…) Las últimas modificaciones legislativas de ámbito fiscal 
han modificado la situación anterior, en la que los transportistas podían estar en ese sistema de 
módulos teniendo tres vehículos y hasta 450.000 euros de facturación. Ahí hubo una primera 
iniciativa, tanto del gobierno como del Ministerio de Hacienda, para intentar cuanto antes eliminar 
este sistema de módulos que se veía como obsoleto y que distorsionaba de alguna forma la 
competencia dentro de los distintos mercados y, finalmente, en la enmienda que hubo en el Senado, 
lo que iba a haber sido casi una desaparición del sistema se quedó en la posibilidad 
prácticamente para el empresario que tenga un solo vehículo ¿no? Por lo menos hasta el 2017, 
luego no sabemos qué ocurrirá” [E-1, Confederación Española de Transporte de Mercancías]. 
 
“En España hay mucha atomización empresarial en el transporte por carretera y no es porque los 
empresarios de transporte no tengan economías de escala, que las tienen, o porque los empresarios de 
transporte tengan un temperamento anárquico y no les guste montar empresas, sino porque hay un 
régimen, que es un régimen de módulos, que coarta el crecimiento de una empresa. (…) Es mucho 
más ventajoso estar en módulos. Eso era una cosa muy escandalosa hace unos años ¿eh? Hace tres o 
dos años ya empezó a reducirse el límite para aplicación de régimen de módulos y ya dejó de ser 
un chollo tan grande, pero sigue siendo ahora mucho más ventajoso estar en módulos que estar en 
																																																								
45 El sistema tributario español permite a los trabajadores autónomos (dependiendo de su sector de actividad) 
elegir tributar por sus ingresos bajo la modalidad de estimación directa (el régimen normal) o bien bajo la 
modalidad de pago por módulos (o de estimación objetiva). Este último sistema, además de disponer de 
tramitación más sencilla, constituye una especie de tarifa fija por medio de la cual la tributación del trabajador 
autónomo no se calcula a partir de sus ingresos y gastos, sino por medio de una serie de indicadores o módulos 
objetivos (relacionados con los metros cuadrados del negocio, el consumo energético, el número de 
trabajadores, etc.). Este sistema permite a muchas empresas tributar por unos valores fijos inferiores a los 
ingresos realmente obtenidos (con el resultado de unas cifras a pagar inferiores que en el sistema de 
estimación directa). Además de restricciones por sectores de actividad (sí se permite en el comercio, el 
transporte, etc.), las empresas que deseen adoptar este sistema de tributación no pueden superar un 
determinado umbral de ingresos (rendimiento íntegro de 250.000 euros, recientemente reducido a 150.000 
euros), entre otras limitaciones. 
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estimación directa” [E-2, Asociación del Transporte Internacional por Carretera] 
 
Las organizaciones sindicales ubican, sin embargo, estos resultados en el “ahora” dado que 
su extensión no depende tanto de las ventajas que pudiera reportar la situación para el ex-
asalariado reconvertido en autónomo, como del abaratamiento de los costes laborales que 
supone para las empresas, dimensión que resulta estratégica de cara a la competitividad de 
las mismas en un sector como el del transporte donde buena parte de los costes productivos 
están tasados y con pocas posibilidades de variación (precio del gasóleo, de los peajes por 
carretera, de los vehículos, etc.).  
 
“La solución para mí es (…) el establecer unas condiciones que sean iguales para todos, que no tenga 
un coste económico muy elevado a los empresarios, que yo lo entiendo, pero sí ponerse una meta de 
confluir (…). Pero que no sea el tema salarial el que va a dar la opción a unas empresas u otras sobre 
hacer un cliente. Porque en España, el gasoil te cuesta lo mismo. El camión o el autobús tú lo 
compras y te cuesta lo mismo. ¿Ahí donde está el diferencial? ¿Dónde me ahorro yo dinero? En 
la mano de obra. O porque tengo un salario más bajo, con un convenio más bajo, o porque utilizo 
falsos autónomos subcontratados o incluso porque externalizo los servicios y voy abaratando y 
por eso me quedo con el cliente. Ahí el cliente de puta madre, porque el cliente va a la baja” [E-4, 
Unión General de Trabajadores] 
 
“Las cooperativas la mayoría son falsas, o sea, las monta la gran empresa. Porque hay todo un 
sistema de subcontratación (…) Hay una subcontratación sucesiva (..). Entonces, esta 
subcontratación sucesiva está montada en base a los autónomos, las cooperativas incluso... Es 
legal, por ejemplo, que una empresa de transportes se dé de alta en el registro para alquiler de vehículos 
y entonces diga ‘sí, yo tengo carga para transportar’. El otro viene buscando trabajo y [la empresa le] 
dice ‘no, de autónomo. Pero te alquilo yo el camión’. O sea, no tienes ni que aportar camión. Te alquilo 
el camión y te consigo la carga” [E-3, Comisiones Obreras]. 
 
“Las presiones van hacia hacer todavía más dumping con el tema de los costes laborales (…) 
Entonces claro, dices, es que tú rebajas esto [costes del factor trabajo] y ya estás en un 30% de los 
costes que estás rebajando ¿no? (…) Los peajes, dices bueno pues tienen una tarjeta, te pueden rebajar 
un 2% o tal ¿no? ¿Gasoil? Bueno, pues llenas, cargas en no sé cuántas gasolineras, pues vas sacando 
tal ¿no? ¿Talleres? Pues si tienes un taller propio o un taller de no sé qué, bueno vale. Pero todo es un 
poco el chocolate del loro y, sin embargo, los costes laborales son el grueso ¿no? (…) Y dices, claro, 
si los costes laborales los llevas además al nivel de los países búlgaros o no sé qué, es que los 
dejas en nada ¿no? (…) En Bulgaria se pagan sueldos de 300 a 500 euros, en España se pueden 
pagar de 1500 a 2200 y te vas a los escandinavos y están desde 3500 a 6000.” [E-3, Comisiones 
Obreras]. 
 
Esta es una versión previa del libro publicado en la Editorial Bomarzo (Albacete), 2018 
(ISBN: 978-84-17310-37-0) https://www.editorialbomarzo.es 
	 79 
A las tradicionales deslocalizaciones internas, guiadas por las ventajas relativas que ofrece 
la dispersión provincial de convenios colectivos antes mencionada, ambos actores 
coinciden también al agregar las deslocalizaciones favorecidas por los desequilibrios 
supranacionales en el espacio europeo.  
 
“[Los empresarios españoles] descubrieron el fenómeno de la deslocalización y del dumping 
social, es decir, poder contratar a rumanos incluso con sueldos rumanos o búlgaros para 
trabajar en Alemania (…) En fin, no sólo los sueldos son muchísimo más baratos sino los gastos 
sociales también lo son, es decir, la Seguridad Social, impuestos y demás. Y las condiciones de 
trabajo. (…) En Europa existía todo un ejército de conductores desplazados, con contratos míseros, 
que tardaban en volver a sus propios países meses y meses, con situaciones de estrés importante. 
Nosotros lo calificábamos como una situación de esclavitud moderna ¿no?” [E-3, Comisiones 
Obreras].  
 
“Como dicen aquí, ‘vienen de Rumania, vienen búlgaros, vienen marroquíes, vienen 
portugueses’. De eso se quejan los empresarios españoles. Los empresarios franceses y alemanes 
se quejan de los españoles. O sea, y esto es así, es una cadena. Y dentro de España, los catalanes 
se quejan de los extremeños” [E-4, Unión General de Trabajadores]. 
 
“La flota española en los últimos años, ya hace tiempo, es una flota que ha hecho mucho 
transporte internacional. El mercado francés se lo hemos… digamos, no quiero decir quitar, 
pero vamos, les hemos quitado mucho trabajo a los franceses, pero por un problema interno de 
Francia ¿no? La regulación social francesa (…), pusieron el ‘contrato progreso’, las 35 horas 
semanales y eso de alguna forma les dejó fuera de juego en el mercado internacional e hizo que las 
propias flotas francesas se dedicasen al mercado nacional. Al dedicarse al mercado nacional y 
encontrarse luego con las flotas del Este que venían a hacer cabotaje a Francia, pues tienen un 
problema importante [E-1, Confederación Española de Transporte de Mercancías]. 
 
Junto a la presencia generalizada, como en otras partes de Europa, de empresas y 
trabajadores procedentes de los países del Este, en el caso español, la competencia 
“externa” recibida en el sector del transporte como consecuencia de estos desequilibrios 
europeos apunta especialmente a Portugal, país cercano geográficamente, integrado en la 
Unión Europea y de costes y estándares laborales habitualmente más bajos que en España. 
No obstante, como veremos también a nivel europeo, lo que para la patronal española del 
sector se presenta como una concurrencia en clave “nacional” entre capitales y empresas 
procedentes de países con diferentes costes laborales y, por lo tanto, con mayores o 
menores posibilidades competitivas (empresas españolas versus empresas portuguesas o 
polacas), las organizaciones sindicales (aquí, nuevamente, tanto españolas como europeas) 
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apuntan, en realidad, a un fenómeno de deslocalización de empresas hacia países con 
menores costes laborales. Unas empresas que seguirían desarrollando su actividad (y 
compitiendo con otras empresas) en sus países de origen (u otros del norte y centro de 
Europa) con la mediación de empresas subsidiarias (en ocasiones directamente empresas 
buzón) radicadas en países europeos de menores costes laborales: los países del Este 
europeo en su mayoría, aunque en el caso español, tal y como señalábamos, destacaría 
especialmente el caso de Portugal. El registro nominal de empresas españolas en el país 
vecino permitiría movilizar en España trabajadores lusos (o instalados cuanto menos en 
Portugal) a precios de allí tanto para desplazamientos en el territorio nacional español como 
en la UE.  
 
“Los que nos hacen más competencia a nosotros… bueno, en el transporte internacional, los más 
competitivos son los polacos. Es un país grande y ya llevan bastante tiempo en la Unión Europea y 
ahora es el que ocupa mayor cuota en el mercado de transporte internacional. Y a nosotros nos hacen 
competencia los polacos, pero los que nos hacen más competencia son los portugueses. (…) Aquí 
hay unos ‘enemigos’ de todos, que son los polacos, y luego cada uno tiene su ‘enemigo’ 
particular. Nosotros, los portugueses. Los ingleses, los irlandeses. Los franceses, nosotros ¡eh!” [E-
2, Asociación del Transporte Internacional por Carretera].  
 
“Tú métete en internet y puedes ver cantidad de empresas españolas que están operando desde 
Portugal. Y fíjate hasta qué punto, por ejemplo, para las condiciones laborales… Si yo tengo la 
empresa en Portugal, un conductor portugués o español con residencia en Portugal con 18 años puede 
conducir, aquí en España no. Tiene que tener 21 años, por ejemplo” [E-4, Unión General de 
Trabajadores]. 
 
“Cogieron a una filial de X, que se llamaba Y, pero que estaba ubicada en Portugal. Utilizaba 
conductores del mundo mundial y operaba haciendo cabotaje [en Francia] y tal. Y además 
operaba con la operativa de aquí: estaban acostumbrados a llevar imanes [para falsear el tacógrafo], 
‘se me ha perdido la tarjeta, deme otra’ y bum. Metían, sacaban, se saltaban las restricciones de 
cabotaje, etcétera. Sanción: un año sin operar, más de mil camiones paraos. O sea que volverán aquí 
a España y a Portugal. Es que en Francia funciona la inspección. Entonces, los empresarios de aquí, 
‘¡ah! el proteccionismo’. No, no, el proteccionismo frente a los chorizos, frente a las situaciones 
ilegales” [E-3, Comisiones Obreras]. 
 
Se reconoce así que, tras la competencia internacional en el sector atribuida en el caso de 
España fundamentalmente al país vecino, son capitales en última instancia españoles los 
que se enfrentan mutuamente (lo que podría extrapolarse igualmente al resto de países del 
centro y norte de Europa). El reconocimiento empresarial del fenómeno de las empresas 
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buzón queda, no obstante, básicamente circunscrito (y, en cierta medida, minimizado) al 
caso de aquellas empresas que se deslocalizan a países europeos de menores costes sin 
desarrollar en ellos actividad económica alguna (además de incurrir a menudo en prácticas 
fraudulentas: impago de salarios y de cotizaciones a la Seguridad Social, etc.). El fenómeno 
así retratado será rechazado por la patronal en tanto en cuanto significa una competencia 
desleal y fraudulenta. Su epicentro será situado en los países del Este, quedando al tiempo 
revestido de una cierta excepcionalidad: comportamientos minoritarios pero inevitables, 
presentes en cualquier colectividad humana. Las empresas buzón son así desvinculadas en 
el discurso patronal de las prácticas (mucho más habituales) de deslocalización del centro 
de operaciones de las empresas del sector (incluidas las españolas) hacia países con 
menores costes laborales desde los cuáles siguen operando en España u otros países 
europeos. Este último tipo de prácticas constituyen en el discurso patronal experiencias 
convencionales de deslocalización de la actividad que, en ocasiones, podrán ser enjuiciadas 
como no deseables o perjudiciales para el sector a medio plazo, pero, en cualquier caso, 
legítimas y legales. 
 
“[Las empresas buzón] existen, hombre también es un fenómeno que se exagera un poco, pero existe 
(…). Mientras que, en cambio, cuando alguien monta una empresa de transportes en Rumania 
para contratar conductores ya no es una empresa buzón. Porque ahí tiene una actividad, contratas 
ahí los conductores, tienes ahí los camioneros dados de alta. Es verdad que a lo mejor las cargas [de 
los clientes] no las generas ahí, las generas aquí, pero eso pasa en el mercado de transportes de forma 
muy general. Yo pienso que en el caso del transporte por carretera se habla mucho de empresas 
buzón, pero más que nada son deslocalizaciones para dotarse de mano de obra de bajo coste. No 
es sólo un motivo fiscal. (…) Para nosotros, que se deslocalice una empresa, solamente para 
beneficiarse de que el trabajador es más barato, puede ser una cosa legal, pero desde luego no 
nos gusta porque está bajando los precios en el mismo mercado en el que estaba operando antes: 
Sigue haciendo el mismo transporte en países occidentales, pero con una empresa en Rumania” 
[E-2, Asociación del Transporte Internacional por Carretera]. 
 
“Hay dos temas: las deslocalizaciones, si tú lo haces conforme a la legislación y cumples con la 
legislación pues bueno, al final estás dentro del mercado europeo y tú tienes la oportunidad de montar 
tu empresa en cualquier país de Europa sin ningún problema, siempre que cumplas con la 
legislación vigente y cumplas con tu fiscalidad y con normativa social ¿no? Cosa distinta es lo que 
se pretende atacar dentro de la propia Unión Europea que es lo que llaman las empresas buzón ¿no? 
que es que yo abro una oficina en un país y luego realmente la operativa y los vehículos y tal los tengo 
en otro (…) Con eso lógicamente sí hay que ir contra ello, siempre y cuando, ya digo, estemos ante 
una figura que esté incumpliendo la legislación de alguna forma, entonces hay que atajarlo” [E-1, 
Confederación Española de Transporte de Mercancías]. 
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“Malas prácticas entiendo que habrá como en todas partes ¿no? (…) Hay quejas por todas partes, 
fundamentalmente, ya te digo, no contra la flota española, lo que pasa es que la flota española es una 
flota competitiva y, qué duda cabe, puede hacer daño en algunos mercados: el francés, 
Centroeuropa, pero más por su problemática interna que porque el que vaya a hacer transporte allí lo 
esté haciendo de forma digamos ilegal ¿no? Y sí, mucha más trascendencia tiene lo que son las 
flotas del Este, lógicamente. ¿Por qué? Porque los niveles salariales son mucho más bajos que 
los españoles o que los del centro de Europa ¿no? Ahí está realmente la dificultad o el problema 
que tiene el sector internacional encima de la mesa porque cada vez son más transportistas del Este 
los que hacen transportes internacionales” [E-1, Confederación Española de Transporte de 
Mercancías]. 
 
Los sindicatos mayoritarios presentes en el sector, por su parte, aunque ubican también el 
epicentro del fenómeno en la Europa del Este, hacen partícipes a las empresas españolas 
del mismo en mayor grado del que cabría deducir del discurso de las organizaciones 
empresariales. Al tiempo, el discurso sindical movilizará una aproximación menos 
restrictiva al fenómeno de las empresas buzón, que ligan a las prácticas de dumping social 
presentes en el sector y, desde ese punto de vista, a las estrategias de deslocalización de 
actividades y empresas (siempre “ilegales”, desde su punto de vista, con independencia de 
que puedan estar amparadas por la legislación europea)   
 
ENTREVISTADOR: ¿SE HAN IDO MUCHAS DE ESAS EMPRESAS GRANDES ESPAÑOLAS?  
Muchas, muchas. Las más grandes… Los más piratas además. 
ENTREVISTADOR: ENTONCES, ¿SE HAN DESLOCALIZADO ALLÍ DIRECTAMENTE O 
MANTIENEN UNA PARTE DE ACTIVIDAD AQUÍ...?  
Pues hay de todo, hay de todo. X (…) cerró su empresa. Todos sabemos que la ha deslocalizado a 
Eslovenia. O sea, éste se dedicaba a hacer el transporte de línea marrón de empresas de 
fabricación de línea marrón. Sony, Panasonic, todos estos. (…) Son japoneses, o coreanos, pero se 
deslocalizan de España y se van a Chequia. Entonces claro, él se va detrás. Entonces, bum, monta 
empresa en Chequia. Girona-Chequia, con la suerte además de que le instalan Ryanair en Girona y se 
podía traer los conductores a dormir a casa” [E-3, Comisiones Obreras]. 
 
“Nosotros tenemos una definición de dumping social. No estamos en contra de la libre circulación 
de trabajadores, ni de la libre circulación de mercancías, lo que estamos es en contra del abuso, 
de determinadas situaciones que ellos califican de alegales, y para nosotros son ilegales. 
Entonces, bajo eso hacen una competencia desleal a otras empresas que no pueden competir con ellos, 
y por tanto son expulsadas o directamente digamos que les roban los clientes, y luego pues un abuso 
hacia el trabajador” [E-3, Comisiones Obreras]. 
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“El problema principal que tienen los países centroeuropeos es el tema ese del cabotaje. 
ENTREVISTADOR: PERO DEL CABOTAJE ILEGAL, SE ENTIENDE.  
Claro, del cabotaje ilegal. Es que, vamos a ver, para mí cabotaje ilegal es todo. Todo el cabotaje es 
ilegal. En el momento en el que tú estás haciendo un trabajo por debajo de lo que está establecido 
en ese país. En el momento en que la hora de trabajo del trabajador que está en Francia son 15 y tú lo 
estás haciendo a 10, para mí es ilegal. Es ilegal ¿por qué? Coño porque estás abaratando un coste, 
estamos cambiando trabajadores de primera por trabajadores de segunda. (…) Es un dumping social 
en toda regla. (…) Yo liberaría el cabotaje en el momento en que hubiera salario único y condiciones 
únicas. (…) No se entiende cómo Luxemburgo tiene más empresas de transporte de mercancías que 
media Europa, joder, si son cuatro. Claro, todas esas empresas están allí por tener una fiscalidad 
diferente” [E-4, Unión General de Trabajadores]. 
 
Situación del sector del transporte por carretera a escala europea 
 
[3] Las medidas unilaterales adoptadas por varios países centroeuropeos –con Alemania y 
Francia a la cabeza, aunque secundadas también por otros como Bélgica o Austria– para 
proteger sus empresas nacionales del dumping social posibilitado por el desplazamiento de 
trabajadores de terceros países, organiza en todos los casos (tanto para las organizaciones 
empresariales como para las sindicales) los discursos y relatos en lo relativo al ámbito 
europeo.  
 
“El tema de la deslocalización de las empresas y tal, las empresas buzón. Pues se está tirando de 
empresas y de trabajadores de Rumania y de Bulgaria para trabajar en países como Alemania, 
Francia y demás. Con una particularidad, claro, ahí los gobiernos alemanes, franceses, ya no 
sólo los sindicatos, se están quejando y con razón (…) Tú fíjate, que decían ‘no, hay que recoger el 
salario mínimo como te lo dice el Tratado de Roma’, porque lo dice así, lo que pasa es que [el Tratado 
de Roma] no te lo dice para el trabajador móvil, porque tú vas de paso, pero en el momento que hagas 
un cabotaje ya te la has cargado, ya estás jodiendo al del país. (…) Como sindicato, yo no puedo… 
me gustaría no prohibir el cabotaje, pero siempre que compitas con las mismas condiciones que 
el que está ahí” [E-4, Unión General de Trabajadores]. 
 
“A nosotros uno de los temas que más nos importa, por ejemplo, es... ahora en la Unión Europea, 
precisamente por todo el tema del desplazamiento de trabajadores, están produciéndose muchísimas 
polémicas. ¿Por qué? Porque hay unos países que han ganado muchísima competitividad, que son 
los del Este, y otros países que han perdido muchísima competitividad: Alemania, Francia, 
Inglaterra... Los países del Oeste están muy preocupados porque está desapareciendo una de sus 
industrias, que es la del transporte por carretera. Y en las estadísticas se ve (…): toda la cuota de 
mercado de los transportistas alemanes, franceses, italianos, ingleses está cayendo, y toda la de los 
países del Este está aumentando. Y entonces eso les ha obligado a dotarse de mecanismos de 
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defensa y de protección. Entonces uno de los mecanismos de defensa que utilizan es, por ejemplo, 
lo de obligar a los transportistas en tránsito –como son desplazamientos de trabajadores, consideran 
que el conductor que va en el camión es un trabajador desplazado cuando está cruzando por Alemania– 
pues exigirle que pague el salario mínimo alemán. Y eso lo han exigido en Alemania, lo han exigido 
en Austria, lo piensan exigir en Francia, lo han exigido en Noruega, que no está en la Unión 
Europea, pero tiene en cambio un salario mínimo muy alto” [E-2, Asociación del Transporte 
Internacional por Carretera]. 
 
La obligación impuesta en Alemania de ajustar los salarios de cualquier transportista, 
inicialmente incluso en tránsito, al mínimo nacional y la prohibición en Francia del 
descanso semanal en cabina –lo que encarece los costes laborales para las empresas y/o 
trabajadores al obligar al pago de habitaciones en hostales u hoteles–, señalan para ambos 
actores, por motivos diferentes, las limitaciones de la actuales directivas de desplazamiento 
y de su aplicación en el ámbito europeo. Las valoraciones, no obstante, como resulta a 
priori previsible, corren en sentidos opuestos.  
 
Para las organizaciones patronales este tipo de medidas (imposición del salario mínimo, 
prohibición del descanso semanal del conductor en cabina…), presentadas a menudo como 
iniciativas en defensa de los derechos de los trabajadores, constituyen en realidad 
mecanismos proteccionistas de los intereses de las empresas de esos países frente a la 
competencia externa de países con menores costes laborales (incluida España en casos 
como el francés). Aunque la patronal española no considera que estén dirigidas específica 
o mayormente contra las empresas españolas del sector, ni dotadas de un gran impacto 
negativo en el mismo (el salario de los conductores españoles se situaría, por ejemplo, por 
encima del salario mínimo exigido en Alemania), todas estas medidas son rechazadas por 
la fuerte carga administrativa que suponen para las empresas y por el intervencionismo que 
implican en el funcionamiento del sector del transporte (contrario al principio de libre 
competencia y de mercado único postulado por las organizaciones patronales españolas y 
europeas). Una distorsión del funcionamiento del mercado que, para las organizaciones 
patronales, resulta incompatible de hecho con la libre prestación de servicios defendida por 
la legislación europea (como evidenciaría el que este tipo de iniciativas emprendidas por 
ciertos Estados miembro estén siendo investigadas por la Comisión Europea).  
 
“Nosotros pensamos que esto lo hacen con una motivación un poco proteccionista, es decir, ellos 
lo que quieren es ponerles impedimentos a los rumanos y conseguir que tengan que pagar un 
precio. Verdaderamente las cabinas de los camiones son bastante cómodas. Los conductores prefieren 
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normalmente hacer los descansos en cabinas, porque así las dietas se las pueden ahorrar y es un 
suplemento de sueldo para ellos. En cambio, si les obligas a pagar 90 euros por el hotel, pues claro, 
son 90 euros que al final salen de su bolsillo porque no van a gastos pagados. Ellos tienen una dieta a 
lo mejor de ciento y pico euros diarios, pero si obligas a pagar una noche de hotel, pues ese dinero...” 
[E-2, Asociación del Transporte Internacional por Carretera]. 
 
“En España normalmente el problema no es la cuantía del salario, porque los conductores españoles 
cobran normalmente por encima del salario mínimo alemán. Ahora, a lo mejor los rumanos o los 
búlgaros no, pero los españoles no es la cuantía, es el trabajo administrativo. Primero mandar la 
información, luego corregirla si luego ha habido alguna modificación y luego conservar los 
documentos de que ese conductor, durante el tiempo que ha estado ahí, ha estado cobrando el 
salario mínimo alemán. Que claro, le obligas a tener documentos preparados y dispuesto a 
traducirlo al alemán si te lo piden las aduanas alemanas y todo eso. Es muy complicado” [E-2, 
Asociación del Transporte Internacional por Carretera]. 
 
“Lo mismo [que en Francia] ha pasado con Bélgica y Alemania, que las flotas del Este les están 
haciendo la competencia con costes salariales mucho más baratos ¿no? Y en ese sentido es muy 
complejo llegar a una unidad de criterios porque son distintos países, con distintas rentas per cápita, 
distintas situaciones socio-económicas, pero al final todos compiten en el mismo mercado y, sin 
llegar a los extremos de las normativas que se están adoptando en estos países [salario mínimo, 
descanso en cabina…], que de alguna forma volvemos a restricciones, sí sería interesante buscar 
criterios uniformes en la Unión Europea” [E-1, Confederación Española de Transporte de 
Mercancías]. 
 
Para las centrales sindicales, por el contrario, las iniciativas impulsadas por estos Estados 
miembro se limitarían a aplicar lo que, de facto, viene ya recogido en la normativa pero es 
habitualmente ignorado. Frente a la ambigüedad y tolerancia por parte de la Comisión 
Europea con respecto al dumping social en el sector, las centrales sindicales consideran 
positiva la actuación reguladora iniciada por esos Estados. De hecho, iniciativas como la 
exigencia de un salario mínimo en el sector anunciarían, desde su punto de vista, la 
posibilidad de establecer mínimos supranacionales en términos de costes de contratación 
que limitaran el dumping social en la Unión Europea para el transporte por carretera. En 
este sentido, la denuncia empresarial del “proteccionismo” latente detrás de las iniciativas 
alemana y francesa es percibido (y reivindicado) desde la perspectiva sindical como un 
mecanismo de salvaguarda de otro de los principios constitutivos del proyecto europeo: la 
defensa de los derechos sociales y de las condiciones de trabajo de los trabajadores 
europeos.  
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“Todo el mundo que se desplaza, si llega a un país donde cobran más, tiene que cobrar lo de ese 
país. Aunque esté en tránsito. Lo que pasa es que en tránsito es más difícil de controlar y de detectar 
¿no? Pues tú estás en tránsito, pero si te paran… ¿qué pasa? (…) Cuando pusieron el salario mínimo 
en Alemania se embroncaron directamente con Polonia, que eran los que les hacían cabotaje (…). 
Entonces bueno (…) Merkel también dijo (…) como que no iba a aplicar el salario mínimo [a los 
conductores en tránsito]. (…) La cuestión es que todos los países se están echando encima de 
aquellos países que desarrollan la normativa o que la intentan aplicar. Es decir, que normativa 
tenemos, pero...” [E-3, Comisiones Obreras]. 
 
“El reglamento europeo dice que sólo se permitirá el descanso en cabina en aquellos vehículos 
que estén preparados para ello, o sea, que dispongan de cabina. El descanso diario y el semanal 
reducido, no dice nada del descanso semanal normal. Si ‘sólo está permitido’ [en esos casos 
concretos] entonces significa que no puede dormir en cabina [en el descanso semanal normal]. Y 
entonces los franceses, y luego los belgas también, dicen: ‘no se puede dormir en cabina el descanso 
semanal’. (…) ¿Qué es lo que hace todo el mundo? Pues está durmiendo en Alemania, entran y 
salen. En fin, les complica la vida, aunque tampoco demasiado ¿eh? Pero, en fin, los empresarios 
que se dedican a esto y que están todo el día haciendo cabotaje, lo que quieren es que se eliminen 
todas las normas posibles. Se están comiendo el mercado dicen, ‘vamos con unos sueldos muy 
baratitos, así que no nos pongan dificultades’” [E-3, Comisiones Obreras]. 
 
No obstante, iniciativas como la francesa, centrada en el control de los tiempos de 
conducción y descanso, han sido percibidas por la patronal española del sector como una 
oportunidad para un nuevo desarrollo legislativo a escala europea en esta materia. 
Efectivamente, ASTIC apuesta por una reforma de los reglamentos europeos de tiempos 
de conducción y descanso tendente a una “flexibilización” de la gestión de los actuales 
descansos semanales. Flexibilización que permitiera su acumulación a cambio de la 
obligatoriedad de la vuelta a casa del transportista al menos una vez al mes. La medida se 
defiende como óptima en el sentido de beneficiar tanto a los trabajadores como a las 
empresas, potenciando los cabotajes legales y limitando la denominada “triangulación”: 
conductor portugués que tras portes en España continúa con servicios, por ejemplo, en 
Francia o Luxemburgo sin regresar a su país de origen.  
 
“Para nosotros, lo que tendríamos que conseguir es que se dieran ventajas a los transportistas 
que hacen transporte bilateral, es decir, que al cabo de una semana estén en su país de origen. 
Esto, desde el punto de vista del desplazamiento de los trabajadores, es importante porque permite al 
conductor que pase el fin de semana en su propio domicilio. En España lo que pasa es que para ciertos 
trayectos hay un reglamento de tiempos de conducción y descanso que prevé un número máximo de 
horas para ir y volver. En el caso de los conductores españoles esto hace que, por ejemplo, para llegar 
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desde Almería hasta Alemania, y volver no le dé tiempo en una semana. Nosotros lo que hemos 
pedido es que haya una flexibilidad, que se le deje un poco más de tiempo para volver al punto 
de destino y se le compense con más descanso semanal, pero en Almería. No que tenga que hacer 
el descanso semanal a lo largo del trayecto, en Francia pagando un hotel. Y eso es lo que nosotros 
hemos pedido. Y eso tiene dos motivos: uno, beneficiar al conductor, que podría entonces pasar 
los fines de semana por lo menos en su casa con su familia y no en un área de descanso en medio 
de la carretera. Luego beneficiar a la empresa, porque claro, durante el tiempo que está pasando 
el fin de semana en un área de servicio en medio de la carretera hay que pagarle dietas, tiene 
que estar vigilando el camión que, en teoría, como está en su descanso, no debería vigilar el camión, 
pero, sin embargo, tampoco puedes permitir que cualquiera que venga lo abra y se lo robe... el camión 
o el gasóleo. Además, tarda menos en ir y volver, que es bueno para la empresa, porque luego 
cuando el camión está en Almería, la empresa durante el fin de semana puede destinarlo a otro 
fin, mientras el conductor está descansando. Para nosotros eso sería muy importante y lo estamos 
ahora intentando mover en la Unión Europea con una modificación del reglamento de tiempo de 
conducción y descanso. Y otra posibilidad que vemos también es obligar a que al menos una vez 
al mes cualquier conductor tenga que volver a su país de origen” [E-2, Asociación del Transporte 
Internacional por Carretera]. 
 
La obligatoriedad de la vuelta a casa (a Portugal, por ejemplo) una vez al mes dificultaría 
la concatenación de desplazamientos largos y favorecería el aprovechamiento intensivo, 
vía cabotajes, de un menor número de trayectos (bilaterales). Esta medida es apoyada 
también por CETM si bien su defensa no hace ninguna referencia a la cuestión de la 
“triangulación”, circunscribiéndose exclusivamente a las ventajas –para el trabajador y 
para la empresa– del descanso obligatorio “en casa”. 
 
“Ya llevamos muchos años con el tema de los descansos, de la posibilidad de los conductores en las 
flotas de internacional de llegar a descansar a tu casa. Se empezó reclamando como estaba regulado 
para los autobuses, el tema de los doce periodos, y últimamente la reivindicación ya está en los nueve 
periodos ¿no? (…) ¿La filosofía? Fundamentalmente es evitar que las flotas de internacional tengan 
que estar paradas en frontera o fuera de sus casas haciendo los descansos. Dotar de una mayor 
flexibilidad al empresario y al trabajador para que, sin mermar el descanso, puedan realizarlo de otra 
forma distinta, siempre cumpliendo la legislación (…). Sería realizarlo tras nueve jornadas, con lo 
cual te da mayor flexibilidad ¿no?” [E-1, Confederación Española de Transporte de Mercancías]. 
 
Por el lado sindical, Comisiones Obreras desconfía abiertamente de las intenciones de la 
patronal española en relación con esta propuesta. Dada la extensión de los procesos de 
deslocalización empresarial en el sector, el término de “casa” resulta ambiguo: ¿se trata del 
domicilio del conductor o del lugar del registro de la sede oficial de la empresa? Esta 
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organización sindical entiende que es una intensificación de la jornada laboral de los 
transportistas lo que efectivamente está en juego tras la propuesta. UGT, por su parte, 
plantea que dicha ambigüedad de partida resultaría subsanable y que, en lo relativo a limitar 
las “triangulaciones” en Europa, la propuesta podría resultar efectiva. 
 
“Huele mal. Primero, la definición de casa, porque éstos te dicen: ‘la conciliación de la vida 
familiar y tal’. ¿Y qué entiendes por casa? La sede de la empresa. Si es que los trabajadores no 
viven en la sede. Tú muchas veces contratas a un tío de la provincia de al lado ¿no? ‘Bueno, pero 
es que tenemos que poner algún lado, tiene que ser la sede, porque tiene que tener una referencia’. Al 
final, en un reglamento europeo no puedes poner la sede de la empresa, porque la empresa puede tener 
varias sedes, porque hay empresas buzón y al final se queda en el país. Retorno al país, dices coño, 
una empresa de Almería, en el momento en que está en La Junquera ¿ya puedes hacer el descanso 
semanal? ¿Y eso es el retorno a casa? (...) Aumentar la semana y tú dices que es para descanso semanal 
pero igual le dices: ‘Tienes una carga aquí esperándote’. ‘Oye macho, me toca el descanso...’. ‘Ya, 
pero cógela...’. ‘Oye que me multan, que nos multan ¿no?’ Y dice: ‘Tú no te preocupes por eso...’” 
[E-3, Comisiones Obreras]. 
 
“Yo sí estoy de acuerdo. Digo: ‘bueno, pues vamos a ampliar’ y si ampliamos la jornada semanal, 
la ampliamos en 6 horas, que se cumpla el descanso en casa, que salga 6 horas más tarde.... Muy 
bien, hasta ahí de acuerdo. Hombre, siempre que no haya un abuso (…) que lo que superes no sea 
superior a 6 horas ¿no? (…) Hasta ahí es razonable. ¿Dónde está el problema? ¿Por qué la reticencia 
de Europa? (…) ¿Cuál es el problema de fondo ahí? El tema del cabotaje. Francia [donde España 
realiza un alto porcentaje de las operaciones de transporte] no quiere. Porque yo ¿para qué 
quiero alargar la jornada del conductor? ¿Para que me haga dos paradas más o me haga 
cabotaje en Francia? Claro, los franceses han dicho que flores. Digo ‘coño, vamos a hacerlo. 
Vamos a hacer el tema con hojas de ruta’, que no haya cabotaje, el directo. Joder, si tú de Alemania a 
España necesitas, yo qué sé, catorce horas, y te quedan de conducción para cumplir el semanal diez, 
bueno, pues vale, haces catorce, pero no para que te pares en París a hacerme cabotaje, porque ahí está 
el tema” [E-4, Unión General de Trabajadores]. 
 
En términos más generales, las directivas europeas de desplazamiento de trabajadores son 
evaluadas desde puntos de vista opuestos. La parte patronal española –como también 
postulará la patronal europea en términos incluso más contundentes– apunta a la 
inadecuación estructural de las directivas de desplazamiento en lo que respecta a la 
regulación del transporte internacional, amparándose en el carácter intrínsecamente móvil 
del servicio prestado. A pesar de que las directivas de desplazamiento no establecen un 
tiempo mínimo de duración, las organizaciones empresariales españolas consideran que la 
movilidad constitutiva del transporte por carretera no constituye un “desplazamiento”, en 
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tanto que hablamos de semanas y de tránsitos. La aplicación de la Directiva de 
desplazamiento sería pues justificable, desde el punto de vista empresarial, únicamente en 
el caso de las empresas de transporte que realicen cabotaje en otros países europeos. 
 
“En transporte internacional lo que se hace en España principalmente es transporte bilateral. Un 
conductor coge un camión, hace un transporte hasta Alemania, Francia, Italia... y vuelve con otra carga 
distinta. Nosotros consideramos que ese no es un trabajador verdaderamente desplazado ¿eh? 
Nosotros pensamos que se le aplicaría la Directiva de trabajadores desplazados, por ejemplo, si lo que 
hiciéramos fuera desplazar un trabajador para trabajar en Alemania haciendo un transporte interno 
dentro de Alemania. 
ENTREVISTADOR: EL CABOTAJE… 
El cabotaje sería. Nosotros ahí lo veríamos más discutible. Pero vamos, en el caso del [primer] 
trabajador, sencillamente no lo vemos como un trabajador desplazado a efecto de la Directiva. 
Aplicando rígidamente la Directiva habría que ver si cada vez que cruzas un país estás desplazado a 
ese país. Porque yo pienso que se aplicaría la Directiva de trabajadores desplazados si el cliente de 
la empresa es de ese país. Pero si tú sencillamente, por pasar por un país se te aplica la normativa 
social de ese país, entonces...  
ENTREVISTADOR: SI PASAS POR TRES PAÍSES O CUATRO...   
Claro, entonces, no sabrías qué normativa social se te tiene que aplicar. Y si vas en avión también, 
cada vez que pases de un país, cruzas una frontera, ¿Habría que cambiar y cobrar más o cobrar 
menos?”. [E-2, Asociación del Transporte Internacional por Carretera]. 
 
“Yo creo que la solución para el transporte por carretera no sería la Directiva de Desplazamiento 
de Trabajadores, sino la norma que determina la legislación aplicable a los trabajadores 
internacionales. Aplicar la Directiva de Desplazamiento de Trabajadores es intentar resolver un 
problema que no se tiene que resolver ahí. Habría que dejar la aplicación de la Directiva de 
Desplazamiento de Trabajadores solamente a las empresas que deslocalizan un trabajador para estar 
permanentemente ahí [efectuando cabotaje]. Pero no al que lo hace para hacer un servicio 
internacional” [E-2, Asociación del Transporte Internacional por Carretera]. 
 
Al mismo tiempo, la queja recurrente movilizada por las organizaciones empresariales 
respecto a la aplicación de la Directiva de desplazamiento en el sector del transporte apunta 
a los altos costes administrativos que supone para las empresas el cumplimiento de los 
registros obligatorios en los desplazamientos europeos.  
 
“El cumplimiento de las normas establecidas en ciertos países de la Unión Europea con respecto al 
transporte internacional supone lo que llamamos trabas administrativas importantes. Y justo va en 
contra de todo lo que se pretendía desde la propia Comisión Europea, que es eliminar las trabas 
administrativas a las empresas ¿no? El certificar o el dar a conocer a un país determinado que estás 
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cumpliendo con lo que te está exigiendo te supone a su vez mayor trabajo burocrático y mayor 
papeleo y más personal destinado a eso. Claro, en una empresa importante, grande, que esté 
haciendo transporte internacional todos los días, pues te supone tener casi una persona dedicada a esta 
actividad. Una persona más, que significa un coste salarial más, y además el entorpecimiento y la falta 
de tiempo y la tramitación que eso supone ¿no? Entonces, estamos completamente en contra de 
este tipo de actuaciones. Entendemos que debería de hacerse de otra forma ¿no?” [E-1, 
Confederación Española de Transporte de Mercancías]. 
 
Las organizaciones sindicales, por su parte, señalan un cierto desconocimiento o 
indiferencia en España por estas cuestiones del desplazamiento de trabajadores, que 
contrasta con la importancia y centralidad otorgadas a la cuestión en las organizaciones 
sindicales europeas.  
 
“El tema de la Directiva de desplazamiento y demás preocupa más a nivel de Europa, sobre todo en 
los países centrales, digamos occidentales ¿no? que al resto. El resto está un poco perdido. Tú 
preguntas aquí en el sindicato y muy poca gente sabe lo que es la Directiva de Desplazamiento de 
Trabajadores. Quizá en construcción... (…) Ni siquiera se ha decidido quién de aquí del sindicato va 
a participar en esa transposición [de la Directiva a España]” [E-3, Comisiones Obreras]. 
 
Los representantes sindicales españoles son partidarios de la plena aplicación de la 
Directiva de desplazamiento al sector del transporte (incluidas las medidas que, como 
hemos mencionado, están poniendo en marcha algunos Estados miembro) como elemento 
fundamental de lucha contra un dumping social en el sector que supone una progresiva 
pérdida de derechos para los trabajadores.  
 
“[En relación a] la Directiva de Desplazamiento de Trabajadores y el Convenio Roma 1, nosotros 
lo que estamos pidiendo es que haya el certificado de actividades cada vez que haya un 
desplazamiento. (…) Parece una cuestión meramente burocrática y un coñazo, por parte de las 
empresas dicen: ‘Ah, ya están poniendo trabas, mucho papel, que ellos tienen que llevar encima, la 
libertad de circulación, no sé qué, nos marean y tal’ ¿no? (…) [Sin embargo,] por esa vía sería posible 
exigir, porque lo que te hace la Directiva es decirte que si tú trabajas en otro país tienes que tener todo 
en otro país. Entonces, un tío que está en tránsito o desplazado a otro país debería cobrar salarios, o 
españoles si está en España, o alemanes cuando esté en Alemania. O va cobrando salarios españoles, 
luego franceses y luego alemanes.  
ENTREVISTADOR: Y COMO SINDICATO ¿OS PARECE QUE NO HABRÍA DISTINCIÓN 
ENTRE QUIÉN REALIZA CABOTAJE Y QUIÉN SIMPLEMENTE ESTÁ EN TRÁNSITO ...?  
Para nosotros todo. Todo el mundo que se desplaza y si llega a un país donde cobran más tiene 
que cobrar lo de ese país. 
ENTREVISTADOR: AUNQUE ESTÉ ATRAVESANDO DIGAMOS DISTINTOS PAÍSES.  
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Aunque esté en tránsito. Lo que pasa que en tránsito es más difícil de controlar y de detectar” [E-3, 
Comisiones Obreras] 
 
Su principal crítica, en lo que a la aplicación de la normativa se refiere, se centra en la 
laxitud en el control e inspección nacionales que acompañan su implementación. 
 
“Hay un problema fundamental que es el tema de la inspección y sanciones. Porque no es igual 
en toda Europa, no hay mecanismos de control. Entonces yo entiendo que muchas veces hacen la 
vista gorda. (…) No tiene nada que ver un país del Este con un país del centro de Europa, con España 
(…). Yo sé de trabajadores españoles que les han dicho: ‘sáltate el tacógrafo y tira, que la multa la 
pago yo. Que me es más rentable’. Claro, qué pasa, que cuando llega a Francia: paralizaciones. 
¡hostias! eso jode. Decían, ‘Vamos a meter un régimen sancionador’. Claro, si tú metes un régimen 
sancionador y dices, yo qué sé, por un incumplimiento de media hora del tacógrafo, multa de 
mil euros. Pues habrá quien lo pueda asumir. A un trabajador búlgaro o rumano le pones mil 
euros y le has jodido tres meses de salario. La Comisión Europea: ‘no, pues hay que poner las 
sanciones de acuerdo con el salario y el nivel contributivo para que pueda pagar y tal’. Señores, 
dejémonos de chorradas, no pongamos multas económicas: paralización. Paralización, que eso 
afecta a todo el mundo” [E-4, Unión General de Trabajadores]. 
 
En este sentido, la integración, como ocurre en Francia, de los diferentes cuerpos 
encargados de la regulación del tráfico y del trabajo, constituye la filosofía que ambos 
sindicatos aspiran que pueda hacer suya una futura Agencia Europea de Transportes para 
el control de la aplicación de la Directiva. 
  
“[En Francia] la inspección de transporte se llama inspección de trabajo de transporte (…) porque el 
mayor número de infracciones son de carácter social, son temas relacionados con el tacógrafo. Y 
ahora, tacógrafo y contratos. Entonces hablamos de las tres ‘t’: tráfico, trabajo, transporte. [En 
España] hay cierta coordinación entre tráfico y transporte porque se rigen por la misma 
normativa: tacógrafo, exceso de tiempo de conducción y descanso, etcétera. Pero no con trabajo. 
(…) Pero si tú no buscas, no es muy fácil detectarlas, porque las infracciones hay que detectarlas. Y 
por eso estamos pidiendo esa coordinación. (…) Incluso la propia Inspección de Trabajo lo decía ¿no? 
(…). Los de trabajo te decían: ‘No, no, perdona, transporte tiene su propia inspección’. Y nosotros 
decíamos: ‘Es que los de transporte sólo miran el tacógrafo. No miran si el contrato es ilegal, si 
excede el tiempo de trabajo, no sólo el de conducción y descanso, porque aquí trabajar no sólo es 
conducir, el tío tiene que cargar y descargar, hacer trámites administrativos, ir a recoger el vehículo a 
no sé dónde, etcétera’” [E-3, Comisiones Obreras]. 
 
Las diferencias nacionales en lo relativo al cumplimiento de la normativa europea se 
acompañan, para ambos actores, con la discrecionalidad con la que los diferentes Estados 
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organizan sus tareas de inspección y control: circunstancia que avala la urgencia de la 
constitución de un organismo de centralización de informaciones y de homogenización de 
procedimientos.  
 
“España siempre ha sido uno de los países que tiene las sanciones más altas. Pero hace dos años, 
en 2013, se bajaron un poco las sanciones de transporte. Pero hay bastantes diferencias entre unos 
países y otros. No es tanto en las sanciones, la forma de interpretar la normativa difiere también, 
aunque es normativa europea la mayoría de las veces, y también la frecuencia de las inspecciones. 
Hay una directiva que establece que cada país tiene que inspeccionar por encima de cierto número de 
días de trabajo de los conductores, por ejemplo, pero algunos países están muy por encima y otros 
están muy por debajo. Entonces eso no está funcionando todo lo bien que debería. Hay países en que 
se controla poco. (…) Y eso también es un motivo por el que alguno podría localizarse en un país que 
tuviera poco… Pero claro, tiene que haber un cierto equilibrio porque en España la inspección es 
bastante dura, en Portugal se dice que es bastante menos dura. Claro, lo que no queremos es que haya 
empresas que se vayan a Portugal” [E-2, Asociación del Transporte Internacional por Carretera]. 
 
“Dices, vaya, los ferroviarios tienen [Agencia Europea de Transporte], los marítimos también, 
los aéreos también, ¿carretera no? Porque esto sería un sistema de coordinación entre los diferentes 
países a la hora de perseguir actuaciones que ya empiezan a ser más globales, empiezan a ser 
intracomunitarias, no sólo de Estado miembro. (…) Hay un registro de empresas, en España 
suponemos que existe. Ese registro luego tiene que formar parte de un registro europeo. En muchos 
países ni pasan [datos] y la Comisión [Europea], como tampoco dice nada, pues ahí queda ¿no? Quiero 
decir, no inciden en aquellos países que no mandan datos, los datos son insuficientes, inspeccionan 
mal” [E-3, Comisiones Obreras]. 
 
La inspección de trabajo en España 
 
En este caso, el diagnóstico a considerar es el formulado por técnicos del Ministerio de 
Trabajo, agentes de la inspección de trabajo, en algunos casos estrechamente vinculados 
con la negociación y gestión por parte de España de la Directiva sobre la garantía de 
cumplimiento [Enforcement Directive] de 2014. Las principales informaciones recogidas 
pueden agruparse en dos bloques: [4] el relativo a la intrahistoria de la elaboración y 
negociación de dicha directiva de 2014; [5] el relativo a la especificidad española respecto 
a las tareas de control e inspección recogidas en la misma.  
 
El proceso de negociación y elaboración de la Directiva sobre la garantía de cumplimiento  
de 2014 
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[4] El primer elemento destacable en el discurso de los inspectores de trabajo entrevistados 
señala que detrás de la propuesta de directiva del año 2014, se encuentra la necesidad de 
delimitar en qué consiste la movilidad laboral legal en el marco de la libre prestación de 
servicios, frente a modalidades no legales registradas con cierta frecuencia en este tipo de 
actividades y definidas en términos de dumping social: básicamente la utilización de 
empresas buzón en cadenas de subcontratación con varios niveles.  
 
“El fraude no lo vemos tanto en las Empresas de Trabajo Temporal sino en las empresas 
subcontratadas que en realidad no prestan propiamente servicios sino que solamente prestan 
mano de obra. Actúan como empresas de trabajo temporal pero sin cumplir las garantías de 
solvencia y organización que la ley requiere a éstas últimas. Éstas son las que llamamos empresas 
buzón o letterbox companies (…).” [E-5, Inspección de Trabajo (Vizcaya)]. 
 
“La Comisión ¿por qué decide hacer otra nueva directiva que desarrolle y detalle la aplicación 
de la directiva anterior [de desplazamiento de trabajadores]? Bueno, pues porque se habían 
producido muchas quejas de determinados Estados miembro, en el sentido del social dumping 
(…) Las empresas buzón, consistentes en montar una pequeña oficina o contratar una gestoría que 
recluta a los trabajadores en otro Estado, pero que te los trae a donde realmente tú los tendrías que 
contratar. Este tipo de abusos fueron los que pusieron en alerta a los servicios de la Comisión y decidió 
revisitar, digamos reformar la Directiva” [E-6, Inspección de Trabajo (Gerona)]. 
 
Para los distintos actores sociales europeos, la Directiva de Desplazamiento de 
Trabajadores de 1996 resultaba insuficiente y requería un desarrollo con el que tratar de 
dar respuesta a algunos de los problemas y limitaciones detectados desde su puesta en 
marcha. El consenso sobre la necesidad de reformular la Directiva de 1996 no impidió, sin 
embargo, que la aprobación de esta nueva Directiva de 2014 fuera largo y costoso, 
implicando un largo y conflictivo proceso de negociación que conllevaría múltiples 
modificaciones con respecto a las propuestas iniciales (retirada de algunos elementos 
vinculados a la Directiva de desplazamiento, como una propuesta relacionada con la acción 
colectiva transnacional de los sindicatos, reformulación de puntos clave como el referido a 
la responsabilidad solidaria en las cadenas de subcontratación, etc.)46.  																																																								
46 Otros entrevistados se han hecho eco igualmente de lo complejo de las negociaciones en el seno de la 
Unión Europea, considerándolo un factor relevante a la hora de justificar el rechazo por parte de algunos 
actores a reabrir la discusión en torno a algunas normas aprobadas con mucho esfuerzo. Se encuentra, por 
ejemplo, presente como veremos en el discurso de la patronal europea sobre la inconveniencia de reformular 
la Directiva de desplazamiento como parece pretender la Comisión Europea y es igualmente reconocido por 
las personas entrevistadas de la DG de Movilidad de la Comisión Europea. Lo hemos visto también en 
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“Yo estaba [en calidad de experto] en el grupo en el que se cuece el texto (…). La Directiva fue una 
Directiva de mucha discusión, de muy largo tratamiento, porque empezó, duró desde el 2011 
hasta el 2014 que se aprobó, discusiones a nivel del Consejo fueron en los años 2012, 2013 y 2014. 
Fue una Directiva muy conflictiva, iba acompañada del reglamento. Era el reglamento del Consejo 
sobre el derecho a adoptar medidas de conflicto colectivo. Este reglamento regulaba algunos aspectos 
de la situación o de la normativa que debía seguirse, por ejemplo, en caso de huelgas en materia de 
desplazamientos temporales. Al final se entendió que era un tema que era de subsidiariedad estatal y 
se abandonó. Se sacó la tarjeta amarilla que llaman, el yellow card en la Unión Europea, y se descartó. 
La Comisión lo presentó y lo retiró. Y entonces sólo quedó la Directiva [de desplazamiento de 2014]” 
[E-6, Inspección de Trabajo (Gerona)].  
 
A nivel europeo, incluida España, el sector que, en primera instancia, movilizaba todas las 
preocupaciones –quedando reflejado en el articulado de la Directiva y utilizado por la 
patronal europea, como veremos, para justificar la inaplicabilidad de la Directiva de 
desplazamiento al sector transporte– era la construcción, donde se concentra no sólo el 
mayor volumen de trabajadores desplazados en Europa, sino además muchas de las 
prácticas denunciadas como dumping social, así como, lógicamente, los actores sociales 
más movilizados al respecto. 
 
"España se alineó más con los países de Europa occidental en el sentido de que... ten en cuenta 
que en aquel momento España era receptora. Nosotros teníamos un problema importante con la 
mano de obra de Portugal, que venía... 
ENTREVISTADOR: EN CONSTRUCCIÓN FUNDAMENTALMENTE, SUPONGO. 
En construcción, que venía a prestar servicios a las obras con unos salarios y una Seguridad Social 
más baja, lo cual les hacía empresas más competitivas que quitaban contratos a las propias empresas 
nacionales. Y en muchos casos pues había salarios inferiores a los de aquí, te hablo de los convenios 
colectivos, incluso el base (…). Con lo cual España en ese momento se alineaba [con los países 
occidentales]. Hoy en día, la situación de España puede haber cambiado porque, yo no sé los 																																																								
relación al temor de algunos sindicatos españoles con respecto a la pretensión patronal de incorporar cambios 
“insignificantes” en ciertas partes de la Directiva de tiempos de conducción y descanso en el sector del 
transporte (“tú estás trasladando deseos a un sitio que son veintitantos países, todo el mundo opinando, cada 
uno y cada grupo político dentro de cada país opinando de una manera y dices bueno, eso tiene que pasar 
un laberinto (...). Pueden hacer una propuesta, esa propuesta la puede asumir o no como un borrador la 
Comisión, la Comisión la tiene que llevar al Comité de Diálogo Social, nosotros la discutimos, estamos o no 
estamos de acuerdo, se modifica. Luego tiene el proceso de codecisión, que se supone que agotarían entero, 
sería dos vueltas al Parlamento ida y vuelta, ¿eh? y ¿qué parte de la Comisión acepta lo que le dice el 
Parlamento? Cada vez que vaya al Parlamento pueden ser 500 enmiendas” [E-3, Comisiones Obreras]). 
Complejidad, conflictividad y lentitud habituales en el funcionamiento y negociaciones de las instituciones 
y actores europeos que, en el caso que aquí nos ocupa, parecen haber sido especialmente marcadas, poniendo 
en evidencia que nos encontramos ante una norma de gran relevancia para la definición del modelo 
económico y social europeo. Una directiva que, en este sentido, va más allá de la cuestión formal de los 
“trabajadores desplazados” propiamente dichos.  
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últimos datos, pero no hace mucho ya se veía que España estaba casi enviando más trabajadores 
fuera de los que recibía, con lo cual…  Lo mismo cambian los intereses en el sentido de la Directiva. 
De hecho, España de momento no se ha alineado (…) [con respecto a] una nueva iniciativa de 
varios países europeos que es el Mobility Package que (…) ha sido inspirado o instigado, como lo 
quieras decir, por varios países de Europa occidental: Francia, Holanda, Bélgica y algunos más, y 
bueno, el principio básico por el que se quiere regir es de ‘igual trabajo, igual salario” [E-6, 
Inspección de Trabajo (Gerona)]. 
 
“Entonces aquí, por ejemplo, en la construcción de Vizcaya, que es donde más problemas hay con 
esto [del desplazamiento de trabajadores y el dumping social], vemos que los trabajadores portugueses 
cuando les pedimos las nóminas, por lo menos de manera documentada, formalmente, cubren el 
convenio de Vizcaya pero luego cotizan a la Seguridad Social portuguesa por el salario mínimo 
portugués. O sea, cotizan con la base mínima de cotización portuguesa. Esto sería un fraude que escapa 
de nuestro control y que solamente correspondería vigilar a la Seguridad Social portuguesa” [E-5, 
Inspección de Trabajo (Vizcaya)]. 
 
No obstante, en lo relativo a nuestro país, los inspectores ponen el énfasis también en 
algunos ejemplos ligados con la hostelería y el sector turístico, además de llamar la 
atención sobre los propios problemas del sector del transporte.  
 
“La construcción el que más, luego hostelería, porque España es un país muy turístico, y luego todo 
aquello relacionado con la construcción o con la industria. Montajes, hay mucho tema de montajes, 
sí.” [E-6, Inspección de Trabajo (Gerona)]. 
 
“Una cadena hotelera muy grande, o sea, de éstas que tenían 50 u 80 hoteles. Y entonces empezó 
a haber denuncias sobre trabajadores polacos y rumanos que iban a los hoteles a trabajar, pero 
les contrataban en la República Checa en una ciudad que se llamaba Brno, en una oficina. 
Entonces esos trabajadores, al principio, incluso cobraban salarios inferiores a los que establecía 
el convenio de Baleares. Pero ahí los sindicatos se movieron y consiguieron que les dieran el mismo 
salario que a los trabajadores españoles. Pero ahí no acabó la cosa, porque aparte de esto, parece ser 
que hacían horas extras, que no tenían descansos, trabajaban sábados y domingos y que las 
condiciones, donde les tenían alojados, en algunas ocasiones, eran lamentables en cuestiones de 
salubridad. Bueno pues todo esto fue objeto de una inspección conjunta entre la Fiscalía, la Inspección 
de Trabajo y la Inspección de Hacienda. (…) Empezamos a comunicar con la inspección de la 
República Checa para que nos comunicaran cómo se reclutaban estos trabajadores allí. Y fueron al 
despacho donde supuestamente se reclutaban y era una oficina, una cosa que estaba cerrada. Y parece 
ser que se reclutaban no sabemos si en el despacho o a pie de calle, se les contrataba para venir a 
España a trabajar a los hoteles, con la Seguridad Social de allí, que era muchísimo más barata que la 
de aquí, con un ahorro de costes muy considerable respecto a si ese mismo empresario contratara los 
trabajadores en España. (…) Aquí había infracciones que fueron: la de los falsos autónomos, que 
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hubo que darles de baja como autónomos y darles de alta por cuenta ajena; la infracción de las 
condiciones de seguridad e higiene, la infracción de que no comunicaron el desplazamiento. 
Tampoco tenían formulario A1, que en aquel entonces era el E-101. O sea, era el típico reclutamiento 
a lo bruto. Y luego, la infracción más importante era la falta de legitimidad del desplazamiento, 
o sea que era una empresa buzón, que no era un desplazamiento real” [E-6, Inspección de Trabajo 
(Gerona)]. 
 
Las principales novedades incorporadas a la Directiva finalmente aprobada podrían 
resumirse, en opinión de nuestros informantes, en la clarificación de la noción de 
desplazamiento legal de trabajadores (frente a las prácticas de dumping social previamente 
señaladas), así como en la tentativa de impulsar mecanismos con los que frenar y limitar 
las prácticas ilegales de desplazamiento: coordinación entre administraciones públicas e 
inspección de trabajo de los diferentes Estados miembro, centralización e intercambio de 
información, mecanismos de cobro de sanciones más eficaces…    
 
“La Directiva [de 2014] digamos que tiene tres puntos importantes que son: lo que se entiende 
por el desplazamiento temporal de trabajadores en el marco de una provisión de servicios, lo 
que debe entenderse por desplazamiento legítimo, lícito y lo que puede ser un fraude. Se dan 
unos criterios para interpretar lo que puede ser un fraude, porque hay muchas situaciones dudosas en 
esto de los desplazamientos. Luego, tiene una parte que es de cooperación entre las autoridades 
administrativas, entre las inspecciones de trabajo de los distintos Estados miembro. Y luego 
tiene una tercera parte que es la relativa a la ejecución transfronteriza de sanciones y 
notificación transfronteriza de documentos administrativos” [E-6, Inspección de Trabajo 
(Gerona)]. 
 
La intrahistoria de la negociación que permitió la aprobación de esta Directiva de 2014 
pasó por un quid pro quo entre países con posiciones diferenciadas que afectaba 
esencialmente a la concreción de estos últimos procedimientos: el carácter cerrado o abierto 
de la lista de exigencias administrativas a incorporar en la información y notificaciones 
obligatorias se entremezcló en la negociación con la cuestión de la responsabilidad 
solidaria en las cadenas de subcontratación (en lo relativo a sanciones, responsabilidad 
frente a posibles impagos de salarios, etc.). La obligatoriedad con la que se concebía 
inicialmente la responsabilidad solidaria en las cadenas de subcontratación por parte de la 
Directiva fue posteriormente suavizada (posibilitando a cada Estado definir con 
flexibilidad los términos y extensión de tal responsabilidad), lo que facilitó la incorporación 
en la Directiva de un listado abierto de informaciones requeridas (que posibilitaba a los 
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países receptores de trabajadores desplazados una mayor libertad –y capacidad de control– 
a la hora de definir requisitos para las empresas que desplazan trabajadores). 
 
“Las negociaciones fueron difíciles, porque hubo un momento en que había mucho 
enconamiento, había dos artículos clave que eran: el de la responsabilidad solidaria en las 
cadenas de subcontratación (…) y luego el artículo 9, que se refería a los requisitos 
administrativos. Es decir, cuando una empresa se traslada a otro Estado miembro tiene que hacer una 
declaración previa, en la cual debe incluir una serie de datos: el lugar donde va a hacer los trabajos, el 
número de trabajadores que va a realizarlo, el tiempo de duración estimado... Y bueno, ahí había una 
serie de requisitos que se estuvo discutiendo si debían ser una lista abierta o una lista cerrada. (...) Y 
al final se aprobó una lista abierta (...). Lo que pasa es que se suavizó un poco este artículo porque 
previó la posibilidad de que en sustitución de un sistema de responsabilidad solidaria se pudieran 
establecer otras medidas alternativas, por ejemplo, sancionadoras. Y ahí, entre esos dos artículos 
digamos que fue dónde se logró el equilibrio para que se aprobara la Directiva [de 2014], si no, no se 
podría haber aprobado” [E-6, Inspección de Trabajo (Gerona)]. 
 
Valorando las mejoras que la Directiva de 2014 representa en la lucha contra los abusos y 
malas prácticas en el desplazamiento transnacional de trabajadores, los informantes 
destacan tanto el avance, en términos de cooperación europea, que supondrá la progresiva 
extensión en la utilización del IMI (Internal Market Information System) como la 
implementación de procedimientos que permiten cobrar las sanciones impuestas por un 
Estado miembro a una empresa que ha movilizado ilegalmente trabajadores en su territorio 
por parte de otro Estado miembro (donde reside el domicilio oficial de la empresa).  
 
“El sistema IMI está muy relacionado con la Directiva. El artículo 18 de la Directiva, cuando 
establece cómo se tramitan las peticiones de ejecución o de notificación, establece que todo se 
haga a través del sistema IMI. El sistema IMI es Internal Market Information System, es un sistema 
que tiene la Comisión Europea que empezó utilizándose para la Directiva de reconocimiento de 
cualificaciones profesionales, posteriormente se amplió a la Directiva de servicios, posteriormente se 
amplió en un programa piloto a la Directiva de desplazamientos temporales, en la que yo estuve en 
Bruselas trabajando, y luego se ha ido ampliando a no sé si son 3 ó 4 ó 5 directivas más. Una de ellas 
es EUROCASH, por ejemplo, que ahora recuerde, pero bueno hay dos o tres más. Entonces es un 
sistema totalmente electrónico, que cuenta con traductores automáticos y que permite la interacción 
entre los distintos Estados sobre cualquier pregunta sobre cualquier empresa. Si tú, por ejemplo, eres 
un inspector y vas a una obra y ves una empresa que es rumana que tiene tal nombre, y consigues 
ver el número de registro mercantil de allí, con ese nombre se lo envías a ese país y preguntas. 
Le dices, a ver si está debidamente registrada allí, si está debidamente dada de alta en la Seguridad 
Social, cuántos trabajadores tiene, dónde está su domicilio, y ellos te contestan. Y todo va por vía 
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electrónica (…). La Directiva se refiere a la posibilidad de acceder a registros de otros países, siempre 
y cuando estén incluidos en el sistema IMI” [E-6, Inspección de Trabajo (Gerona)]. 
 
“Y luego la Directiva también tiene un avance muy importante, el capítulo sexto, que es la posibilidad 
de que, cuando se impone una sanción por incumplimiento de la normativa laboral a una empresa que 
viene de otro Estado miembro pues... Durante muchísimos años se le imponía, por ejemplo, una 
sanción, un acta de infracción, luego se le notificaba una resolución sancionadora, pero esta 
notificación nunca llegaba, se enviaba al consulado, porque esas empresas por ejemplo ya se habían 
vuelto a su país. Era imposible. Y con la Directiva –lo que pasa que ahora está todavía pendiente 
de desarrollo– lo que se ha logrado es aprobar un procedimiento para que esa sanción se ejecute 
en otro Estado, que ese Estado reciba la sanción del Estado que envía y que la tramite como si 
se tratara de una sanción propia. (…) Con lo cual, esta parte de la Directiva, que es el capítulo 
sexto, ha supuesto un avance muy importante en este tema, porque ten en cuenta que… yo creo 
recordar que en España había un inventario de alrededor de varios miles de sanciones impuestas a 
estas empresas que era imposible de notificar, de cobrar” [E-6, Inspección de Trabajo (Gerona)]. 
 
No obstante, los inspectores de trabajo coinciden con los sindicatos españoles en reclamar 
la institucionalización europea de espacios de coordinación transnacional relativos al 
seguimiento (inspección y sanción) del cumplimiento de condiciones de trabajo y en 
materia de fraude a las seguridades sociales nacionales (dado que el único espacio 
institucional actualmente en funcionamiento, el SLIC, se restringe nominalmente a la 
seguridad y salud en el trabajo).   
 
“Lo que pasa es que la única instancia sobre inspección de trabajo que existe a nivel de la Unión 
Europea tiene como competencia fundamental la seguridad y salud en el trabajo. Se trata del 
SLIC: el Senior Labour Inspectors Committee, que es en el que desarrollo mis actividades. EL SLIC 
se limita fundamentalmente a la seguridad y salud en el trabajo y el problema general del fraude 
en los desplazamientos es sobre salarios, seguridad social y jornadas de trabajo. O sea, los 
salarios (se pagan menos salarios de lo que se debe abonar conforme a los convenios colectivos), las 
jornadas (se realizan con frecuencia horas extraordinarias y se incumplen los descansos semanales y 
entre jornadas) y el fraude de la Seguridad Social (se pagan fraudulentamente menos cotizaciones 
porque la empresa se encuentra establecida teóricamente en Portugal, pero está permanentemente en 
España, el efecto es que se paga menos a la Seguridad Social portuguesa que a la española, o los 
españoles pagan menos a la española que a la francesa). En esto consiste el verdadero fraude. Lo que 
pasa es que no hay nada organizado a nivel de Europa respecto a la inspección de trabajo para 
controlar el verdadero fraude en los desplazamientos, todavía no. Se quiere hacer la plataforma 
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contra el trabajo no declarado, Undeclared Work Platform…”47  [E-5, Inspección de Trabajo 
(Vizcaya)]. 
 
Finalmente, en lo que se refiere a iniciativas más recientes impulsadas en la Unión Europea 
e íntimamente relacionadas con el fenómeno del desplazamiento de trabajadores y la lucha 
contra el dumping social –como el Mobility Package instigado por los Estados del centro 
de Europa bajo la filosofía de “igual trabajo, igual salario”– los informantes entrevistados 
consideran que dichas iniciativas traducen normativamente, a escala continental, las 
mismas tensiones que las iniciativas alemana y francesa revelaban para los agentes sociales 
en el apartado anterior: la persistencia de la movilización para-legal (o directamente ilegal) 
de trabajadores en otros sectores diferentes al que inicialmente inspiró la Directiva (por 
ejemplo, el transporte internacional) invita a los Estados importadores de mano de obra 
foránea a radicalizar las medidas orientadas a proteger sus mercados internos.  
 
“Aquí hay dos tipos de transporte, el de navegación, que me parece que está fuera, y luego el de 
transporte por carretera, que hay dos tipos: el de cabotaje, que sabes que es el que hace un camión, 
por ejemplo, un camión francés que hace sus labores de transporte en España, entra por Gerona y aquí 
hace repartos en Barcelona, Gerona, Tarragona y luego se vuelve allí [a Francia]. Y luego está el 
transporte internacional que es el camión que sale de España, carga en España, descarga en Francia, 
vuelve a cargar en Luxemburgo, descarga en Alemania, se vuelve vía Holanda, carga... y vuelve a 
España. Ese es el transporte internacional. Entonces, el transporte de cabotaje sí está incluido en 
la Directiva y, en ese sentido, los transportistas, los conductores tendrían que observar lo que es 
el salario mínimo, me parece que es del sector, del país en el que realizan el cabotaje. Y luego 
está el transporte internacional. El transporte internacional ya es mucho más complicado 
porque claro, un transportista puede estar en un solo día en tres países. Imagínate que sale de 
Lille y pasa por Luxemburgo, va a Holanda y hace la noche en Bélgica. Esto puede suceder. Entonces 
claro, ¿te imaginas lo que es hacer una nómina con los salarios de cuatro países, en función de las 
horas que ha estado en cada país? Es algo que no tiene mucha utilidad práctica. Entonces, el 
transporte internacional está fuera de la Directiva. Yo sé que hay países, por ejemplo Francia, 
que están muy interesados en que esto se regule. En la Directiva no se incluyó ninguna, en la nueva 
[Directiva de 2014] digo, ninguna disposición relativa al transporte, con lo cual sólo queda 
interpretar que lo que se aplica es lo que hay de la antigua Directiva, la de 1996” [E-6, Inspección 
de Trabajo (Gerona)]. 
 
"La Directiva Mobility Package es una modificación normativa planteada por los Estados fuertes 
de la Unión y tras el principio de “igual salario a igual trabajo” y el rechazo al “dumping social” 																																																								
47 Desde la realización de esta entrevista, en septiembre de 2015, dicha plataforma ha sido puesta en marcha 
bajo el nombre de European Platform Tackling Undeclared Work. Véase: 
http://ec.europa.eu/social/main.jsp?catId=1299&langId=en 
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subyace un tema de proteccionismo de las propias empresas. Ahora, con la nueva Directiva de 
desplazamiento aprobada (que postula la idea de mismo salario), la pregunta es cómo una empresa 
rumana va a conseguir un trabajo en Bélgica si le va a resultar mucho más caro que lo que le cuesta a 
una empresa belga (sin gastos de desplazamiento). Lo ideal –es cierto– es que todos en Europa 
perciban el mismo salario por el mismo trabajo, pero creo que todavía en Europa estamos lejos de 
ello, y se puede discutir cuál hubiera debido ser la dirección a seguir por la nueva Directiva o la 
fórmula de compromiso antes de dejar a muchos países del Este y Portugal descontentos con algunos 
aspectos de la Directiva. En efecto, una vía intermedia hubiera sido la propuesta por algunas 
delegaciones y recogida en el informe de progreso del GAS (Grupo de Asuntos Sociales del Consejo) 
del 25-11-2016: alternativa B) consistente en un 'sistema dual' (seis meses salario mínimo y 
'remuneración' definida en cada país receptor para desplazamientos de mayor duración)48. Al no 
haberse logrado este compromiso, no son de extrañar las Declaraciones que determinados países han 
formulado a la Directiva conteniendo quejas sobre el plazo de entrada en vigor por la novedad del 
término 'remuneración', entre otras cuestiones (República Checa, Eslovaquia y Portugal), sobre 
proteccionismo (Hungría y Polonia) o sobre las repercusiones que la norma tendrá en la 
competitividad (Croacia, Letonia y Lituania) 49. Por último, resulta igualmente lamentable que ni 
siquiera haya quedado claro qué legislación se aplica a los complementos específicos por 
desplazamiento, si la del Estado receptor o la del Estado de origen"50  [E-6, Inspección de Trabajo 
(Gerona), comunicación personal efectuada en julio de 2018]. 
 
Control e inspección en España de las infracciones en materia de desplazamiento de 
trabajadores 
 
[5] Por otro lado, como segundo gran bloque temático registrado en las entrevistas a estos 
informantes clave podemos señalar que, las diferencias a escala europea y las deficiencias 
en el territorio nacional, en lo relativo a las labores de inspección y sanción que nos 
señalaban los agentes sociales (particularmente los sindicatos) al final del apartado anterior, 
han resultado ampliamente corroboradas por nuestros informantes vinculados a la 
inspección de trabajo 51 . La inexistencia de registro mecanizado alguno acerca de 
notificaciones de movilidad enviadas por las empresas, archivadas (o no) en papel en las 
																																																								
48  Ver informe en su pág. 6 disponible en https://eur-lex.europa.eu/legal-
content/ES/TXT/PDF/?uri=CONSIL:ST_14368_2016_INIT&from=EN 
49 https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CONSIL:ST_9383_2018_ADD_1&from=EN 
50  Ver Declaración de la Comisión en https://eur-lex.europa.eu/legal-
content/ES/TXT/PDF/?uri=CONSIL:ST_9383_2018_ADD_1&from=EN 
51 La propuesta de creación de una Autoridad Laboral Europea [European Labour Authority] anunciada por 
el presidente de la Comisión Europea en septiembre de 2017 podría, sin duda, suponer un impulso y una 
mejora significativos en lo relativo a la coordinación de las diferentes inspecciones de trabajo nacionales. La 
propuesta formulada posterga, no obstante, hasta 2019 la puesta en marcha de dicha Autoridad Laboral 
Europea, y hasta 2023 su pleno rendimiento. Para más información véase: 
http://ec.europa.eu/social/main.jsp?catId=1414&langId=en 
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Consejerías de Trabajo de cada Comunidad Autónoma (inexistencia que impide 
centralización alguna), así como la ausencia de bases de datos compartidas y/o plataformas 
virtuales de información administrativa (en inglés) entre la Tesorería General de la 
Seguridad Social y el Ministerio de Empleo (Dirección General de Inspección), destacan 
como las mayores rémoras para el futuro seguimiento del cumplimiento de la Directiva.  
 
“A nivel europeo se ha avanzado mucho con el sistema IMI y se va a seguir avanzando. Pero, por 
ejemplo, en España un problema importantísimo es que no haya un registro nacional de 
comunicaciones de desplazamiento, de empresas desplazadas. No existe. Cada Comunidad 
Autónoma tiene lo suyo y lo tiene en un cajón. Hoy en día eso es impensable. Es una cosa que 
estamos en la prehistoria” [E-6, Inspección de Trabajo (Gerona)]. 
 
“Es muy importante el tema de la información. Si tú fueras un empresario checo y quisieras trabajar 
en Madrid con tu empresa y te tienes que traer a cinco o seis trabajadores y te metes en la página web 
para ver (...). Ten en cuenta que, por ejemplo, la Seguridad Social, la Tesorería tiene su propia página 
web de desplazados, el Ministerio tiene su página web de desplazados. La nueva Directiva habla de 
que sólo haya una página web. Temas importantes serían, la conexión absoluta y total a nivel 
nacional y también a nivel europeo” [E-6, Inspección de Trabajo (Gerona)].  
 
“Tendría que hacerse una instrucción o circular conjunta, entre la Tesorería General de la 
Seguridad Social y la Dirección General de la Inspección, sobre el tratamiento de aquellos casos 
en los que vemos que puede haber fraude en la expedición del certificado A1. O sea, el A1 lo 
expide, por ejemplo, Portugal o Rumania, pero la empresa no desarrolla su actividad en Portugal, 
trabaja en otro Estado miembro. El problema es general y la solución pasa necesariamente porque 
antes de extender el documento A1 la institución competente pregunte a la Inspección de Trabajo de 
su respectivo Estado sobre el volumen real de actividades de la empresa en ese país” [E-5, Inspección 
de Trabajo (Vizcaya)]. 
 
Todas estas deficiencias apuntan a que la labor inspectora y sancionadora actual han tocado 
posiblemente tan solo una parte menor (la “punta del iceberg”) del verdadero nivel de 
fraude asociado con tales prácticas.  
 
“La inmensa mayoría de los casos que he visto de trabajadores desplazados trabajan para 
empresas que no han hecho la comunicación de desplazamiento a la Autoridad laboral de una 
Comunidad Autónoma. Si la empresa no trae esa comunicación cuando se la requiero tampoco puedo 
preguntar a la administración si esa comunicación ha sido o no presentada ya que no existe una base 
de datos nacional y, en la inmensa mayoría de los casos, tampoco autonómica, de dichas 
comunicaciones. La inmensa mayoría de las empresas desplazadas que nos encontramos de modo 
casual en las visitas de inspección, sobre todo en obras de construcción, no han presentado 
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declaración. Es general el desconocimiento de esta obligación” [E-5, Inspección de Trabajo 
(Vizcaya)]. 
 
La situación de opacidad informativa desde el punto de vista de la administración resulta 
aún mayor en sectores como el transporte donde la movilidad misma resulta un rasgo 
intrínseco a la propia actividad laboral.       
 
“Hasta ahora [2015] no ha habido una inspección programada de la actividad del transporte 
internacional. Creo que en Cataluña hay ahora mismo alguna investigación en marcha sobre 
transporte, de una empresa búlgara que está haciendo desplazamiento de trabajadores de manera 
fraudulenta. También sé que los sindicatos europeos están muy interesados en el tema del transporte 
y todas las demandas que presentan ante la Comisión Europea para el control transfronterizo 
fundamentalmente se refieren al transporte. (…). Durante la crisis se ha dejado de lado el tratamiento 
de todos los temas en general que fueran más allá del control de la economía sumergida pura y dura. 
Pero esto también puede ser economía sumergida, es trabajo no declarado, en un sentido amplio, pero 
no ha habido gran interés en ello, no se veía bien claro qué se podía sacar ya que el resultado final 
positivo de estas acciones depende de la voluntad de cooperar de otros Estados y esto no siempre se 
consigue”52 [E-5, Inspección de Trabajo (Vizcaya)]. 
 
Los actores europeos 
 
Abordamos aquí a funcionarios ligados a la Comisión Europea (Dirección General de 
Movilidad y Transporte) y a representantes de los agentes sociales europeos: las principales 
organizaciones empresariales –la generalista (Business Europe), la específica del sector del 
transporte por carretera (Unión Internacional de Transporte por Carretera-IRU) y la que 
agrupa a las empresas de contratación temporal (Confederación Europea de Agencias 
Privadas de Empleo-EUROCIETT)– así como las principales organizaciones sindicales: la 
Confederación de Europea de Sindicatos (CES) y la Federación Europea de Trabajadores 
del Transporte (ETF) que cierran nuestro análisis, permitiéndonos [6] profundizar en los 
conflictos y escenarios apuntados en el apartado precedente, ligados con el desarrollo de 
las directivas para el sector, desde el punto de vista, en este caso, de la administración 
europea; [7] el relato de la parte empresarial sobre las problemáticas del sector y el 
																																																								
52 Esta situación ha cambiado más recientemente ya que, desde 2017 aproximadamente, la Inspección de 
Trabajo -en coordinación con el Ministerio de Fomento y las Fuerzas de Seguridad del Estado- sí ha puesto 
en marcha en España actuaciones de inspección sobre el transporte internacional [E-5, Inspección de Trabajo 
(Vizcaya), comunicación personal efectuada en julio de 2018]. 
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desplazamiento de trabajadores y [8] el discurso de la parte sindical sobre este mismo 
fenómeno, ambos a escala europea. 
 
La Comisión Europea y las Directivas de desplazamiento aplicadas al sector del transporte 
 
[6] Respecto del proceso de elaboración y negociación de las directivas de desplazamiento 
nuestras informantes de la Comisión Europea aportan varios datos suplementarios que 
confirman y amplían lo señalado previamente:  
 
a) Antes de la propuesta alemana de aplicación de su salario mínimo a todo desplazamiento 
registrado en su territorio, jamás hubo discusión ni reflexión sobre el sector del transporte 
en el marco de la negociación y elaboración de la Directiva de Desplazamiento de 
Trabajadores. Tal y como mencionamos previamente, el marco regulatorio establecido por 
dicha Directiva estaba pensado a partir de la problemática y características de sectores 
como el de la construcción, siendo, a juicio de las informantes aquí entrevistadas, de difícil 
aplicación al sector del transporte propiamente dicho.  
 
“No había habido ninguna discusión sobre esta cuestión antes de que surgiera el tema del salario 
mínimo alemán, nunca hubo discusiones sobre desplazamiento y aplicación del salario mínimo 
nacional o las condiciones nacionales de empleo hasta que se planteó esto. ¿Por qué? Pues porque 
es muy difícil encontrar una auténtica situación de desplazamiento en el transporte 
internacional (…). Así que no se había producido antes discusión sobre esto porque nadie lo había 
considerado como desplazamiento (…). Nosotros sabemos, obviamente, que no existe una duración 
mínima del desplazamiento en la Directiva de Desplazamiento de Trabajadores, pero, por otro lado, 
si tenemos en cuenta las restricciones desproporcionadas a la prestación de servicios [que supone la 
iniciativa alemana]… Aun considerando el ejemplo de alguien que esté allí [en Alemania] únicamente 
un par de horas y aceptando que el objetivo del salario mínimo en Alemania sea proporcionar 
protección social, si comparas los beneficios obtenidos por el conductor, los ingresos, verás que, 
aunque gane algo más de dinero de lo que ganaría con los salarios de su país, estaríamos hablando de 
un incremento de apenas un par de euros. Si lo comparas con la carga administrativa que supone para 
su empleador es algo absolutamente desproporcionado” [E-7, DG Movilidad y Transporte CE]. 
 
b) En relación con la iniciativa unilateral impulsada por Alemania, aún está en discusión 
en la Comisión Europea si sería necesario adoptar medidas legales contra dicho país o bien, 
como parece preferible para la DG de Movilidad y Transporte, iniciar una revisión de la 
Directiva de desplazamiento con el objetivo de integrar exclusivamente las especificidades 
del transporte internacional, paliando así las carencias presentes desde el principio en el 
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diseño de la Directiva de desplazamiento (y sus posteriores modificaciones) en relación a 
los problemas de este sector.  
 
“Una de las posibilidades sería que hubiera jurisprudencia ya establecida, esto significaría que 
tendríamos que ir a juicio contra Alemania y todo el mundo quiere evitar esto, obviamente, 
porque nos llevaría al menos otros dos años. Otra opción podría ser efectuar una revisión 
focalizada de la Directiva de desplazamiento para incorporar las especificidades del transporte 
internacional. Porque, francamente, la Directiva se estableció ad hoc por la gente que estaba por 
entonces implicada en el borrador, negociando en el Consejo la Directiva. Quizá los franceses o los 
alemanes dijeron ‘oye, nosotros no habíamos pensado en el tema del transporte, cuando se estaba 
negociando los problemas se centraban en el sector cárnico, en la construcción, etc.’; y entonces, 
al final de la negociación, alguien vino con aquello de ‘¿y qué pasa con el transporte internacional?’ 
(…) Firmaron una declaración diciendo que, en lo que se refiere al transporte internacional, si no se 
daban ciertas condiciones, los trabajadores no deberían ser cubiertos por esta [Directiva]… Pero es 
algo tan vago… Parece que se dieron cuenta de que había un problema con el desplazamiento de 
trabajadores y su aplicación al transporte internacional y por eso firmaron la declaración, pero, 
obviamente, legalmente no tiene mucha relevancia, sobre todo porque fue redactada de forma tan 
ambigua que nadie sabe cómo interpretarla” [E-7, DG Movilidad y Transporte CE]. 
 
En cualquier caso, la posición de la Comisión Europea con respecto a la medida germana 
es nítida: además de negativa por lo desproporcionado de las consecuencias que supone su 
aplicación para los empleadores, se trata de una iniciativa que supone tratar de “matar 
moscas a cañonazos”, no afrontando el verdadero problema de fondo: las prácticas 
irregulares presentes en el sector que suponen una competencia desleal (cabotaje ilegal, 
empresas buzón, etc.). 
 
“Los alemanes tienen un problema con esos conductores procedentes de países más baratos, de 
terceros países parados en sus puertos, en lugares concretos donde permanecen muchas semanas o 
meses, hacienda cabotaje ilegal a precios muy bajos. Creo que este es el principal problema. (…) Ellos 
piensan que están debilitando a sus camioneros nacionales porque otros están haciéndolo muy barato 
debido a que pagan salarios muy bajos. Pero no se trata de un problema de salarios mínimos, es 
un problema de prácticas de empleo ilícitas, es un problema de cabotaje ilegal, es un problema 
de empresas buzón o de empresas de trabajo temporal radicadas en países con estándares 
laborales baratos. Y esto no se va a resolver castigando a todo el sector” [E-7, DG Movilidad y 
Transporte CE]. 
 
Finalmente, al igual que ocurría con los informantes clave anteriormente analizados, 
también aquí los problemas relativos a la escasa información contrastable disponible sobre 
Esta es una versión previa del libro publicado en la Editorial Bomarzo (Albacete), 2018 
(ISBN: 978-84-17310-37-0) https://www.editorialbomarzo.es 
	 105 
el fenómeno del desplazamiento de trabajadores, particularmente en lo relativo al sector 
del transporte por carretera, vuelven a centrar el discurso de los técnicos, en este caso, al 
nivel de la UE.       
 
“Tenemos siempre un problema con los datos, con el acceso a los datos, con su significación, con 
su responsabilidad y alcance. Nosotros compilamos datos cada dos años. Es decir, cada dos años 
recibimos informes de los Estados miembro acerca de cómo han sido implementadas las normas sobre 
tiempos de conducción y trabajo, cuantos controles han efectuado, cuántas sucursales detectaron y 
dónde estaban. De modo que nosotros recibimos estos datos cada dos años y procedemos a preparar 
el informe de la Comisión, el próximo será el número 28. Lo que quiero decir es que en cada ocasión 
vamos trabajando mejor, pero, no obstante, aún nos enfrentamos a la ausencia de información 
respecto a algunos Estados miembro debido a que están implementando un nuevo sistema para 
recoger la información o porque se enfrentan a otros problemas. (…) No hay datos sobre 
desplazamiento en el transporte porque, por decirlo de alguna manera, es algo nuevo. Es un 
problema nuevo que nunca antes había existido. Aunque la Directiva de Desplazamiento de 
Trabajadores existe desde 1996, nunca había habido problemas respecto al transporte (…). Así que, 
lógicamente, sería útil disponer de un sistema o una herramienta que nos facilitara datos 
comprensibles. Pero no lo tenemos” [E-7, DG Movilidad y Transporte CE]. 
 
Desplazamiento de trabajadores y transporte en el discurso de la patronal europea 
 
[7] El relato empresarial a escala continental armado sobre las directivas por la federación 
europea de asociaciones empresariales (Business Europe), esto es, el relato no 
específicamente sectorial en torno al desplazamiento de trabajadores, hace suyos algunos 
de los principios de actuación de la Comisión Europea, particularmente cuando sus 
valoraciones son positivas: la necesidad de contar con datos contrastados fiables y el 
refuerzo de la cooperación inter-estatal en el seguimiento del fenómeno.  
 
“Bien, nosotros apoyamos los objetivos de la Directiva (…). En particular agradecemos que se 
haya hecho bastante énfasis en la cuestión de la transparencia y la mejora de la obtención de 
información. Apoyamos igualmente todo lo que tenga que ver con la cooperación transfronteriza 
entre autoridades porque sabemos que, en ocasiones, se pide a las empresas la misma información dos 
veces; y también que las inspecciones son bastante pesadas en términos de la cantidad de información 
que hay que proporcionar a determinadas autoridades” [E-8, Business Europe]. 
 
Considera también positiva, en términos generales, la actual normativa existente sobre 
desplazamiento de trabajadores, entendiendo que no responde a todas sus reclamaciones 
como organización empresarial pero que, como texto de consenso entre actores con 
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intereses diferenciados, constituye una normativa equilibrada. Que permite la libertad de 
movimiento a las empresas, al tiempo que ofrece una serie de mecanismos a los diferentes 
Estados miembro para, según sus necesidades, regular el fenómeno del desplazamiento de 
trabajadores y proteger su empleo y empresas (siendo pues una herramienta eficaz de lucha 
contra el dumping social). 
 
“La Directiva de desplazamiento define claramente qué tipo de condiciones tienen que darse en el país 
de acogida y se trata de un listado bastante amplio. Si lo miras verás que se hace referencia al salario 
mínimo, al tiempo de trabajo, a los días de vacaciones, a la protección por maternidad, a la salud y la 
seguridad… Hay un montón de elementos que deben cumplirse, así que esa percepción de que las 
diferencias entre países van a conllevar una presión a la baja de las condiciones de trabajo 
simplemente no es cierta, porque el país de acogida tiene mucho poder para definir condiciones y 
reglas mínimas para los trabajadores” [E-8, Business Europe]. 
 
Las discrepancias de la principal organización patronal europea con respecto a la actuación 
de las autoridades europeas respecto al fenómeno del desplazamiento de trabajadores 
tendrían que ver, fundamentalmente, con tres aspectos recogidos en el discurso de la 
representante de la organización entrevistada:  
 
a) El supuesto intento por parte de la Comisión Europea (matizado, no obstante, por 
nuestras informantes de la Dirección General de Movilidad y Transporte de la Comisión 
Europea) de reabrir la negociación de la Directiva de desplazamiento.  
 
“Estamos muy preocupados con la propuesta de revisar la Directiva. En un primer momento la 
Comisión hablaba de revisión refiriéndose a una evaluación de la Directiva, presentando hechos y 
datos y evaluando cómo funcionaba. Bien, la verdad es que también pensamos que es un poco 
prematuro hacer esto ya que ¿cómo vas a evaluar si una directiva funciona cuando acabas de 
transponer la Directiva [de 2014] que iba a mejorar el funcionamiento de la Directiva [de 1996]? Pero 
la decisión de revisar la Directiva y hacerlo sin tomar en consideración el posible impacto de las 
consecuencias y sin evaluar realmente la Directiva es preocupante” [E-8, Business Europe]. 
 
“Creo que la Directiva de Desplazamiento de Trabajadores es bastante… un duro… ¿cómo 
decirlo? Es una patata caliente y la Comisión no puede tomar fácilmente una decisión acerca de 
si reabrirla o no. Los Estados miembro temen su reapertura, según lo que hemos podido escuchar, 
una parte porque temen perder ciertas cláusulas, y otros porque temen un endurecimiento de ciertas 
cláusulas, así que nadie desea realmente reabrir la Directiva, salvo nosotros [la DG de Movilidad 
y Transporte]. Porque, lógicamente, nosotros queremos que la Directiva de Desplazamiento de 
Trabajadores clarifique el alcance de la aplicación de sus cláusulas al transporte internacional. El 
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problema al que nos estamos enfrentando ahora se debe a que la Directiva de Desplazamiento de 
Trabajadores no toma en consideración las especificidades del transporte internacional, por eso no es 
fácil de aplicar al transporte internacional y por eso estamos en una posición difícil para decir si se 
debería o no aplicar y con qué grado de extensión. Así que, para nosotros, lo mejor sería que se 
revisara el desplazamiento de trabajadores, pero en relación al alcance de su aplicación, 
tomando en cuenta las especificidades del transporte internacional: la alta movilidad de los 
trabajadores, etc. Lo que no sabemos es si esto ocurrirá, porque la decisión no depende de nosotros 
(…). Nadie quiere reabrir la Directiva. Ni la Comisión, ni los Estados miembro, ni el Parlamento, 
nadie quiere reabrirla porque es una legislación muy compleja. Es una legislación muy compleja 
y horizontal, que atraviesa absolutamente todos los sectores que puedas imaginar. Y si tú 
comienzas una discusión con todos los sectores económicos podríamos vernos de nuevo ante un 
proceso muy doloroso, así que se trataría únicamente de simplificar, clarificar algunas cláusulas ¿no? 
Su [Directiva de] aplicación [de 2014] no clarifica el alcance, sólo aclara el modo en que la Directiva 
debería ser aplicada y transpuesta” [E-7, DG Movilidad y Transporte CE]. 
 
b) El principio de “igual trabajo, igual salario” presente en iniciativas paralelas 
íntimamente relacionadas con la regulación del desplazamiento transnacional de 
trabajadores como la ya referida propuesta del Mobility Package. Para la principal 
organización patronal europea, semejante principio –aplicado, ya no con respecto a un 
único empleador, como pasa en otras directivas europeas, sino respecto a un conjunto más 
amplio de empleadores– supondría una limitación de la libertad de prestación de servicios 
(en definitiva, del libre mercado) constitutiva de la Unión Europea. Frente a las 
reclamaciones presentes en el discurso sindical (español y europeo) en torno a la necesidad 
de una regulación de las relaciones laborales a escala europea (agencia europea de 
transporte, inspección de trabajo, salario mínimo, negociación colectiva, etc.) que reduzca 
las diferencias entre unos países y otros (clave para combatir el denominado dumping 
social), la patronal europea (como ya lo hiciera en gran medida la española a escala 
nacional) alerta sobre los riesgos de vaciamiento de competencias que dicha regulación 
supranacional tendría sobre las instancias inferiores (la regulación nacional en el caso de 
la patronal europea, la regulación provincial en el caso de la española), asumiendo o 
impulsando la diferenciación en las condiciones de trabajo y empleo (y, en definitiva, de 
los costes laborales) favorecida por la regulación descentralizada de las relaciones de 
trabajo como parte de las estrategias competitivas de las empresas y como un principio 
básico de una economía de libre mercado. 
 
“Pero tenemos especialmente problemas con la propuesta de aplicar el principio de ‘igual 
trabajo, igual salario’ en el contexto de esta Directiva (…). Cuando tu extiendes este principio al 
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desplazamiento como tal, eso implicaría que tienes que comparar los salarios entre diferentes 
empleadores, lo cual genera evidentemente un sinfín de dificultades prácticas. (…) Nosotros creemos 
que tendría un efecto muy significativo en la libertad de movimiento de la prestación de servicios 
y no deberían existir tales limitaciones, que posiblemente no se podrían justificar. Entonces, si la 
intención es introducir un principio de este tipo de forma generalizada, en el conjunto de la Unión 
Europea, incluidos los contextos nacionales, eso podría realmente afectar a las prerrogativas de 
los agentes sociales, especialmente allí donde abundan los convenios colectivos regulando las 
condiciones de empleo. Me refiero a que es muy normal que dentro de un mismo lugar de trabajo, 
como por ejemplo una obra de construcción, diferentes empresas estén sujetas a diferentes 
convenios colectivos y paguen diferentes salarios” [E-8, Business Europe]. 
 
c) El articulado vigente en la Directiva de desplazamiento de 2014 relativo a la 
responsabilidad solidaria en las cadenas de subcontratación y los “riesgos legales” (únicos 
riesgos señalados a propósito del desplazamiento de trabajadores) que afrontarían las 
empresas como consecuencia del carácter “abierto” de la lista de prerrequisitos nacionales 
para operar con trabajadores desplazados en cada Estado huésped. 
 
“No estamos muy contentos con lo que se ha añadido [en la Directiva de 2014] sobre las cadenas 
de contratación. Eso no es lo que queremos que figure allí por varios motivos. (…) Así que 
estamos satisfechos con la Directiva, salvo con ese capítulo que aborda el tema de la subcontratación 
pero, como te decía, se trata de un compromiso y en tanto que compromiso creo que es un buen texto” 
[E-8, Business Europe]. 
 
“¿Ventajas [del desplazamiento de trabajadores]? Pues fundamentalmente que puedes encontrar a la 
persona que necesitas para que haga el trabajo, esa es la ventaja (…). ¿Los riesgos? Pues hay una 
especie de riesgo legal, en ocasiones no está muy claro para las empresas que quieren desplazar 
trabajadores cuáles son las obligaciones que tienen, con lo cual debes ser bastante cuidadoso y a 
menudo tienes que investigar bastante acerca de cuáles son los términos y condiciones de empleo que 
debes ofrecer, así que eso supone un cierto riesgo en términos legales. (…) Pero todo esto yo espero 
que va a mejorar con la Directiva de aplicación que hace mucho hincapié en que los Estados miembro 
proporcionen realmente información clara y más transparente sobre cuáles son las condiciones que 
deben cumplir las empresas que desean desplazar trabajadores. Ese es el principal riesgo, bueno, hay 
otros muchos riesgos en los negocios, pero que no son específicos del desplazamiento” [E-8, Business 
Europe]. 
 
Estas mismas posiciones son compartidas por la organización europea que reagrupa a las 
patronales de las empresas de trabajo temporal (EUROCIETT). Se trata de una patronal de 
carácter intersectorial cuya vinculación con el desplazamiento de trabajadores –
contemplada por la propia normativa como una de las modalidades posibles de 
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desplazamiento de trabajadores en la Unión Europea– incorporaría especificidades con 
respecto a otras modalidades, además de no ocuparse específicamente del sector del 
transporte (pese a reconocer posteriormente que dicho sector es uno de sus principales 
ámbitos de actuación). 
 
“La esencia de los trabajadores desplazados es que lo sean (...) por un periodo de tiempo corto, una 
prestación de servicios por un periodo de tiempo corto. [Y] si examinas el desplazamiento de 
trabajadores de las agencias [de trabajo temporal] te puedes encontrar con una doble 
temporalidad: por un lado, la temporalidad del desplazamiento en sí; y, por otro, la 
temporalidad del [propio] trabajo a través de una agencia [de trabajo temporal]. Así que es [una 
situación] doblemente temporal y esto puede ser diferente al desplazamiento de trabajadores normal, 
que también es temporal, pero donde la temporalidad no está definida. Y nosotros sabemos de casos 
en los que la duración de la temporalidad ha sido bastante prolongada” [E-9, Confederación Europea 
de Agencias de Empleo Privado]. 
 
“Somos las agencias de trabajo temporal de los servicios privados de empleo. No estamos 
especializados en el transporte, y el transporte, en realidad, es una parte muy, muy pequeña de 
nuestras actividades, así que en lo que se refiere al sector del transporte lo mejor sería hablar con la 
federación de empresas del sector de transporte” [E-9, Confederación Europea de Agencias de Empleo 
Privado].  
 
“Lo que nuestros miembros están haciendo tiene un carácter intersectorial, porque nosotros 
asignamos trabajadores y también desplazamos trabajadores de las agencias a muchos sectores 
diferentes y los más importantes son transporte, construcción y también hostelería, aunque repito 
que hay escasez de datos [sobre desplazamiento de trabajadores]” [E-9, Confederación Europea de 
Agencias de Empleo Privado]. 
 
A pesar de estas posibles especificidades, la patronal europea de Empresas de Trabajo 
Temporal (EUROCIETT) comparte en gran medida las posiciones previamente 
presentadas de la patronal europea generalista (Business Europe): tanto la Directiva de 
desplazamiento de 1996, como su modificación ulterior (Directiva sobre la garantía de 
cumplimiento de 2014) son presentadas como marcos regulatorios generales “apropiados” 
y “equilibrados” cuya discusión no debe volver a abrirse.  
 
“Tenemos la Directiva de Desplazamiento de Trabajadores de 1996, que nosotros siempre hemos 
dicho que es apropiada, que está equilibrada y que supone un acuerdo justo que permite una 
movilidad justa. Sin embargo, desde hace años venimos escuchando quejas y peticiones para revisar 
esta Directiva, para modificar sus cláusulas, la propia demanda de igualdad salarial para los 
trabajadores desplazados no es nueva. En los últimos años hemos discutido sobre la Directiva de 
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aplicación [de 2014], que trata de corregir algunos problemas ligados a la implementación y aplicación 
de las normas sobre desplazamiento de trabajadores, sobre su control y sobre el acceso a la 
información de los Estados miembro. Fue un debate largo y controvertido que duró hasta las pasadas 
elecciones al Parlamento Europeo. Finalizó justo antes, lo cual estuvo bien, porque si no podría haber 
vuelto con la campaña electoral. Esta Directiva de aplicación puede que no sea ideal, pero es una 
buena base y posibilitará resolver algunos problemas. No obstante, aún debe ser transpuesta por 
los Estados miembro y debe ser implementada. Así que lo que estamos diciendo es que no hay 
necesidad de reabrir en estos momentos la discusión sobre la Directiva de Desplazamiento de 
Trabajadores de 1996, ni sobre la Directiva de Aplicación de 2014, porque aún estamos tratando 
de conocer el impacto que ha tenido la regulación más reciente. Paralelamente, algunos países, como 
Francia, han modificado su regulación nacional sobre desplazamiento de trabajadores de manera 
bastante notoria para hacer frente a algunos cambios. Lo que nosotros estamos reclamando es: 
dejemos primero tiempo para evaluar con más detalle [el impacto de la normativa existente] y 
no cambiemos todas las reglas nuevamente, porque eso podría también favorecer que algunos países 
que no han transpuesto aún la Directiva de aplicación pudieran optar por retrasar todo el proceso y no 
hacerlo, porque saben que en dos o tres años lo deberán volver a modificar. Así que sí, esto es algo 
que compartimos totalmente con Business Europe” [E-9, Confederación Europea de Agencias de 
Empleo Privado]. 
 
La justificación de este posicionamiento es la prioridad en el seguimiento y evaluación 
(“review”) de sus resultados frente a nuevas modificaciones (“revision”) que no harían sino 
acrecentar más la inseguridad jurídica para las empresas.  
 
“Bueno, ella [la representante de Business Europe] te contará la misma historia cuando le preguntes 
por la intención de verificar (review) o revisar (revision) [la Directiva]. Lo que [el Presidente de la 
Comisión Europea] Juncker ha dicho…, es decir, cuando fue elegido y nombrado por la Comisión, él 
habló de verificarla, lo cual nunca está mal, siempre está bien verificar las directivas europeas y 
comprobar si las regulaciones son todavía las apropiadas. Pero él se ha pronunciado en un sentido 
diferente en los últimos meses y ahora no habla de verificarla sino de revisarla. Y, tal y como nosotros 
defendemos, es muy pronto para revisarla. No es apropiado, no es necesario” [E-9, Confederación 
Europea de Agencias de Empleo Privado]. 
 
En este marco, como consecuencia de las particularidades regulatorias que afectan a la 
actividad de las empresas de trabajo temporal en el desplazamiento de trabajadores (con 
controles y exigencias sobre su actividad por parte de muchos Estados más estrictas que 
las que afectan al resto de empresas que utilizan trabajadores temporales), la organización 
patronal europea de las ETT se muestra partidaria de una equiparación salarial igualitaria 
como filosofía general (entendiendo que esto las colocaría en pie de igualdad con respecto 
a otras empresas que utilizan mano de obra temporal), siempre y cuando la posibilidad de 
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derogaciones nacionales y locales de la misma permanezca abierta: la “diferenciación” y 
la “diversidad” de situaciones es “necesaria” de cara al respeto de las distintas “tradiciones” 
nacionales (volviendo a aparecer aquí nuevamente el apoyo a la “descentralización” de la 
regulación de las relaciones laborales en Europa a la que hicimos previamente mención).  
 
“En realidad nosotros apoyamos en cierta medida la idea de la igualdad salarial para los 
trabajadores desplazados mientras las derogaciones se mantengan, pero, por supuesto, nosotros 
constituimos una pequeña parte del debate general, porque el foco principal en lo que se refiere a los 
trabajadores desplazados no está en las agencias de trabajo temporal. Está en el sector de la 
construcción, está en otros sectores, está en el transporte. Nosotros formamos parte de estos debates 
porque en la Directiva hay cláusulas especiales destinadas a las empresas de trabajo temporal y porque 
existe en ellas prácticas de desplazamiento de trabajadores, pero no somos el único actor activo 
presente” [E-9, Confederación Europea de Agencias de Empleo Privado]. 
 
“La Directiva de empresas de trabajo temporal establece la igualdad salarial para los 
trabajadores de las ETTs, pero permite también algunas excepciones, que podríamos resumir 
con el caso de los trabajadores que tengan contratos de duración indeterminada y aquellos que 
estén cubiertos por acuerdos específicos por los cuales se pueda derogar el principio de igualdad 
salarial. Nosotros creemos que este es el camino correcto, que ha sido discutido a nivel de la UE 
durante casi diez años, desde 2001 hasta 2008. Se ha llegado a este compromiso y creemos que este 
compromiso debería ser aplicado a los trabajadores desplazados por una empresa de trabajo temporal. 
Esto puede lograrse haciendo de los convenios colectivos normas de obligado cumplimiento a nivel 
internacional o recurriendo al Artículo 3, Punto 9 de la Directiva de desplazamiento53. Nosotros 
tuvimos varias reuniones en la Comisión, con la Dirección General de Empleo, y el propio gabinete 
de la Comisaria europea Marianne Thyssen considera que, dentro del actual debate sobre la igualdad 
salarial, el enfoque de las empresas de trabajo temporal podría ser un ejemplo interesante para abordar 
también el desplazamiento de trabajadores en general. Pero si miras el compromiso alcanzado en su 
día, verás que el elemento clave es facilitar diferentes soluciones. Esto puede incluir la igualdad 
salarial (desde el primer día), excepciones contempladas en los convenios colectivos y otras 
cuestiones. Hay también diferencias entre países en la definición del salario, diferencias que son 
necesarias para reflejar los diferentes modelos de mercados laborales. Esta diferenciación es 
necesaria, la diversidad, la diferencia es necesaria porque tenemos veintiocho mercados 
laborales europeos diferentes y no estamos reclamando una homologación, reclamamos que se 
respeten las diferentes tradiciones y modelos con el fin de asegurar que nuestro enfoque se 
adapta a todos y respeta la diversidad existente. En relación al debate sobre “igual trabajo, igual 																																																								
53 El punto 9 del artículo 3 de la Directiva 96/71/CE señala que: "Los Estados miembro podrán disponer que 
las empresas mencionadas en el apartado 1 del artículo 1 [es decir, las empresas que desplazan trabajadores 
a otros Estados en el marco de una prestación de servicios transnacional] garanticen a los trabajadores, con 
arreglo a la letra c) del apartado 3 del artículo 1 [es decir, a lo trabajadores desplazados vinculados 
laboralmente a empresas de trabajo temporal], el beneficio de las condiciones que se apliquen a los 
trabajadores interinos en el Estado miembro en cuyo territorio se ejecute el trabajo" 
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salario” estamos más en los comienzos que en una fase final, y existen diferentes intereses basados en 
diferentes regulaciones nacionales, pero yo estoy seguro de que, en nuestro sector, hemos encontrado 
una solución que realmente se adapta a nuestros objetivos y a los países que representamos” [E-9, 
Confederación Europea de Agencias de Empleo Privado]. 
 
La ausencia de datos contrastables sobre la extensión y modalidades efectivas del 
desplazamiento de trabajadores en Europa, así como las ineficiencias en las labores de 
control e inspección (pues una confederación empresarial europea sólo puede responder de 
sus miembros) son aquí utilizadas para minimizar la realidad de las denuncias de Estados 
y organizaciones sindicales en relación con el dumping social asociado a los fenómenos de 
desplazamiento. 
 
“Lo que yo veo es que se citan o se hace referencia a un número limitado de casos una y otra 
vez, uno es el famoso caso de Atlanco Rimec, sobre el que puede que hayas oído54. Ha habido algunos 
casos en Alemania, en la industria cárnica de procesado, pero yo diría que se trata de cinco o seis casos 
concretos a los que se hace referencia una y otra vez en el debate, sin proporcionar nuevas evidencias. 
Así que se trata de una especie de debate circular en el que se usan los mismos hechos y datos 
de manera repetitiva, lo que, una vez más, nos muestra que existe una falta de conocimiento, de 
datos y, en realidad, puede que no haya muchos casos de abuso pero, ya sabes, si intentas encontrar 
algún ejemplo encontrarás los antiguos (…). Lo único que estoy diciendo es que no hay un 
conocimiento cierto, y lo que me temo, o lo que no me gusta, es si se usa un número limitado de casos, 
una y otra vez, para hacer el problema mayor de lo que es. Porque, por lo que yo sé, y lo sé a partir de 
los debates que mantengo con las federaciones de toda Europa, de los países emisores y de los 
receptores, hay miles de empresas que hacen negocios, que hacen negocios de manera 
transfronteriza, con trabajadores desplazados, y cumplen al cien por cien con las normas y las 
regulaciones que garantizan una movilidad adecuada y justa de los trabajadores de las empresas de 
trabajo temporal. Así que corremos el riesgo de que la mayoría resulte atrapada como rehén de un 
pequeño número de malas prácticas, y esto es algo contra lo que estamos luchando porque queremos 
promover una movilidad justa para trabajadores y empresas. Pero, por supuesto, nosotros, como 
federación europea, no podemos controlar a cada uno de los miembros, intentamos hacerlo trabajando 
junto con las federaciones miembro, y nuestros miembros tienen que hablar con sus empresas, pero 
esa es una cadena que…” [E-9, Confederación Europea de Agencias de Empleo Privado]. 
 
“Nosotros hemos escuchado en nuestras reuniones con nuestros miembros que, en algunos 
países, no hay ejemplos, simplemente dicen ‘en algunos países’, existe un problema importante 
relativo a la capacidad administrativa de las autoridades responsables del control, lo cual quiere 																																																								
54 Atlanco Rimec es una empresa de trabajo temporal que ha sido señalada y denunciada con frecuencia por 
los abusos cometidos en el uso de trabajadores desplazados dentro del sector de la construcción europeo (cf., 
por ejemplo, http://www.efbww.org/pdfs/Atlanco%20ES.pdf). 
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decir que las autoridades públicas no están siendo capaces de llevar a cabo las verificaciones y 
controles que deberían estar realizando. Algunos actores del mercado comprueban que, cuando no 
hay control, hay otros actores que se aprovechan… no estoy hablando aquí en nombre de nuestros 
miembros. Vemos con frecuencia que empresas que no cumplen al cien por cien a nivel nacional y se 
niegan, por lo tanto, a ser uno de nuestros miembros, están también haciendo las cosas mal a nivel 
transfronterizo. Así que en algunos países hay problemas de acatamiento de la ley en nuestro sector, 
y estamos trabajando en ello, pero nosotros sólo podemos controlar a nuestros propios miembros” [E-
9, Confederación Europea de Agencias de Empleo Privado]. 
 
El marco general de ambos discursos –Business Europe y EUROCIETT– es el de la defensa 
de la construcción del “mercado único” y sus “indudables” ventajas a largo plazo 
(“prosperidad”), particularmente en lo que respecta a la posición económica europea a 
escala internacional, marco en el que el deterioro de las condiciones de vida y de trabajo 
pertenecería a lo contingente y escasamente relevante, desestimándose al respecto, incluso, 
la adecuación del término dumping social. La clave para estas organizaciones 
empresariales será valorar si el desplazamiento transnacional de trabajadores constituye o 
no una herramienta útil de mejora de la competitividad de las empresas europeas en una 
economía globalizada (con actores competidores cada vez más potentes). Es esa 
competitividad global de las empresas europeas la que determinará la evolución futura de 
la economía europea y, en definitiva, los estándares de vida existentes y la persistencia de 
un mercado laboral con derechos (las estrecheces del presente servirán para garantizar la 
sostenibilidad del proyecto/modelo europeo a medio plazo). 
 
“Nosotros creemos que el mercado único conlleva beneficios a nivel general y hay muchas evidencias 
de que ha conllevado la creación de muchos empleos (…) Y creo que nosotros, la comunidad 
empresarial, la comunidad empresarial europea, lo vemos como un todo que ha conllevado beneficios 
y prosperidad y no ha presionado a la baja en términos de condiciones laborales. E, insisto, no es para 
subestimar los problemas, pero nosotros pensamos que las normas y la libre circulación actuales… 
Las normas están bien, no siempre son respetadas y eso es un problema, pero eso ocurre con 
cualquier norma y eso es… desgraciadamente es así y necesitamos trabajar en ello, centrarnos 
en ello, pero las normas están bien. Y la libre circulación es un principio al que nos adherimos 
totalmente y que defendemos. Quizás a corto plazo, a muy corto plazo, puede haber cierta presión 
sobre ciertas cosas, pero no… Si te fijas en el largo plazo es positiva, así que es simplemente cuestión 
de cómo gestionarla y es lo que hace precisamente la Directiva de desplazamiento (…). Si se adopta 
cierta perspectiva, una perspectiva a un plazo un poco más largo, seguro que ambos objetivos, unas 
condiciones de trabajo decentes y la libre circulación, serán completamente compatibles y se 
complementarán, en vez de entrar en contradicción (…). Pero la pregunta que realmente nos 
deberíamos hacer es: ¿estamos compitiendo a nivel europeo o a nivel global? (…) ¿Son los 
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desplazamientos competitivos para Europa o no? Porque no competimos a, bueno, no 
competimos a nivel europeo, la competición es a nivel global. Y la competición que definirá nuestro 
nivel de vida se da a nivel global” [E-8, Business Europe]. 
 
“Creo que tenemos que tener cuidado cuando hablamos de dumping social. Tenemos que tener 
cuidado con a qué nos referimos exactamente, porque desde luego que hay algunos problemas, hay 
actividades empresariales no declaradas, que por supuesto suponen dumping social en tanto en 
cuanto la empresa no paga las cuotas de la Seguridad Social o no paga un salario mínimo, o no 
respeta los derechos laborales, etc., y esto les hace ser más competitivas, lo que es injusto, y en ese 
sentido estoy totalmente de acuerdo en que existe el dumping social. No ocurre solo dentro del 
marco de los desplazamientos, ocurre también a nivel nacional, es competencia desleal. Prefiero 
usar este término (…). Así que creemos que hay que tomar medidas y que la Directiva de Aplicación 
(2014) es un paso en la dirección correcta. Así que me gustaría expresarlo en estos términos, hay 
dumping social cuando no se respetan las normas y no hay, básicamente, una actividad legal. Pero lo 
que no me gusta considerar como dumping social es una simple diferencia en la estructura de 
costes, porque las diferentes empresas tienen diferentes estructuras de coste y el hecho de que el salario 
sea en algunos sitios un poco más bajo que en otros no constituye dumping social” [E-8, Business 
Europe] 
 
Este marco general, incluido el rechazo al uso del término dumping social 55, es también 
compartido por la Unión Internacional de Transporte por Carretera (IRU) pero, dadas las 
pretendidas características específicas del sector, se utiliza para cuestionar –tal y como 
hacía también en el primer apartado alguna organización empresarial nacional– la 
adecuación misma del concepto de trabajadores desplazados para la definición y 
regulación de las actividades europeas ligadas con las empresas de transporte, unas 
actividades que, en su opinión, son difícilmente circunscribibles a la noción de 
desplazamiento tal y como lo concibe la directiva. 
 
“Un desplazamiento real, un desplazamiento real tal y como se entiende en la Directiva de 
Desplazamiento de Trabajadores, es muy raro en el transporte por carretera. Porque, de acuerdo 
con el Artículo 3, en este caso el conductor debe cumplir con ciertos criterios para constituir un 
trabajador desplazado. Y esas situaciones son bastante raras en el transporte por carretera, porque ya 
sabe que hay mucha subcontratación, es difícil que haya un vínculo directo entre el que encarga el 
transporte y el que lo lleva a cabo. Así que un desplazamiento real es raro en el transporte” [E-10, 
Unión Internacional de Transporte por Carretera-IRU]. 
																																																								
55 “No nos gusta usar el término dumping social, no sé lo que significa. No sé lo que es, porque cada uno 
lo usa con un pretexto diferente. Es un término muy político, y honestamente me está empezando a dar 
alergia, porque veo a muchos políticos en Europa, en Bruselas, en esta línea del dumping social, así que 
preferiría no usar este término” [E-10, Unión Internacional de Transporte por Carretera-IRU]. 
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“Lo que nosotros entendemos es que, en términos de implementación, el desplazamiento de 
trabajadores, de acuerdo con el marco europeo, en la Unión Europea, se aplicaría al cabotaje, 
en el transporte por carretera (…). Lo que, al igual que tantas cosas en Bruselas, es más fácil de 
decir que hacer, porque el cabotaje es muy…, normalmente es una actividad muy corta, una 
actividad muy limitada en el tiempo. Así que creo que, en la práctica, que muchas veces es muy 
difícil aplicar el desplazamiento de trabajadores en la práctica, incluso a las situaciones de cabotaje, 
porque normalmente el cabotaje dura una semana.” [E-10, Unión Internacional de Transporte por 
Carretera-IRU]. 
 
“Por supuesto que sabemos que hay circulación de conductores, no ocultaré nada al respecto, la 
mayoría son, por supuesto, conductores del Este trabajando en el Oeste, pero para la mayoría 
no aplica la Directiva de Desplazamiento de Trabajadores. Es básicamente un simple, un simple 
contrato de trabajo con el país del que provienen, porque normalmente la empresa tiene una filial en 
ese país y básicamente intercambia conductores, y los conductores no permanecen en el país mientras 
trabajan. Ellos vuelven a su país de residencia de forma regular. Así que insisto en que no podemos 
hablar de desplazamiento aquí (…) Una empresa española crea otra empresa en Polonia, alquila 
conductores polacos a través de esta otra empresa en Polonia y los trae a España (…) Los conductores 
permanecen, por ejemplo, la práctica normal es que permanezcan dos, tres, incluso cuatro semanas en 
España, y luego vuelvan a Polonia por una semana, por ejemplo, para estar con sus familias, y luego 
vuelvan a España. O se les utiliza en Polonia para el transporte internacional…, o van a Rusia para 
otras operaciones… Así que la cuestión es, ¿a dónde han sido desplazados estos trabajadores? ¿Ha 
sido desplazado a España? ¿A Rusia? ¿A Polonia? ¿Cuáles son las normas a aplicar?,” [E-10, Unión 
Internacional de Transporte por Carretera-IRU]. 
 
Al igual que habíamos tenido ocasión de observar en el discurso de las organizaciones 
patronales españolas del sector del transporte (y, en cierta medida, en el discurso de otros 
actores como la inspección de trabajo y la DG de Movilidad y Transporte), la aplicación 
de la directiva de desplazamiento de trabajadores al sector del transporte se concibe 
únicamente factible y justificable en el caso del cabotaje (aunque en el caso de la patronal 
europea del transporte parezcan surgir dudas incluso respecto a la legitimidad de aplicar la 
directiva a esta modalidad de transporte). Sin compartirlo necesariamente, la patronal 
europea del transporte parece asumir el compromiso (consenso) europeo de aplicar la 
directiva de desplazamiento al cabotaje si bien aquí las dificultades que se señalan son de 
orden práctico, apuntando a una inviabilidad, de facto, de aplicación de la normativa de 
desplazamiento incluso para estas actividades. Más allá de este ámbito concreto del 
transporte por carretera (el cabotaje) la patronal europea cuestionará frontalmente que se 
pueda aplicar al transporte una normativa pensada y ajustada a las características de otros 
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sectores de actividad económica (la construcción) de naturaleza muy diferente al 
transporte, donde la noción de desplazamiento resultaría redundante o absurda por tener 
que aplicarse, de manera indiscriminada, a toda actividad de transporte internacional (una 
actividad, por definición, consistente en el desplazamiento de mercancías, trabajadores y 
vehículos a través de fronteras, sin que eso implique, a su juicio, que se esté realizando una 
actividad laboral en todos los países por los que se transita).  
 
Paradójicamente (dada la oposición y temor de estas mismas organizaciones patronales a 
la inclusión en la Directiva de la responsabilidad solidaria en la cadena de suministro), uno 
de los argumentos recurrentes para defender esta inadecuación estructural de la directiva 
de desplazamiento en el sector del transporte, es la imposibilidad de determinar con 
precisión la localización geográfica de los operadores de transporte debido a los múltiples 
niveles que caracterizan a las cadenas de subcontratación en el sector. Las cadenas de 
subcontratación, recurrentes, tal y como hemos visto, en el sector del transporte por 
carretera, haría harto extraña la existencia de un vínculo directo entre la empresa contratista 
del servicio de transporte (el cargador) y la empresa final que lleva a cabo dicho servicio y 
efectúa, de facto, el posible desplazamiento del trabajador. No existiendo dicho vínculo no 
se cumplirían los criterios y condiciones establecidos en la directiva de desplazamiento, no 
pudiendo ser ésta de aplicación (confirmándose también aquí el efecto pernicioso que el 
fenómeno de la subcontratación puede tener en lo que se refiere a la asunción del principio 
de responsabilidad respecto al trabajador, a sus derechos y protección por parte de las 
empresas que los utilizan sin necesariamente emplearles). Lo llamativo respecto a este 
argumento patronal contra la aplicación de la directiva de desplazamiento es el 
reconocimiento –implícito– de que dicha normativa no puede ser aplicaba porque la 
subcontratación, como si de una cortina de humo se tratara, imposibilita delimitar con 
precisión quien es responsable del desplazamiento del trabajador, y no porque no exista 
desplazamiento alguno. Lo que se está afirmando es que el desplazamiento no se produce 
en el marco de la relación (contractual) establecida entre el cargador y la empresa de 
transporte contratada en primera instancia, sino como un proceso motivado por la 
intervención de otros muchos actores y ajeno, por lo tanto, a la voluntad y responsabilidad 
de los actores económicos inicialmente considerados. 
 
“Que haya un vínculo directo es muy raro en el transporte porque hay una cadena de 
subcontratación, así que no es siempre el que encarga el transporte el que lo solicita 
directamente al transportista, y que este recurra al desplazamiento tiene que ser reconocido 
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como parte de la prestación de servicio (…) Te dibujaré cómo es la situación [empieza a dibujar] 
Normalmente tienes a un operador de transporte, o mejor, tienes a un cliente, digamos que Zara ¿vale? 
Aquí está Zara, Zara contacta con un operador de transporte, por ejemplo DHL, para un transporte. 
DHL contrata a la empresa “X”, normalmente una empresa grande (…) Así que DHL contratará a esta 
empresa, la grande, digamos que Norbert Dentressangle, quizás hayas oído hablar sobre ella, o 
Waberer's, que es también una empresa húngara muy, muy grande, y estos tíos contactarán con una 
de éstas para hacer el transporte, quizás no todo el transporte, pero normalmente… depende por 
supuesto del volumen del contrato, pero esta es la cadena de subcontratación. Así que raramente hay 
un vínculo directo. El vínculo contractual directo se ha perdido aquí”. [E-10, Unión Internacional de 
Transporte por Carretera-IRU]. 
 
El segundo argumento recurrente es la reducción al absurdo de los efectos implícitos en la 
medida unilateral alemana de exigir el pago del salario mínimo en cualesquiera situaciones 
(incluido el tránsito en desplazamientos a larga distancia), mostrando así la inviabilidad 
práctica y lógica de este tipo de propuestas, cuya generalización llevaría al colapso de todo 
el sector. 
  
“Tomemos el ejemplo de un conductor checo. Él empieza en Praga, por ejemplo, y hace un viaje a 
Francia o Portugal, o incluso España. Así que realiza un transporte internacional a través de Alemania, 
y luego entra, por ejemplo, en Francia y podría entrar también en España. De camino le pueden llamar 
para que recoja una carga en algún otro lugar, así que, además de hacer la ruta programada, podría ir 
a Holanda y, normalmente, después de dos o tres semanas, volvería a su país de origen. Este es un 
transporte internacional al uso, y normalmente el contrato se regiría por la legislación checa, por lo 
que no vemos la necesidad de que el conductor deba ser un conductor desplazado. Sé que, por ejemplo, 
Alemania tiene un punto de vista diferente al respecto y ha comenzado a aplicar su nuevo salario 
mínimo. Pero para nosotros esto es muy difícil de aceptar, quizás podríamos aceptarlo en una situación 
de cabotaje, donde el transportista extranjero compite directamente con el local, y ahí quizás uno 
podría discutir si el desplazamiento de trabajadores no se debería aplicar tampoco, aunque, tal y como 
comenté al principio, formalmente sí se aplica. Aun así, como puedes imaginar, es extremadamente 
difícil aplicar para una semana todos los criterios en vigor en la Directiva de Desplazamiento de 
Trabajadores (…). El otro día estuve hablando con un transportista que, precisamente, su empresa 
está en el triángulo entre Alemania, Bélgica y Holanda. Su vehículo, durante el día, está en tres países, 
durante muy pocas horas. Y lo que quiero decir es que, si la lógica fuera la que las autoridades 
alemanas defienden, él tendría que pagar, por ejemplo, durante dos horas, tendría que pagar 
todos los días el salario mínimo alemán. Y si vamos más allá, tendría que pagar el salario mínimo 
holandés y el salario mínimo belga, tres tipos de normas en un día, lo que es absurdo. Es 
absurdo”. [E-10, Unión Internacional de Transporte por Carretera-IRU]. 
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Por último, el carácter móvil (“semanas”) de todos estos desplazamientos (larga distancia 
y/o cabotajes) constituye el último argumento para justificar esta enmienda a la totalidad: 
“nosotros defendemos que la Directiva de Desplazamiento de Trabajadores no se puede 
aplicar en realidad al transporte por carretera”. En definitiva: la regulación de las 
actividades de transporte en los términos de las directivas de trabajadores desplazados no 
sólo resultaría disfuncional (al cortocircuitar el libre desenvolvimiento de las actividades 
económicas) sino que su control se revelaría como imposible, dadas las características 
propias e intransferibles del sector. 
 
“Normalmente el conductor tiene, por supuesto, un contrato laboral con la empresa en el país en el 
que esta está ubicada, y el conductor no es desplazado a ninguna parte. Lo que quiero decir es que la 
duración del desplazamiento no está definida en ninguna parte. Hay señalada una cierta duración en 
la Directiva de la Seguridad Social, que es de dos años, pero más allá de eso no se ha establecido 
duración por otro lado, y realmente me cuesta aceptar que la situación de la que estamos hablando 
pudiera ser descrita como desplazamiento. ¿Por qué? Porque el conductor no es desplazado a 
ningún lugar. Insisto en que la Directiva de Desplazamiento de Trabajadores se adoptó pensando 
en otros sectores en los que la gente es normalmente contratada por largos períodos de tiempo. 
Como es bien sabido, el sector de construcción, pero en nuestro sector sería muy difícil de aplicar” 
[E-10, Unión Internacional de Transporte por Carretera-IRU]. 
 
En realidad, tal y como expresaban las informantes de la DG de Movilidad y Transporte de 
la Comisión Europea, no existe criterio temporal alguno en las directivas que defina cuándo 
estamos ante un verdadero desplazamiento y cuándo no, lo que invita a su traducción en 
dos sentidos antagónicos: bien no hay desplazamiento verdadero y en transporte todos son 
“tránsitos”, bien todos son “desplazamientos” pues siempre se consumen algunas semanas, 
días, horas o minutos de trabajo en territorio foráneo.  
 
“Lo que podríamos hacer es presionar para que [la Directiva]. se clarifique o se aplique 
atendiendo al sector de transporte. No digo cómo, si definiendo qué es un desplazamiento, o 
añadiendo condiciones al desplazamiento o simplemente excepciones al desplazamiento en el 
transporte internacional. No sé cómo, porque sería necesario realizar evaluaciones de impacto 
considerando distintas opciones, escenarios, etc. Pero todo llegará. Lo que quiero decir es que 
puedes leer la Directiva de las dos maneras. O que no es de aplicación porque no hay relación 
contractual entre quien demanda el transporte y quien lo ejecuta. O bien que es de aplicación a 
todo el transporte porque todo el mundo pasa parte de su jornada de trabajo en el territorio de 
otro [Estado] miembro. Ya veremos… Para otros sectores supongo que es más fácil” [E-7, DG 
Movilidad y Transporte CE].  
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No obstante, lo cierto es que la Comisión Europea sí cuenta con un criterio que permitiría 
deshacer parcialmente esta ambigüedad: el vínculo significativo del conductor con el 
territorio huésped en términos de costes de mantenimiento y reproducción de su capacidad 
laboral.  
 
“Si hay un vínculo significativo, si él pasa allí [en otro Estado miembro] un periodo de tiempo 
significativo en el que está expuesto a los costes de vida del país de desplazamiento… No digo 
que esté desplazado, porque no cumple con la definición de desplazamiento, lo que quiero decir 
es que, en ese contexto, le deberían pagar de acuerdo con el salario mínimo nacional, que se 
establece para reflejar el coste de vida del país. Así que, si pasa un tiempo significativo allí, 
teniendo que pagar por el alojamiento, la comida, ya sabes, el ocio, o lo que sea… a precios 
nacionales, entonces debería ganar una cantidad de dinero que le permita cubrir esos gastos. No 
puedo decir si sería por una semana, un mes, o cinco días al mes, siempre hay debate sobre el límite 
de tiempo, pero la idea principal, la filosofía es la del vínculo significativo con el territorio o el país. 
Y después están los detalles y negociaciones para definir “vínculo significativo”. Lo que quiero decir 
es que la definición general es que él está expuesto a los costes de vida por un período de tiempo 
determinado, y después el límite de tiempo, cuántos días, por cuántas horas, en cuántas operaciones… 
eso es secundario” [E-7, DG Movilidad y Transporte CE]. 
 
Este criterio permitiría utilizar las directivas para la regulación tanto del cabotaje ilegal 
como de la utilización de empresas buzón, realidades que, precisamente, la Comisión 
Europea trata de deslindar del clásico transporte internacional a larga distancia.  
 
“Acordamos que el cabotaje tiene más visos de ser tratado como un desplazamiento porque, de 
hecho el conductor está allí por un par de días, por una semana, realiza operaciones de 
transporte en el territorio del Estado miembro de acogida. Así que, en realidad, está expuesto a 
esos costes de vida del país, y acordamos que se le podría pagar el dinero que corresponde con 
los costes de vida. Esa es la razón por la que dijimos ‘ok, el cabotaje sí, pero el tránsito 
obviamente no, no hay prestación de servicios cuando cruzas el país sin cargar o descargar’. 
Pero, para nosotros, el transporte internacional... nuestro punto de vista es, ok, puedes decir, puedes 
aplicar la regulación y las condiciones de empleo nacionales si hay un vínculo significativo entre el 
conductor y el territorio del país de acogida. Pero no si simplemente atraviesas el país y te lleva diez 
horas, o incluso dos días. Si no hay realmente un vínculo significativo en términos de verte expuesto 
por un período de tiempo largo a los costes mínimos del país de desplazamiento, entonces... (…). Un 
ejemplo de abuso sería que..., quiero decir que está todo relacionado, el cabotaje ilegal con las 
empresas buzón y el empleo ilícito. Me refiero a ilícito en términos de la legislación laboral vigente 
¿Por qué? Porque, tal y como muestra nuestra evaluación, hay una tendencia creciente a emplear a 
conductores no residentes, o a conductores de terceros países, a través de empresas buzón establecidas 
en Estados miembro de la Unión Europea con estándares laborales más bajos y para hacer el trabajo 
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en los países más ricos, o para transporte internacional circunscrito, por ejemplo, al puerto de 
Rotterdam, pero contratado a través de empresas buzón establecidas en Eslovaquia o en Hungría, e 
incluso sin ser residentes de la Unión Europea y realizando, por ejemplo, cabotaje ilegal o… Así que 
esta es una cuestión bastante compleja y, en realidad, todo está relacionado…” [E-7, DG Movilidad y 
Transporte CE]. 
 
Curiosamente estas diferencias son también explícitamente reconocidas, en un momento 
posterior, por el mismo representante empresarial que, inicialmente, nos presentaba 
“transporte internacional”, “empresas subsidiarias en terceros países” y “cabotajes” como 
las diferentes caras de una misma particularidad adscrita al servicio: la que lo volvería 
impermeable a una regulación en términos de “trabajadores desplazados” (si bien la 
extensión y el alcance de empresas buzón y cabotajes ilegales son aquí minimizados y 
desligados de la deslocalización empresarial a países de menores costes laborales). 
 
“Si abordas el desplazamiento como un concepto muy amplio, muy general, como una 
movilidad, como movilidad laboral, por ejemplo, por supuesto que para nosotros es una 
herramienta importante para hacer negocio de manera más eficaz y bajar los costes. No te voy 
a engañar, es importante, porque si te fijas en la estructura de costes de las empresas, vengan de 
donde vengan, del Oeste o del Este, es la misma… Las ruedas, los vehículos, el diésel tienen más o 
menos el mismo precio, el seguro es más o menos igual, pedir un préstamo es ligeramente más caro 
en el Este, así que el único coste que queda, y con el que puedes trabajar, es por supuesto el coste 
social, y ese es el conductor. Así que, para nosotros, por supuesto, esto es importante, para hacer eficaz 
el negocio, porque, francamente, si te fijas en la cadena de subcontratación ¿quién decide el precio? 
Estos dos tíos [cargador y gran empresa operadora de transporte tipo DHL], no estos dos tíos 
[señalando en el dibujo que ha realizado]. Estos dos tíos presionan siempre a la baja. Por supuesto, 
estos otros dos lo pueden aceptar o no, pero si no lo aceptan habrá siempre alguien que lo hará. Así 
que hay una presión muy, muy importante sobre los precios en el sector, y las empresas buscan 
cómo hacer su negocio de manera eficaz de todas las maneras posibles y la movilidad laboral y 
el intercambio de conductores es una de ellas. No te voy a ocultar que (…) hoy en día son las 
empresas del Este las que realizan el verdadero transporte internacional, el transporte internacional de 
larga distancia. Ya sea por verdaderas empresas del Este o por filiales de las del Oeste. Seamos francos 
en esto, las estadísticas dejan claro que lo realizan las empresas del Este. (…). Dos tercios del 
volumen de la Unión Europea se genera en los mercados nacionales, así que ahí es donde se 
centran las empresas del Oeste, y estas no quieren realizar transporte internacional, sus 
conductores, quiero decir los conductores del Oeste, los belgas, los holandeses, no quieren estar 
cuatro semanas en la carretera, no quieren dormir en el camión, quieren estar con sus familias 
todos los viernes, así que ahí es donde ellos operan ¿ok? [E-10, Unión Internacional de Transporte 
por Carretera-IRU]. 
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“Hay situaciones de este tipo. Hay muchas ocasiones en las que las empresas incumplen las 
normas sin pretenderlo. Simplemente no conocen la norma. Lo que oigo todo el rato de nuestros 
miembros es ‘dime cuál es la norma, dime de manera clara cuál es la norma y la cumpliré’. Así que 
insisto, la infracción intencionada, deliberada, de la norma, yo diría que no es muy común en el sector. 
Yo creo que los problemas vienen más bien de la complejidad de la regulación y de las diferentes 
interpretaciones de los Estados miembro (…) No creo que sea un síntoma importante, no creo que 
sea un síntoma importante. Son pocas las empresas que lo hacen, no creo que sea una situación a gran 
escala… porque hay que entender que esto no es ilegal, quiero decir, que es totalmente legal crear una 
filial en el Este, en Eslovaquia, en Rumania y hacer el transporte allí o hacerlo en casa [en el país de 
origen]. Es una operación empresarial totalmente legal, no hay nada malo en ello. El problema es, por 
supuesto, si tú estableces una empresa buzón. Eso es, por supuesto, un problema [E-10, Unión 
Internacional de Transporte por Carretera-IRU]. 
 
Las dificultades administrativas habitualmente señaladas respecto al seguimiento y control 
de las actividades ilegales de cabotaje y de la utilización de empresas buzón encuentran 
soluciones sencillas en, por ejemplo, el registro de empresas de transporte extranjeras 
operado por Dinamarca o, en un futuro, en la aplicación de los estándares nacionales a 
cualesquiera operaciones de cabotaje a cambio de la eliminación de las restricciones 
actuales (lo que reforzaría la auto-regulación al respecto, simplificando las labores de 
seguimiento o inspección).  
 
“En Dinamarca hay una especie de sistema de asistencia en el que se registran los operadores 
extranjeros, es una especie de sistema nacional de registro de operadores extranjeros, que 
obviamente deben tener el permiso de conducción europeo, deben emplear a gente con el 
Certificado de Aptitud Profesional, un gestor del transporte, etc. Así que cumple totalmente con 
la legislación europea. Están realizando este registro para adelantarse a una posible legislación sobre 
cabotaje en Dinamarca, y para que el transporte o el usuario del transporte que quiera utilizar un 
servicio de transporte de un operador de transporte extranjero compruebe el registro y escoja, emplee 
y contrate sólo a los operadores extranjeros que estén en el registro, porque este registro es una especie 
de garantía de que el tío cumple [con la normativa]. Así que es una especie de garantía de que él no 
infringirá las normas y demás. Y si [el usuario del servicio de transporte] recurre a una empresa que 
no está registrada puede ser considerado corresponsable por cualquier incumplimiento detectado por 
parte de ese transporte, o transportista extranjero, en Dinamarca. Para mí éste es un buen ejemplo, 
porque te da garantías” [E-7, DG Movilidad y Transporte CE]. 
 
“Lo segundo es si, por ejemplo, decimos que los términos y las condiciones de empleo nacionales 
se aplican al cabotaje, ¿por qué necesitarías restricciones al cabotaje? (…) Si nosotros dijésemos, 
'Ok, haz todo el cabotaje que quieras, pero tienes que pagar el salario mínimo alemán mientras 
estés en Alemania'. Esto podría ser, creo, es mi opinión personal, podría ser una forma de 
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autorregulación. En ese caso no tienes que comprobar, no tienes que controlar las operaciones de 
cabotaje, no tienes que preocuparte por el tipo de pruebas a aportar a los controladores (…). Si pagas 
al transportista extranjero el mismo dinero que al transportista nacional, ¿qué tipo de competencia 
desleal habría aquí si los costes son los mismos? (…). Soy consciente de que los costes que no son 
laborales son más altos en Alemania que en Holanda, así que, incluso si los transportistas polacos 
aplicasen los salarios alemanes a las operaciones de cabotaje, podrían demandar un precio menor por 
su servicio, porque se benefician de otros costes que son menores, como los impuestos y otros. Pero 
es algo que habría calcular, que habría que ver.” [E-7, DG Movilidad y Transporte CE]. 
 
El relato de los sindicatos europeos sobre el desplazamiento de trabajadores en el sector 
del transporte 
 
[8] Si en el discurso de la patronal europea hemos tenido ocasión de encontrar una 
valoración razonablemente positiva de la directiva de desplazamiento y de su utilidad para 
compatibilizar la libre prestación de servicios de las empresas con la defensa de los 
derechos de los trabajadores (quedando, cierto es, bastante minusvalorado el problema del 
dumping social y de las empresas buzón en el sector), el posicionamiento de las principales 
organizaciones sindicales al respecto difiere de forma considerable. La Confederación 
Europea de Sindicatos (CES), por ejemplo, polemiza abiertamente con el discurso patronal 
a la hora de enjuiciar la adecuación de la actual normativa europea respecto del fenómeno 
del dumping social implicado en el desplazamiento de trabajadores. Señalan, al menos, seis 
ambigüedades aún no resueltas definitivamente en las diferentes directivas y que, desde su 
punto de vista, serían el resultado de una falta de voluntad política en la UE para resolver 
realmente el problema del dumping social ligado al desplazamiento de trabajadores:  
 
1) La ausencia de medios y criterios claros para la implementación del principio de "a igual 
trabajo, igual salario" que se reconoce formalmente en la Directiva, pero que, al mismo 
tiempo, es obstaculizado en su aplicación por las propias restricciones impuestas en la 
misma (en particular en lo referente al tipo de convenios colectivos que podrían ser de 
aplicación). Tal y como referimos al comienzo de esta investigación, la transformación de 
la "lista de mínimos" de aspectos en los que todo trabajador desplazado debería ser 
equiparado con los trabajadores locales, en una "lista de máximos" que imposibilitaría al 
Estado de llegada legislar y regular a nivel nacional para poder ampliar la equiparación de 
los trabajadores desplazados a más ámbitos que los inicialmente contemplados en la 
Directiva, incidiría también negativamente en esta no equiparación real de las condiciones 
de trabajo y empleo de trabajadores desplazados y trabajadores locales (abriendo así las 
Esta es una versión previa del libro publicado en la Editorial Bomarzo (Albacete), 2018 
(ISBN: 978-84-17310-37-0) https://www.editorialbomarzo.es 
	 123 
puertas al fenómeno del dumping social denunciado por los sindicatos, pero infravalorado 
por las patronales europeas).  
 
“Lógicamente, la igualdad salarial ante la realización de un mismo trabajo es muy necesaria, es 
una petición de la CES desde hace mucho tiempo. Hace falta, por lo tanto, revisar la Directiva 
para clarificar esta cuestión. Ahora bien, hay que dotarse de los medios para hacerlo. Nosotros 
somos bastante críticos con el hecho de que la Directiva plantee un principio y luego no facilite los 
medios para que ese principio sea respetado. Se habla, por ejemplo, de igualdad salarial, pero luego 
se es muy restrictivo con el tipo de convenios que pueden ser reconocidos en el marco de esta 
Directiva. Y si no se reconocen los convenios colectivos que se aplican de facto es imposible alcanzar 
esa igualdad salarial" [E-11, Confederación Europea de Sindicatos]. 
 
2) Los obstáculos y limitaciones impuestas a los sindicatos para llevar a cabo su actividad 
sindical (de representación, movilización, acción colectiva y negociación) también en todo 
lo referente al desplazamiento de trabajadores y a su impacto en las condiciones de trabajo 
y empleo locales. Algunas de las sentencias judiciales más arriba mencionadas (Viking, 
Laval...), considerando que la actuación sindical (por ejemplo, el ejercicio del derecho de 
huelga) puede suponer una restricción al derecho a la libre prestación de servicios de las 
empresas en el mercado único europeo, han supuesto una importante limitación de la 
actividad sindical en todo lo referente al desplazamiento de trabajadores, viendo así 
fuertemente limitada su capacidad de llevar a la negociación colectiva nacional la 
aplicación de ese principio de "a igual trabajo, igual salario" antes mencionado. Los 
sindicatos se verían así obligados a ajustarse estrictamente (y con crecientes limitaciones) 
a unos instrumentos de regulación de las relaciones laborales de carácter nacional en un 
contexto en el que la dinámica económica ha desbordado ampliamente dicha esfera y 
requiere de otros mecanismos de actuación y regulación transnacional. 
 
“Tras los fallos [del Tribunal de Justicia de la UE] de 2007-2008, los sindicatos son considerados 
como expresiones del Estado, es decir, que las mismas restricciones que se aplican a los Estados 
miembro en lo que se refiere a la Directiva de Desplazamiento de Trabajadores, se aplican también a 
los sindicatos. La Directiva de desplazamiento es definida como una directiva de máximos y, por 
lo tanto, los sindicatos no pueden llevar a cabo las actuaciones necesarias para llevar a los 
empresarios a la mesa de negociación y negociar los convenios colectivos. Esta cuestión plantea 
un problema muy, muy importante y lo plantea también a nivel del respeto de derechos fundamentales, 
ya que no estamos lejos de saltarnos las convenciones 198 y 787 de la OIT. Este problema no ha 
quedado resuelto en la revisión [de la Directiva de desplazamiento] y es importante que los sindicatos 
puedan seguir haciendo su trabajo, puedan seguir dialogando, tanto con los empleadores nacionales 
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como con los extranjeros, de cara a la negociación de los convenios colectivos" [E-11, Confederación 
Europea de Sindicatos]. 
 
3) La incongruencia que supone establecer un límite temporal de 24 meses para que el 
trabajador desplazado pase a ser considerado como un trabajador local cuando todos los 
datos disponibles señalan que la duración real de los desplazamientos de trabajadores 
tienen una duración mucho más reducida (de meses, en el caso del transporte incluso de 
semanas). Poner un umbral temporal tan alto, que no se ajusta a las duraciones reales del 
desplazamiento de trabajadores en Europa, haría de este tipo de medidas un brindis al sol, 
un instrumento totalmente ineficaz para la lucha contra los usos abusivos del 
desplazamiento de trabajadores (a lo que habría que añadir la existencia de clausulas en la 
normativa que posibilitan excepciones incluso a la aplicación de este tope de los 24 meses 
máximos de duración del desplazamiento).  
 
“Después hay otros aspectos relevantes, la propuesta [de revisión de la Directiva] introduce un límite 
temporal de veinticuatro meses más allá del cual nos encontraríamos, por decirlo rápido, bajo el 
principio del país de acogida. El argumento que se ha dado sobre por qué veinticuatro meses es 
que se trata del mismo lapso de tiempo que se ha utilizado en los reglamentos de coordinación 
de la Seguridad Social. Bien, esa medida no tiene realmente el menor impacto ya que, en la 
actualidad, se considera que la duración media del desplazamiento en Europa es de cuatro 
meses, en algunos sectores incluso de varias semanas, en el transporte por carretera todavía 
menos. Hablar de veinticuatro meses no tiene entonces ningún impacto. Además, por otro lado, hay 
una disposición nada fácil de leer en la Directiva que, en términos generales, viene a decir que es 
posible evitar este límite de veinticuatro meses, ya que éste no se tendría en cuenta más que en los 
contratos de trabajo individuales de más de seis meses. Bastaría entonces con tener una serie de 
contratos de desplazamiento de cinco meses para no estar sujeto al límite establecido de dos años" [E-
11, Confederación Europea de Sindicatos]. 
 
4) Las ambigüedades existentes en la normativa de desplazamiento sobre la actuación de 
las agencias de colocación temporal en este ámbito. En muchos de los desplazamientos 
efectuados por las agencias de trabajo temporal no quedaría acreditado, a juicio de la 
organización sindical, la existencia de una relación laboral previa con la agencia en el país 
de origen, tal y como exige la normativa de desplazamiento, sino que se trata de 
trabajadores contratados temporalmente y ex profeso para el desplazamiento (debiendo ser, 
en este sentido, no considerados como trabajadores desplazados, sino como trabajadores 
locales y tratados como tales).  
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“Tenemos una disposición que establece un vínculo con la Directiva sobre Empresas de Trabajo 
Temporal. No voy a entrar en los detalles, pero una vez más se trata de un problema de voluntad 
política y de claridad. En el texto de aplicación de la Directiva de desplazamiento de 2014 se dice 
que, para determinar si existe realmente un desplazamiento, es necesario tener una actividad 
económica en el país de origen y prestar atención a si ha habido un periodo de empleo en el país 
de origen. Así que, a priori, si seguimos esta lógica, un trabajador de una empresa de trabajo 
temporal no puede ser un trabajador desplazado. Hace falta un poco de claridad y un poco de 
consistencia en ambos textos y precisar que, si un trabajador de una ETT no ha tenido un periodo de 
empleo en su país de origen, debe entonces ser considerado como un trabajador de derecho local, no 
teniendo por qué intervenir el desplazamiento” [E-11, Confederación Europea de Sindicatos]. 
 
5) La propia ambigüedad de la disposición incorporada en la normativa sobre 
desplazamiento a propósito de la responsabilidad en las cadenas de subcontratación en caso 
de existir normativa nacional al respecto. La regulación de la subcontratación y de la 
responsabilidad de las empresas subcontratadas respecto a los derechos de los trabajadores 
desplazados resulta fundamental en sectores como la construcción y el transporte (sector 
éste último donde, como vimos, la subcontratación generalizada ha servido de base para la 
no aplicación en muchos casos de la directiva de desplazamiento). No obstante, tal y como 
vimos previamente, la incorporación de este principio de responsabilidad solidaria en las 
cadenas de subcontratación fue uno de los que mayor controversia generó en el momento 
de la elaboración de la directiva de 2014. Como consecuencia de ello se aprobó una 
formulación "de consenso", menos ambiciosa y con contenidos "rebajados", lo cual, a 
juicio de la representante sindical, hace inoperativo este punto para atajar los problemas 
derivados de la confluencia de subcontratación y desplazamiento de trabajadores. Unos 
problemas que requeriría de intervenciones de mayor calado y contundencia, hoy por hoy 
inexistentes (de ahí la reiteración del diagnóstico sindical de una ausencia de voluntad 
política en las instituciones europeas). 
 
“Hay, en efecto, una nueva disposición sobre la subcontratación que, desde mi punto de vista, es 
completamente inaceptable y no sirve para nada (…) porque dice que, si hay mecanismos a nivel 
nacional [de regulación de la subcontratación] se pueden respetar a nivel europeo siempre que… 
y se enumera toda una serie de condiciones. Esto no sólo no sirve para nada, sino que además puede 
plantear problemas a los mecanismos ya existentes. En relación con la cuestión de la subcontratación 
hay que acabar con estas inventivas, con estos compromisos que generan no pocos problemas. No hay 
cien mil maneras de resolver la situación, sino sólo una: es necesario instaurar a nivel europeo 
un mecanismo de responsabilidad conjunta y solidaria a lo largo de toda la cadena de 
subcontratación. No hay más opciones: o se hace eso o mejor no hacer nada. No existe un punto 
medio aceptable” [E-11, Confederación Europea de Sindicatos]. 
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6) La debilidad y laxitud de los criterios establecidos en la Directiva sobre la garantía de 
cumplimiento para la determinación, por parte de las inspecciones nacionales, de la 
existencia de empresas buzón, así como el vivo contraste entre la intención declarada en 
dicha directiva y la promoción de este tipo de establecimientos por otras directivas 
europeas aprobadas en el mismo período.   
 
“En un primer momento, estaba claro que la Directiva de desplazamiento no prohibía el 
fenómeno de las empresas buzón. Después tenemos una Directiva en 2014 que introduce algunos 
criterios que obligan a las autoridades nacionales a verificar que existe un verdadero 
establecimiento en el país de origen. Da algunos criterios a verificar (…) que consideramos muy 
vagos, ya que dan mucha laxitud, mucha flexibilidad a las inspecciones nacionales, al tiempo 
que refuerzan un principio de mercado interior para que los controles no sean demasiado 
restrictivos, demasiado injustificados con respecto a los principios de la libre circulación de 
trabajadores. De hecho, otro problema es que en el derecho europeo se sigue consintiendo el 
principio de las empresas buzón. No hay, por ejemplo, en el derecho societario europeo, un principio 
de sede única en Europa (…), es totalmente factible registrar la sede social donde queramos en la 
Unión Europea, aun cuando no tenga ninguna relación con la actividad efectiva [de la empresa]. Así 
que no es sólo que no está regulado, sino que está de hecho favorecido y potenciado en otros ámbitos, 
ya que tenemos una propuesta de Directiva de 2014, creo, sobre las Sociedades Unipersonales (…), 
que autoriza explícitamente la separación de sedes y que, de hecho, crea un tipo de sociedad que va a 
costar un euro y que se puede crear por internet en 3 días, sin verificación siquiera de la identidad. Si 
eso no es dar carta blanca a las empresas buzón yo no sé lo que es. Y se trata de una Directiva sobre 
las sociedades unipersonales que se discute al mismo tiempo que la implementación de la Directiva 
de desplazamiento” [E-11, Confederación Europea de Sindicatos]. 
 
Al contrario de lo que ha sido el sentir mayoritario de la parte empresarial previamente 
analizado, la principal organización sindical europea cree que estas ambigüedades y 
debilidades de la actual normativa de desplazamiento obligarían a revisar y renegociar 
partes sensibles de las directivas, aprovechando precisamente los debates (valorados 
positivamente) abiertos en torno al Mobility Package.  
 
“Tenemos un reconocimiento político tanto a nivel de las instituciones como a nivel de los 
Estados miembro que se pronuncian: Alemania, Bélgica, Francia interpelan regularmente a la 
Comisión Europea sobre las prácticas de dumping social. No, no estamos solos (…). Si comparo 
la actual situación política con la que había hace ocho años creo que sí ha habido un progreso positivo, 
aun cuando estemos aún muy, muy lejos de lograr lo que sería necesario. Pero sí hay cambios” [E-11, 
Confederación Europea de Sindicatos]. 
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Una revisión urgente en tanto que el fenómeno del desplazamiento de trabajadores (muy 
vinculado en el discurso sindical a prácticas abusivas y a la vulneración de derechos) es un 
fenómeno en expansión con un fuerte impacto potencial en los mercados de trabajo locales. 
Un fenómeno cuya magnitud real es, no obstante, ignorada como consecuencia de la falta 
de estadísticas fiables al respecto. Una situación que, a juicio de esta representante sindical, 
sería producto no tanto de un subdesarrollo técnico y/o logístico por parte de las 
instituciones europeas y/o de los Estados miembros, como de su ausencia de voluntad 
política para resolver los problemas derivados de la deslocalización de empresas y el 
dumping social. 
 
 En términos generales, el desplazamiento de trabajadores está creciendo en todos los sectores 
y yo creo que la mayor parte de los desplazamientos afecta a personal poco cualificado (…). El 
gran problema del desplazamiento es que nos movemos en un contexto donde abundan el fraude 
y los abusos. Existe un fraude extraordinario en torno a los formularios A1, los formularios A1 de la 
Seguridad Social deberían ser la fuente de información, pero no está tan claro que lo sea por este 
motivo. Tampoco existe una autoridad que centralice todas estas informaciones. Así que todas las 
cifras que tenemos hoy por hoy no son más que estimaciones. Nadie, ni siquiera la Comisión, 
nadie tiene cifras exactas que sean rigurosas” [E-11, Confederación Europea de Sindicatos]. 
 
“Yo creo que la verdad es que no hay actualmente voluntad política en Europa de enfrentarse 
al fenómeno de la deslocalización y de considerar que el coste del factor trabajo no puede ser un 
elemento de competitividad como cualquier otro. (…) Cuando un inspector alemán envía una 
petición de información a Polonia o a Irlanda, para verificar la actividad efectiva [de una empresa] en 
el país de origen, no obtiene respuesta. No obtiene respuesta porque los irlandeses, los polacos están 
desbordados de peticiones de este tipo, quizá exista también algo de desconfianza con respecto a su 
manera de hacer las cosas en su Estado, con poca inspección. En cualquier caso, no es suficiente y 
una de las reivindicaciones de la CES es la creación de una agencia europea de inspección. No se 
trata de reemplazar a las inspecciones nacionales, sino simplemente de contar con una agencia 
europea que sea competente para intervenir en los casos de fraude transfronterizo. El 
equivalente sería Europol. Hoy tenemos una Europol para investigar el crimen organizado y 
podríamos considerar a las empresas buzón como una forma de crimen organizado. Deberíamos tener 
un equivalente también a nivel de las inspecciones sociales" [E-11, Confederación Europea de 
Sindicatos]. 
 
En lo que se refiere al fenómeno del desplazamiento de trabajadores, para la Confederación 
Europea de Sindicatos se trata, en última instancia, no tanto de un conflicto entre Estados 
como de un conflicto entre el principio de libertad económica y el principio del respeto a 
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los derechos sociales presentes en el proyecto de unificación europea. Un trastocamiento 
del (precario) equilibrio entre libertades económicas y derechos ciudadanos que durante 
décadas habría pretendido encarnar el modelo social europeo. Prueba de ello sería, desde 
el punto de vista sindical, que lo que se había inicialmente contemplado como parte del 
entramado de protección y derechos sociales de los trabajadores en Europa (la directiva de 
desplazamiento de 1996) sería ahora concebido como un marco regulador de la libre 
prestación de servicios. Una primacía de las libertades económicas por encima de los 
derechos fundamentales de los ciudadanos que violentan y ponen en entredicho la defensa 
de los derechos humanos en el seno de la Unión Europea. 
 
"Se sigue considerando la Directiva de Desplazamiento de Trabajadores no como un instrumento 
de protección social, sino como un instrumento para la libre circulación de servicios. (…) Habría 
que considerar cambiar la base jurídica para reencontrar el espíritu de la Directiva, que es el de la 
protección de los trabajadores y no el de ser un instrumento del mercado interior (…). Cuando hay 
un conflicto entre libertad económica y normas sociales es evidente que el Tribunal Superior de 
Justicia da prioridad a las libertades económicas. En los cuatro casos de 2008, cuando se da un 
conflicto, es el ejercicio de un derecho fundamental [el derecho de huelga, por ejemplo] y el colectivo 
que lo ejerce quienes deben justificarse y ser proporcionales, lo cual entra en total contradicción con 
lo que ocurre en otros instrumentos internacionales como la Convención Europea de Derechos 
Humanos o la OIT, donde se procede a la inversa. Es decir, que hay una preeminencia de los derechos 
fundamentales, de los derechos humanos, y cuando se produce una restricción sobre tales derechos 
fundamentales es dicha restricción la que debe ser justificada y proporcional. En el caso de la Unión 
Europea estamos en una lógica completamente diferente en la que las consideraciones 
económicas están por encima de las consideraciones relativas a los derechos humanos" [E-11, 
Confederación Europea de Sindicatos]. 
 
Por su parte, la Federación Europea de los Trabajadores del Transporte (ETF) insiste en 
la misma falta de “voluntad política”, ya subrayada por la CES, por parte de la Comisión 
Europea de cara a la resolución de los problemas relativos al dumping social que afectan 
específicamente al sector del transporte por carretera. Tanto el conflicto de la Comisión 
con Alemania y Francia como la ausencia de bases de datos compartidas se señalan como 
rasgos significativos de dicha ausencia de voluntad:  
 
“La Comisión dice que la ley no es clara, pero, de hecho, hay una explicación por escrito facilitada 
a los empresarios, a la organización europea de empleadores, por parte de la Comisión, donde ésta 
dice que, en conformidad con el reglamento de tiempos y condiciones de descanso, únicamente 
el descanso reducido puede realizarse dentro del camión siempre que exista el acuerdo por 
parte del conductor. Eso es de 2012. Ahora, en 2014 ó 2015, la Comisión toma medidas contra 
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los Estados miembro que la aplican. (…) Es un primer indicador de que no hay voluntad política 
a nivel europeo para hacer algo por el sector, arreglar los problemas existentes desde el punto 
de vista social. (…) Alemania, Francia, Bélgica… no están haciendo nada arbitrario respecto al 
problema del descanso dentro o fuera del camión. Francia y Bélgica han comenzado simplemente a 
controlar, eso es todo. (…) Por otro lado, está el famoso sistema ERRU [Registro Europeo de 
Empresas de Transporte por Carretera], que es un registro europeo que implica a todos los 
operadores del transporte. (…) La ley europea dice que en el transporte por carretera cada Estado 
miembro debe disponer de un registro nacional. Si soy una empresa de transporte por carretera (…) 
y quiero hacer operaciones en otro lugar, fuera del país en el que estoy radicada, debo obtener la 
autorización del Estado miembro donde me encuentro. Entonces, si el Estado miembro me da la 
autorización, automáticamente figuraré en el registro electrónico de dicho Estado. Y todos los 
registros electrónicos deben estar interconectados a nivel europeo. De este modo podemos 
tener una visión global, una base de datos de todos los operadores que circulan en la 
Comunidad. (…) Cuatro años más tarde soló hay conectados diecinueve de los veintiocho 
países. Ahí la Comisión se muestra menos estricta. Así que, ¿se trata de una cuestión de 
capacidad o de un problema de voluntad política? [E-12, Federación Europea de Trabajadores 
del Transporte] 
 
En este mismo sentido, el problema de fondo no radicaría tanto, según esta organización, 
en carencias de los contenidos de la normativa de desplazamiento cuanto en la falta de 
voluntad política para implementarla. 
   
“Nos encontramos en una situación en la que tenemos una buena legislación en el transporte por 
carretera, pero que no se aplica. Sin duda hay que dejar a las empresas… hay que dejar una cierta 
libertad a las empresas, pero esta especie de libertad ha jugado en contra del… welfare… del 
bienestar en el sector. (…) Si no hay control, si no se produce una aplicación estricta de la ley, 
entonces las empresas recurren a prácticas que no son legales (…) Por ejemplo, para el sector 
del transporte por carretera es muy importante la Directiva sobre la garantía de cumplimiento 
de 2014. Nos han dicho que todas las medidas que están previstas en el artículo 9, medidas de 
registro, de declaración, todas estas medidas deben ser también implementadas en el 
transporte por carretera. Y es posible hacerlo” [E-12, Federación Europea de Trabajadores del 
Transporte]. 
 
No obstante lo cual, se reclama una decidida revisión, también, de la normativa disponible 
atendiendo a las particularidades del sector. A este respecto se plantea: a) la determinación 
explícita y, sobre todo, “automática” de la prioridad del lugar de trabajo habitual en relación 
con las condiciones de empleo (una recuperación del cada vez más ignorado principio de 
lex loci laboris que permitiría poner freno a los abusos derivados de los diferenciales 
salariales de la fuerza de trabajo en Europa); b) La puesta en marcha de un mecanismo 
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transnacional (la Agencia de Transporte por Carretera Europea) de regulación y 
ordenamiento de un sector (el transporte internacional) cuya dinámica desborda 
constantemente y por definición el marco del Estado nación (y de sus instituciones, 
intereses particulares y principios de regulación); c) la dotación obligatoria de fondos 
mancomunados (para el resarcimiento de los trabajadores afectados) de cara al combate 
efectivo contra las empresas buzón; y d) el establecimiento a nivel europeo de índices 
desagregados de precios mínimos por servicio de transporte transnacional (que podría 
servir, indirectamente, a modo de salario mínimo europeo para el conjunto del sector), 
como medida necesaria para la lucha contra la competencia desleal dentro del sector y el 
abuso de la posición de fuerza de los cargadores (desequilibrio que conlleva una constante 
presión bajista de los precios de los servicios de transporte y, en definitiva, de las 
condiciones de trabajo y empleo de sus trabajadores). 
 
“Se trata de controlar el principio de país habitual de trabajo y punto. Hemos realizado muchas 
visitas a los parkings de los países occidentales: Austria, Alemania, Dinamarca, Bélgica, Holanda… 
Y los conductores que permanecen durante meses en estos países, para llevar a cabo su trabajo son… 
deben ser pagados su salario, deben tener acceso a las condiciones del país donde realizan 
habitualmente su trabajo, es decir, Bélgica, Dinamarca, Austria, Alemania… En este momento, 
actualmente, este principio existe en la legislación europea, pero los conductores deben 
reclamarlo de manera individual… pueden acceder a este principio vía sentencia del Tribunal 
de Justicia, no es algo automático. Por eso ETF reclama que dicho principio se aplique de 
manera automática a todos los conductores. Eso significa que, si el conductor trabaja 
habitualmente en Bélgica, aunque sea polaco o de cualquier otro sitio, ese conductor se encuentre 
cubierto por la legislación belga, por las condiciones belgas. Si tuviéramos este principio no 
tendríamos ya el problema de la diferencia de los costes del factor trabajo (…). ETF trabaja en 
estos momentos en un listado de competencias para una agencia europea de transporte por 
carretera, para demostrar, por ejemplo, en el Parlamento Europeo, lo importante que es contar con 
esta agencia. Eso podría cambiarlo todo, porque todo lo que concierne al transporte por carretera en 
Europa exige de una aplicación transfronteriza de la legislación. La Comisión no tiene 
capacidad para hacerlo y no podemos dar esta competencia a los Estados miembro porque se 
tratar de una cuestión transfronteriza” [E-12, Federación Europea de Trabajadores del 
Transporte]. 
 
“[Imaginemos que] Bélgica se da cuenta de que hay empresas buzón en Eslovaquia. No sabemos si 
estas empresas pertenecen o no a una empresa matriz belga, pero lo que sí sabemos es que estas 
empresas envían trabajadores, conductores, a Bélgica. En ese caso, Bélgica tendría que formular 
una demanda por medio de la Comisión Europea a Eslovaquia y ésta responder dentro de un 
plazo de no sé cuánto. La cosa es que eso no funciona en absoluto porque si yo…, aunque se trate 
de empresas belgas que han creado empresas buzón en mi país, yo no voy a dejar a estas empresas 
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dentro de mi territorio en una situación de ilegalidad. ¿Por qué? Porque en algunos países que 
albergan empresas buzón tienen prácticas un poco… prácticas ligadas a la corrupción (y no estoy 
pensando en Eslovaquia en particular), porque quizá hay algún impuesto a las empresas y entonces 
reportan algún ingreso a los presupuestos de los Estados… por diferentes razones. Así que este 
sistema no está funcionando para nada. (…) Hoy tenemos a empresas inscritas en el registro 
nacional [de empresas del sector del transporte] con un capital de 50 euros. Si cinco conductores 
fueran a juicio y lo ganasen y hubiera que pagarles los salarios de los tres últimos meses… La 
empresa se cerraría y se abriría un mes más tarde en la acera de enfrente. Debe hacerse 
realmente algo (…) que pueda realmente ser aplicado como medida para luchar contra estas 
prácticas. Hay medidas que la Comisión podría tomar, como crear un fondo social que no quede 
en la caja de las empresas, sino un fondo de garantía social que quede en la caja del Estado 
miembro donde la empresa esté establecida” [E-12, Federación Europea de Trabajadores del 
Transporte]. 
 
“Hemos propuesto en varias ocasiones a la IRU [la patronal europea del sector] que trabajemos 
sobre un precio correcto, justo, para la operación de transporte, un precio que pueda cubrir 
todos los costes: mano de obra, descanso fuera del camión y demás. Si tuviéramos un índice 
que realmente pudiera ser aplicado cada vez que establecemos un precio con nuestros 
clientes… (…) Sí, la crisis económica ha afectado un poco, pero sólo un poco, porque el transporte 
por carretera es irremplazable. Hay empresas que han renunciado incluso, por ejemplo, al transporte 
aéreo de corta distancia, sustituyéndolo por los camiones. El transporte por carretera yo creo que no 
ha sufrido mucho, viendo los datos no parece enorme, no ha habido un impacto enorme [de la crisis]. 
No obstante, la ampliación [de la Unión Europea hacia el Este] ha posibilitado bajar el precio de la 
mano de obra y han bajado los precios de forma insostenible” [E-12, Federación Europea de 
Trabajadores del Transporte]. 
 
Resulta también significativo el énfasis crítico puesto en la actitud del lobby patronal 
español en relación con la flexibilización de la reglamentación de los descansos 
previamente mencionada: los presuntos “problemas” asociados a los largos 
desplazamientos (las dietas de los trabajadores consumidas en alojamientos, la ausencia del 
hogar durante prolongados periodos de tiempo, etc.) remiten para la ETF a una ausencia 
intencionada de planificación por parte de las empresas en todo lo relativo a la gestión de 
las condiciones de empleo de su fuerza de trabajo (planificación que, por contraste, sí se 
realiza diligentemente en lo referido a las flotas de vehículos).   
 
“Estamos al tanto del lobby que realiza España a este respecto, todas las empresas que utilizan 
conductores de los países del Este están interesadas en disponer de más tiempo, en contar en la 
legislación con la posibilidad de alojar al conductor en el camión durante meses y todo ello por 
cuestiones de dumping social. La Comisión ahora trata de pensar: ‘de acuerdo, se va a pasar más 
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tiempo en el camión, pero a final de mes se retornará al país de origen’. Bien, eso no se puede 
controlar, no se puede imponer al conductor que vuelva a su país de origen, ni se puede controlar si 
ha estado en él. Entonces, lo más sencillo, la solución más factible es que la empresa se organice 
para que cada dos semanas el conductor, o bien regrese a su país, o bien pase dos noches en 
un hotel. (…) Pero nos hemos dado cuenta de que las empresas son enormemente avispadas 
cuando se trata de organizar la flota de camiones, pero enormemente torpes (…) cuando se 
trata de organizar la mano de obra, porque no es normal que un conductor tenga que dormir 
cuatro semanas dentro del camión, no es normal. (…) Y no es cosa del conductor tener que pagarse 
el hotel si tiene una dieta de 40 euros, no es posible. No conozco la normativa sobre dietas en España, 
pero las empresas pueden hacerlo [organizar adecuadamente el uso de la mano de obra], aun cuando 
existan grandes distancias, porque supongo que no se atraviesan los Pirineos en un par de horas. 
Entonces, si hay trayectos de larga distancia hay que organizar al conductor, de la misma 
manera que se organiza el uso del camión. Porque son perfectamente capaces de hacerlo” [E-
12, Federación Europea de Trabajadores del Transporte]. 
 
Recapitulando: confluencias, tensiones y conflictos en los discursos sobre el 
desplazamiento internacional de trabajadores en el sector del transporte por 
carretera europeo.  
 
En este largo capítulo hemos procedido a presentar e interrelacionar de una manera 
ordenada los que constituyen, a nuestro juicio, los elementos más significativos y 
relevantes de los discursos movilizados por los actores sociales e institucionales 
entrevistados a propósito del desplazamiento internacional de trabajadores en el transporte 
por carretera. Se trata de una información procedente de informantes clave en el ámbito de 
nuestro estudio que, pese a su extensión y riqueza, podemos tratar ahora de sintetizar más 
brevemente, rescatando y subrayando los principales choques, polémicas y/o diferencias 
discursivas detectadas en el análisis expuesto de forma más pormenorizada en las páginas 
precedentes. Nos encontramos en todos los casos ante polémicas y desencuentros que 
trascienden las meras diferencias de orden semántico, señalando las diferentes posiciones, 
preocupaciones, estrategias e intereses desde los cuáles se enuncian unos y otros 
postulados. Al mismo tiempo, tales espacios de confrontación discursiva sirven también 
como indicadores indirectos de conflictos y dinámicas en disputa presentes en el sector del 
transporte europeo (y, de manera más general, podríamos decir que en la regulación de las 
relaciones laborales en el seno de la Unión Europea). Veamos pues este breve repaso de 
los principales elementos detectados que presentamos ahora aquí a modo de conclusiones. 
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El sector del transporte por carretera: un diagnóstico de partida compartido pero con 
conclusiones muy diferenciadas entre los actores sociales (patronales y sindicales) 
 
Pretendiendo analizar el fenómeno del desplazamiento internacional de trabajadores en el 
sector del transporte de mercancías por carretera, uno de los primeros y principales 
elementos presentes en el discurso de nuestros entrevistados (especialmente en las 
organizaciones e instituciones vinculadas al sector) ha sido el diagnóstico sobre la situación 
y características de este ámbito de actividad económica, diagnóstico sin el cual no sería 
posible una correcta comprensión de las particularidades, dificultades y desafíos del 
desplazamiento de trabajadores en el transporte por carretera. 
 
En las páginas que conforman este capítulo hemos visto cómo los representantes patronales 
caracterizaban al sector del transporte por carretera como un sector que ha resistido 
relativamente bien a la reciente crisis económica de 2008 (especialmente el transporte 
internacional). En ese sentido, la dinámica y situación actual del sector no estarían 
determinados tanto por el estallido de la crisis (pese a que su impacto en el sector, como en 
el conjunto de la economía y la sociedad, sea innegable), como por una situación de 
desequilibro más o menos permanente, previa en cualquier caso al escenario de crisis, entre 
los operadores de transporte y los clientes que contratan sus servicios (los cargadores). Un 
desequilibrio en favor de los cargadores, que no hace sino reflejar una relación de fuerza 
muy desigual en los intercambios de mercado existentes entre distintos segmentos del 
capital vinculados a ramas de actividad diferenciadas pero interdependientes (fabricantes 
o grandes empresas de distribución versus transportistas). Esta posición de mercado 
favorable a los cargadores –motivada, a juicio patronal, por un exceso de oferta de 
operadores y servicios de transporte– generaría un escenario caracterizado por una 
extraordinaria competencia empresarial intrasectorial, con una constante presión a la baja 
de las tarifas que derivará, a menudo, en un estrechamiento de los márgenes de beneficios 
empresariales, en una menor calidad del servicio prestado, en la puesta en marcha de 
prácticas de competencia desleal, así como en el progresivo deterioro de las condiciones 
de trabajo como vía de mejora de la capacidad competitiva de las empresas.  
 
Frente a esta relación mercantil desequilibrada que perjudicaría tanto a las empresas como 
a los trabajadores del sector del transporte por carretera, la patronal española del sector 
reclamará la necesidad de una cierta estabilización de dichas relaciones (mercantiles) que 
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vinculan a unas y otras empresas, a unas y otras facciones del capital (cargadores y 
transportistas). Una estabilización relativa de los vínculos que unen a ambas partes que 
pudiera concretarse en acuerdos de colaboración a más largo plazo (y conviene recordar 
aquí lo señalado en capítulos previos a propósito de la ausencia generalizada de contratos 
escritos entre cargadores y transportistas, así como su corta duración cuando existen) que 
permitan incorporar mejoras e inversiones a medio y largo plazo, que repartan de forma 
más equilibrada los riesgos derivados de tales inversiones exigidas por los cargadores, etc. 
En definitiva, la patronal apostará por unas relaciones (mercantiles) entre empresas de 
transporte y cargadores que no sean cortoplacistas, inmediatistas, ni estén únicamente 
basadas en una mejora (véase reducción) de las tarifas de los servicios de transporte.  
 
La actuación que reclama la patronal española del transporte para hacer frente a esta 
situación de desequilibrio de mercado no se plantea, sin embargo, en términos de una 
intervención o regulación estatal o supraestatal (pese a que, como ocurre en otros muchos 
sectores, tales instancias sean también movilizadas y utilizadas por dicha patronal en la 
defensa de sus intereses). Las experiencias previas de ese tipo (fijación de precios mínimos 
por parte de las autoridades estatales, etc.) son consideradas ineficaces y contrarias a los 
principios del libre mercado, reclamándose más bien (de forma un tanto ingenua nos 
atreveríamos a decir, al menos en lo que al discurso público se refiere) una suerte de 
autorregulación de la competencia entre estos capitales de sectores económicos 
diferenciados. Una negociación entre sectores y capitales concurrentes que, dentro de un 
contexto de libre mercado, posibilitase otras relaciones entre transportistas y cargadores, 
otras reglas de juego más equilibradas. Nos encontraríamos aquí ante un punto 
contradictorio en el discurso empresarial pues esas nuevas reglas de juego más equilibradas 
parecerían contradecir los principios básicos de la economía de mercado previamente 
reivindicada pues ¿qué otra cosa sería pretender revertir, por medio de negociaciones y 
acuerdos, una posición desigual de poder en favor de los cargadores que no es sino reflejo 
de su posición de fuerza en el mercado como consecuencia de la ley de la oferta y la 
demanda (un exceso de oferta de transportistas que es aprovechado por los cargadores)? 
¿Cómo interpretar la petición patronal de que las relaciones entre transportistas y 
cargadores no esté basada únicamente en valoraciones cortoplacistas a partir de tarifas y 
precios? ¿Cómo interpretar la petición de que los cargadores acepten más costes (por 
ejemplo, derivados de las inversiones en el sector) que los que su posición de fuerza en el 
mercado les obligaría? ¿Se está pidiendo acaso que el juego de la oferta y la demanda no 
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determine los términos en los que se desarrollan los intercambios de mercado? ¿Se pretende 
que los agentes económicos no traten de maximizar lo que obtienen en unos intercambios 
que –a diferencia de otras formas no mercantiles, como los dones y contradones– se 
conciben como transacciones inmediatas de valores equivalentes? ¿Que otra racionalidad 
podría motivar en una economía de mercado la actuación de un agente racional (los 
cargadores) que busca satisfacer una necesidad (de transporte) vía el mercado sino la 
búsqueda del menor precio posible para el servicio o bien solicitado, es decir, la 
maximización de los resultados obtenidos en el intercambio?  
 
El discurso de la patronal española del transporte se va a mover así en un terreno marcado 
por una cierta ambigüedad, reclamando una estabilidad en sus relaciones mercantiles con 
los cargadores que niega, sin embargo, para las relaciones (de competencia y cooperación) 
entre las empresas del sector (donde prima igualmente la informalidad y la subcontratación 
en relaciones altamente volátiles) y con respecto a sus trabajadores (transformados muchas 
veces en autónomos o falsos autónomos condenados a absorber por sí mismos las 
fluctuaciones y vaivenes del mercado). La patronal española del transporte reivindicará así 
una economía de mercado cuyos principios son, no obstante, cuestionados o matizados (sin 
duda sin pretenderlo) cuando su estricta aplicación en los intercambios les coloca en una 
posición de debilidad respecto a los cargadores. Una posición discursiva un tanto 
contradictoria entre la defensa sincera de los principios de la economía de mercado y la 
valoración de las consecuencias que ésta tiene sobre las empresas a las que representan (o 
entre lo que se dice formalmente y lo que se hace en forma de lobby, nacional o 
internacional, a la hora de dotarse de normativa que regule las actividades de transporte y 
proteja sus intereses, etc.) que refleja, a nuestro juicio, la propia posición contradictoria en 
la que se encuentran estas empresas: compitiendo como capitalistas particulares contra el 
trabajo (y, en este sentido, pudiendo confluir en sus intereses con los de otras muchas 
empresas del sector); pero también, al mismo tiempo, inmersas en una profunda 
competencia (y cooperación) con otras empresas y capitales (del sector del transporte y de 
otros sectores). En este contexto, el discurso y el diagnóstico movilizados por la patronal 
española del transporte va a adquirir así, tal y como mencionamos, tintes que podríamos 
calificar casi de "trágicos", en tanto en cuanto las empresas del transporte son contempladas 
como "víctimas" de un mecanismo ciego en el cual se ven obligadas a participar para 
sobrevivir (la reducción permanente de las tarifas para no perder unos clientes con un poder 
de mercado muy superior), pero que las devora al mismo tiempo, impulsando prácticas 
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perjudiciales para el sector (la competencia desleal) y, en definitiva, poniendo en riesgo a 
medio plazo la sostenibilidad del sector del transporte. Un sector en el que, como señalan 
los representantes patronales, por mucho que se externalice para reducir costes, al final 
alguien tiene que hacerse cargo de la operación de transporte contratada, asumiendo el 
coste y el riesgo de contar con una infraestructura inmovilizada, por mínima que ésta sea 
(véase el caso, por ejemplo, de los autónomos). 
 
El discurso sindical, por su parte, reconocerá, con matices, una parte de este diagnóstico de 
la situación del transporte efectuado por los representantes patronales: reconocerá, 
concretamente, el papel desempeñado por los cargadores en la constante presión a la baja 
de las tarifas del transporte. Una presión que, a juicio de los sindicatos entrevistados, 
descenderá y se extenderá a lo largo de toda la cadena de subcontratación (muy relevante 
en el sector tal y como vimos), fomentando la extensión de lo que los sindicatos van a 
considerar prácticas empresariales ilegítimas y/o ilegales, así como un deterioro general de 
las condiciones de trabajo y empleo en el sector. El discurso sindical comparte pues con 
los representantes empresariales que la situación estructural derivada de las relaciones 
intercapitalistas va a dejar su huella en el sector, configurando muchas de sus señas de 
identidad. Lo que no compartirán, sin embargo, será la presentación de las empresas de 
transporte como receptoras pasivas (incluso "víctimas") de dicha situación. De este modo, 
el discurso sindical rechazará eximir a las empresas del sector de su responsabilidad en la 
extensión y persistencia de las estrategias competitivas que colocan el peso del ajuste y de 
la absorción de la bajada de tarifas en el factor trabajo (como tuvimos ocasión de ver 
previamente uno de los principales costes operativos del transporte y, sin duda, el que más 
fácilmente pueden modular los empresarios). Los sindicatos rechazarán pues la imagen de 
las empresas del transporte como simples víctimas de una coyuntura desfavorable de 
mercado, señalando su capacidad de agencia y su responsabilidad en la puesta en vigor de 
determinadas formas de gestionar la fuerza de trabajo que van a ir de la mano de otras 
prácticas consideradas por los sindicatos como fraudulentas.  
 
Ante este escenario, y al igual que veíamos en el discurso patronal, los sindicatos 
mayoritarios no van a plantear con su discurso un cuestionamiento de la economía de 
mercado vigente en la Unión Europea, aunque, sin duda, su discurso se muestra a este 
respecto más pragmático que entusiasta. Como veíamos con las organizaciones 
empresariales, los sindicatos van a reclamar también una intervención en el sector capaz 
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de afrontar sus principales problemas, sin embargo, su posición apostará por una 
intervención mucho más ambiciosa que la prevista por la contraparte empresarial y bajo la 
tutela de las autoridades nacionales y europeas. A diferencia de los empresarios –que 
clamaban por la autorregulación y movilizaban, no obstante, las instituciones del Estado y 
comunitarias–, el discurso sindical es explícito a la hora de reclamar una intervención y 
una regulación que sea capaz de desbordar el ámbito nacional (constitución de una Agencia 
Europea de Transporte, de un servicio europeo de Inspección de Trabajo, etc.) y de 
"domesticar" unas relaciones de mercado desbocadas. Un discurso que encontrará cierto 
terreno común con el discurso de los representantes españoles de la Inspección de Trabajo 
(también ellos favorables a la puesta en marcha –más modesta– de mecanismos de 
regulación transnacional: salario mínimo europeo, servicios comunitarios de inspección de 
trabajo, etc.) y que resuena, en muchos aspectos, a los programas y reivindicaciones 
clásicas de las socialdemocracias europeas. Es decir, al proyecto de configurar un modelo 
económico y social en el que las relaciones económicas capitalistas existan, pero estén 
supeditadas (y, en ese sentido, corregidas y limitadas cuando sea necesario) a los derechos 
y necesidades de trabajadores y ciudadanos. 
 
Externalizaciones y deslocalizaciones de empresas como respuesta a la presión a la baja 
de las tarifas 
 
Hemos visto cómo patronal y sindicatos comparten (relativamente) el diagnóstico de la 
debilidad del sector del transporte por carretera frente a los cargadores, la presión a la baja 
de las tarifas que estos ejercen y su repercusión en el funcionamiento del conjunto del 
sector. Hemos visto también, no obstante, que la posición de unos y otros actores ante dicho 
diagnóstico registra importantes variaciones: la patronal considerando a las empresas del 
sector como víctimas, al tiempo que partícipes obligadas, de una lógica de negocio que las 
perjudica irremediablemente; los sindicatos, por su parte, señalando el margen de maniobra 
que, a su juicio, tendrían estas empresas y, por lo tanto, su responsabilidad en la puesta en 
marcha de estrategias competitivas basadas en la gestión de la fuerza de trabajo, reduciendo 
sus costes y deteriorando de forma visible las condiciones de trabajo y empleo en el sector. 
Ante esta situación, hemos visto también cómo ambos actores se posicionaban de manera 
diferenciada a la hora de pensar y reclamar una intervención que permitiera solucionar los 
problemas identificados en su diagnóstico: una actuación "soft" en términos de acuerdos y 
autorregulación entre sectores concernidos, en lo que se refiere al discurso formal de la 
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patronal; una intervención y regulación externa más ambiciosa, liderada por las 
instituciones públicas (nacionales y europeas) en lo que se refiere al discurso de los 
sindicatos. 
 
En este juego de encuentros y desencuentros entre los discursos de los representantes 
patronales y sindicales, hemos tenido también ocasión de registrar otro espacio de tensión 
relevante en torno a cuáles estarían siendo las principales respuestas "adaptativas" de las 
empresas de transporte por carretera ante el escenario previamente delimitado. En este caso 
hemos podido apreciar nuevamente una coincidencia entre patronal y sindicatos a la hora 
de señalar en qué consistirían esas respuestas (externalización y subcontratación de 
actividades, por un lado; deslocalización de empresas, por el otro), pero también un claro 
distanciamiento en el momento de enjuiciarlas y de considerar sus posibles consecuencias. 
 
En ambos discursos, la externalización y subcontratación de operaciones de transporte a 
otras empresas del sector (constituidas, en ocasiones, por antiguos asalariados de la propia 
empresa que contrata el servicio y transformados ahora, por esa misma empresa, en 
autónomos o falsos autónomos, cooperativas o falsas cooperativas de transporte) es 
señalada como estrategia de reducción de costes operativos en mayor o menor medida, 
subrayando la relevancia que juegan las cadenas de subcontratación en el sector, así como 
el proceso de progresivo "vaciamiento" de las empresas que supone dicho fenómeno 
(tendencia a configurar un horizonte de "empresas sin trabajadores"). Sin embargo, tal y 
como hemos tenido ocasión de comprobar, mientras que para la patronal española nos 
encontraríamos ante un fenómeno en vías de contención (por medio de la reforma de la Ley 
de Ordenamiento del Transporte Terrestre, por la modificación y endurecimiento del 
sistema de pago de impuestos por estimación objetiva o módulos, etc.), para la parte 
sindical estaríamos ante un problema que se encuentra muy lejos de resolverse o de perder 
relevancia, pues es parte esencial y estructural de las estrategias competitivas de las 
empresas del sector: la reducción de los costes laborales implicados en las operaciones de 
transporte.  
 
En cuanto al fenómeno de las deslocalizaciones de empresas (es decir, la movilidad del 
capital con el objetivo de aprovechar las diferencias territoriales existentes en materia de 
costes laborales, protección social, normativa, sistemas impositivos, etc. y reducir así sus 
costes operativos), ambos discursos coincidirán también a la hora de señalar su relevancia 
Esta es una versión previa del libro publicado en la Editorial Bomarzo (Albacete), 2018 
(ISBN: 978-84-17310-37-0) https://www.editorialbomarzo.es 
	 139 
e impacto en el sector del transporte. Reconocerán mutuamente que este fenómeno no se 
registra únicamente a escala internacional (deslocalización de empresas de unos países a 
otros, en el caso que estamos analizando, fundamentalmente hacia países de la Europa del 
Este, aunque en el caso español habría que añadir igualmente Portugal), sino también de 
forma interna en cada Estado (en el caso español, motivado por unas diferencias 
interregionales que se ven perpetuadas por la existencia de una negociación colectiva muy 
fragmentada a escala provincial, que permite variaciones salariales de más del doble entre 
las provincias peor y mejor retribuidas). Las diferencias entre unos y otros discursos 
surgirán, también aquí, en el momento de interpretar y enjuiciar estos comportamientos y 
estrategias mencionadas. 
 
El discurso patronal tiende a interpretar en clave "nacional" los conflictos y tensiones que 
registra el sector como consecuencia de la fuerte competencia internacional existente. Así, 
las polémicas surgidas en torno a dicha competencia internacional y a la posible presencia 
de prácticas de competencia desleal (según la terminología de la patronal) y/o de dumping 
social (según el relato sindical) serían, en el discurso patronal, encuadrables dentro de un 
conflicto entre Estados en el que se confrontarían, aparentemente, modelos de relaciones 
laborales, de estándares de vida y de protección social (incluso de democracia) muy 
diferenciados: unos, los de la Europa Occidental, mucho más garantistas, democráticos y 
costosos que los otros, fundamentalmente los de la Europa del Este (quedando España y 
otros países meridionales en una posición intermedia que los haría bastante competitivos 
en determinados mercados). Es en este sentido que habría igualmente que interpretar las 
diferentes medidas que, como hemos visto, estarían adoptando algunos de los países de la 
Europa Occidental (Bélgica, Francia, Alemania...). Medidas que, a juicio de la patronal (y 
de algunos representantes de la Inspección de Trabajo española), movilizarán el argumento 
de una supuesta defensa de las condiciones de trabajo y empleo de los trabajadores, o de la 
lucha contra la competencia desleal y el dumping social, pero que, en realidad, tratan de 
proteger los respectivos mercados nacionales de transporte (controlados en su mayoría, 
como vimos, por operadores nacionales) de la creciente competencia internacional que 
ejercen, fundamentalmente, los transportistas procedentes de los países del Este (si bien en 
determinados casos, como el francés, esas medidas estarían igualmente orientadas a frenar 
la cada vez mayor presencia en su territorio de transportistas españoles).  
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Los sindicatos, por el contrario, van a denunciar que, detrás de este supuesto choque o 
conflicto de intereses nacionales, nos encontraríamos muchas veces, en realidad, ante 
procesos de deslocalización y/o subcontratación de empresas occidentales que derivan sus 
operaciones, total o parcialmente, hacia países y modelos de relaciones laborales más 
baratos y menos garantistas. Es decir, que más que un conflicto entre diferentes países (o 
entre capitales nacionales de países occidentales versus capitales nacionales de la Europa 
del Este), lo que tendríamos es un conflicto y una competencia entre los principales 
capitales en liza dentro del sector del transporte (capitales de procedencia diversa pero con 
hegemonía de los países occidentales). Son estos capitales los que estarían compitiendo 
virulentamente entre sí, muchas veces movilizando filiales (legal o ilegalmente 
constituidas) en países de menores estándares laborales, cuyas empresas estarían, unas 
veces, directamente controladas y constituidas por empresas occidentales; otras, 
alimentadas y sostenidas por la demanda y práctica de subcontratación de esas empresas 
de transporte y fabricantes occidentales.  
 
Dicho en otros términos: se trataría, a juicio de los sindicatos, de una estrategia consciente 
y planificada por parte de las principales empresas del sector del transporte para ganar en 
competitividad vía el aprovechamiento del desigual proceso de integración europeo, de las 
fallas y desniveles existentes en su seno (acrecentados notoriamente desde la ampliación 
hacia el este de 2004) en materia de estándares y niveles de vida, salarios y cotizaciones 
sociales, legislación laboral y protección social, etc. El aprovechamiento de estas 
diferencias por parte de las empresas de transporte sería posible: a) vía la movilización de 
trabajadores provenientes de países con mano de obra más barata (el desplazamiento 
internacional de trabajadores en el sector, ya sea efectuado por empresas que operen 
legalmente en aquellos países o, directamente, mediante el recurso a las denominadas 
empresas buzón); o bien b) vía el desplazamiento (deslocalización) de las empresas –o de 
una parte de su infraestructura– a esos mismos países de menores costes laborales y fiscales 
(la deslocalización de empresas), manteniendo, no obstante, el grueso de sus operaciones 
en los países de origen y/u otros países de mayores estándares laborales. Ambos 
fenómenos, desplazamiento de trabajadores y desplazamiento de empresas, constituirían 
dos caras de un mismo fenómeno: la búsqueda de la reducción de los costes laborales en 
un sector como el transporte por carretera donde, como hemos visto, la contención de 
dichos costes constituye el elemento determinante del éxito competitivo de las empresas 
del sector. 
Esta es una versión previa del libro publicado en la Editorial Bomarzo (Albacete), 2018 
(ISBN: 978-84-17310-37-0) https://www.editorialbomarzo.es 
	 141 
 
Los discursos patronales y sindicales diferirán igualmente a la hora de valorar la 
legitimidad de este tipo de estrategias empresariales, así como el alcance de ciertas 
prácticas polémicas vinculadas a ellas (empresas buzón, falso desplazamiento...). En 
relación a los representantes patronales hemos podido comprobar, por ejemplo, cómo 
desvinculan y diferencian claramente la deslocalización de empresas del dumping social y 
de los abusos de las empresas buzón. La primera, para las organizaciones patronales, 
constituiría una actividad legítima y legal en una economía de mercado donde está vigente 
el principio de la libre prestación de servicios y de la libre circulación de mercancías y 
capitales como es el caso de la Unión Europea. Sea o no justo o deseable, para los 
representantes empresariales existirían en Europa y en el mundo diferentes niveles de 
desarrollo, distintos estándares de vida, distintos sistemas de protección social y distintos 
estándares laborales. Si se reconoce la libertad de empresa y el principio de libre comercio, 
como ocurre en el seno de la Unión Europea, resulta entonces legítimo que las empresas, 
con el objetivo de mejorar sus resultados, opten por instalarse allí donde tengan mayores 
facilidades para su negocio, así como que éstas obtengan y movilicen sus recursos 
productivos (incluida la fuerza de trabajo) donde resulte más ventajoso para sus intereses, 
siempre y cuando no vulneren el marco normativo existente. Desde este punto de vista, 
deslocalización de empresas y desplazamiento internacional de trabajadores serán pues, 
para los actores empresariales, estrategias legales y legítimas que habría que diferenciar 
claramente de otras prácticas (ilegales) que pueden, en ocasiones, registrarse en el sector. 
Nos referimos, por ejemplo, al caso de las empresas buzón (que, a diferencia de las filiales 
deslocalizadas, no desarrollan una auténtica actividad de transporte en los países en donde 
se ubican), un fenómeno real pero cuya presencia no tiene un carácter estructural 
(relacionada con el propio funcionamiento y dinámica del sector), sino que constituyen más 
bien casos aislados (movilizados, no obstante, de forma recurrente y, a juicio patronal, 
excesiva, por los actores sindicales). Casos inevitables en una colectividad tan amplia como 
la del transporte por carretera europeo, donde siempre puede haber operadores que se 
sientan tentados a saltarse las reglas que sí cumplen la mayoría (perjudicando así al 
conjunto del sector). 
 
La visión sindical sobre esta cuestión varía de forma significativa respecto al discurso 
patronal que acabamos de presentar. Por un lado, como ya mencionamos previamente, 
consideran que las empresas del transporte no se limitan a ser sujetos pasivos que aplican 
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unas reglas de juego que ellas no han definido (la existencia de diferenciales entre países 
explotados por las empresas en su provecho), sino que con sus estrategias y 
comportamiento contribuyen activamente a crear y recrear tales desigualdades territoriales 
que tan importantes son para sus resultados económicos y para el mantenimiento de su 
competitividad. Así quedaría patente, por ejemplo, en el caso español, con la negativa 
patronal a favorecer una negociación colectiva más centralizada en el sector que permita 
unificar los costes laborales entre unas y otras provincias. Quedaría igualmente patente, a 
escala europea, con el rechazo de la patronal al principio propuesto de "a igual trabajo, 
igual salario". Las principales organizaciones empresariales europeas (con excepción de la 
patronal de las empresas de trabajo temporal) se han mostrado contrarias a toda extensión 
del principio de "igualdad salarial" más allá de la empresa particular o de la figura del 
empleador único. La extensión de este principio a nivel sectorial supondría, a juicio de la 
principal organización empresarial europea, una limitación del libre mercado y del derecho 
a la libre prestación de servicios, al tiempo que este tipo de mecanismos transnacionales de 
fijación de salarios podría invadir competencias reconocidas a las instituciones y actores 
nacionales (por ejemplo en materia de negociación y diálogo social). Quedaría así en 
evidencia la que parece ser una constante en la posición de las organizaciones patronales: 
abogar por formas de regulación laboral lo más descentralizadas y descoordinadas posibles 
(nacional antes que transnacional, regional antes que nacional, empresarial antes que 
sectorial, etc.), acotando las instituciones y mecanismos de regulación del trabajo a escala 
del Estado nación en un contexto en el que la dinámica económica de la que participan 
dichas empresas ha desbordado claramente dicho marco institucional. Por otro lado, los 
sindicatos van a considerar que los abusos registrados en el sector del transporte con motivo 
del desplazamiento de trabajadores (empresas buzón, falso desplazamiento, impago de 
salarios y cotizaciones, etc.), son abusos que no constituyen excepciones o casos aislados, 
sino prácticas asentadas y "normalizadas" en el funcionamiento del sector, prácticas sin las 
cuáles muchas de sus empresas no resultarían competitivas y que son inseparables de otras 
(la deslocalización de empresas) que, aunque legales, son, a juicio de los sindicatos, 
ilegítimas y reprobables por alimentar un fenómeno (el dumping social) que vulnera 
derechos fundamentales de los trabajadores.  
 
La regulación del desplazamiento transnacional de trabajadores en la Unión Europea 
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Llegados a este punto y vistas las posiciones enfrentadas de patronales y sindicatos respecto 
a la relevancia, legitimidad e implicaciones del desplazamiento/deslocalización –de 
empresas y trabajadores– como estrategia competitiva en el sector del transporte, no 
debería sorprendernos excesivamente volver a encontrarnos con posiciones igualmente 
diferenciadas (y enfrentadas) respecto a la valoración de la normativa y mecanismos de 
regulación existentes de dicho desplazamiento.  
 
Respecto a la regulación del desplazamiento de trabajadores en la Unión Europea 
(Directiva de desplazamiento de trabajadores de 1996, Directiva sobre la garantía de 
cumplimiento de 2014, etc.), el discurso patronal europeo se va a mostrar razonablemente 
satisfecho con su formulación y funcionamiento. Sin duda, los representantes patronales se 
declararán contrarios a algunos de los aspectos recogidos en dicha normativa (principio de 
responsabilidad solidaria en las cadenas de subcontratación; establecimiento de un listado 
abierto de requisitos para el desplazamiento que, a su juicio, deja en una situación de 
inseguridad jurídica a las empresas, etc.) pero en conjunto, valorando las distintas 
normativas como documentos de consenso arduamente trabajados, la patronal europea va 
a mostrarse, en términos generales, satisfecha con el resultado. La normativa europea 
existente en materia de desplazamiento de trabajadores constituiría una normativa 
equilibrada que permitiría, a su juicio, conjugar la defensa de los derechos de los 
trabajadores (poniendo límites a la actuación de las empresas buzón, posibilitando a los 
Estados un amplio margen de actuación en la regulación del desplazamiento y en la lucha 
contra el dumping social, etc.), con la libre prestación de servicios de las empresas 
(reconociendo así explícitamente que el desplazamiento de trabajadores puede ser una parte 
fundamental de las estrategias competitivas de las empresas). Nada justificaría pues 
reiniciar o reabrir (como pretende la parte sindical, así como, aparentemente, algunos otros 
actores institucionales europeos a raíz de los debates y propuestas del denominado Mobility 
Package) la discusión en torno a la reforma de una normativa de muy difícil elaboración 
(tal y como nuestros informantes en la Inspección de Trabajo española y en la Dirección 
General de Movilidad y Transporte de la Comisión Europea han corroborado) y cuyas 
posibles deficiencias habrían quedado, además, resueltas en gran medida por medio de la 
aprobación de la directiva de 2014. Para la patronal europea sería pues completamente 
prematuro e innecesario reformar una normativa que acaba de implementarse (en lo que se 
refiere a la directiva de 2014) y de la que aún no hemos tenido tiempo para valorar su 
utilidad o sus posibles deficiencias.  
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El material analizado mostrará también que la libre circulación (de bienes, personas y 
capitales) constituye un principio irrenunciable para la patronal europea y, desde su punto 
de vista, una fuente de prosperidad para el conjunto de Europa. En lo que respecta a la libre 
circulación de fuerza de trabajo (en este caso en su modalidad de desplazamiento 
transnacional de trabajadores), los informantes patronales creen que la normativa existente 
es suficiente para paliar los posibles perjuicios que pudiera ocasionar puntualmente dicha 
libre circulación. Perjuicios que tendrían que ver, fundamentalmente, con el 
incumplimiento (puntual, en ocasiones incluso involuntario) de las normas vigentes por 
parte de algunos actores y no con riesgos de mayor calado (dumping social, empeoramiento 
de las condiciones de trabajo, etc.) ligados estructuralmente a determinadas prácticas 
empresariales (deslocalización de empresas, desplazamiento de trabajadores...). Prácticas 
empresariales consideradas, por otro lado, tal y como hemos visto, absolutamente legítimas 
y normales en una economía de libre mercado como la europea. Sólo a corto plazo y de 
manera coyuntural, fenómenos como el desplazamiento internacional de trabajadores 
podrían conllevar desequilibrios, tensiones y perjuicios para las sociedades europeas. A 
juicio patronal, a medio y largo plazo ese tipo de dispositivos de movilización y uso de la 
fuerza de trabajo son fundamentales para garantizar la competitividad de las empresas 
europeas en una economía globalizada y, en definitiva, para hacer sostenible el bienestar y 
nivel de desarrollo de las sociedades europeas (incluido el modelo de protección social allí 
existente), por lo que no tendría sentido vincular su presencia a la de fenómenos acotados 
como el dumping social. 
 
La posición de los sindicatos respecto a la normativa reguladora del desplazamiento de 
trabajadores contrastará, prácticamente punto por punto, con lo que acabamos de ver en el 
discurso patronal. Para las principales organizaciones sindicales, la normativa sobre 
desplazamiento de trabajadores es claramente insuficiente para defender los derechos de 
estos frente a los abusos y tensiones generados por este mecanismo de movilización y uso 
de la fuerza de trabajo en el espacio europeo (abusos y tensiones que consideran más graves 
y extendidos de lo que reconoce el discurso patronal, además de consustanciales a las 
prácticas de deslocalización de empresas y trabajadores toleradas y legitimadas en la 
normativa europea). Las distintas normativas adolecen de importantes ambigüedades y 
contradicciones que limitan su eficacia a la hora de combatir fenómenos como el dumping 
social o el falso desplazamiento. La directiva de 1996 se encontraría fuertemente limitada 
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como mecanismo protector de los derechos de los trabajadores (desplazados y no 
desplazados) como consecuencia de la interpretación restrictiva que el Tribunal de Justicia 
de la Unión Europea y la Comisión Europea habrían realizado desde hace años de su 
contenido: interpretación del listado de aspectos en los que los trabajadores desplazados 
tendrían que ser equiparados al resto de trabajadores no como una "lista mínima" 
potencialmente ampliable (según los criterios de los distintos Estados miembro y siempre 
que se respetasen ciertos principios de no discriminación), como se había contemplado 
inicialmente, sino como una "lista de máximos" cuya ampliación ha sido sistemáticamente 
considerada como una vulneración del derecho a la libre prestación de servicios de las 
empresas; limitación de la capacidad de actuación de Estados y sindicatos en relación al 
desplazamiento de trabajadores; primacía de las libertades económicas ( principio de libre 
prestación de servicios) sobre otros pilares y derechos fundamentales del proyecto europeo 
(y transformación de lo que era una directiva de protección de los derechos de los 
trabajadores desplazados en una directiva de regulación de la libre prestación de servicios 
de las empresas), etc.  
 
Esas limitaciones de la directiva de 1996 se han ido reflejando, tal y como ha sido también 
señalado por los representantes de la Inspección de Trabajo española, en la puesta en 
marcha de distintas iniciativas unilaterales por parte de los Estados miembro más 
concernidos por el desplazamiento de trabajadores (Alemania, Bélgica, Francia...). La 
propia aprobación de la directiva de 2014 sería una tentativa de dar respuesta y solución a 
algunas de las principales limitaciones registradas por la directiva de 1996 a la hora de 
regular el desplazamiento de trabajadores y poner coto al fraude y los abusos en él 
registrados. En el discurso de la Inspección de Trabajo que hemos tenido ocasión de 
presentar se recogía este hecho (corroborando así la impresión sindical de limitaciones en 
la directiva de 1996), si bien se mostraba moderadamente optimista respecto a los avances 
y mejoras que –tras un largo y complejo proceso de negociación– se habían logrado con la 
aprobación de la directiva de 2014: incorporación de un principio (limitado) de 
responsabilidad solidaria en las cadenas de subcontratación; establecimiento de criterios 
más precisos (vía un listado abierto que otorga cierta capacidad de actuación a los Estados) 
con los que delimitar quienes son los trabajadores desplazados; creación de mecanismos 
más eficaces para la persecución y sanción de las infracciones ligadas al falso 
desplazamiento y las empresas buzón, etc. A diferencia de la valoración efectuada por la 
Inspección de Trabajo en España, y más aún de la movilizada por los actores empresariales, 
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las organizaciones sindicales consultadas consideraron claramente insuficiente y repleta de 
ambigüedades esta nueva directiva de 2014: reconocimiento formal en la directiva del 
principio de "igual trabajo, igual salario" que no se ve luego acompañado en la práctica por 
un apoyo a los mecanismos (la negociación colectiva) que hacen factible la aplicación de 
dicho principio a los trabajadores desplazados; establecimiento de una duración máxima 
posible del desplazamiento (24 meses) muy superior a la duración media real de dichos 
desplazamientos (98 días); tolerancia respecto a la ausencia de contrato laborales previos 
al desplazamiento en el caso de las Empresas de Trabajo Temporal; regulación de mínimos 
del fenómeno de la responsabilidad en la subcontratación que no permite atajar los 
problemas y abusos ligados a la misma; laxitud a la hora de definir qué son las empresas 
buzón (al tiempo que la propia legislación europea sobre creación e instalación de empresas 
potenciaría este tipo de figuras "empresariales"), etc56.  
 
Como consecuencia de todo ello, y en claro contraste con la posición patronal, los 
sindicatos europeos serán firmes partidarios de reabrir la discusión y el debate sobre la 
normativa de desplazamiento de trabajadores en Europa, apostando por aprovechar los 
debates abiertos en torno al Mobility Package para reformar los puntos más polémicos de 
la normativa existente. Una revisión y reforma que es percibida como urgente habida 
cuenta del fuerte impacto que, a su juicio, estaría teniendo el desplazamiento de 
trabajadores (y las prácticas de dumping social que consideran van a él asociadas) en los 
mercados de trabajo locales de muchos países. Se trataría pues no sólo de mejorar 
"técnicamente" la formulación de la normativa de desplazamiento sino, sobre todo, de 
impulsar un cambio político en las instituciones europeas. Un cambio que vuelva a 
considerar prioritaria la defensa de los intereses y derechos de los trabajadores y evite lo 
que se percibe hoy como una supeditación de los mismos a las libertades económicas que 
reivindican las empresas. Sin cuestionar el modelo económico de libre mercado vigente en 
la Unión Europea, los actores sindicales reivindicarán una regulación política más 
																																																								
56 En abril de 2018 la Comisión Europea ha anunciado la propuesta legislativa conocida como EU Company 
Mobility package. Esta iniciativa, aún en discusión, plantea, por un lado, la necesidad de regular las 
deslocalizaciones de las empresas en el seno de la UE con el objetivo de combatir los abusos de las 
denominadas empresas buzón (contemplando la posibilidad, por ejemplo, de que expertos independientes 
puedan verificar la existencia de actividad real de esas empresas en el país en el que se han instalado). No 
obstante, esa misma propuesta legislativa incorpora la propuesta de que la creación de empresas en la UE 
pueda hacerse de forma digital, sin necesidad de que los responsables de dichas empresas estén físicamente 
presentes (lo que limita el control sobre la creación de empresas fantasma). La Comisión Europea parecería 
seguir así moviéndose en una cierta ambivalencia respecto al fenómeno del dumping social, poniendo en 
marcha medidas que a juicios de los actores sindicales siguen siendo insuficientes. Véase, por ejemplo 
(Vitols, 2018). 
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ambiciosa de la economía (con la creación de agencias, mecanismos, indicadores e 
instituciones de carácter europeo, con una vuelta al principio del lex loci laboris, etc.) que 
vuelva a equilibrar en el proyecto europeo la defensa de las libertades y derechos de las 
empresas con las libertades y derechos de los ciudadanos. A juicio de los sindicatos, sólo 
en este contexto de equiparación real de estándares laborales (creación de servicio de 
Inspección de Trabajo europea; establecimiento de un salario mínimo europeo; aplicación 
automática del principio de lex loci laboris a todo trabajador desplazado; reforzamiento del 
diálogo social –a nivel nacional y europeo– y de su aplicación también a los trabajadores 
desplazados; reconocimiento de la capacidad de actuación de Estados y sindicatos en la 
ordenación de las relaciones laborales, etc.), el desplazamiento de trabajadores podría dejar 
de funcionar dentro de Europa como un mecanismo de movilización y uso de fuerza de 
trabajo de bajo coste (y escasos derechos); es decir, podría dejar de actuar como un 
instrumento de dumping social y convertirse en una práctica legítima a disposición de las 
empresas europeas.  
 
La aplicación al sector del transporte por carretera de la normativa europea sobre 
desplazamiento de trabajadores  
 
Como parte y prolongación de esta discusión en torno a la regulación del desplazamiento 
de trabajadores en la Unión Europea, hemos visto cómo surgía una importante discusión, 
también con posiciones claramente diferenciadas, a propósito de la posible aplicación de 
la normativa de desplazamiento al sector del transporte de mercancías por carretera. 
Concebidas inicialmente para dar respuesta al desafío que suponía el desplazamiento de 
trabajadores en sectores como la construcción (donde se sigue concentrando el grueso del 
fenómeno), las directivas de desplazamiento de trabajadores habrían dejado fuera de su 
marco de aplicación al grueso de las actividades de transporte por carretera (salvo lo 
referido al cabotaje), pese a que todos los actores implicados (sindicatos, patronales, 
Comisión Europea...) reconocen la existencia en el sector de un movimiento constante de 
trabajadores (procedentes en su mayoría de los países de la Europa del Este) atravesando 
con su actividad diferentes fronteras nacionales. Como era de esperar, el reconocimiento 
de la existencia y relevancia de dicha movilidad de la fuerza de trabajo no ha servido para 
encontrar una posición compartida siquiera acerca de cómo nombrar el fenómeno, no 
digamos ya sobre cómo abordarlo o regularlo. 
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La parte sindical, tal y como hemos tenido ocasión de comprobar, se ha mostrado 
claramente partidaria de aplicar las directivas de desplazamiento al conjunto del sector del 
transporte por carretera (y no únicamente a la actividad de cabotaje) como forma de 
combatir las prácticas de dumping social (empresas buzón, falso desplazamiento....) que, a 
su juicio, abundan en el sector. Desde su punto de vista, las empresas de transporte, en su 
estrategia por ganar competitividad vía la reducción de los costes laborales, estarían 
recurriendo de forma sistemática a la movilización de trabajadores procedentes de países 
europeos con bajos salarios y débiles estándares laborales. Tal y como hemos tenido 
oportunidad de señalar previamente, para los sindicatos dicha movilización se realizaría, 
en algunas ocasiones, por medio de la deslocalización de la infraestructura empresarial (o 
de una parte de ella) a esos países de menores costes laborales, pese a que el grueso de la 
actividad de la empresa se siga desarrollando en los países de origen u otros países de 
mayores costes laborales, una estrategia que generaría una población "flotante" de 
trabajadores del transporte circulando durante semanas lejos de sus países de origen, con 
condiciones de trabajo y descanso de muy baja calidad y dudosa legalidad. En otras 
ocasiones, la movilización de esa fuerza de trabajo barata en el sector del transporte se 
realizaría directamente por medio del recurso a empresas buzón, que no desarrollan 
ninguna actividad de transporte en el país en el que se registran y se limitan a facilitar mano 
de obra barata a empresas instaladas en países de mayores costes operativos. En cualquiera 
de los casos, la consecuencia de estas prácticas empresariales (abusivas desde el punto de 
vista sindical) sería la vulneración de derechos y garantías de los trabajadores del sector 
(desplazados o no) vía el fomento y normalización del dumping social. Ante esta situación, 
la aplicación de las distintas directivas de desplazamiento (y otras posibles medidas –
nacionales o europeas– que vayan en la línea de garantizar la equiparación de las 
condiciones de trabajo y empleo entre trabajadores) a todas las actividades de transporte 
internacional por carretera constituye una prioridad para los representantes sindicales. El 
problema, por lo tanto, no radicaría necesariamente en la ausencia de normativa reguladora 
(aunque ésta pueda requerir de ajustes y ampliaciones), sino de voluntad política por parte 
de las instituciones comunitarias para aplicar la normativa existente (adaptada y mejorada 
si es necesario) al sector del transporte por carretera y hacerlo, además, respetando lo que 
a su juicio sería el espíritu original de tal normativa: la protección y salvaguarda de los 
derechos de los trabajadores desplazados en Europa (y no sólo la defensa de la libertad 
económica de las empresas). 
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Para los sindicatos, la aplicación de la normativa del país en el que se desarrolle la actividad 
laboral (el principio lex loci laboris) debería ser de aplicación automática en el sector del 
transporte, no considerando que su aplicación conlleve una dificultad técnica insuperable 
para las empresas del sector (que demuestran, a su juicio, una gran perspicacia y habilidad 
a la hora de gestionar y racionalizar el uso de su flota de vehículos). Desde su punto de 
vista, todo servicio de transporte internacional implica, por definición, un desplazamiento 
de trabajadores y, como tal, debería ser regulado y protegido por una normativa de 
desplazamiento mejorada que contemple las especificidades del sector. En este mimo 
sentido, el trabajador que realiza un servicio de transporte de carácter internacional, 
atravesando para ello distintas fronteras y países, debería ser retribuido con los salarios 
mínimos vigentes en tales países durante el tiempo en que transita por ellos (con 
independencia del destino final del transporte). Sólo así, garantizando la equiparación 
salarial, se evitaría que el desplazamiento de trabajadores en Europa degenere en simple 
dumping social. Estas medidas, a juicio de los sindicatos, tendrían que ser, no obstante, 
complementadas por otras si lo que se pretende es garantizar la protección de los derechos 
de los trabajadores en el sector: establecimiento de índices de precios mínimos que eviten 
la competencia desleal y los abusos de los cargadores; control y aplicación eficaz de otras 
normativas europeas relevantes para el sector, como aquellas que regulan los tiempos de 
conducción y descanso; creación de mecanismos e instituciones transnacionales de 
regulación y ordenamiento del sector (agencia europea de transporte, servicio europeo de 
inspección de trabajo); creación de fondos solidarios que compensen económicamente a 
los trabajadores de los fraudes de las empresas buzón; etc. 
 
Los representantes empresariales, por su parte, tendrán una opinión muy diferente al 
respecto. Tal y como hemos visto, las organizaciones patronales mantienen una oposición 
rotunda a que se pueda aplicar la normativa de desplazamiento al sector del transporte por 
carretera. Más allá de lo estrictamente establecido en la normativa, es decir, más allá del 
reconocimiento del cabotaje como actividad de transporte englobable dentro del 
desplazamiento de trabajadores (e incluso aquí algunas organizaciones patronales –como 
la que representa a las empresas de trabajo temporal– tienen sus reservas respecto a que se 
trate de una aplicación correcta), las diferentes organizaciones patronales consultadas se 
mostrarán muy críticas con la posibilidad de aplicar al transporte una normativa que, en su 
opinión, ha sido pensada y formulada a partir de las características y problemáticas de otros 
sectores (la construcción) que poco o nada tendrían que ver con las particularidades de un 
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sector móvil y transnacional por naturaleza como es el transporte internacional. Aplicar la 
normativa de desplazamiento al sector supondría, a su juicio, considerar como 
desplazamiento de trabajadores toda actividad y servicio prestado en el sector (pues el 
transporte internacional conlleva, necesariamente, la movilidad de fuerza de trabajo entre 
diferentes fronteras nacionales), lo cual no tendría ningún sentido para los representantes 
empresariales. Las organizaciones empresariales entrevistadas rechazarían incluso que el 
mero término de desplazamiento de trabajadores se pudiera aplicar legítimamente a la 
actividad de transporte internacional (excepción hecha, más por búsqueda de consenso que 
por convicción, en lo que se refiere al cabotaje). Pese a que los representantes patronales 
reconocen también que la normativa no establece una duración mínima del desplazamiento, 
los motivos movilizados en el discurso patronal de cara a justificar este rechazo se basan, 
fundamentalmente, en el argumento de que los trabajadores del sector efectúan, muy a 
menudo, meros tránsitos entre países, permaneciendo muy poco tiempo en ellos (en 
ocasiones horas o días). La normativa de desplazamiento estaría pensada, según el discurso 
de la patronal del transporte, para regular desplazamientos de trabajadores de más larga 
duración (desplazamientos pues con mayor impacto para los trabajadores locales y para los 
propios trabajadores movilizados) como los que se suelen producir en la construcción y no 
los simples tránsitos o estancias de corta duración como los que caracterizan al sector del 
transporte internacional por carretera.  
 
El discurso patronal va a reconocer, no obstante, que junto a este tránsito continuo, en el 
sector del transporte por carretera se da un fenómeno recurrente de circulación de 
trabajadores que iría en sentido este oeste (es decir, de países con menores costes laborales 
hacia países con mayores costes laborales). Una circulación de fuerza de trabajo en el sector 
que implicaría mantener de forma regular a un conjunto de trabajadores fuera de sus países 
de origen durante  dos, tres o cuatro semanas, efectuando servicios de transporte en otras 
partes de Europa, antes de regresar a casa y descansar una semana. Este tipo de transporte 
internacional, denominado triangular o cross trading, es, junto al cabotaje, el que 
generalmente ha despertado más reticencias (y, de hecho, es un tipo de transporte que la 
propia patronal española propondría limitar, en favor del transporte bilateral, por medio de 
su propuesta de reforma de la normativa de tiempos de descanso que vimos previamente). 
A pesar de ello, la patronal europea del transporte tampoco cree que estemos aquí ante un 
fenómeno sustancialmente distinto que justifique la aplicación de la normativa de 
desplazamiento. También en este caso nos encontraríamos ante desplazamientos de corta 
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duración en los que esos trabajadores que, durante semanas, realizan distintas operaciones 
de transporte entre diferentes países de la Europa Occidental, permanecen, en realidad, muy 
poco tiempo en cada uno de esos países (aunque en conjunto el trabajador sí se mantenga 
durante semanas fuera del país en el que tiene su relación de trabajo ordinaria y su 
residencia). Además, la patronal europea del transporte (obviando que la normativa de 
desplazamiento sí contempla como una de las modalidades de desplazamiento la movilidad 
de trabajadores entre diferentes sedes o filiales pertenecientes a un mismo grupo 
empresarial), considera que en estos casos no habría desplazamiento de trabajadores de un 
país a otro porque estaríamos ante una mera movilidad de trabajadores pertenecientes a una 
misma empresa de transporte (con filiales en distintos países), trabajadores que se 
limitarían a ejecutar las actividades contratadas en el país en el que residen y mantienen su 
relación laboral, pero que por su naturaleza móvil e internacional implica atravesar distintas 
fronteras europeas57. 
 
Este hecho, el que un servicio de transporte internacional convencional implique el tránsito 
continuo de unos países a otros durante un lapso reducido de tiempo, lleva a los 
representantes patronales del transporte a reforzar su negativa a asumir en el sector la 
normativa de desplazamiento con argumentos de índole práctica: las directivas de 
desplazamiento no sólo son formalmente inadecuadas para el sector del transporte (cuya 
actividad no podría englobarse dentro de los términos contemplados en la norma), sino que 
son además inaplicables en términos prácticos aún cuando se aceptase su aplicación al 
transporte. Para la patronal del transporte, el continuo atravesar de fronteras que implica la 
actividad cotidiana del sector (dos y tres fronteras en unas pocas horas, por ejemplo, en el 
caso de los conductores que operen en algunos países de Europa central) obligaría a tener 
que calcular diferentes salarios, aplicar distintas normativas laborales (que habría que 
conocer previamente, manteniendo la información actualizada), preparar documentación 
en diferentes idiomas, etc. para una simple jornada laboral diaria y/o semanal. Una 
situación que conllevaría un ingente trabajo de control por parte de los Estados y 
autoridades laborales, así como un enorme esfuerzo administrativo para las empresas que, 
a juicio de la patronal, podría llegar a colapsar todo el sector. Se trata de un razonamiento 																																																								57	Los sindicatos se mostrarán muy críticos ante este tipo de explicaciones habida cuenta de la presencia 
habitual que han detectado de conductores de países del Este que conducen camiones o remolques registrados 
en los países occidentales. Un hecho que, a su juicio, indicaría que el grueso de la actividad de transporte de 
las empresas seguiría gravitando en torno a los países occidentales de origen, constituyendo las filiales en los 
países del Este empresas ficticias cuya principal razón de ser es proporcionar mano de obra barata y no sujeta 
a la protección mínima prevista en las normativas de desplazamiento en vigor.	
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que, como ya hemos mencionado, no es compartido por los sindicatos, pero que, con 
distintos matices, ha sido también compartido por las representantes de la Dirección 
General de Movilidad y Transporte de la Comisión Europea, así como por los 
representantes de la Inspección de Trabajo española. 
 
A estos problemas se añadirían, desde el punto de vista empresarial, otros derivados de las 
propias características del sector del transporte por carretera. Nos referimos al fuerte peso 
que tiene en el sector la subcontratación de actividades y la informalidad a la hora de 
contratar servicios de transporte (ausencia bastante generalizada de contratos por escrito 
entre la empresa de transporte y la empresa que contrata sus servicios). Estas características 
propiciarían que muchas veces no exista una relación directa, ni vínculo contractual alguno, 
entre la empresa destinataria o usuaria de un servicio de transporte y la empresa de 
transporte que, por medio de una extensa cadena de subcontratación, realiza de facto el 
servicio, imposibilitando así la aplicación de la normativa por no darse los requisitos 
contemplados en ella para definir cuándo estamos ante un desplazamiento de trabajadores. 
Aspectos todos ellos que reforzarían y sostendrían, desde el punto de vista de las 
organizaciones empresariales, su rechazo a aplicar al sector del transporte la normativa 
europea sobre desplazamiento de trabajadores (o a la pretensión de modificar dicha 
normativa para dar cabida a aspectos específicos del sector, como reclaman los actores 
sindicales y algunos otros actores entrevistados). 
 
Otros actores entrevistados, como la Dirección General de Movilidad y Transporte de la 
Comisión Europea o la Inspección de Trabajo española, admitirán también, tal y como 
hemos tenido ocasión de ver en este capítulo, que la normativa de desplazamiento se 
elaboró inicialmente pensando, fundamentalmente, en el sector de la construcción y sus 
especificidades, no contemplándose entre sus prioridades o principales preocupaciones lo 
que pudiera estar ocurriendo en otros sectores como el del transporte. Este hecho 
dificultaría considerablemente la aplicación en el sector del transporte de la normativa de 
desplazamiento de trabajadores, más allá de lo ya contemplado a propósito del cabotaje. 
Sin embargo, la Dirección General de Movilidad y Transporte sí se ha mostrado partidaria 
a revisar la normativa de desplazamiento existente para poder integrar en ella las 
particularidades del sector del transporte, reconociendo así el impacto que el 
desplazamiento de trabajadores está teniendo en el sector, un impacto que no puede ser 
regulado o contrarrestado adecuadamente con la formulación actual recogida en las 
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directivas. Se trata ésta, sin duda, de una posición "a contracorriente" pues, con excepción 
de los sindicatos, prácticamente nadie –ni la Comisión Europea, ni el Parlamento Europeo, 
ni las patronales, ni los Estados miembro– desearía abrir hoy nuevamente la discusión de 
una directiva de carácter transversal, que afecta a todos los sectores y países, y cuya 
aprobación ha sido harto costosa. Tal y como reconocían las representantes de la Comisión 
entrevistadas, la apertura de una directiva de estas características (y en un entramado 
institucional tan complejo como el de la Unión Europea) supone un riesgo que casi nadie 
quiere asumir. De ahí que estas portavoces europeas aboguen por una revisión de la 
normativa acotada exclusivamente a los puntos que tengan que ver con el transporte y con 
el objetivo de incorporar a la normativa las especificidades de este sector y de aclarar qué 
partes de la normativa serían aplicables y cuáles no. 
 
En relación a este debate acerca de la posible aplicabilidad de la directiva de 
desplazamiento al sector del transporte, la Dirección General de Movilidad y Transporte 
reconoce que, no existiendo en la normativa un criterio temporal mínimo que nos permita 
discernir qué es o qué no es desplazamiento de trabajadores en función de su duración, el 
debate sobre la posible aplicación de la directiva al sector del transporte podría resolverse 
en dos líneas contrapuestas: no existe desplazamiento en el sector del transporte pues ni 
siquiera se da en la mayoría de los casos una relación contractual entre los actores en 
presencia (como ha planteado el discurso patronal); o bien, todo cuanto sucede en el sector 
constituye un desplazamiento de trabajadores pues, al margen de su duración, implica la 
movilidad transnacional de fuerza de trabajo con un importante impacto en sus condiciones 
de trabajo y empleo (como viene sosteniendo el discurso sindical). A este respecto, la 
Dirección General de Movilidad y Transporte aspira a colocarse en una posición intermedia 
que rompa con esta ambivalencia y permita un mayor reconocimiento de la presencia del 
desplazamiento de trabajadores (y sus riesgos) en el sector del transporte, sin que eso 
suponga una penalización excesiva a las empresas del sector como ocurriría, a su entender, 
en caso de que se asumiera que toda actividad de transporte internacional implica 
necesariamente un desplazamiento de trabajadores y, por ende, la aplicación de la 
normativa y los mecanismos protectores previstos. La fórmula con la que esta Dirección 
General pretendería solventar el entuerto sería relativamente sencilla: el trabajador del 
sector del transporte debería ser considerado un trabajador desplazado cuando mantiene un 
vínculo significativo con el país de llegada, cuando pasa allí un periodo significativo de 
tiempo que le expone a los costes de vida de ese país y que repercute pues en las 
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condiciones en que se reproduce su fuerza de trabajo. Desde el punto de vista de la 
Dirección General de Movilidad y Transporte, hay situaciones en las que no cabe duda de 
que el trabajador sí está expuesto a los costes y condiciones sociales del país de llegada 
(por ejemplo, en el caso del cabotaje, que, en su opinión, debería regirse en todo momento 
por las normativas nacionales del país en el que se desarrolla); y otras en las que no hay 
duda de que el trabajador no se encuentra expuesto de forma significativa a tales costes 
(sería el caso de las situaciones de tránsito en las que un conductor atraviesa un país sin 
realizar en él actividades de carga o descarga). En otros muchos casos, la discusión parece 
inevitable y será pues necesario un (complejo) proceso de discusión y negociación a nivel 
europeo que permita determinar en qué consiste tener un vínculo "significativo" con un 
país –extranjero– en el se desarrolla temporalmente una actividad laboral. En cualquier 
caso, aunque la concreción de este principio general pueda resultar laboriosa y polémica, 
la idea latente que dicho principio moviliza podría servir, en opinión de la Dirección 
General de Movilidad y Transporte, como base para una actualización de la directiva de 
desplazamiento que permita una aplicación "equilibrada" de sus principios al sector del 








Esta es una versión previa del libro publicado en la Editorial Bomarzo (Albacete), 2018 






El fenómeno del desplazamiento de trabajadores en la Unión Europea constituye, tal y 
como hemos tenido ocasión de comprobar en este trabajo, un espacio de confrontación y 
disputa entre distintos actores, intereses y visiones acerca del proyecto europeo. Un 
fenómeno en expansión cuya definición y regulación ha generado en el pasado –y lo sigue 
haciendo en el presente– importantes polémicas. Un fenómeno en torno al cual existe un 
profundo desconocimiento sobre sus verdaderas dimensiones empíricas, así como una 
justificada sospecha de que su extensión real es mayor a la registrada en las escasas 
estadísticas existentes. A pesar de ello, lo que también parece cierto es que, en términos 
generales, los trabajadores desplazados suponen un peso muy reducido dentro del conjunto 
de ocupados de la Unión Europea (entre el 0,9% y el 0,6% según el criterio que utilicemos 
para la medición del fenómeno: desplazamientos o trabajadores únicos implicados, aunque 
su concentración en determinados países y sectores de actividad haya podido generar un 
impacto mucho mayor en esos espacios).  
 
Por ello, cuando se procede a investigar desde el ámbito de la sociología el desplazamiento 
de trabajadores en la Unión Europea –más aún, como es nuestro caso, en sectores como el 
transporte, significativo estadísticamente pero ni mucho menos tan relevante como el sector 
de la construcción– es difícil no verse sorprendido por la aparente desproporción existente 
entre las cifras de desplazamiento de trabajadores registradas (aún asumiendo que éstas 
estén notoriamente infravaloradas) y la extensión y enconamiento del debate político que 
dicho fenómeno genera. Sin duda, con un mercado laboral de unas dimensiones tan amplias 
como el europeo, cualquier fenómeno que en él se registre, por minoritario que éste sea en 
términos estadísticos, afectará a un amplio colectivo de trabajadores: en el caso que 
estamos investigando hablamos de en torno a 2 millones de desplazamientos en 2015. Pero 
¿justificarían estos 2 millones de desplazamientos registrados (que no equivalen ni al 1% 
de los ocupados en la UE) el debate y la polémica desatados a cada propuesta de revisión 
de la normativa de desplazamiento existente? Abordada la discusión en estos términos tan 
superficiales la respuesta sería posiblemente negativa. La cuestión es si basta o si podemos 
permitirnos abordar los fenómenos sociales en términos superficiales, quedándonos en 
estas dimensiones anecdóticas y formales de aquello que investigamos. ¿Cómo podríamos 
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entonces explicar las energías, esfuerzos y tiempo dedicados al fenómeno por parte de los 
actores sindicales y patronales, por parte de las instituciones europeas o de los 
investigadores universitarios? ¿Habría que concluir que son la irracionalidad y el más puro 
de los sinsentidos los que guían su actuación? Por más que en ocasiones podamos albergar 
algunas dudas razonables al respecto, creemos que no. La "desproporción" antes 
mencionada de las respuestas registradas es, en realidad, tan sólo aparente, puesto que la 
relevancia del fenómeno del desplazamiento va mucho más allá de las magnitudes 
alcanzadas en su registro estadístico.  
 
Así, tal y como hemos tenido ocasión de comprobar en los distintos capítulos de este 
trabajo, el desplazamiento de trabajadores en la Unión Europea resulta un fenómeno 
especialmente significativo (y en disputa), por un lado, porque es el resultado de –y, en ese 
sentido, permite evidenciar– una serie de dinámicas y transformaciones de largo recorrido 
y amplio alcance que están viviendo los países y economías europeos. Pero, por otro lado, 
su relevancia deriva también del hecho de que el desplazamiento de trabajadores no sólo 
cristaliza y refleja unas modificaciones y un movimiento pretérito relevante para nuestras 
sociedades, sino que su regulación y acomodo a la realidad europea sienta al mismo tiempo 
las bases y anticipa otras muchas transformaciones y tensiones futuras. La disputa en torno 
al desplazamiento de trabajadores que hemos podido apreciar en esta investigación no sería 
pues exclusivamente una batalla en torno a lo que dicho fenómeno representa hoy, sino en 
torno a lo que se teme (o anhela) que dicho fenómeno podría llegar a ser y suponer, en tanto 
que inspirador y avanzadilla de un determinado modelo de movilización y uso de la fuerza 
de trabajo en Europa (que daría continuación, al tiempo que profundizaría, algunas 




La configuración de la relación moderna de trabajo bajo el capitalismo –es decir, la 
vinculación de la prestación laboral a un dispositivo mercantil para conformar una relación 
salarial– habría dotado al vínculo del trabajador con su puesto de trabajo de un dinamismo 
y una flexibilidad hasta entonces desconocidos. Trabajador y actividad dejaban así de estar 
vinculados el uno al otro de forma perpetua o permanente (por motivos de tradición, 
adscripción por nacimiento, restricciones gremiales, etc.) para pasar a conjugarse 
mutuamente de forma provisional (el vínculo podría ser roto en todo momento por cada 
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una de las partes) y flexible (la evolución de unos y otros –trabajadores y puestos de 
trabajo– se autonomizaba entre sí relativamente, posibilitando proyectar en el futuro 
combinaciones de competencias, saberes y tecnologías inexistentes o minoritarias en el 
presente). Este nuevo escenario surgido de la proclamación de las libertades políticas y 
económicas de los individuos en Europa habría derivado en un extraordinario proceso de 
desarrollo económico, pero también en un no menos extraordinario proceso de 
pauperización y exclusión de muy amplias franjas de la población europea, dando lugar al 
surgimiento de lo que se ha conocido como la cuestión social (Rosanvallon, 1995; Castel, 
1997; Cabrera, 2013). Como respuesta a este escenario, fuente de innumerables tensiones 
políticas, el desarrollo y consolidación del capitalismo en Europa a lo largo de los siglos 
XIX y XX se vio acompañado, con ritmos y profundidades diferentes según los países, de 
un proceso de institucionalización de las relaciones laborales desarrolladas bajo este nuevo 
formato "salarial" (Neuville, 1976; Ashford, 1986; Hennock, 1987; Montero García, 1988; 
De Swaan, 1988; Thompson,1990; Castel, 1997; Hatzfeld, 2004; Rojas Rivero, 2012; 
Cabrera, 2013; Didry, 2016). Un proceso de institucionalización, no necesariamente 
sencillo ni pacífico, por medio del cual se dotó de una serie de derechos (políticos, 
económicos y sociales) a un recién creado "estatuto del trabajo asalariado", que posibilitó 
un mayor acceso a la ciudadanía a una franja (creciente) de la población trabajadora 
europea. Este proceso de institucionalización –que otros autores, en ocasiones desde 
diferentes perspectivas, han vinculado al proceso de conformación del salariado moderno 
(Rolle, 1971; Alaluf, 1986; Castel, 1997; Vatin, 2007)– habría posibilitado dotar a la 
relación moderna de trabajo de una (relativa) mayor estabilidad por medio de la 
instauración de la remuneración mensual, de la "invención" del contrato de trabajo y de la 
tutela del Derecho del Trabajo, del reconocimiento de las organizaciones de trabajadores y 
de su acción colectiva, de la extensión de la negociación colectiva, etc. A medio y largo 
plazo, este proceso de institucionalización habría también facilitado una mayor 
participación de las clases asalariadas (vía salario directo y salario social) en la riqueza 
socialmente producida y, en definitiva, una elevación general de los niveles de vida (lo que 
tendría otras expresiones relevantes como el incremento de la productividad del trabajo, 
pero también de su "coste"). 
 
No es éste, sin duda, el lugar para presentar un abordaje detallado del desarrollo y 
consecuencias de este proceso de transformación crucial para la historia de Europa. 
Simplemente queremos aquí enfatizar que, tanto la extensión y consolidación de las 
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relaciones sociales capitalistas, como la posterior institucionalización del trabajo o la 
implementación de sistemas mutualizados de prevención de riesgos derivados de la propia 
condición asalariada, resultan inconcebibles al margen de la propia actuación del Estado-
nación moderno y de sus instituciones. La conformación de las sociedades salariales 
modernas (el salariado, entendido como la regulación, gestión y reproducción 
institucionalizada –y mutualizada– de las relaciones capitalistas de trabajo) es 
incomprensible al margen del propio proceso de construcción de los Estados-nación 
contemporáneos. Se trata de dos procesos diferenciados pero inseparables, donde la 
evolución de cada uno se ha visto condicionada por la presencia del otro58.  
 
Como consecuencia de esta construcción del salariado bajo el formato e institucionalidad 
del Estado-nación, Europa habría conocido la emergencia y consolidación de una amplia 
variedad de "sistemas nacionales de empleo" y de "modelos de relaciones laborales", con 
legislaciones diferenciadas por países, modelos de representación y participación de los 
trabajadores heterogéneos, sistemas de protección desigualmente desarrollados, etc. Una 
diversificación de modos de regular las relaciones de trabajo y una pluralidad de estándares 
laborales que el proyecto de integración europea no ha pretendido inicialmente corregir 
(delegando en cada Estado miembro la definición y ordenamiento de los principales 
aspectos referidos a las relaciones laborales) y que los tímidos desarrollos posteriores 
(reconocimiento de actores sociales y del diálogo social a escala europea; conformación de 
algunas formas transnacionales de representación de los trabajadores como los Comités de 
Empresa Europeos; elaboración de algunas directivas comunitarias en materia de 
conciliación, trabajo temporal, riesgos laborales o actividad transfronteriza; etc.), no han 
logrado tampoco compensar de manera significativa, limitando así el alcance de la 
confluencia entre unos y otros modelos de relaciones laborales y de protección social59.  																																																								
58 Wagner y Lillie (2014), por ejemplo, apoyándose en las investigaciones del politólogo noruego Stein 
Rokkan, han planteado, a modo de hipótesis, que existiría una relación entre la consolidación de la 
democracia (incluida la democracia laboral y la protección del trabajo) y el efecto "frontera" del Estado-
nación. Retomando la terminología de Hirschmann se podría decir que, según estos autores, allí donde la 
construcción nacional ha sido más sólida y el efecto "cierre" de la frontera más evidente, la vía "exit" del 
capital resultaría más costosa, viéndose favorecida de este modo una vía "voice" que implica el 
reconocimiento de derechos y canales de participación a los trabajadores. El desarrollo de la globalización 
transformaría, obviamente, este escenario, volviendo mucho más atractivo para el capital la opción "exit". 
59 A esto habría que añadir las propias limitaciones que la arquitectura institucional europea impone al avance 
de la confluencia social y laboral entre los distintos Estados miembro. Así, tal y como ha sido señalado 
(Bernaciak, 2014: 20), mientras que las dos instituciones europeas clave en el desarrollo y profundización de 
la liberalización del mercado europeo (la Comisión Europea y el Tribunal de Justicia Europeo) conforman 
dos instituciones de carácter supranacional que no están sujetas al control nacional; las regulaciones conjuntas 
en materia social requieren del acuerdo del Consejo de Ministros, algo harto difícil habida cuenta de la 
diversidad de intereses y posiciones que mantienen los representantes nacionales como consecuencia de los 
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De este modo, en Europa, el espacio político que conforma el Estado-nación ha seguido 
actuando hasta día de hoy, no como el único, pero sí como el principal ámbito de 
institucionalización, regulación formal y protección del mundo del trabajo, lo cual no 
significa que dicha tentativa de regulación de las relaciones económicas a nivel nacional 
esté logrando sus objetivos  (o que la dinámica de dicho "mundo del trabajo" dependa única 
o principalmente de este tipo de intervenciones "institucionalizadas" de carácter nacional). 
Es allí, en el Estado-nación, a menudo incluso a escala infraestatal, donde las instancias 
reguladoras de las relaciones laborales (desde los tribunales del trabajo, pasando por la 
Inspección de Trabajo, etc.) tienen algún tipo de capacidad sancionadora real; donde se 
desarrolla y aplica mayormente la legislación laboral; donde se establecen los mecanismos 
para la organización y la representación de los actores sociales, así como la mayor parte de 
sus procesos de movilización; donde se lleva a cabo la negociación colectiva, etc.  
 
La institucionalización del trabajo ha sido históricamente, y sigue siéndolo aún hoy, una 
institucionalización "nacional", dando lugar en Europa a un marco regulador y protector de 
las relaciones laborales enormemente heterogéneo y muy desigualmente desarrollado, lo 
cual, en un contexto de configuración de un espacio económico común (donde se permite 
la libre circulación de mercancías, personas y capitales), posibilitará y favorecerá el 
desarrollo del dumping social y el regime shopping, tal y como hemos tenido ocasión de 
analizar en esta investigación. Siendo el territorio nacional el espacio donde la 
institucionalización del trabajo se habría "hecho (relativamente) fuerte", se entiende 
también la insistencia detectada en nuestro estudio con la que los actores e instituciones 
interesados en la protección del trabajo reivindican que sean la normativa y el entramado 
institucional de dicho espacio político los encargados de regular las actividades económicas 
desplegadas en el mismo. Una forma de tratar de ajustar la dinámica (transnacional) de los 
procesos de creación de riqueza contemporáneos al entramado institucional existente 
(nacional) que se habría plasmado, en términos jurídicos, en la movilización del ya 
mencionado principio de lex loci laboris. 
 
																																																								
distintos estándares laborales existentes, los diferentes niveles de vida y de protección social, las enormes 
variaciones en los precios, etc. El resultado de todo ello sería un estancamiento en el desarrollo de la 
normativa social y laboral europea resuelta, en ocasiones, por medio de compensaciones económicas ("fondos 
sociales") procedentes de los países ricos para que los países más pobres de la UE acepten regulaciones y 
políticas más restrictivas (que penalizan su competitividad frente a otros países europeos). 
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 Y, sin embargo, toda esta institucionalidad del trabajo cristalizada a nivel nacional persiste 
hoy en un escenario donde la dinámica transnacional, cuando no directamente global, de 
los procesos productivos y de los intercambios económicos resulta cada vez más palpable, 
evidenciando así lo frágil de la hipótesis (calificada de "nacionalismo metodológico" en 
algunos ámbitos de las ciencias sociales) (Beck, 2001; Wimmer y Glick Schiller, 2003) 
que presupone al Estado-nación como contenedor de los principales procesos y relaciones 
sociales que condicionan la dinámica de este espacio supuestamente soberano. El 
desplazamiento de trabajadores en la Unión Europea que hemos analizado a lo largo de 
este estudio constituye, desde nuestro punto de vista, un claro indicador de este choque 
entre entramados institucionales (nacionales) y dinámicas sociales (transnacionales). Una 
muestra de las dificultades que tienen hoy las arquitecturas nacionales para constreñir una 
dinámica social de carácter transnacional como es la del capitalismo contemporáneo. El 
desplazamiento de trabajadores, al menos en lo que respecta a los propios trabajadores 
desplazados, supone una tentativa –sustentada y fomentada por las propias instituciones 
europeas– de desbordamiento y desactivación (parcial) de dicho entramado institucional 
de protección y regulación del trabajo erigido a escala nacional. Supone la posibilidad de 
utilizar fuerza de trabajo en un territorio determinado, al margen (relativamente) del 
entramado institucional existente en dicho territorio. Es decir, al margen de los mecanismos 
de protección y regulación del trabajo que las clases trabajadoras de ese territorio habrían 
logrado implementar y mantener a lo largo del reciente desarrollo histórico de tales Estado-
nación soberanos. 
 
Posiblemente, la elaboración de la directiva de desplazamiento de trabajadores de 1996 
perseguía, precisamente, el efecto contrario, tratando de "amarrar" a ese entramado 
institucional de los Estados las prácticas (transnacionales) de movilización y uso de la 
fuerza de trabajo puestas en marcha por las empresas europeas. De ahí la exigencia recogida 
en la directiva de que los trabajadores desplazados se equiparasen en una serie de 
dimensiones fundamentales (salarios, tiempos de descanso...) a los estándares laborales del 
país de llegada, de ahí el reconocimiento de que ese listado de criterios a equiparar 
constituían un programa de mínimos a desarrollar y ampliar libremente por cada Estado 
(soberano) según sus necesidades y consideraciones. Dicho en otras palabras, esa directiva 
suponía una tentativa de reafirmar el principio de lex loci laboris y el marco nacional de 
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regulación de las relaciones laborales frente al transnacionalismo que se derivaba de la 
conformación del proyecto europeo y de la propia globalización económica capitalista.  
 
No obstante, tal y como hemos tenido ocasión de abordar en nuestra investigación, la 
transformación de esta lista de mínimos prevista originariamente en la directiva en una lista 
de máximos por parte de los tribunales de justicia europeos y por la propia Comisión 
Europea; la persecución efectuada por estas mismas instituciones –bajo el argumento de 
que se estaban vulnerando los principios fundamentales del proyecto europeo: 
concretamente, el derecho a la libre prestación de servicios de las empresas– de toda 
tentativa de intervención por parte de los Estados que pretendiera ir más allá del contenido 
estricto de dicha lista de máximos; las limitaciones impuestas por esos mismos órganos (y 
con esos mismos argumentos) a la acción sindical (representación, negociación, huelga, 
etc.) en torno a cuestiones referidas al desplazamiento de trabajadores; las limitaciones a 
la aplicación efectiva a los trabajadores desplazados de la negociación colectiva como 
mecanismo de protección; la ambigüedad a la hora de poner coto y controlar las 
"deslocalizaciones" de empresas en el territorio europeo; etc., todo ello ha supuesto, de 
facto, el acta de defunción de dicho principio de lex loci laboris y un golpe severo a la 
eficacia y utilidad del entramado institucional existente (nacional) como mecanismo de 
protección de los trabajadores y como ámbito de regulación de las relaciones laborales y 




En una Europa empeñada desde hace décadas en deconstruir y aligerar las estructuras y 
mecanismos sociales erigidos en muchos países tras la extensa y mortífera guerra civil 
europea (Traverso, 2016), dicho entramado institucional, cada vez más debilitado, será de 
plena aplicación, únicamente, para una parte de los intercambios económicos presentes en 
el territorio, quedando otra parte de ellos al margen o sujeta a una versión de regulación 
"light" que no impide su enorme potencial disruptivo a medio plazo (el denominado 
dumping social entre otras cosas). La lógica económica capitalista resulta aquí implacable 
en un escenario de profunda competencia entre diferentes empresas y países a escala 
global: ¿por qué utilizar una mano de obra –local– que me obliga a una serie de 
compromisos y costes cuando tengo potencial y legalmente a mi disposición otros 
trabajadores movilizados –transnacionalmente– bajo términos, compromisos y costes más 
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laxos y ventajosos? ¿Por qué limitar mi capacidad competitiva como empresa ajustándome 
al marco regulador y garantista de mi territorio, cuando ya otras empresas que compiten 
conmigo en ese mismo territorio están optando a estas otras vías "deslocalizadoras"? En 
este escenario, el desplazamiento de trabajadores se habría convertido, tal y como hemos 
visto, en un mecanismo de movilización y de aprovisionamiento de fuerza de trabajo barata 
para las empresas europeas, en un contexto de progresiva pérdida de peso político y 
económico de Europa en el mundo y de protagonismo creciente de potencias con costes 
laborales y operativos significativamente más reducidos que los europeos. 
 
Desde hace décadas las empresas europeas, especialmente aquellas que operan en países 
con mayores estándares laborales o en sectores intensivos en factor trabajo, parecen haber 
apostado firmemente por la reducción de los costes laborales como parte de su estrategia 
de mejora de la competitividad y de los resultados económicos obtenidos. Es en este 
contexto en el que habría que interpretar la continua, aunque desigual, labor de 
adelgazamiento del denominado "Estado social" que se registra desde hace tiempo en 
prácticamente todos los países europeos (Clasen, 1997; Boltanski y Chiapello, 2002; Bec, 
2014; Montagut, 2014) y es en este escenario en el que habría igualmente que interpretar 
las sucesivas ampliaciones del proyecto europeo hacia el sur y este de Europa. La 
progresiva deconstrucción y debilitamiento del "Estado social" en Europa –hasta hace poco 
seña de identidad de ese "capitalismo de rostro humano" que quiso aparentemente ser el 
proyecto de unificación europeo– constituye, entre otras cosas, un mecanismo de reducción 
de los estándares de vida socialmente establecidos –en definitiva, del coste laboral– de la 
población europea ya sea indirectamente, vía reducción del salario social distribuido, o 
directamente, mediante el debilitamiento de las instituciones que favorecen el incremento 
o mantenimiento de los salarios directos percibidos (negociación colectiva, indexación de 
los salarios a la evolución de los precios, representación sindical, etc.). Un proyecto éste 
complejo y polémico que ha debido ser, no obstante, dosificado en el tiempo habida cuenta 
del fuerte rechazo que genera en las poblaciones afectadas por él, con los consiguientes 
problemas de inestabilidad política derivados. 
 
Por ello, la apuesta de reducir la redistribución –vía Estado social– de la riqueza 
socialmente producida entre los ciudadanos se ha complementado habitualmente con la 
movilización y uso de una fuerza de trabajo –la inmigración internacional– a la que 
frecuentemente se ha reducido sus derechos ciudadanos (en mayor o menor medida, según 
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la coyuntura económica, su situación administrativa, etc.) y, por tanto, su capacidad de 
acceder al salario social. Junto a las deslocalizaciones de empresas europeas a países con 
bajos estándares laborales, las migraciones internacionales (la deslocalización de los 
trabajadores) han sido históricamente una vía de movilización en territorio europeo de una 
fuerza de trabajo de bajo coste aún cuando su situación administrativa regular (su acceso a 
los "papeles") les posibilitase un acceso formal a la ciudadanía en las sociedades de llegada 
(Sayad, 2006). Sin embargo, las restricciones en las políticas migratorias que ha registrado 
Europa (especialmente en los países del centro y norte del continente) desde la crisis de la 
década de 1970, así como el auge en los últimos años de movimientos populistas de carácter 
xenófobo con un fuerte impacto en la opinión pública y el debate político en muchos de los 
países europeos, no han eliminado, pero sí contenido, la disponibilidad de esta vía habitual 
de acceso a mano de obra barata por parte de las empresas europeas, requiriéndose y 
reclamándose otras alternativas.  
 
Más allá de la presencia de otros criterios y motivaciones relevantes (de orden político, 
militar, geoestratégico, etc.), los procesos de ampliación del proyecto de unificación 
europea hacia el sur y este del continente (durante décadas origen de muchos de los 
movimientos migratorios de mano de obra barata registrada en esos países centrales 
europeos) responden en parte a esta búsqueda de un método de reemplazo, a este anhelo de 
las empresas de las principales potencias europeas de dotarse de una mano de obra barata 
fácilmente movilizable en el territorio europeo y no sujeta a las trabas (crecientes) 
impuestas a los movimientos migratorios extracomunitarios. Una fuerza de trabajo 
"endógena" al espacio político europeo pero, al mismo tiempo, no plenamente equiparada 
en términos laborales a la situación de las poblaciones locales. El desplazamiento de 
trabajadores previsto e implementado por las instituciones comunitarias formaría así parte 
de esta estrategia de reemplazo (parcial) o reducción de los movimientos migratorios 
extracomunitarios. Un esfuerzo constante por abaratar los costes laborales de la fuerza de 
trabajo que opera en la Unión Europea en el que el desplazamiento de trabajadores debía 
jugar un papel destacado, tal y como ha sido explícitamente reconocido en nuestro estudio 
por parte de algunos representantes de las principales organizaciones empresariales 
europeas.  
 
La creación, vía desplazamiento de trabajadores, de espacios en los que quedarían en 
suspenso (parcial o totalmente) las garantías, instituciones y mecanismos democráticos 
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aplicables en cada Estado soberano al mundo del trabajo, parecería así constituir la 
condición necesaria, el precio a pagar, para la supervivencia del "modelo europeo". El 
disfrute por parte de los ciudadanos europeos de los derechos y ventajas derivadas del 
modelo social europeo (en realidad, de una versión progresivamente atenuada del mismo), 
quedaría así supeditada a la exclusión (parcial o total) de otros ciudadanos (europeos o no) 
respecto a dichos derechos y ventajas nacionalmente configurados y gestionados. El 
desplazamiento de trabajadores sería parte de ese proceso de "vaciamiento" institucional, 
de creación de espacios de excepción dentro de territorios considerados soberanos y 
democráticos. Espacios de excepción donde el uso de la fuerza de trabajo no está sujeto a 
los mismos límites, garantías, tutelas y derechos que, en teoría, se aplican en ese territorio 
al resto de trabajadores. Espacios de excepción cuya perpetuación y presencia continuada 
representan, a medio plazo, un fuerte riesgo de desequilibrio para el conjunto de la 
población (y no sólo para los trabajadores inicialmente derivados a ese espacio de 
excepcionalidad), así como para una parte relevante del propio tejido empresarial (aquel 
que desarrolle su actividad mayormente bajo las normas y marcos reguladores existentes 




El desplazamiento de trabajadores, tal y como advertíamos, refleja así dinámicas sociales 
pasadas: unas veces para prolongarlas y reproducirlas bajo distintos formatos (por ejemplo, 
la movilización transnacional de población como vía para que las empresas europeas se 
doten de fuerza de trabajo barata); otras para cortocircuitarlas o desactivarlas parcialmente 
(la relativa regulación y protección del trabajo por medio de un entramado institucional de 
carácter nacional). Es esta capacidad de anticipación y de configuración de un nuevo 
escenario de uso de la fuerza de trabajo en Europa ajeno (parcial o completamente) a los 
entramados institucionales aún hoy predominantes, lo que hace que este fenómeno –
estadísticamente "marginal"– del desplazamiento de trabajadores en la Unión Europea 
despierte un fuerte rechazo (o interés). El desplazamiento de trabajadores actuaría así, 
potencialmente, como un vector de cambio y de definición del escenario futuro de las 
relaciones laborales en Europa, condensando en torno suyo múltiples y relevantes tensiones 
que han ido emergiendo a lo largo de este trabajo de investigación.  
 
Tensiones derivadas de la desincronización existente (y a menudo explícitamente buscada) 
Esta es una versión previa del libro publicado en la Editorial Bomarzo (Albacete), 2018 
(ISBN: 978-84-17310-37-0) https://www.editorialbomarzo.es 
	 165 
entre la configuración nacional de los principales entramados institucionales vigentes de 
protección del trabajo y la dinámica transnacional y/o global de los procesos de creación 
de riqueza. Tensiones derivadas del choque de intereses entre empresas y trabajadores, pero 
también de la propia competencia entre distintos capitales expresada muchas veces bajo el 
ropaje de la disputa inter-estatal. Tensiones entre los distintos principios que se pretenden 
constitutivos del proyecto europeo (la democracia y los derechos de los ciudadanos, el 
modelo social de protección, la libertad de empresa, etc.) y de su posible preminencia en 
caso de disputa (con un claro deslizamiento en las últimas décadas hacía la primacía de las 
libertades económicas por encima de otras consideraciones). Tensiones entre estrategias de 
movilización sindical que buscan reforzar y afianzar los mecanismos nacionales de 
protección existentes, al tiempo que expresan la necesidad de llevar dichos mecanismos e 
instituciones al ámbito transnacional (salario mínimo y seguro de desempleo europeos, 
diálogo social y negociación colectiva europea, servicio europeo de inspección de trabajo, 
etc.). Tensiones entre la reivindicación (sindical) de espacios coordinados y centralizados 
de regulación de las relaciones laborales a escala europea y la apuesta (empresarial) por la 
descentralización y descoordinación de tales espacios. Etcétera.  
 
El desplazamiento de trabajadores que hemos tratado de analizar en esta investigación 
condensa pues toda una panoplia de tensiones resultantes de dinámicas de cambio presentes 
ya en Europa, pero permite poner también en evidencia la necesidad y posibilidad de otros 
cambios y debates. En primer lugar, la urgente necesidad de avanzar en un verdadero 
proceso de confluencia europea a nivel social y laboral como único camino para atajar el 
fenómeno del dumping social (y, en definitiva, el deterioro progresivo de los estándares de 
vida y de la calidad democrática de nuestras sociedades) en un espacio político como el 
europeo, caracterizado por la creación de una esfera económica común de dimensiones 
transnacionales que no se ha visto replicada al mismo nivel en términos "sociales". Por otro 
lado, la necesidad de afrontar la posible obsolescencia (o, al menos, insuficiencia) de ese 
entramado institucional de protección del trabajo existente (concebido mayormente a 
escala nacional) ante el desafío que supone la creciente capacidad de deslocalización (que 
no necesariamente desmaterialización o desvinculación de todo soporte físico) (Sezneva y 
Chauvin, 2014) del capital.  
 
A falta de alternativas sólidas fiables, la tentación de reclamar una vuelta al marco 
regulador del Estado-nación es grande y la hemos visto articularse en términos políticos –
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en formulaciones de "derecha" e "izquierda"– a lo largo del globo en estas últimas décadas. 
Sin embargo, no parece realista esperar que el capitalismo contemporáneo vaya a desandar 
–ni por voluntad propia, ni obligado– el camino ya avanzado hacia su globalización (un 
proceso de cambio del que es el principal beneficiario). Frente a esa certeza, sin duda se 
puede exigir profundizar en la mejora de los mecanismos de protección (nacionales) 
existentes, pues hay margen de recorrido, pero creemos que sería necesario avanzar 
paralelamente en la construcción de un nuevo entramado institucional, de carácter 
transnacional, para la protección de los trabajadores y de los derechos ciudadanos. Ese 
debate sobre una hipotética nueva "institucionalización" del mundo del trabajo ajustada a 
la dinámica de funcionamiento real del capitalismo contemporáneo requeriría, desde 
nuestro punto de vista, desterritorializar el acceso a los derechos y garantías sociales, crear 
un espacio de derechos y protecciones cuyo disfrute no esté supeditado a la previa 
incorporación del trabajador a la comunidad política de un Estado-nación soberano.  
 
Experiencias y debates como los registrados en el sector marítimo internacional, donde no 
siempre resulta sencillo determinar cual es el "espacio soberano" en el que se está 
desarrollando la prestación de trabajo (y cuyas normas deberían aplicarse) y donde, como 
consecuencia de ello, se ha ido avanzando en la conformación de actores, procesos de 
movilización, negociación y convenios de carácter transnacional, pueden servir como 
punto de partida e inspiración a este respecto (Fotinopulos, 2013). Lo mismo cabría decir 
de los debates mantenidos acerca de la necesidad de desvincular el acceso del trabajador a 
los derechos y protecciones sociales de su (cada vez más provisional) participación en una 
empresa y adscripción a un puesto de trabajo. Debates expresados bajo fórmulas, 
propuestas y contenidos muy heterogéneos –contrato de actividad (Boissonnat, 1995), 
estado profesional de las personas (Supiot, 1999), seguridad social profesional (Cahuc y 
Kramarz, 2005; Gaudu, 2008; Higelé, 2011; Le Crom, 2011), "segurización" de las 
trayectorias profesionales (Caillaud y Zimmerman, 2011; Morel, 2012; ), cualificación de 
la persona (Friot, 2012), estatuto del activo (Pennel, 2015), etc.– pero que apuntan todos 
ellos, a nuestro juicio, a un mismo problema de fondo: la vigencia, eficacia y viabilidad de 
un modelo de protección y ciudadanía erigido bajo el presupuesto de la existencia (y 
generalización) de un vínculo estable del trabajador con su puesto de trabajo, en un 
momento en el que la precariedad y volatilidad de dicho vínculo se muestra en Europa con 
mayor crudeza que nunca.  
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El desafío radica hoy en ser capaces de asumir la profundidad e irreversibilidad de este 
proceso histórico de separación entre poblaciones y actividades que, descarnado, nos 
conduce a la más pura precariedad social. Un proceso que no ha hecho sino radicalizarse 
en las últimas décadas y que exige la puesta en marcha de (nuevas) instituciones y 
mecanismos sociales capaces de proteger a las poblaciones de los graves riesgos que hoy 
conlleva tal provisionalidad con respecto al trabajo, pero que deberían ser también capaces 
de detectar y desarrollar las oportunidades emancipadoras que socialmente tiene esa no 
adscripción permanente al puesto de trabajo y a la función desempeñada: la posibilidad de 
imaginar otros repartos posibles (más justos, más equilibrados) de las actividades entre las 
poblaciones, la posibilidad de imaginar una participación y un reparto de la riqueza 
socialmente producida que no esté supeditado a la participación pretérita en el mercado de 
trabajo, la posibilidad de imaginar una vida activa no mediada, medida y constreñida por 
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ANEXO 2: PERFILES DE LAS ENTREVISTAS EN PROFUNDIDAD 
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Fecha de realización: 18-4-2016. Lugar: Madrid. Idioma: español 
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Empleo, 2009-2011, financiado por la Unión Europea). 
Fecha de realización: 15-09-2015. Lugar: Madrid. Idioma: español 
 
[E-6] Inspector de Trabajo en Girona, ha sido miembro de la Dirección General de 
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europeas para la reforma de la Directiva de Desplazamiento y ahora forma parte de la 
comisión encargada de su aplicación en España.  
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[E-9] EU Public Affairs Manager de la European Confederation of Private Employment 
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ANEXO 3: GUIONES DE LAS ENTREVISTAS EN PROFUNDIDAD 
EMPLEADOS60 
 
Guión de entrevista para miembros del servicio de Inspección de Trabajo  
 
1. Breve presentación de la investigación que estamos efectuando. 
 
EL FENÓMENO DEL DESPLAZAMIENTO DE TRABAJADORES (EN ESPAÑA 
Y EUROPA): VISIÓN DE CONJUNTO 
 
1. Para comenzar, como experto en la materia, nos gustaría que nos ofreciera una 
pequeña VISIÓN DE CONJUNTO sobre el fenómeno del desplazamiento de 
trabajadores en España (in à out; out à in), ¿cuáles son sus PRINCIPALES 
RASGOS (dimensiones, razones de ser del fenómeno, sectores afectados, 
destinos…) y características (en nuestro país y eventualmente en el conjunto de 
Europa)?  
2. ¿Estaríamos, tal y como apuntan algunos estudios, ante un fenómeno subestimado 
en las estadísticas disponibles sobre desplazamiento de trabajadores? ¿Es más 
amplio el fenómeno de lo que reflejan las escasas estadísticas disponibles 
(formularios E-111 y A-1)? 
3. Más allá de las lógicas variaciones en los lugares de origen y destino de los 
trabajadores desplazados ¿tendría ESPAÑA alguna ESPECIFICIDAD con respecto 
al resto de países europeos? 
4. ¿Cómo ha afectado/está afectando la crisis económica al fenómeno de 
desplazamiento de trabajadores? Pienso, por ejemplo, en el sector de la 
construcción, que es uno de los sectores que concentra en Europa un mayor número 
de trabajadores desplazados y que en nuestro país se ha visto muy afectado por la 
crisis. ¿Ha transformado la crisis en alguna medida el fenómeno del desplazamiento 
de trabajadores en éste u otros sectores? 
 
DESPLAZAMIENTO DE TRABAJADORES E INSPECCIÓN DE TRABAJO 
 
																																																								
60 En este anexo se recoge el contenido de los guiones básicos empleados en el trabajo de campo cualitativo. 
Estos guiones han sufrido, no obstante, ligeras modificaciones (por lo general, en forma de ampliaciones de 
contenidos) con el objetivo de adaptarse a cada informante y organización entrevistada  
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5. En la Directiva europea que regula el desplazamiento de trabajadores, así como en 
las reformas que se han ido incorporando posteriormente se hace una referencia a 
la necesidad de proteger los derechos de los trabajadores desplazados y evitar que 
se use el desplazamiento de trabajadores como un mecanismo de dumping social. 
No obstante, las organizaciones sindicales europeas y no pocos investigadores y 
académicos vienen denunciando la existencia habitual de prácticas fraudulentas por 
parte de las empresas (esquivar legislación sobre salario mínimo, empresas 
pantalla, etc.) que derivan en una pérdida de derechos por parte de estos 
trabajadores y en un riesgo de desprotección. Desde su experiencia dentro del 
servicio de Inspección de Trabajo ¿cuáles son las principales infracciones 
registradas en España (y, eventualmente, en Europa) en torno a este fenómeno?  
6. Y, al margen de las consideraciones sobre la legalidad o ilegalidad de las posibles 
actuaciones empresariales en materia de desplazamiento de trabajadores ¿cuáles 
cree usted que son los principales riesgos presentes en el desplazamiento de 
trabajadores desde el punto de vista de la protección y la mejora de las condiciones 
del trabajo? ¿Existirían ámbitos especialmente afectados o donde estos riesgos sean 
mayores (determinados sectores de actividad, tipos de empresa, regiones…)? 
7. ¿Cómo se aborda el fenómeno del desplazamiento de trabajadores? ¿Qué tipo de 
medidas se están llevando en este sentido desde Inspección de Trabajo (España y 
Europa)? ¿Y que tipo de medidas sería más urgente poner en marcha (y no se está 
haciendo). Por ejemplo, las autoridades europeas vienen reclamando una mayor 
coordinación de las administraciones de cada estado miembro en este fenómeno 
(incluida, de forma muy relevante, la Inspección de trabajo de cada país? ¿Se 
estarían produciendo avances en esta cooperación entre administraciones y Estados 
de la UE en la lucha contra los abusos de los trabajadores desplazados? ¿Cómo 
valorarías la actuación de España en este fenómeno en comparación o en relación 
al resto de Estados miembro? 
8. En ese sentido ¿cuáles son las mayores dificultades y obstáculos que, a su juicio, 
limitan el desarrollo de tales actuaciones? ¿Dónde se sitúan los obstáculos para una 
óptima actuación de Inspección de Trabajo en relación al desplazamiento de 
trabajadores? ¿Cómo afecta la jurisprudencia que se ha ido desarrollando en los 
tribunales europeos en donde se ha tendido a primar el derecho a la libre prestación 
de servicios de las empresas por encima de otros derechos también vigentes en la 
UE? 
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9. Y, de forma más general, ya no sólo referido a Inspección de Trabajo, desde su 
experiencia como Inspector de trabajo y experto en desplazamiento de trabajadores, 
¿cuáles serían a día de hoy los principales puntos conflictivos en torno a la cuestión 
del desplazamiento de trabajadores? ¿Cuáles serían las posiciones enfrentadas? 
(patronal y organizaciones sindicales, pero también países emisores y receptores de 
trabajadores desplazados…) ¿Dónde se están produciendo las mayores resistencias 
en torno a la mejora de la protección del desplazamiento de trabajadores en España 
y Europa? Pienso, por ejemplo, en las resistencias registradas en torno al principio 
de subsidiaridad en el sector de la construcción, etc. 
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Guión de entrevista para miembros de organizaciones patronales 
españolas y europeas 
 
0. Presentación de la investigación que estamos efectuando 
 
EVALUACIÓN DE LA SITUACIÓN DEL TRANSPORTE EN 
ESPAÑA/EUROPA61 
 
1. ¿Cuál es, en términos generales, el diagnóstico de la organización a la que 
representa sobre la situación del sector del transporte en España/Europa? ¿Cuáles 
son los principales desafíos y problemas del sector? ¿Cuáles son las reformas más 
urgentes y necesarias? ¿Cuáles son las principales reivindicaciones de la 
organización a la que representa con respecto al sector del transporte por carretera?  
El sector del transporte es muy heterogéneo: modalidades de transporte, 
atomización del sector, etc. ¿Existen, en este sentido, posiciones/intereses 
diferenciados dentro de la patronal del transporte sobre los puntos clave, las 
reformas a emprender, las reivindicaciones, etc.?  
2. ¿Cómo habría impactado la crisis económica? El sector del transporte es muy 
heterogéneo ¿habría incidido de forma desigual (menos impacto en el transporte 
internacional)?  
 
EL DESPLAZAMIENTO DE TRABAJADORES DEL SECTOR DEL 
TRANSPORTE EN LA UE  
 
3. ¿Cuáles son las principales características y señas de identidad del desplazamiento 
de trabajadores en el sector del transporte: cifras (in/out), tendencias, usos más 
habituales del mismo? ¿Qué impacto tiene el desplazamiento de trabajadores en la 
actividad del sector?  
4. ¿Cómo valora su organización la normativa europea existente en materia de 
regulación de desplazamiento de trabajadores (incluidas la reciente reforma de la 
directiva de desplazamiento, así como el denominado “mobility package”)? ¿Es una 
normativa suficiente? ¿Qué elementos deberían ser desarrollados, incorporados o 																																																								
61 Este apartado no se ha abordado cuando la persona entrevistada no formaba parte de una organización 
especializada en el sector del transporte. 
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derogados? ¿Cuáles son las reivindicaciones de su organización respecto al 
fenómeno del desplazamiento de trabajadores en el transporte?  
5.  En los debates sobre la reforma de la directiva de desplazamiento europea, la 
controversia y confrontación no ha sido únicamente entre representantes 
empresariales y sindicales, sino también entre países “emisores” y “receptores”. 
¿Existe este tipo de “bloques” dentro del sector del transporte? ¿Son similares las 
reivindicaciones y posiciones de las distintas patronales europeas del transporte con 
respecto al desplazamiento de trabajadores? 
6. ¿Cómo valoran la actuación del Gobierno de España (Ministerio de Fomento…) / 
de la Comisión Europea sobre este fenómeno?  
7. Algunas organizaciones empresariales han señalado como un problema destacado 
la falta de armonización de la normativa europea en materia de transporte o, más 
que de la normativa, de su interpretación y aplicación por parte de los distintos 
Estados miembro (sanciones, etc.) [ej. actual limitaciones a descanso en cabina en 
países como Francia y Bélgica…] ¿Serían ustedes partidarios de una cierta 
homogenización/igualación de las condiciones en que se ejerce esta actividad en el 
seno de la UE? ¿Qué medidas serían necesarias en ese caso? 
8. En este sentido, ¿cómo valoran la puesta en marcha y/o reivindicación de medidas 
que apuntan también a una cierta estandarización en las condiciones de trabajo y 
empleo en el sector: por ejemplo la puesta en marcha de un salario mínimo para 
trabajadores del transporte desplazados en países como Francia, Alemania, Austria? 
9. El desplazamiento de trabajadores viene siendo a menudo denunciado por los 
sindicatos como una práctica que favorece el dumping social, la competencia 
desleal y la desprotección de los trabajadores. ¿Qué valoración hacen ustedes de 
estas denuncias? ¿Les consta la existencia de posibles irregularidades o malas 
prácticas? ¿Son denuncias fundamentadas? 
10.  Muchas de estas prácticas (cabotaje ilegal, dumping social, etc.) han sido 
denunciadas como perjudiciales y contrarias a los intereses de los trabajadores del 
sector por parte de los sindicatos, pero ¿hasta qué punto no pueden constituir 
también un impacto negativo para las empresas al fomentar una competencia 
desleal entre países (iniciativas como mobility package se han analizado en 
ocasiones en esta línea de proteger los intereses de empresas y trabajadores países 
más ricos)? 
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Guión de entrevista para miembros de organizaciones sindicales 
españolas y europeas 
 
0. Presentación de la investigación que estamos efectuando 
 
EVALUACIÓN DE LA SITUACIÓN DEL TRANSPORTE EN ESPAÑA / 
EUROPA62 
 
1. ¿Cuál es, en términos generales, el diagnóstico de su organización sobre la situación 
del sector del transporte en España/Europa? ¿Cuáles son los principales desafíos y 
problemas del sector en materia de protección de los trabajadores? ¿Cuáles son las 
reformas más urgentes y necesarias? ¿Cuáles son las principales reivindicaciones 
de su organización con respecto al sector del transporte (por carretera)? 
2.  El sector del transporte es muy heterogéneo: modalidades de transporte, 
atomización del sector (autónomos, etc.), diferencias regionales/nacionales dentro 
de España/Europa… ¿Existen, en este sentido, posiciones/intereses diferenciados 
dentro de las organizaciones sindicales y profesionales del transporte o existe 
consenso sobre los puntos clave y las reivindicaciones?  
3. ¿Cómo definiríais vuestra relación con las patronales nacionales/europeas del 
transporte? ¿Existe diálogo social en el sector? ¿Cómo valoráis las propuestas 
patronales para el sector? ¿Cómo valoráis la actuación de las autoridades 
nacionales/europeas respecto a los problemas y reivindicaciones del sector del 
transporte?  
4. ¿Cómo habría impactado la crisis económica en el sector del transporte? ¿Qué 
impacto habría tenido sobre las condiciones de trabajo y empleo? ¿Se trata de un 
sector más o menos precarizado en materia laboral en comparación a otros?  
 
EL DESPLAZAMIENTO DE TRABAJADORES DEL SECTOR DEL 
TRANSPORTE EN LA UE  
 
5. ¿Cuáles son las principales características y señas de identidad del desplazamiento 
de trabajadores en el sector del transporte: cifras (in/out), tendencias, usos más 
																																																								
62 Este apartado no se ha abordado cuando la persona entrevistada no formaba parte de una organización 
especializada en el sector del transporte. 
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habituales del mismo? ¿Qué impacto tiene el desplazamiento de trabajadores en la 
actividad del sector?  
6. ¿Cómo valora su organización la normativa europea existente en materia de 
regulación de desplazamiento de trabajadores (incluidas la reciente reforma de la 
directiva de desplazamiento, así como el denominado “mobility package”)? ¿Es una 
normativa suficiente? ¿Qué elementos deberían ser desarrollados, incorporados o 
derogados? ¿Cuáles son las reivindicaciones de su organización respecto al 
fenómeno del desplazamiento de trabajadores en el transporte?  
7. En términos generales (no sólo en el transporte), el fenómeno del desplazamiento 
de trabajadores en Europa viene siendo denunciado por las organizaciones 
sindicales como un mecanismo de desprotección de los trabajadores, de pérdida de 
derechos y de dumping social. ¿Qué reflejo tendría estas malas prácticas dentro del 
sector del transporte? ¿Qué usos y posibles abusos se están produciendo en el sector 
transporte en torno a esta cuestión del desplazamiento (cabotaje ilegal, etc.)? 
8. ¿Cuáles serían las respuestas y medidas que sería necesario implementar para 
combatir estos abusos? ¿Se trata de un problema normativo (necesidad de 
desarrollo de ciertas normas hoy inexistentes) o la legislación que existe es 
suficiente y el problema reside en la aplicación de dichas normas (falta de voluntad 
política, ausencia de mecanismos de coordinación que hagan factible la aplicación 
de sanciones o el control de las condiciones de trabajo en el sector por medio de la 
inspección de trabajo, etc.)? 
9. Algunas de las medidas que están poniendo en marcha algunos estados miembro 
para combatir el denominado “dumping social” (por ejemplo, establecer salarios 
mínimos como ocurre en Alemania, Austria o Francia; o limitar la pernoctación en 
cabina en países como Francia) en ocasiones han sido señaladas como medidas que, 
en realidad, lo que estarían buscando es un cierto cierre de mercado (empresas y 
trabajadores) frente a los países europeos de menores costes laborales. Desde estos 
planteamientos se señala que son propuestas que terminan por no beneficiar a los 
trabajadores (ej. en el caso del no descanso en cabina mayores gastos de alojamiento 
y pérdida de dietas = merma ingresos) o que lo hacen a costa de perjudicar a los 
trabajadores de otros países ¿cómo valoráis vosotros este tipo de propuestas?   
10. En los debates sobre la reforma de la directiva de desplazamiento europea, la 
controversia y confrontación no ha sido únicamente entre representantes 
empresariales y sindicales, sino también entre países “emisores” y “receptores”. 
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¿Existe este tipo de “bloques” dentro del sector del transporte? ¿Son similares las 
reivindicaciones y posiciones de las distintas patronales y organizaciones sindicales 
europeas del transporte con respecto al desplazamiento de trabajadores? 
11. Muchas de las prácticas abusivas vinculadas al fenómeno del desplazamiento de 
trabajadores (cabotaje ilegal, dumping social, etc.) han sido denunciadas como 
perjudiciales y contrarias a los intereses de los trabajadores del sector por parte de 
los sindicatos, pero ¿hasta qué punto no pueden suponer también un impacto 
negativo para las empresas al fomentar una competencia desleal entre ellas según 
países? ¿Podrían estar las empresas –o algunas de ellas según sectores o países…- 
interesadas en poner límites a este tipo de prácticas abusivas o nos encontramos 
ante un fenómeno del que se benefician de forma generalizada y no hay voluntad 
de poner fin a esa realidad? 
12. ¿Cómo valoran la actuación del Gobierno de España (Ministerio de Fomento…) / 
Comisión Europea sobre el fenómeno del desplazamiento de trabajadores y en la 
regulación del sector del transporte en general? ¿Qué papel podría tener la creación 
de una Agencia Europea de Transporte tal y como se está discutiendo? ¿Tendría 
dimensiones positivas desde el punto de vista de la protección de los trabajadores?  
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Guión de entrevista para miembros de la DG de Movilidad y Transporte 
de la Comisión Europea 	
0. Presentación de la investigación que estamos efectuando 	
EVALUACIÓN DE LA SITUACIÓN DEL TRANSPORTE EN EUROPA 
 
1. ¿Cuál es, en términos generales, el diagnóstico de la DG de Movilidad y Transporte 
sobre la situación del sector del transporte en Europa? ¿Cuáles son los principales 
desafíos y problemas del sector? ¿Cuáles son las reformas más urgentes y 
necesarias?  
2. ¿Cómo habría impactado la crisis económica en el sector? El sector del transporte 
es muy heterogéneo ¿habría incidido de forma desigual (menos impacto en el 
transporte internacional)?  	
EL DESPLAZAMIENTO DE TRABAJADORES DEL SECTOR DEL 
TRANSPORTE EN LA UE  
 
3. Datos y características del desplazamiento de trabajadores en el sector del 
transporte. 
4. Desafíos, particularidades y posibles problemas registrados en torno al 
desplazamiento de trabajadores en el sector del transporte (falso desplazamiento, 
empresas buzón, dumping social...). 
5. Aplicabilidad de la normativa de desplazamiento de trabajadores existente al sector 
del transporte. Valoración de la normativa existente y posibles carencias. 
Valoración de las medidas unilaterales de control del desplazamiento de 
trabajadores en el sector del transporte puesta en marcha por algunos países 
europeos (Alemania, Francia, etc.). Valoración de propuestas como el denominado 
"mobility package". 
6. Propuestas de mejora de la regulación del desplazamiento de trabajadores en el 
sector del transporte. Posibilidades, necesidades y límites. 7. Posición mantenida por los distintos actores (Estados miembro, Parlamento 
europeo, Comisión Europea, etc.) respecto a los problemas del desplazamiento de 
trabajadores en el sector del transporte y posible choque entre intereses 
contrapuestos. Valoración de las críticas recibidas por la Comisión Europea en 
relación a su papel en la regulación del desplazamiento de trabajadores.	
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Fuente: (Pacolet y De Wispelaere, 2016) 
Posting of workers 
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ANNEX 4 PORTABLE DOCUMENT A1  
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Fuente: (Pacolet y De Wispelaere, 2016) 
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Fuente: (Pacolet y De Wispelaere, 2016) 
 
Posting of workers 
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